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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Aburto Ochoa, Marcos

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Boeninger Kausel, Edgardo

--Canessa Robert, Julio

--Cariola Barroilhet, Marco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Cordero Rusque, Fernando

--Espina Otero, Alberto

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Foxley Rioseco, Alejandro

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Martínez Busch, Jorge

--Matthei Fornet, Evelyn

--Moreno Rojas, Rafael

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Páez Verdugo, Sergio

--Parra Muñoz, Augusto

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz De Giorgio, José

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Vega Hidalgo, Ramón

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, el señor Ministro de Hacienda, y los señores Coordinador de Políticas Económicas y asesores del Ministerio de Hacienda.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 12:23, en presencia de 22 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. CUENTA

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que aprobó el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto que modifica la ley Nº 19.903 en lo relativo al cobro de aranceles por parte de los conservadores de bienes raíces (boletín Nº 3.642-07).



--Queda para tabla.



De la Excelentísima Corte Suprema, con el que emite su parecer acerca del proyecto de ley que modifica normas sobre patria potestad (boletín N° 3.592-18).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece normas especiales para el enjuiciamiento de los delitos que indica (boletín N° 4.026-07) (Véase en los Anexos, documento 1).



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Consejo Superior de Empresas Públicas; regula a las Empresas de Auditoría Externa; modifica estatuto de los directores de las sociedades anónimas, las normas de administración de éstas y los estatutos de las empresas públicas (boletín N° 3.949-05) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Prokurica, García, Horvath y Romero, con la que inician un proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional para establecer la representación de la minoría en la conformación de las Mesas de la Cámara de Diputados y del Senado (boletín N° 4.057-07) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Senador señor Sabag, con la que inicia un proyecto de ley sobre retiro de la propaganda electoral y reparación de los daños que ésta hubiere causado (boletín N° 4.058-06) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Prokurica, Arancibia, Fernández, Horvath, Ominami, Romero, Ruiz y Vega, mediante el cual proponen solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República la adopción de medidas que permitan a los vocales de mesa que cumplan funciones en la próxima elección presidencial recibir una colación adecuada (boletín N° S 834-12) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Prokurica, Arancibia, García, Horvath y Ruiz, con la que presentan un proyecto de ley que establece la obligación de los organismos de la Administración del Estado de reservar cupos para las personas con discapacidad en los concursos para proveer sus cargos vacantes.



--Se declara inadmisible por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se enviará el oficio correspondiente al Ejecutivo, en nombre de los señores Senadores autores de la moción.

El señor PROKURICA.- Sí, señor Presidente.



--Así se acuerda.

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

-----------
El señor ROMERO (Presidente).- Informo que, en relación con el proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Organización de las Naciones Unidades, signado con el número 3 del Orden del Día y que cuenta con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, el Ministro Secretario General de la Presidencia, don Eduardo Dockendorff, me ha planteado la posibilidad de sacarlo de la tabla, en espera de que el señor Canciller esté presente en la sesión.



Si le parece a la Sala, se procederá conforme a lo solicitado por el Ejecutivo.

El señor ARANCIBIA.- Me parece.



--Así se acuerda.

----------
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, las Comisiones unidas de Economía y Agricultura están convocadas a sesión para las 13:30 de hoy, con el objeto de analizar el proyecto de ley relativo a los efectos de la capa de ozono.



Por lo tanto, solicito autorización para que puedan funcionar paralelamente con la Sala a partir de esa hora.

El señor ROMERO (Presidente).- Si no hubiere inconveniente, se accedería a la petición formulada por el señor Presidente de la Comisión de Economía.



--Así se acuerda.

----------
El señor HORVATH.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, junto con el autor de la moción referida al proyecto que modifica la Ley sobre Aviación Comercial, solicitamos ampliar hasta hoy, a las 16, el plazo, para la presentación de indicaciones, con el objeto de analizarlo en forma integral y sobre la base de las intervenciones habidas en su momento en la Sala.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a los señores Senadores, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.

IV. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE FONDO DE INNOVACIÓN PARA COMPETITIVIDAD

El señor ROMERO (Presidente).- Corresponde continuar la discusión general del proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3588-08) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 16ª, en 3 de agosto de 2004.


Informe de Comisión:


Educación, sesión 46ª, en 8 de noviembre de 2005.


Discusión:



Sesiones 47ª, en 9 de noviembre de 2005 (queda para segunda discusión); 48ª, en 13 de diciembre de 2005 (queda pendiente su discusión general).

El señor ROMERO (Presidente).- Solicito autorización para que ingresen a la Sala don Marcelo Tokman, Coordinador de Políticas Económicas del Ministerio de Hacienda, y don Jorge Rodríguez y la señora Jacqueline Saintard, asesores de esa Cartera de Estado. 



--Se accede.

El señor ROMERO (Presidente).- Ayer quedaron inscritos para intervenir los Senadores señores Vega, Muñoz Barra, Flores, Moreno y Matthei.


Tiene la palabra el Honorable señor Vega.

El señor VEGA.- Señor Presidente, este proyecto me parece tremendamente oportuno. Chile lo necesita hoy día si quiere alcanzar el nivel de desarrollo que pretende con la globalización.



Sin duda, se trata de una iniciativa muy compleja y que no resuelve por sí sola el problema de la investigación y el desarrollo en un país que viene emergiendo del subdesarrollo. 



Asimismo, no soluciona lo relacionado con la innovación tecnológica, porque ésta es una conclusión del conocimiento, del saber -producto de la investigación de miles de años, desde (qué sé yo) antes de Cristo- que han logrado los países desarrollados.



Por esa razón, no debemos confundir los objetivos del proyecto con las legítimas aspiraciones regionales que algunos señores Senadores plantearon respecto a los recursos que genera el royalty.



Aquí hablamos de principios, de orígenes del saber, que son problemas que atañen a los niveles nacional, regional y mundial.



A los efectos de una definición clara de estos conceptos y procedimientos, la Organización para la Cooperación Económica y el Desarrollo (OCDE) publicó en 1992 un conjunto de directrices, conocidas como Manual de Oslo. En este proyecto debemos integrarlas, con el fin de evitar confusiones respecto de lo que significan innovación, investigación y desarrollo.



Estamos ante una decisión estratégica, de Estado.



Son muchos los ejemplos del efecto multidisciplinario de estas grandes decisiones. La Europa milenaria, como dije, logró concatenar el conocimiento del espacio desde antes de Cristo, con Aristarco de Samos; luego, con Ptolomeo, Galileo y Newton; y ahora, con los espectaculares observatorios astronómicos espaciales y con una sonda en Marte.



Ésa es la conclusión de un proceso milenario.



Por tal motivo, debemos tener mucho cuidado, para orientar el esfuerzo exactamente en esa dirección.



Sin embargo, para llegar a esos niveles de excelencia, nuestro problema interno radica en  la estructura educacional superior. Ahí se halla la génesis de todas las complicaciones.



Cuando los jesuitas llegaron a integrar nuestros conocimientos, lo primero que hicieron fue instaurar la escuela primaria. ¡Y ahí nos quedamos! Después de cien años se impartió la enseñanza secundaria, y luego, la universitaria.



Por fortuna, contamos con tres o cuatro universidades que, por su antigüedad, se encuentran preocupadas de la investigación y el desarrollo. Esas instituciones llegaron a la conclusión de que la investigación y el desarrollo, inevitablemente, constituían una conclusión de su conocimiento y una mirada permanente de veinte años hacia adelante. Recién estamos comenzando esta tarea.



Pero esta situación no la va a resolver la iniciativa en debate, sino la madurez que logremos a través de ese conocimiento para que motivemos la investigación y el desarrollo.



Y ahí viene el primer gran problema.



Nosotros somos los usuarios de lo que estas universidades y los países desarrollados se encuentran realizando desde hace mucho tiempo en ese ámbito. Los europeos y los norteamericanos están mirando veinte o treinta años hacia adelante. En nuestro caso,  nos hallamos detrás, y malamente, como operativos.



Por ejemplo, en el campo de la aeronáutica -situación que todos ustedes conocen-, hoy día vemos que el Airbus 340 se encuentra completamente computarizado. Toda la ingeniería tiene que ser estudiada en Europa; en Francia, específicamente. Todos los pilotos deben entrenarse además en esa nación; son instruidos acá, pero, por el uso de simuladores, etcétera, es preciso que vayan allá, porque sus científicos son los generadores de la tecnología. Y para poder hacer una operación al 80 ó 90 por ciento de su eficiencia y utilidad, nosotros tenemos que acceder a su conocimiento.



Lo mismo pasa con los computadores. En cuanto al teléfono celular, se usa en un 20 por ciento de su verdadera capacidad. Por tanto, perdemos el 80 por ciento restante, pues no hemos logrado en la parte material un nivel de eficiencia respecto de los modelos tan complejos que nos llegan con tecnología avanzada.



Ése es el problema.



Así que el proyecto de ley apunta hacia allá: a una definición doctrinaria y de objetivos en esta materia; a la integración de los esfuerzos hechos a nivel nacional, que son importantes.



Chile está a la cabeza en Latinoamérica, con un gasto de 0,7 por ciento de su  PIB en investigación y desarrollo. Deberíamos invertir 3 ó 4 por ciento, como en la actualidad lo hacen los países desarrollados.



Por esa razón, y gracias a nuestras antiguas universidades, tenemos una posición privilegiada. Y dar el salto para traspasar esa “línea roja” y entrar en esos veinte años de investigación y desarrollo que nos llevan de ventaja las naciones desarrolladas, es lo que busca el proyecto de ley en debate.



No estamos hablando de regionalización. Ése es otro cuento.



Entiendo perfectamente bien ese problema. La minería tiene gran capacidad de innovación tecnológica. Tal vez ahí contamos con una ventaja comparativa de tremendo beneficio para el país. No olvidemos que se trata de clusters mineros a los que concurren logísticamente miles de pequeñas industrias con su apoyo y en su beneficio. Y es ahí, entonces, donde podríamos generar un valor agregado interno orientado a la racionalización de un sistema de tal naturaleza. En eso estamos de acuerdo. 



Ésas son las definiciones políticas que debe adoptar la comisión pertinente y por ello es importante que funcione a nivel nacional. 



En los países subdesarrollados la innovación tecnológica no se genera directamente desde la empresa. En cambio, en los desarrollados se realiza en forma directa a partir de ella. Es decir, la empresa paga la innovación tecnológica; contrata a las universidades; establece las definiciones, los objetivos, y trae a los doctores y los pone en la primera línea de combate para que vayan mirando cuál va a ser su desarrollo. Así sucedió con todos los sistemas computacionales, cibernéticos, que hace veinte años no existían. Hoy día la medicina, la agricultura, la minería, las ciencias del espacio, se sustentan sobre el tremendo desarrollo cibernético que lograron estas empresas mediante su propia definición de investigación y desarrollo.



Y esta materia requiere una redefinición para nosotros. 



Sabemos que el problema no lo va a solucionar este proyecto de ley; pero él representa un punto de partida, en lo general, importante. 



El Consejo Nacional de Innovación para la Competitividad va a definir los objetivos, los plazos medianos y largos de los proyectos necesarios; las prioridades que han de establecerse; la coordinación que es preciso dar a las múltiples instituciones que se hallan trabajando en esta materia en Chile y que han hecho grandes aportes para una mayor participación en la relación del nivel académico con el sector empresarial privado y el Estado. 



En los países desarrollados tiene que existir forzosamente este triunvirato, que es el que sostiene el modelo económico que se está globalizando, pues necesitan de esa estructura.



La iniciativa se perfeccionará a través de las indicaciones correspondientes. Pero creo que es el momento oportuno para partir con una reflexión, con una solución y con un apoyo al modelo económico que opera en una globalización de esta naturaleza.



Anuncio que votaré favorablemente el proyecto.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, sin duda, este proyecto tendrá una enorme trascendencia -tal como lo señalamos ayer; y hoy seguramente se va a reafirmar- para el progreso del país a través de la creación de un Fondo de Innovación para la Competitividad y su correspondiente institucionalidad. Ello permitirá fortalecer y articular las iniciativas públicas y privadas, lo que, a su vez, va a producir un desarrollo, no sólo a nivel nacional, sino también para nuestras regiones, porque van a ganar en competitividad y podrán dinamizar su perspectiva a fin de alcanzar una sociedad de mayor bienestar y equidad.



A mi juicio, el proyecto impactará tanto en el desarrollo de la ciencia, la tecnología y las universidades cuanto a favor de un Chile -reitero- más competitivo.



Quiero destacar lo que planteó el Ministro de Hacienda, don Nicolás Eyzaguirre, en la Comisión de Educación, Ciencia y Tecnología del Senado, de la cual soy integrante.



Dicho Secretario de Estado sostuvo que, si bien Chile ha tenido un alto crecimiento económico, no ha traspasado aún la barrera del subdesarrollo. Creo que es bueno recordarlo en esta sesión.



El mismo Ministro señala que el actual modelo económico requiere una reorientación que incorpore, a la existencia de recursos naturales que exporta, la innovación tecnológica que hace posible obtener ventajas comparativas a través de la elaboración de productos sofisticados.



A esa nueva estrategia el señor Ministro la ha denominado “de encadenamiento hacia atrás y hacia los lados". Es decir, sostiene que a través de ello se potencian la condición de Chile como productor de materias primas y la industria relacionada con la extracción de éstas.



Comparto la propuesta del señor Eyzaguirre. Y para ello se requiere disponer, entre otras cosas -es lo que estamos viendo esta mañana-, de una normativa jurídica que permita estimular la innovación de los recursos productivos.



Si observamos -y es bueno comparar- cuánto invierten los países en ciencia y tecnología, constataremos que los más ricos tienen la más alta inversión, y los pobres, la más baja. Por consiguiente, fácil resulta concluir que existe una correlación positiva entre inversión en ciencia y tecnología y desarrollo económico-social.



Recordaré algunas cifras.



Estados Unidos, nación que va a la vanguardia en desarrollo científico y tecnológico, destina a tal propósito 2,6 por ciento de su producto interno bruto; Alemania, 2,3 por ciento, y Chile, 0,7 por ciento. Y debemos tener presente que en 1999 el porcentaje del PIB dedicado a ciencia y tecnología en nuestro país fue de 0,55 por ciento.



Es una realidad, entonces, que los productos nuevos y útiles, que son consecuencia del desarrollo científico y tecnológico, generan mayor riqueza que una industria tradicional que se anquilosa.



Por ejemplo, el desarrollo de la vacuna contra la hepatitis B por la empresa norteamericana Chiron produjo en un año ingresos por 250 millones de dólares. Y cabe señalar que esa compañía fue fundada por un científico chileno de altos méritos: el doctor Pablo Valenzuela.



Otro ejemplo: Finlandia, país cuya población alcanza a los cinco millones de habitantes, durante la década de los ochenta decidió impulsar una activa política de desarrollo científico y tecnológico, la cual le ha permitido alcanzar competitividad en todo el mundo, entre otras áreas en telefonía celular; asimismo, decidió incrementar la inversión en ciencia y tecnología, elevándola a 3 por ciento del PIB. Hoy, en el mundo, las ventas en telefonía celular basadas en la tecnología finlandesa superan los 20 billones de dólares.



Ahora bien, señor Presidente, el proyecto también incorpora el establecimiento de una estrategia nacional de innovación para la competitividad o “estrategia de innovación”.



Sobre esta materia, al calor de las intervenciones habidas en la Comisión que integro, me parece necesario hacer, respetuosamente, las siguientes reflexiones.



En primer lugar, está claro que la política macro de desenvolvimiento científico y tecnológico debe ser parte de una estrategia nacional de desarrollo productivo que propenda a la equidad y a ganar competitividad para nuestra economía en el mercado externo.



En tal sentido, es importante que la política se oriente a la creación de nuevos productos, es decir, a diversificar la producción para los mercados interno y externo, aprovechando nuestras materias primas, a fin de, gradualmente, ir equilibrando la proporción actual de 85 por ciento de exportación de recursos naturales a favor de la exportación de productos sofisticados.



Para ello es necesario, pues, que el Estado defina áreas y programas prioritarios de desarrollo nacional con relevancia estratégica, pensando en cómo insertarse mejor en la economía globalizada a partir de las ventajas que tiene Chile en algunos rubros productivos de bienes y servicios y en sus posibilidades de mejoramiento tecnológico que garanticen el incremento de esas ventajas. Estos programas pueden ser diversos y estar dirigidos, por ejemplo, a las explotaciones forestales, a la elaboración de nuevos productos de cobre o a la descontaminación ambiental.



Asimismo, resulta menester orientar la innovación tecnológica hacia las pymes -de las cuales tanto se habla-, con el propósito de mejorar sus procesos productivos, la calidad de sus productos o la innovación de éstos.



Es sabida la significación que tienen las pequeñas y medianas empresas para la generación de empleo y como potencial exportador. Sin embargo, se ha constatado que no son muy entusiastas para incorporar nuevas tecnologías en sus procesos, en gran medida por falta de recursos y de oportunidades.



También es relevante formar profesionales que puedan participar activamente en el mundo de la tecnología. Ello significa crear nuevas carreras o posgrados y estimular cursos de perfeccionamiento o de capacitación para investigadores científicos y tecnológicos, profesionales, empresarios, técnicos, profesores.



Un objetivo prioritario debe ser el incremento del número de científicos con que cuenta el país.



Diferentes proyectos que hemos estado analizando en la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología apuntan en la dirección que estoy señalando.



Asimismo, en esta materia, se debe capacitar y formar personas para que puedan desempeñarse laboralmente con mayores competencias tecnológicas. Encuestas especializadas constatan que quienes han recibido capacitación laboral han incrementado su remuneración en 24 por ciento con respecto a aquellos que no la han recibido. En Chile, la tasa más alta de capacitación la ostentan las grandes empresas, lo que, indudablemente, les da ventajas con relación a las medianas y pequeñas, que exhiben índices más bajos. La diferencia radica en que las empresas que más capacitan logran más alta productividad, por la mejor calidad de la mano de obra o del capital humano empleado.



También se deben aprovechar intensamente las posibilidades que brindan tratados internacionales suscritos por Chile. En este ámbito, el Tratado de Asociación con la Unión Europea es un buen modelo, que permite la colaboración científico-tecnológica entre los países de la Unión y el nuestro. Y existe un importante Tratado de Colaboración Científica y Tecnológica con España, que ha posibilitado la incorporación de científicos nuestros en investigaciones realizadas en esa nación.



Lo anterior, desde mi punto de vista, requiere imaginación creativa y financiamiento. Al respecto, Chile debe proponerse, en el corto plazo, invertir al menos uno por ciento del PIB en ciencia y tecnología. Los dos pilares del desarrollo económico y social de las naciones más avanzadas son la educación y el desenvolvimiento científico y tecnológico. Y nuestro país, por supuesto, debe seguir la misma senda.



En el transcurso del día de ayer -y con seguridad lo propio ocurrirá hoy-, distinguidos señores Senadores han anunciado su voto en contra del proyecto. Yo pienso que se debe meditar una decisión de tal naturaleza, porque durante la discusión particular será factible perfeccionar el texto en discusión.



En mi opinión, Chile necesita una legislación, una institucionalidad sobre la materia, pues el desafío de la globalización nos impide tener vacilaciones en el ámbito de que se trata.



Por eso, anuncio mi voto favorable a la iniciativa que nos envió el Poder Ejecutivo.



He dicho.

El señor ROMERO (Presidente).- Pidió la palabra el señor Ministro, quien tiene preferencia.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, en primer lugar, quiero excusarme por no haber participado en la sesión de ayer. Sus Señorías saben que, por ley, el Ministro de Hacienda debe concurrir a las reuniones sobre política monetaria celebradas por el Consejo del Banco Central, órgano que de manera autónoma fija las fechas pertinentes. En consecuencia, me fue imposible estar al mismo tiempo en dicho Consejo y en el Honorable Senado.



Por eso, ya presente hoy, doy las excusas del caso.



Ahora bien, el tema que nos convoca esta mañana es de extraordinaria importancia. En general, la evidencia económica mundial da cuenta de que, por desgracia, los países con mayores recursos naturales tienden a ser relativamente menos desarrollados, dando lugar a lo que se llama la "maldición de los recursos naturales". Son pocas las naciones -y por ello, muy relevantes- que, no obstante tener la bendición de los recursos naturales, han logrado ser a la vez muy desarrolladas. Los casos más salientes son los de los países nórdicos y, particularmente, el de Australia. Y en todas estas naciones se cumple una tríada que es fundamental para evitar la referida “maldición”.



La primera, una gran fuerza de la educación.



La segunda -y muy relevante-, una inmensa apertura de la economía y una profunda significancia del mercado en la asignación de recursos. Fue, por ejemplo, lo que Chile efectuó hace más de veinte años. Y también lo realizaron Australia -ello permitió evitar la decadencia del continente durante el siglo XX-, Finlandia y otros países.



La tercera, aun teniendo una buena educación y una estructura de comercio internacional abierta, es la calidad de las políticas públicas en materia de innovación, ciencia y tecnología. Éstas requieren una programación estratégica, un pensar el país a largo plazo, porque, dados los altos costos y los problemas vinculados con la propiedad intelectual que tienen la innovación y la investigación, resulta imposible que el sector privado las realice por sí solo.



Es por eso que durante más de tres años nos hemos abocado a observar las mejores prácticas internacionales y la realidad institucional de los países que han sido exitosos en este emprendimiento.



Lo que hoy propone el Fondo no es baladí; no se trata de algo inventado en una reunión a puertas cerradas, sino que es producto de un esfuerzo muy sistemático desplegado para recoger las mejores experiencias.



¿Y qué nos dicen las mejores experiencias? Que, en general, los países que lograron cambiar su estructura productiva para ir a recursos naturales con mayor innovación y tecnología han conseguido una unión de la actividad de la ciencia y la investigación con la de la empresa y la producción. Es el caso típico de nuestro país, donde la innovación y la ciencia aparecen como compartimientos estancos desvinculados del proceso productivo.



En función de esa vinculación, cuya concreción es compleja, hemos observado las mejores prácticas. Y yo les diría que, en esencia, importa preservar los siguientes puntos.



En primer lugar, la institución que realice la planificación estratégica y finalmente efectúe la asignación de los recursos públicos para ciencia y tecnología debe hallarse a nivel presidencial. Si está en un nivel intermedio, dado que en el corto plazo no es muy popular dedicar recursos a la investigación y a la ciencia, en general se tiende a producir un mal uso de ellos.



En segundo término -sé que el Honorable señor Viera-Gallo y otros señores Senadores intervinieron en este sentido, y por eso estoy dando la explicación del caso-, en esta institución de nivel presidencial es absolutamente imprescindible generar pesos y contrapesos tanto al interior del sector público como entre éste, el sector privado y el que produce la ciencia y la tecnología.



Si diéramos a este ente la forma de un Ministerio de la Ciencia y la Tecnología, ocurriría inevitablemente que éste sería un foco de captura por parte de quienes deseen los recursos públicos para, en el fondo, producir la ciencia y la tecnología que ellos quieran y no lo que demande el país.



Por consiguiente, atendido que la ciencia y la tecnología tienen que ver con los recursos generales de la nación (Hacienda), con el proceso de formación de recursos humanos (Educación) y con la empresa productiva, el capital semilla, la incubadora de nuevas empresas (Economía), son imprescindibles. Y ésa es la experiencia de Finlandia, de Australia, de Nueva Zelandia, donde los Ministerios de esas áreas hacen de peso y contrapeso.



No obstante -así lo demuestra la experiencia internacional-, cuando el sector público domina completamente la asignación de recursos, es posible que, por un problema político, él sea capturado por los oferentes de ciencia y tecnología y que terminemos con Ministerios llenos de institutos tecnológicos que, en definitiva, no le rindan cuenta a nadie.



Por ello, la segunda conclusión es que resulta menester que en la comisión de alto nivel que estructure el gasto en ciencia y tecnología esté presente además el sector privado. Pero como es posible que éste intente capturar los recursos públicos para evitar gastar en lo que habría gastado de cualquier modo, es menester que la ciencia y la tecnología se encuentren también presentes en el Consejo de Innovación. Y por eso la propuesta incluye a representantes de los mundos de la ciencia y de las políticas públicas.



Finalmente, en cuanto a esta estructura, que es balanceada, se observan en la evidencia internacional fuertes economías de aglomeración. Y si sólo procuramos que exista contrapeso entre los Ministerios y que, además, estén apropiadamente representados el sector privado y aquellos que conocen de la ciencia y la tecnología, es posible que todo el esfuerzo termine concentrado, por ejemplo, en Santiago. Porque evidentemente, por economías de aglomeración, de carecerse de una política explícita que propenda a la distribución regional de los recursos, va a ocurrir que todo terminará concentrándose en el lugar que, por economías de escala, tendrá los mejores científicos y tecnólogos y, al menos, las sedes de las más importantes empresas.



Por tal motivo, el proyecto procura un delicado balance, conforme al cual 25 por ciento de los recursos deberá necesariamente aplicarse en las Regiones, pero en una forma en que exista sinergia con lo que se hace en el resto del país.



Sus Señorías comprenderán que si el Fondo financia un Doctorado en Ingeniería de Minas (recursos humanos) en Iquique, por ejemplo, pero simultáneamente no incentiva, por la vía de grants o de beneficios tributarios, para que las empresas de la minería introduzcan tecnología, estaremos generando cesantes ilustrados en dicha ciudad. 
Por tanto, es menester que lo que se realice en materia de recursos humanos en Iquique sea consistente con los incentivos otorgados a las empresas mineras para que introduzcan innovación.



En consecuencia, resulta fundamental que la definición del 25 por ciento que va a Regiones se produzca en tándem, en sinergia, en coherencia con lo que se hace con el cien por ciento de los recursos del país.



Ahora -con esto finalizo-, es obvio que no tendría sentido discutir sólo respecto a los recursos adicionales establecidos en la ley sobre impuesto específico a la minería. El Consejo de Innovación debe tener una palabra. Y ya existe una comisión presidencial que está trabajando para elaborar propuestas que sirvan como base al trabajo de dicho Consejo acerca de los recursos que el país gasta, y muy mal, que no tienen vinculación alguna entre el sector privado y el sector público, entre la universidad y la tecnología, entre los recursos humanos y los sectores punta de la economía.



Por tanto, estamos en presencia de un proyecto que tiene la flexibilidad -muchos señores Senadores lo señalaron- para acoger en el debate particular la sensibilidad más fina, pero que recoge, no algo que se le ocurrió a un burócrata sentado en su escritorio, sino un trabajo sistemático de observación de las mejores prácticas de los países punta en estas materias y que sigue los criterios que he consignado.



Muchas gracias.

---------
El señor OMINAMI.- Pido la palabra.

El señor ROMERO (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, solicito recabar el acuerdo necesario para que la Comisión de Hacienda sesione paralelamente con la Sala, en forma muy breve, a fin de tratar el proyecto que modifica la Ley de Pesca y Acuicultura, con urgencia calificada de “suma”. Se trata de aspectos muy puntuales que, a mi entender, podríamos resolver rápidamente.



Por cierto, si hubiera alguna votación en el Hemiciclo, interrumpiríamos de inmediato la reunión.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá, una vez que termine de intervenir la Senadora señora Matthei, integrante de la Comisión de Hacienda.



--Se autoriza.

---------
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, en la discusión habida aquí se han enredado, de alguna manera, dos visiones distintas sobre el tema que nos ocupa.



Por un lado está todo lo relativo al royalty, al origen de las platas y al problema de las Regiones del norte, cuyas estructuras productivas se encuentran excesivamente concentradas en la minería, con las dificultades que ello implica cuando las minas se agotan o cuando el precio de los minerales baja mucho.



Por otra parte se encuentra el determinar cuál es la mejor estructura para una adecuada investigación científica o tecnológica y, sobre todo, para un apropiado adelanto tecnológico y, por lo tanto, un mayor valor de nuestros productos.



Me parece que el debate en esta Sala ha estado tironeado por ambas visiones.



Cuando uno escucha al Senador señor Boeninger o al Ministro de Hacienda, ¡qué duda cabe de que nuestra organización en materia de investigación científica y tecnológica, adelantos, incorporación de tecnología a los productos, etcétera, se halla subdesarrollada!



Debemos avanzar hacia un sistema donde el dinero primero se acreciente, pero, además, se utilice bien y no sea capturado ni por el sector público -por funcionarios- ni por el privado. Eso es obvio y en tal sentido apunta el proyecto.



Sin embargo, leí también el discurso del Senador señor Núñez y no puedo dejar de concordar absolutamente con él.



En verdad, las Regiones mineras iniciaron la lucha por el royalty con el objetivo de diversificar sus estructuras productivas. Todas se preocuparon de conseguir los votos suficientes para su aprobación, con la esperanza de que algo de eso quedara en el norte. Y ello no está contenido en la iniciativa.



Soy representante de la Cuarta Región, donde, si bien hay cierto desarrollo de la agricultura, el peso lo sigue haciendo la minería. Y, en realidad, toda la gente esperaba que el royalty implicara algún tipo de mejora en el empleo, en el desenvolvimiento de la zona, en las expectativas hacia el futuro.



Señor Presidente, voy a votar en contra del proyecto, no por oponerme a lo que propone, sino, sencillamente, porque no resuelve para nada el tema del aporte a la zona norte. Allá existen muchas necesidades y no todas se relacionan con el desarrollo científico.



Por ejemplo, en la Región de Coquimbo se requiere efectuar estudios sobre cómo disminuir costos en las plantas que procesan los minerales de los pequeños mineros; cómo mejorar el cultivo de avalones,  en cuanto a si sólo se pueden desarrollar en el mar o también en piscinas, fuera de él; cómo introducir variedades que ocupen menos agua, para optimizar su uso, etcétera.



Como dije, señor Presidente, allá se precisa dinero, no sólo para desarrollo científico y tecnológico, sino también para otras cosas. Falta más infraestructura: necesitamos el paso Aguas Negras; necesitamos el embalse El Vato y todo un sistema de embalses precordilleranos, de manera que cuando llueva el agua no esté a los dos días en el mar; necesitamos apoyo en la comercialización y, en general, en la actividad de las áreas de manejo; necesitamos ayuda en la producción de quesos de cabra; necesitamos respaldo en la floricultura; necesitamos ver cómo se puede desarrollar el cultivo de semillas híbridas; necesitamos más trabajo; necesitamos mayor diversificación de la estructura productiva.



Por eso resulta tan desagradable discutir esta iniciativa, porque se hace desde dos perspectivas distintas y que difícilmente se pueden amalgamar.



No puedo olvidar, señor Presidente, que el dinero con el cual se  propone abordar el desarrollo científico provendrá del royalty, ni que la lucha por éste la dieron las Regiones mineras con el objeto de obtener más recursos para diversificar su estructura productiva. Y, en la que represento en el Senado, nadie entendería que aprobáramos un proyecto que finalmente no significa nada para sus habitantes. ¡Nada!



De otro lado, entiendo el esfuerzo del Senador señor Boeninger y el trabajo que se ha realizado aquí para contar con una organización más racional en materia científica.



Esos fueron los motivos que nos impulsaron a pedir, una y otra vez, que por lo menos durante algún tiempo los recursos quedaran aparte y no se integraran todos en un solo fondo nacional, donde de alguna manera la estructura se halla muy centralizada.



No es posible, en esta discusión, obviar el hecho de que los dineros provendrán del royalty. ¡No es posible! Y creo que ningún Senador o Diputado de las Regiones mineras permitirá que, en definitiva, esos recursos se centralicen por completo y no contribuyan a entregar a sus pobladores lo que tanto anhelan.



Cuando el precio del cobre y de otros minerales estuvo bajo, en Andacollo el 90 por ciento de la gente debe de haber estado cesante; en Illapel, las banderas negras flameaban casi todas las semanas; en Combarbalá, todo el mundo se encontraba sin empleo; en Ovalle, la desazón de los pequeños mineros era terrible. Y ahora que subieron los precios, tampoco los están gozando, porque son tan altos los costos de maquila, de procesamiento de los minerales de los pequeños mineros, que prácticamente no se benefician de ello. Es cierto que se han abierto más minas, las que, de alguna forma, han vuelto a producir. Pero se necesitan caminos, equipamiento, inversiones en las plantas, como en la de la ENAMI, en Ovalle. Se requieren muchas cosas, pero el proyecto no da ninguna respuesta.



Repito: valoro lo que se ha hecho en orden a contar con una estructura razonable en materia de desarrollo científico y tecnológico. Pero no le puedo dar vuelta la espalda a la gente de mi Región, que luchó por el royalty.



Y, justamente por eso, cuando se discutía la iniciativa sobre royalty manifesté, de modo reiterado, que el camino más conveniente era aumentar las patentes de las grandes empresas mineras, pues era la única forma de asegurar que ese dinero quedara en zonas donde existe minería. 



No hay que olvidar que la idea del royalty nació en las Regiones del norte, donde alcaldes y concejales de todos los partidos políticos empezaron a ver cómo podían obtener más recursos para diversificar la estructura productiva, ya que son los municipios los que se enfrentan con la cesantía, con la tremenda desesperanza que genera la falta de trabajo. 



Así nació el tema del royalty. Yo les dije muchas veces: “Los van a hacer lesos. Van a aprobar el royalty y no se va a gastar ni un peso en estas Regiones”. Y eso es exactamente lo que está sucediendo.



Entonces, si el Gobierno no quiere sufrir una derrota en este proyecto tan importante -y va a sufrirla, porque no tendrá los votos suficientes para aprobarlo-, de alguna manera debe destinarse parte de los dineros del royalty a aumentar la infraestructura y a ayudar a las Regiones del norte. No pueden asignarse en su totalidad a investigación científica. Se tendrá que estudiar de dónde obtener más recursos para este efecto. Pero a nosotros nos resulta imposible aprobar o apoyar una iniciativa que, en el fondo, obvia el hecho de que las platas provendrán de la riqueza minera de dichas Regiones y éstas no van a recibir nada.



Por lo tanto, de mantenerse el texto actual, con gran pesar anuncio mi voto en contra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Flores.

El señor FLORES.- Señor Presidente, me ha ido preocupando el estado de ánimo imperante en la Sala a medida que avanza la discusión. Ayer había una ausencia general de Senadores -al parecer, existían muchas otras tareas- y, pese a la importancia del tema, pocos le dan pelota. 




También tenemos la cuestión planteada por los Senadores señora Matthei y señor Núñez, relativa a las Regiones. 



Creo que aquí hay tres problemas: el de la estrategia de desarrollo competitivo del país; el de la apropiación de los dineros por los científicos nacionales -que son quienes se están movilizando para obtener este dinero-, el cual no responde necesariamente a una estrategia de desarrollo; y el regional. 



En fin, existe una ensalada grande que va a impedir que el proyecto se apruebe. Y quiero dedicar mi intervención a agregar más ingredientes a la ensalada, para que esté completa, los cuales tienen que ver con la cosa competitiva.



Estamos hablando de este asunto como si Chile fuera una aldea y hubiera que guardar la platita. Porque las únicas consideraciones que tenemos son las experiencias narradas por el señor Ministro de Hacienda.



Debo hacer presente que entre tecnología y ciencia existe una diferencia esencial, que nuestros científicos no cachan o no les gusta cachar. He hablado suficiente con ellos para saber que es así. 



Esa diferencia dice relación, primero, a que la tecnología debe vender productos y financiarse; y segundo, a que para que eso ocurra tiene que entrar a tiempo. Su timing es fundamental, y es muy distinto según el tipo de industria de que se trate. 



Por ejemplo, ¿cómo se explica el acierto notable de un país chico, como Finlandia, con Nokia? Las ventas de dicha empresa alcanzan a alrededor de 40 mil millones de dólares al año. Vende 7 millones de celulares al mes en el mercado interno -en una nación con menos de 4 millones de habitantes-, más otros 6 millones que le compran los chinos. Ésas son las proporciones. 



Ahí es esencial el talento de alguien. ¿Por qué no lo hizo la Ericsson? Motorola no podía competir con Nokia. 



Entonces, la cosa es tener el timing, la suerte, y saber que hay riesgo. 



Por lo tanto, respecto de la tecnología, uno debe entender quiénes son los que administran el riesgo. A lo menos, yo sé que en la informática y en la biotecnología están los capitalistas de riesgo a nivel mundial. ¡A ellos no les importa fracasar: saben que le van a achuntar! 



Voy a contar una historia -no ocuparé más de dos minutos- que me parece interesante dar a conocer: la de Google. 



Google es una empresa que siete años atrás no existía. La fortuna de cada uno de sus dos dueños –a los 32 años de edad- alcanza a 12 mil millones de dólares. Uno es hijo de una maestra rusa que emigró a Estados Unidos, y el otro, americano. Hace cinco años trataron de vender la compañía en un millón de dólares. Nadie se las quiso comprar. ¡Y bendita sea! Por eso en la actualidad tienen lo que tienen. Su valor aproximado es de 120 mil millones de dólares. Vale más que el producto nacional bruto de Chile. Ochenta por ciento de los productos que ofrece son gratis. 



Ése es el tipo de economía que tenemos que explicarnos. Por un lado, usarlo y por otro, defendernos.



Además, ¿qué lograron? ¡Cambiar el mundo! 



Hoy día, a mi juicio, el mayor enemigo de los periódicos chilenos es Google -no “La Tercera” ni “El Mercurio”-, porque les va a quitar los avisos económicos. 



Esos avisos se pagarán en dólares y los pequeños empresarios chilenos serán lo más beneficiados con ese buscador. Tendrán la posibilidad de vender sus productos de Iquique o de Molina, por ejemplo a India, porque un avisito permite que alguien de ese país los compre. Y ese avisito sólo se paga si el productor tiene éxito. Porque no paga por el aviso, sino por el número de pedidos. 



¡Eso es lo que se está vendiendo! Así está operando el sector.



En el área de la minería la situación es totalmente diferente. Los americanos se encuentran fuera. Son australianos, canadienses y sudafricanos los que participan en esa actividad. Y todos están en nuestro país. Entonces, debemos hacer alianzas con ellos, porque juegan con otro ritmo. En ese ámbito, tenemos assets notables que no estamos usando. 



Una persona increíble como Diego Hernández maneja desde Chile el negocio mundial relativo al cobre del grupo BHP Billiton: las minas en Perú, Australia y todas las que le pertenecen. Y si queremos meternos en serio en la biotecnología minera, precisamos asociarnos con ese tipo de grupos. Felizmente, parece que esa compañía va a invertir dinero en la Fundación Chile. Y Diego Hernández entrará ahí. Habrá que seducirlo para que se meta en la cuestión biotecnológica minera. Eso sí puede ser un gran negocio. 



Ayer escuché decir al Honorable señor Núñez que debemos hacer algo serio en minería. Estoy de acuerdo. Pongamos la mejor Escuela de Minas en el norte, donde sea, pero hagámoslo con esos gallos. Solos, no.



Ése es un problema distinto. Hay otra ley para fomentar los recursos de auxilio a Regiones. Ésa es otra cosa, completamente diferente. No metamos estos pasteles juntos. ¡Y los estamos juntando!



Podría mencionar otros ejemplos. Tomemos el caso de la biotecnología, que nos interesa mucho. Hay que sostener discusiones políticas sobre esa materia, porque es muy política. 



La biotecnología tiene, por lo menos, tres aspectos. El primero de ellos se vincula con la medicina. En Chile hay gente que está realizando descubrimientos importantes que pueden tener efectos sobre el cáncer. ¿Vamos a hacer algo al respecto o no? ¿Cómo? Hoy día ninguno de los empresarios nacionales se encuentra capacitado para invertir en este campo, pues carecen de conocimientos y no pueden tomar ese riesgo. Entonces, ¿cómo lo haremos?



Totalmente diferente es el caso de la biotecnología con relación al mundo vegetal (forestal, agrícola), donde existen problemas políticos muy grandes. Una parte significativa de nuestro Parlamento se opone a intervenir en ese ámbito, si bien otros apoyarían una decisión en tal sentido. El debate es mundial. 



Debemos elaborar una política sobre el punto. ¿Vamos a ser un país involucrado en la biotecnología y en la producción de transgénicos o nos vamos a excluir de esos procesos? Ésa es una discusión política. Si no la hacemos, nadie, ni de aquí ni de fuera, va a invertir en ello.



Después tenemos la biotecnología de los materiales, que nos afecta porque el cobre es un material. Al final, los productos mineros se transforman en materiales, no en minas. Éstas constituyen el mecanismo. Ahora, si vamos a actuar en este campo, debemos hacerlo con grandes capitales. Y lo que el Gobierno ha realizado con Biosigma me parece un paso sumamente importante. Pero no conversamos de esto. 



A continuación quiero poner el tema de la señora Juanita. 



Este asunto no aparece en las elecciones presidenciales, ni en las de Diputados y Senadores. Hablar de los problemas de invención de empleo y de innovación no atrae votos y, por lo tanto, no aparece en nuestras conversaciones ni en la prensa. La pregunta es cómo vamos a producir la emoción espiritual necesaria para que el país tome en serio ese desafío.



En lo que todos estamos de acuerdo con el señor Ministro es en que tal desafío es fundamental. Si hay dos cosas en las que Chile está jodido, es en educación y en el asunto que nos ocupa. En eso consiste la maldición  a que aludía el señor Ministro. Pero si el país no tiene vocación política al respecto, no lo vamos a poder concretar, y estaremos dándonos vuelta y hablando generalidades, generalidades y generalidades y no seremos capaces de sentir las pasiones indispensables para ello. 



Porque sólo con pasiones van a aparecer empresarios emprendedores en este ámbito. Sólo con pasiones va a haber financistas de riesgo. Sólo con pasiones llegarán inversionistas extranjeros. Sólo con pasiones vamos a producir los nuevos Pablo Valenzuela. 



Pablo Valenzuela tiene 65 años. Y si no hubiera tenido la suerte de estar en la Universidad de California en el momento en que se creó la biotecnología, no habría alcanzado el éxito. Nosotros también tuvimos suerte. Porque  si  Pablo  Valenzuela  no existiera, no se habría descubierto -con una inversión de un millón y medio de dólares- la vacuna para los salmones. Porque hay que tener ese talento, con ese background, para poder hacer esas cosas. 



La pregunta es cómo vamos a producir las demás.



¿Saben los señores Senadores qué pasa hoy día? Hay biotecnólogos chilenos con nivel de máster desempleados. ¿Cómo vamos a invertir más si no contamos con estrategia? 



Por eso, la parte más sustantiva del proyecto -tendría que felicitar a sus autores por ello, si bien creo necesario abrirla mucho más- es aquella que plantea una estrategia de innovación productiva, que, en el fondo, constituye una estrategia de desarrollo. 



Ayer el Senador señor Larraín decía que le preocupaba que esta cuestión quedara, al final, en manos de un sistema presidencialista, donde hay una autoridad máxima única. Pienso que el problema no es que ella quede radicada en una sola persona. Lo relevante es que permee toda la sociedad.



En mis viajes con el Senador señor Foxley y en otro con el Honorable señor Boeninger aprendí un par de cosas que quisiera compartir.



Me interesó cómo procede Finlandia. Allí se inventó un curso, denominado  “Finlandia 2010” (el  que  se creara en Chile debería ser “2015”). A él se invita todos los años a 40  personas, de diversos sectores -parlamentarios, empresarios, etcétera-, para recorrer y observar el mundo. Dura más o menos un mes. Y al regreso se elabora una memoria. De esa manera se va acumulando una experiencia, que consiste en entender que los países chicos deben saber qué pasa en el mundo y dónde se tienen que poner. Porque la transformación es demasiado grande.



La Universidad de California, en San Francisco, se encuentra construyendo 25 edificios, con un costo de 500 millones de dólares cada uno, para biotecnología, con su laboratorio. Me parece que en Sydney, Australia, hay uno de las mismas características. 



Nosotros no tenemos ninguno. Y como no lo vamos a tener nunca, requerimos la habilidad de Singapur y de Finlandia para saber en qué tiempo y dónde diablos crearlo. Pero para eso debemos tener pasiones. Y en esta discusión veo que las pasiones ya están jodidas.



Entonces, sería un primer gran triunfo si lográramos entender cómo Chile va a lograr una estrategia de desarrollo que no surja de un plan ni de un edicto presidencial, sino de una conversación en la cual alineemos las voluntades -habrá diferencias- y se creen espacios para invertir. Pero también para que los jóvenes puedan decir: "Aquí está mi futuro; no sólo en las leyes, en el cine o en los MBA", como ocurre hoy día.



Sin esas tres pasiones no vamos a conseguir ninguna cosa grande.



Por lo tanto, mi proposición -en parte coincide con la del Senador señor Viera-Gallo- es que analicemos el problema en varios niveles.



Confiemos en que la comisión creada por el Presidente Lagos funcione más allá del tiempo programado y asigne recursos durante el primer año. Hagamos una discusión seria para saber en qué consiste una estrategia de innovación y desarrollo. Creemos las instituciones para que eso ocurra, que deben ser tan serias como otras que hemos inventado, por ejemplo, el Banco Central. Es decir, debe haber prospectiva abierta, una manera de realizar esa conversación. 



Eso, por un lado.



En segundo término, definamos el problema de las Regiones y saquemos ese asunto del proyecto. Son dos cuestiones distintas. Si hay que asignar una parte de los recursos a las Regiones, hagámoslo. Esa decisión podríamos tomarla pronto.

La señora MATTHEI.-  Exacto.

El señor FLORES.- En tercer lugar, creo que debemos clarificar la discusión de fondo. Porque no se necesitan 120 millones de dólares, sino mil millones; o simplemente 20. Hay que recordar que los chinos y los indios, con menos del 0.6 por ciento del PIB, se están transformando en líderes.



Discrepo del Honorable señor Vega en que esto sólo se hace en Europa y Estados Unidos. La ciencia y la tecnología del siglo XXI serán asiáticas, porque Asia ya tiene todas las capacidades y el volumen de mercado. El 80 por ciento de los profesores del MIT y de la Universidad de Berkeley -las grandes escuelas de ingeniería del mundo- son de origen chino.



Estoy seguro de que será así. Lo están haciendo con mercado y con talento. China no es un país capitalista: tiene estrategia de desarrollo. ¡Nosotros  necesitamos estrategia de desarrollo!



Entonces, discutamos este problema. Sé que a algunos colegas no les gusta. 



¿Cómo se hace estrategia de desarrollo en el siglo XXI? Es una buena pregunta. Tengo algunas ideas, pero es un tema discutible.



Por ello, sugiero que separemos las materias, porque a cada asunto debemos meterle el humor adecuado. Y en la medida en que estemos con el humor incorrecto, discutiremos las cosas de mala manera.



Deberíamos estar felices de que el país tendrá estrategia de desarrollo tecnológico; pero estamos enredados. Deberíamos estar felices de que las Regiones mineras recibirán algo; pero ahora surge otra cosa. 



Además, comprendo que este proceso debe realizarse -y en esto coincido con el señor Ministro- sin dejarse capturar por los intereses de algunas personas que hoy día apuntan a los fondos de CORFO y de CONICYT, porque lo que ven es más dinero para sus propósitos. Pero así no habrá estrategia de desarrollo.



En consecuencia, anuncio que votaré a favor del proyecto y que presentaré las indicaciones correspondientes.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro. Luego, el Senador señor Moreno.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Intervendré después, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Al final del debate, antes de la votación.



Tiene la palabra el Honorable señor Moreno.

El señor MORENO.- Señor Presidente, presento mis excusas a la Sala del Senado por no haber podido estar presente ayer cuando se inició el debate del proyecto. Razones de fuerza mayor me impidieron concurrir a la sesión.



Sin embargo, leí con atención los discursos de cada uno de los señores Senadores que intervinieron ayer y escuché los de esta mañana.



Obviaré la presentación formal del proyecto, porque el debate ya se ha iniciado.



En primer lugar, considero indispensable dejar constancia, no sólo en la Versión Taquigráfica sino también en el debate, de la génesis de la iniciativa, porque eso puede explicar muchas intervenciones o actitudes posteriores que tendrán tanto los Senadores como los Diputados en el curso de la tramitación.



El proyecto que nos ocupa surge de una forma distinta de la que hoy día conocemos. Llegó en julio de 2004, a través de un mensaje que el Ejecutivo envió a la Cámara de Diputados para crear, por medio de la denominada "regalía minera" –impuesto ad valórem-, un Fondo de Innovación para la Competitividad.



Esa idea -deseo que esto quede registrado en la Versión Taquigráfica de esta sesión- fue impulsada durante años por alguien que, por distintas circunstancias, hoy no está con nosotros: el entonces Senador Jorge Lavandero. Él fue quien durante largos años luchó por la creación del royalty y para generar los recursos sobre los cuales hoy día debatimos. 



Pienso que ello debe quedar en la historia del Senado, porque, cualesquiera que sean las situaciones vividas por ese ex Parlamentario, no cancelan la verdad de lo ocurrido.



En segundo término, el proyecto entró –como recordé- a la Cámara Baja, donde tuvo un trámite bastante rápido. Sin embargo, ¿qué ocurrió? Esa rama legislativa aprobó una serie de ideas -entre ellas, la creación del mecanismo para distribuir los recursos del Fondo-, pero rechazó, por falta de quórum -no porque se haya perdido por votos en dicha Corporación-, la posibilidad de crear el impuesto ad valórem en la regalía que se aplica a la explotación de los minerales.



En consecuencia, se produjo un hecho anómalo, y la Cámara de Diputados no supo si enviar o no el proyecto al Senado, dado que había aprobado sólo una parte y la otra no reunió el quórum constitucional necesario.



El Presidente de la República envió un oficio a la Cámara Baja para pedirle que despachara la iniciativa, de acuerdo con el artículo 65 de la Constitución, a fin de que el Senado se pronunciase respecto de la necesidad de crear el impuesto ad valórem.



El proyecto llegó a esta Corporación, donde hubo un debate arduo y extenso. Pero se dio la anomalía de que, a pesar de que en esta Alta Cámara se registraron 26 votos a favor y 13 en contra, el elevado quórum exigido, de dos tercios, que no se ha modificado en la Constitución vigente, impidió que una abrumadora mayoría convirtiera en ley lo que la Cámara de Diputados aprobó. Y ahí radica la trampa, que sigue pendiente: por los elevados quórum requeridos (cuatro séptimos o tres quintos), la voluntad de un cuerpo corporativo como el Senado de la República no pudo llevarse adelante.



¿Qué ocurrió? El proyecto quedó absolutamente trunco, en el sentido de que resultó como un chasis sin motor.



Restaba la instancia de una Comisión. Se mandó el proyecto a la de Educación del Senado para que discutiese la creación del Fondo. Pero la iniciativa carecía de sustancia y empezó a dormir –porque no tenía ningún sentido tratarla-, hasta que, mediante una indicación sustitutiva, el Ejecutivo propone lo que hoy día estamos discutiendo, que, en el fondo, ya no es el royalty, sino un proyecto que genera recursos de otra manera.



Ésa es la verdad y debe quedar establecida.



¿Por qué menciono esto aquí? No sólo para la historia de la ley. Porque los representantes de las Regiones mineras, tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados, tenían, no únicamente la imagen, sino también la voluntad política de ver qué parte de los fondos –si no todos ellos- se invertiría en el desarrollo de las zonas de donde se extraían recursos de tal naturaleza.



Y esto es lo que aflora en el debate de hoy.



Nadie ha dicho, en ninguna de las intervenciones que he leído, que no está de acuerdo en crear un mecanismo para distribuir fondos que mejoren la competitividad o la innovación tecnológica. ¿Pero por qué se anuncian votos en contra? Porque una destacada Senadora y varios Honorables colegas dicen: “No es esto lo que le dio origen al proyecto. Los fondos se están distribuyendo de manera distinta y, al final, la disolución de estos recursos va a generar frustración respecto de lo que fue la idea original, la idea matriz...

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Perdón por interrumpir a Su Señoría.



Pido a los señores Senadores que están a mi izquierda que no hagan una sesión paralela y permitan escuchar al Honorable señor  Moreno.

El señor MORENO.-  Gracias, señor Presidente. Puedo hablar aunque no me presten atención los Senadores señores Cariola y Orpis.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Pido respeto para con el orador, señores Senadores.

El señor MORENO.- Continúo.


Por lo tanto, señor Presidente, ¿qué se halla en juego hoy? La creación de un mecanismo. Porque los fondos comenzarán a acumularse, estimándose que para 2006 se contará, teóricamente, con unos 80 millones de dólares, en tanto que en régimen, según la estabilidad o no del alto precio del cobre, se dispondrá de 180 a 200 millones de dólares anuales adicionales. Y se nos ha hecho una proposición.



Por mi parte, acepté una invitación del señor Ministro de Hacienda, al igual que algunos otros señores Senadores, gracias a lo cual pudimos conocer previamente algunos de los lineamientos de que se trata. Agradezco esa posibilidad. Expusimos algunos planteamientos y, obviamente, no todo ello es acogido en el proyecto. Lo acepto. Pero ciertas cosas dichas por quienes representábamos a Regiones mineras no se hallan consignadas, aspecto que no creo que sea menor, a raíz de lo que he leído y escuchado de las intervenciones.



Mas quiero ir al fondo de la situación. Se propone crear un Consejo que fije una estrategia -¿quién estará en desacuerdo con ello?- de largo plazo: doce años y que puede ir siendo ajustada cada cuatro años, de acuerdo con la forma en que el pueblo chileno escoge a su Mandatario. Está bien. He observado que doce años es un período demasiado extenso, pero no haré cuestión al respecto. ¿Dónde reside la dificultad? En que el organismo se halla claramente subordinado al menos a tres ministerios, si no a cuatro. El Presidente de la República nombra un experto y se registra una representación de tres personas que ocupan los cargos más importantes dentro del aparato del Gobierno. La pregunta que me hago es si esas autoridades no necesitarán otra comisión que efectúe el trabajo. Y ahí inmediatamente surge la gran interrogante de si no generaremos, sin buscarlo ni quererlo, una burocracia que termine por consumir parte del Fondo que se crea.



Se ha precisado que la Secretaría Ejecutiva de la entidad se hallará radicada en la Subsecretaría de Economía. Es algo que debe explicarse, porque la Cartera de Economía cumple otras funciones. Y, por lo tanto, si el Ministerio de Hacienda y la Dirección de Presupuestos son los que resolverán, prefiero que se encuentre en esta última Secretaría de Estado. Lo digo francamente. Porque es mejor saber con quién se entenderá quien distribuye los fondos y no que ello diga relación a otro ente. Y con lo anterior no quiero desmerecer en modo alguno el esfuerzo al respecto.



¿Cuál es el tercer argumento? La baja participación de personas con una competencia real acerca del tema que se debe resolver. En consecuencia, en el debate en la Comisión se hizo referencia largamente a la necesidad de sustituir algunos de los integrantes por otros que contaran con idoneidad científica.



Pero, además, hubo un elemento que no se tuvo presente. La Confederación de Trabajadores del Cobre concurrió a la Comisión y preguntó: “¿Por qué se hallan considerados los empresarios y no nosotros? Nosotros, que tenemos toda la disponibilidad para colaborar, que estamos extrayendo el mineral, ni siquiera hemos sido contemplados en la proposición.”. Habiendo escuchado lo anterior el órgano técnico, hice mío tal planteamiento y anuncié que por lo menos formularemos indicación, aunque resulte inadmisible, para que esa representación, si seguimos pensando que los recursos provienen precisamente del trabajo de dicho sector, sea incluida.



En estos días nos hemos impuesto por la prensa de la creación por el Primer Mandatario de una comisión, presidida por nuestro colega y amigo Edgardo Boeninger. Aquí he escuchado las opiniones del Senador señor Flores y leí las del Honorable señor Viera-Gallo y otras. La verdad es que se trata de algo que contradice un poco al propio proyecto. Y como me acostumbraron a leer con algún sentido cartesiano, la verdad es que debo concluir que las premisas deben ir en orden. Al recoger el antecedente, no puedo esconder que me parece –y así se lo hice ver privadamente al señor Ministro de Hacienda- que la adopción de esa medida antes de que el Senado celebrara el presente debate implicaba expresarle: “¿Sabe? La discusión de ustedes está un poco de más.”.



Como me gusta decir las cosas de una sola vez y clara y directamente, tuve la posibilidad, en un encuentro en que participamos con el señor Ministro, de manifestarle mi opinión, como asimismo lo hice, cuando tuvo la gentileza de llamarme por teléfono para hablar sobre el tema, con el señor Marcelo Tokman.



En realidad, creo que la comisión no debió ser anunciada antes del debate en que nos hallamos. Esta Corporación merece respeto. No hago cuestión del derecho del Presidente, pero no puedo callar que existen fueros que deben ser considerados. Y en este caso ello no ocurrió.



Desde ese punto de vista, lo que corresponde es seguir. Se lo escuché recientemente al Senador señor Flores, y entiendo que el Honorable señor Viera-Gallo también lo había expuesto. No se trata de que no queramos el proyecto, pero no estamos satisfechos con la forma en que se ha planteado. Por lo tanto, ¿qué es lo que cabe? Una posibilidad es someterlo a votación, con el objeto de ver qué pasará en el próximo Gobierno. Porque no se despachará del Congreso antes de abril o mayo de 2006. Lo sabemos todos. No tiene cómo. ¿Y cuál podría ser la fórmula? Aprobarlo en general y pedirle al señor Ministro de Hacienda, aquí presente, que se comprometa a que con las Comisiones o una comisión ad hoc del Senado se formule una nueva proposición que busque conciliar los criterios en debate.



Porque, si no, vendrá la presentación de indicaciones y cada uno de nosotros formulará un conjunto de ellas que, en el fondo, demorarán o incluso podrán llevar a votaciones que no sean las que se esperan para aprobar el texto.



Yo, por lo menos, me hallo en la mejor disposición para crear el sistema. Como lo he dicho en las discusiones anteriores, no tengo tiempo para explicar cuáles son las áreas en que deberíamos concentrarnos; pero claramente surge una gran pregunta. Porque los dos grandes instrumentos que se hallan diseñados y en funcionamiento, que son la Corporación de Fomento y la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica –los cuales localizan los recursos, bien o mal, para el tipo de desarrollo de que se trata-, quedan en el Consejo con el carácter de invitados con derecho a voz y sin una función real, cuando sabemos que hoy toda la gente recurre a ellos o postula o lucha en esas instancias para sacar sus proyectos. Y, por lo tanto, me parece –por decir lo menos- que ése también es un hecho anómalo. Ambos organismos deberían integrar la entidad, porque tienen la capacidad de ejecutar. Es una opinión distinta de lo expresado en el proyecto. 



Dejo formulada la sugerencia, señor Presidente.



Todos queremos que la iniciativa avance. El nuevo Gobierno deberá formular una precisión o reiterar lo que se ha planteado. Es obvio. Y tendrá la posibilidad, tanto en el Senado como en la nueva Cámara de Diputados, de llegar a un acuerdo sobre la base de ajustar el que el organismo mencionado sea realmente de carácter presidencial y cumpla con el rol de fijar una estrategia, además de incluir dentro de sí los instrumentos que ejecutarán la distribución de los fondos.



Ésos son mis puntos de vista, señor Presidente. Y quería dejarlos consignados en la historia del debate.



Nada más.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ha terminado justo en su tiempo, señor Senador.



Tiene la palabra el señor Ministro y luego se votará, salvo alguna proposición en contrario.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Hacienda).- Seré muy breve, señor Presidente, sin perjuicio de recoger las observaciones formuladas.



Deseo consignar, en primer lugar, que la discusión presenta un cierto parecido a las obras de Eugenio Ionesco, por cuanto lo que el Ejecutivo intenta con el proyecto es autolimitarse. El impuesto a la minería ya se encuentra aprobado y comenzará a rendir recursos a partir del 1º de enero próximo. Por lo tanto, de no mediar ninguna iniciativa legal, el futuro Gobierno, incluidos su Ministro de Hacienda y su Director de Presupuestos, será amo y señor para disponer de esos fondos en lo que se le antoje, obviamente sometido a la aprobación del Parlamento.



Y digamos las cosas como son. 



Conversamos con los Ministros de Finlandia y de Dinamarca, países que hace 30 años, habiendo sido tradicionalmente proveedores alimentarios del gran mercado del COMECON, se encontraron, al comenzar la decadencia de ese bloque, con que si no innovaban simplemente se estancaban. Así, lograron aumentar el gasto en ciencia y tecnología de 0,5 por ciento del producto interno bruto al 4 por ciento.



Nosotros sabemos que con esto no se gana ninguna elección, porque la señora Ema -como alguien dijo- no va a lograr establecer inmediatamente una relación entre tener un laboratorio de biotecnología y la suerte de sus hijos.



Según muy bien indicó el Senador señor Flores, o tenemos una postura nacional y concretamos esto, o nos estancamos y quedamos liquidados. No es una cuestión de partidos políticos, sino un tema país. 



Entonces, todo lo que queremos es autolimitarnos. Hemos dicho: “No somos nosotros los expertos; por tanto, busquemos a los mejores en cada área: los tres Ministros que establecen el equilibrio; el mejor experto científico, el mejor experto tecnológico, el mejor  experto educativo, el mejor experto en políticas públicas, todos los cuales harán una propuesta al Presidente de la República, quien, al aprobarla, se comprometerá”. 



Por ello, esta Comisión será completamente autónoma para decidir respecto de estos y otros dineros en relación con el desarrollo de la ciencia y la tecnología -estos fondos, Senadora señora Matthei, no son sólo los del royalty-, con el objeto de pensar en el país del mañana.



Sin embargo, ¿me dicen que prefieren que el futuro Ministro de Hacienda y el futuro Director de Presupuestos asignen los recursos a su entera discreción? Si es así, no estoy entendiendo la conversación.



Esto es perfectible. En tal sentido, acojo lo señalado por el Honorable señor Moreno. Si Sus Señorías deciden formar una comisión ad hoc -son soberanos para ello- integrada, por ejemplo, por Senadores de las Comisiones de Hacienda, de Minería, de Economía y de Educación, para hacer la cirugía fina, considerando la idea general de que se trata de algo supraejecutivo y más allá del ámbito del Director de Presupuestos, que busque pensar el futuro de Chile y replantear la asignación de estas platas, yo estoy encantado con ello.



Quiero decir a la Senadora señora Matthei que las utilidades del cobre no son sólo para las Regiones mineras, sino para todo Chile. El país ha tratado siempre de salir de esta maldición, o bendición. Asimismo -a pesar de que Su Señoría lo sabe-, no es construyendo infraestructura como Chile va a eludir tal situación. 



En Irlanda –que tiene 20 por ciento más de ingreso per cápita que las demás naciones de la OCED-, hay pésimos caminos. ¡Pésimos! Pregunté por qué. Me dijeron que lo importante es gastar el presupuesto para que el país sea competitivo. Las vías terrestres irlandesas, con más o menos hoyos,  determinan que el nivel de bienestar de la gente sea más alto o más bajo. No obstante, se preocupan mucho de la infraestructura que les permita ser más competitivos, como en el caso de los puertos. 



En esa perspectiva, estoy de acuerdo en que el paso Aguas Negras tiene sentido dentro de un concepto de estrategia de desarrollo. Sin embargo, hoy día no hay entidad alguna que piense por nosotros este tipo de estrategias, salvo el Ministro que habla, cuando planifica con el Director de Presupuestos, para luego venir a las diversas Comisiones del Parlamento a tratar de que Sus Señorías aprueben las distintas partidas.



Estamos haciendo un acto gigantesco de desprendimiento para lograr que el país se piense a sí mismo a futuro.



El tema de las Regiones mineras -la pobreza no es exclusiva de ellas, pues se encuentra también en la Octava, en la Séptima- debe ser discutido en el contexto del FNDR. Si lo relativo a las patentes mineras no estaba separado en forma adecuada, yo estoy disponible, en el contexto de la conversación que propone el Senador señor Moreno, para que se garantice que esos dineros vayan exclusivamente a tales Regiones.



Pero no creamos que haciendo infraestructura o fabricando automóviles -como se pensaba en el pasado- vamos a salir de la dependencia del cobre. 



¿Saben cómo lo resolvieron los australianos? Ya no sólo venden cobre. Este año, en Perth van a llegar a 2 mil millones de dólares en servicios tecnológicos para la minería. Porque, a partir del metal rojo, han desarrollado conocimientos. No nos engañemos. No tratemos de tapar el sol con un dedo. Ni construyendo infraestructura ni fabricando automóviles lograremos el desarrollo. La única forma es que el cobre, el salmón y la agroindustria hagan un cluster, a fin de que se junten con el conocimiento.



Eso es lo que la Comisión propone hacer. Nos estamos desprendiendo de una facultad privativa del Ejecutivo, para que el país se piense a sí mismo. ¡Cómo vamos a estar en contra de eso!



Gracias, señor Presidente. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Cerrado el debate.



Sólo daré la palabra para asuntos de orden, porque todos los señores Senadores tuvieron derecho a los quince minutos reglamentarios.

----------
El señor OMINAMI.- Deseo plantear una cuestión de orden, señor Presidente, respecto del proyecto que introduce modificaciones a la Ley General de Pesca, en materia de acuicultura.



Pido que se modifique la autorización para que la Comisión de Hacienda funcione simultáneamente con la Sala. Se amplió el plazo para presentar indicaciones. Han ingresado varias de ellas. Por lo tanto, me parece que lo pertinente es que también la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura las conozca. 



La solución más simple consiste en que se autorice a sesionar en la tarde a ambas Comisiones, unidas.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo?



--Se autoriza.

-----------
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se ha pedido fundamentar el voto. Por lo tanto, se tomará votación nominal.

El señor NÚÑEZ.- Antes de proceder a ella, señor Presidente, me parece importante que la Sala se pronuncie respecto de la sugerencia del Honorable señor Moreno, porque podría hacer variar el pronunciamiento.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Le recuerdo, señor Senador, que ayer se acordó que, después de que se aprobara en general la iniciativa, resolveríamos qué Comisión iba a ser la encargada del segundo informe, entendiendo que debe ser una muy especial. Se ha sugerido que participen cuatro Comisiones: Gobierno, Hacienda, Educación y Minería. Y alguien, además, propuso Economía.



Como eso se planteó ayer, propongo votar primero y después determinar si deben ser Comisiones unidas, una nueva Comisión…

El señor LARRAÍN.- Una especial.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).-… o una especial -el tema está completamente abierto- la que prepare el segundo informe. Yo seguiría ese camino. Se han hecho dos proposiciones.


Tiene la palabra el Senador señor Boeninger, sólo para ese asunto.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, efectivamente hay que votar, pero teniendo en mente que no debiera haber una aglomeración o sumatoria de sucesivas Comisiones para el segundo informe, sino una única, ad hoc, especial o como quiera llamarse, que reúna a la gente que, desde distintos ángulos, se interese en el tema. 



Ésa debiera ser la forma de abordar el análisis en particular.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Moreno.

El señor MORENO.- Señor Presidente, el problema no es si se vota primero o después. Lo relevante es la pregunta que hicimos al señor Ministro de Hacienda: ¿está en posición de proponer él un mecanismo que recoja los criterios aquí formulados, sin variar la esencia básica del proyecto, con el objeto de solucionar lo aquí planteado?



El procedimiento puede ser el que ya se ha usado en otras oportunidades: que el Senado constituya un grupo especial de trabajo para estudiar la materia.



Lo que yo no quiero es que, una vez aprobado el proyecto, entremos a discutir acerca de un mecanismo formal que no resuelva la situación. Ahí es donde pueden surgir las dificultades.



Por lo tanto, pido al señor Ministro que nos dé su opinión antes de votar.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- El señor Ministro dijo en su intervención que estaba completamente disponible para incorporar todos los elementos que habían surgido en el debate.



Si es así, y como percibo que hay bastante acuerdo en que esto requiere una discusión más de fondo -se han expresado muchos criterios distintos-, propongo que, antes de la votación, acordemos lo siguiente: que se constituya una comisión especial que no sea una sumatoria de otras específicas; que encarguemos a la Mesa la proposición sobre cómo integrarla, para que lo haga presente en la próxima reunión de Comités y que, en función de eso, procedamos a votar en general.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, pido que se suspenda la sesión por cinco minutos para conversar esto tranquilamente, porque aquí hay dos problemas distintos: uno, cómo estructurar institucionalmente el desarrollo tecnológico, la competitividad, etcétera; y otro, el anhelo de las Regiones mineras.



En consecuencia, solicito una suspensión para resolver cómo abordar esas dos materias, las cuales debieran analizarse en forma paralela. No es razonable que una influya sobre la otra, que es lo que va a suceder si no llegamos a un acuerdo antes.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, deseo hacer presente un aspecto reglamentario.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- A mi juicio, en cinco minutos no lograremos ningún acuerdo.

La señora MATTHEI.- Yo creo que sí.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me permite?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En estas condiciones, pongo en votación el proyecto.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, la Comisión Especial para la Sociedad de la Información y el Conocimiento del Senado podría servir de base para incorporar a todos los Senadores interesados en el tema. Si no me equivoco, la preside el Honorable señor Fernando Flores, quien ha demostrado un vasto dominio sobre la materia.

El señor NÚÑEZ.- Yo también quiero hacer una proposición, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, el señor Senador.

El señor NÚÑEZ.- En mi opinión, las Comisiones más idóneas para estos efectos son la de Hacienda y la de Minería. Son ellas las que deberían trabajar unidas.



Si no se adopta algún procedimiento que nos asegure una discusión a fondo, algunos vamos a tener que votar en contra. Y una discusión de ese tipo únicamente se logrará si intervienen dos Comisiones, sin perjuicio de que puedan participar en el debate todos los interesados.



Repito: creo que las Comisiones adecuadas son la de Hacienda y la de Minería. Recordemos que el proyecto nació, básicamente, en la última de las mencionadas, a propósito del royalty.



En consecuencia, si hubiera acuerdo en cuanto a que esos dos organismos -a los cuales podrían sumarse Senadores ajenos a ellos- son los que deberían discutir en paralelo los dos temas indicados por la Honorable señora Matthei, nosotros votaríamos a favor. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- El asunto es el siguiente: desde el punto de vista reglamentario, tengo que poner en votación el proyecto. Ahora, como se ha suscitado un problema para el segundo informe, propongo esperar el resultado de aquélla y según él determinar qué Comisiones deberían estudiar en detalle la iniciativa.

La señora MATTHEI.- Al revés, señor Presidente.

El señor PROKURICA.- No, señor Presidente, porque con eso pasaría lo mismo que ha ocurrido históricamente en el Senado: se aprueba la idea de legislar, pero, como en la generalidad de los casos las materias son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, se acaba la discusión. 



El Senador señor Núñez ha formulado un planteamiento; la Honorable señora Matthei, otro. Yo creo que el camino va en esa línea.



Nadie quiere hacer tropezar el proyecto, señor Presidente; pero, si nos obligaran a votar en este minuto, por lo menos yo lo haría en contra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- La Mesa no desea forzar una situación que contraríe a Sus Señorías.



Entiendo que hay dos propuestas básicas respecto al tema de la Comisión. Una es la planteada por el Senador señor Núñez, quien sugiere que la discusión particular de la iniciativa quede a cargo de las Comisiones de Minería y de Hacienda, unidas. Y la otra -que no está formalizada- es la manifestada por el Honorable señor Moreno, según la cual esa tarea debe ser realizada por una comisión especial o ad hoc.



Entonces, si le pareciera a la Sala, podríamos resolver primero el tema del procedimiento.



¿No hay acuerdo?



Entonces, voy a suspender la sesión.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, quiero hacer una propuesta.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- De acuerdo con lo expresado por la Senadora señora Matthei, voy a suspender la sesión por 10 minutos.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pido la palabra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No para argumentar, señor Senador.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No, señor Presidente, sino para efectuar una propuesta.



Como se ha hecho anteriormente cuando ha existido la necesidad de designar una comisión especial, lo que corresponde es que los Comités se reúnan y determinen el tipo de organismo que debe examinar en particular la iniciativa y su forma de integración. Así se ha procedido en otras oportunidades. Por ejemplo, cuando se trató la Ley de Cultos.



Entonces, ¿por qué no se resuelve el problema en Comités y luego el señor Presidente hace una proposición a la Sala? Porque no corresponde que acá, entre nosotros, decidamos el procedimiento y si debe ser una Comisión o Comisiones unidas.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si le pareciera a la Sala, se suspendería ahora el debate sobre el proyecto, citaría a una reunión de Comités a las 15:30 y en la sesión ordinaria de la tarde traería una propuesta respecto del procedimiento.



¿Habría acuerdo?



Acordado.



Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 13:54.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES CANTERO, ESPINA, PROKURICA Y RÍOS, QUE ESTABLECE NORMAS ESPECIALES PARA ENJUICIAMIENTO DE DELITOS QUE INDICA

(4026-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar sobre el proyecto de ley de la suma, iniciado por moción de los Honorables Senadores señores Carlos Cantero, Alberto Espina, Baldo Prokuriça y Mario Ríos.


Es dable señalar que el proyecto se encuentra en primer trámite constitucional y reglamentario y que en esta ocasión fue discutido en general.


Asistieron a las sesiones en que se trató el proyecto el Honorable Senador señor Baldo Prokuriça. Además, en representación del Ejecutivo, el Subsecretario del Interior, señor Jorge Correa Sutil, el Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio del Justicia, señor Francisco Maldonado Fuentes y el abogado de dicho departamento señor Francisco Estrada. En representación del Ministerio Público asistió el Fiscal Nacional, señor Enrique Piedrabuena Richard y el Fiscal de la Región Metropolitana Occidente señor Sabas Chahuán Sarrás. Por la Defensoría Penal Pública asistió el Fiscal Nacional (S) señor Eduardo Morales Espinosa, el jefe del Departamento de Estudios y Proyectos, señor Claudio Pavlic Véliz y el abogado de dicha oficina, señor Martín Bernales. En representación del Instituto Chileno de Derecho Procesal, el presidente de dicha entidad, el abogado Miguel Otero Lathrop.

- - - - - - 

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL


Cabe hacer presente que tienen el rango de normas de quórum orgánico constitucional las siguientes:

1. Artículo 1º, Nº 1 y Nº 2, que inciden en las atribuciones de los jueces de garantía, pues en virtud del artículo 77 de la Constitución Política de la República, se requiere de una Ley Orgánica Constitucional determinar las atribuciones de estos funcionarios.

- - - - - -

OPINIÓN DE LA CORTE SUPREMA


En virtud de lo señalado en el capítulo anterior, una vez aprobada la idea de legislar, se ofició a la Corte Suprema para recabar su parecer, en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

- - - - - -

ANTECEDENTES

Objetivos fundamentales de la iniciativa


Según lo señalado en la moción, la finalidad que persigue este proyecto es instalar transitoriamente un conjunto de medidas excepcionales para el juzgamiento de ciertos delitos considerados graves y de mayor prevalencia en nuestra sociedad, cuales son, homicidio, violación, robo con violencia o intimidación en las personas, robo por sorpresa, robo con fuerza en las cosas y tráfico de drogas.


Con dicho propósito se proponen enmiendas legales tendientes a: 

1. Facilitar la investigación y la sanción de dichos delitos. 

2. Cerrar los espacios de impunidad originados por erradas interpretaciones de la ley respecto de los mismos delitos.

3. Evitar que los delincuentes que intervienes en esos ilícitos, sobre todo los habituales, aprovechen ciertas garantías procesales para quedar en libertad.

4. Asegurar el cumplimiento efectivo de las condenas impuestas por los  delitos en cuestión, suprimiendo los beneficios que permiten cumplirlas en formas alternativas.

Moción


Los autores de la moción señalan que en los últimos años se han introducido numerosas modificaciones legales orientadas a perfeccionar las normas que regulan el proceso penal, a fin de agilizar la investigación de los delitos, resguardar los derechos de las partes y lograr la pronta sanción de los responsables.


Agregan que, en contraste con estos perfeccionamientos, es un hecho que la delincuencia ha aumentado, sobre todo en los delitos que tienen mayor reproche social, tales como los robos, asaltos, abusos sexuales y tráfico de drogas.


Manifiestan que el aumento de la delincuencia y su peligrosidad son consecuencia principal de la impunidad del delincuente. Señalan que, tal como mostró el estudio Peyrefítte, hecho en Francia, el delincuente que sabe que no va a ser castigado, vuelve a delinquir y es más audaz en su actividad delictual. Esto se une a otras causas de la delincuencia: la pobreza, la cesantía, la falta de expectativas de la juventud, las graves falencias del sistema carcelario, la errónea interpretación de las normas vigentes por parte de los Jueces de Garantía, el déficit del número de policías y las carencias de medios materiales para que Carabineros e Investigaciones puedan cumplir adecuadamente sus funciones. 


Indican que la mantención de esta situación es contraria al bien común, atenta contra los derechos fundamentales de una gran mayoría y no se condice con la obligación del Estado de dar protección a la población y a la familia.


Para solucionar esta situación, los autores de la moción proponen medidas legislativas de excepción y de carácter transitorio destinadas a ser aplicadas únicamente al juzgamiento de ciertos delitos graves que se cometan durante un lapso acotado de tiempo, pues estiman que no se justifica modificar en forma permanente y general la legislación procesal y sustantiva, ni revisar las instituciones del nuevo sistema de enjuiciamiento criminal.

Antecedentes legales de la iniciativa


- Constitución Política de la República, artículos 1º, sobre finalidades del Estado; 19 Nº 3º, garantía de igual protección de la ley en el ejercicio de los derechos; 19 Nº 7º, garantía de la libertad personal y la seguridad individual, y 77, sobre atribuciones de los tribunales de justicia.


- Código Procesal Penal, artículos 83, actuaciones de la policía sin orden previa; 84, comunicación al  ministerio público de las denuncias recibidas por la policía; 94, derechos del imputado privado de libertad; 95, amparo ante el juez de garantía; 129, detención en caso de flagrancia; 130, situación de flagrancia; 131, plazos de la detención; 132, comparecencia judicial; 139, procedencia de la prisión preventiva; 140, requisitos para ordenar la prisión preventiva; 141, improcedencia de la prisión preventiva; 145, sustitución de la prisión preventiva y revisión de oficio; 155, otras medidas cautelares personales; 189, reclamaciones y tercerías; 193, comparecencia del imputado ante el ministerio público; 237, suspensión condicional del procedimiento; 238, condiciones por cumplir una vez decretada la suspensión condicional del procedimiento; 241, procedencia de los acuerdos reparatorios; 242, efectos penales del acuerdo reparatorio, y 370, resoluciones apelables.


- Código Penal, artículo 432, definición del delito de robo.


- Ley Nº 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


- Decreto Ley Nº 321, de 1925, sobre libertad condicional.

Estructura del proyecto


El proyecto consta de tres artículos permanentes. El primero introduce modificaciones procesales, por un lapso de tres años, para el enjuiciamiento por los delitos de homicidio, violación, robo con violencia o intimidación en las personas, robo con sorpresa, robo con fuerza en las cosas efectuado en lugar habitado o destinado a la habitación y tráfico ilícito de drogas y estupefacientes. El artículo segundo establece el reenvío de ciertas figuras delictivas de apropiación, a las normas del robo. El artículo tercero, por su parte, hace inaplicables a los delitos de robo con violencia o intimidación en las personas las normas sobre libertad condicional, contenidas en el decreto ley Nº 321, de 1925 y las normas sobre cumplimiento alternativo de penas privativas de libertad, contenidas en la ley Nº 18.216.

- - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


El Honorable Senador señor Espina señaló que el propósito que anima a los autores del proyecto es que durante un lapso de tres años ciertos delitos de mayor connotación social se rijan por normas procesales especiales, que prevalecerán por sobre las del Código Procesal Penal. Esas normas especiales son las siguientes:


- En primer lugar, la resolución que declare ilegal la detención será siempre apelable por el Ministerio Público. 


- En segundo lugar, el juez de garantía deberá ampliar el plazo de detención del imputado, a sola solicitud del fiscal, hasta por cinco días, para permitir al Ministerio Público reunir los antecedentes para formalizar los cargos y para solicitar la prisión preventiva. 


- En tercer lugar, en lo atinente a las normas sobre prisión preventiva, se distingue entre imputados reincidentes y los que incurran en reiteración, entendiéndose por tales los que hayan sido condenados, estén procesados o contra los que se haya formalizado previamente una investigación, y los que no se encuentran en algunas de esas situaciones. Respecto de los primeros, procederá la prisión preventiva inmediata. Respecto de los segundos, procederá también la prisión preventiva, a menos que el Juez de Garantía, por resolución fundada, indique los motivos por los cuales la libertad del imputado no constituye un peligro para la seguridad de la sociedad, la del ofendido o el éxito de la investigación. En caso de que el juez de garantía dicte esta resolución y deje en libertad provisional al imputado, éste siempre quedará sujeto a la vigilancia de la autoridad, a fin de prevenir que vuelva a delinquir.


- En cuarto lugar, respecto de la flagrancia, se establece que el tiempo inmediato para proceder a la detención se extiende a todo el lapso que la víctima demore en hacer la denuncia y todo el período que la policía ocupe en capturar al delincuente, plazo que en ningún caso podrá exceder de doce horas. 


- En quinto lugar, se faculta a la policía para practicar diligencias de investigación con la única obligación de dar cuenta al fiscal a la mayor brevedad, y para interrogar a los imputados respecto de la identidad de los coautores y cómplices del delito, sin necesidad de que esté presente el fiscal o el defensor cuando se trate de delitos flagrantes cometidos en zonas apartadas, de difícil acceso o con dificultades de comunicación.


- En sexto lugar, se faculta al fiscal para llamar a su presencia al imputado detenido o en prisión preventiva cuantas veces sea necesario, sin más trámite que dar aviso al juez y al defensor.


- En séptimo lugar, no se requerirá acreditar dominio preexistente sobre las especies robadas o hurtadas ni la identidad de la víctima, cuando el delito haya quedado registrado por cámaras de vigilancia en lugares públicos, de libre acceso público o en medios de locomoción colectiva.


- En octavo lugar, se establece que se juzgarán según las reglas del robo, y se les aplicará una pena común de presidio menor en su grado medio a máximo (541 días a cinco años), las apropiaciones de dinero o especies, en lugares públicos, de libre acceso público o en medios de transporte público.


- En noveno lugar, serán inaplicables a estos delitos las normas sobre libertad condicional, contenidas en el decreto ley Nº 321, de 1925 y las normas sobre cumplimiento alternativo de penas privativas de libertad, contenidas en la ley Nº 18.216.


- Finalmente, en este tipo de delitos no procederán los acuerdos reparatorios ni la suspensión condicional del procedimiento, a que se refiere el Párrafo 6º del Título I del Libro Segundo del Código Procesal Penal.


El Honorable Senador señor Espina expresó que la razón fundamental del proyecto es hacer más restrictiva la legislación procesal penal, por un período limitado de tiempo, respecto de ciertos delitos que tienen connotación social, para detener la actual oleada de crímenes.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo señaló que este proyecto tiene una clara connotación política. Agregó que hay que tener presente que el parlamento acaba de hacer una modificación mayor al Código Procesal Penal sobre temas directamente relacionados con el contenido del proyecto. Recordó que está en funcionamiento una Comisión de evaluación de la Reforma Procesal Penal, que no se ha pronunciado sobre las ideas contenidas en el proyecto. Añadió que, en el caso de ser necesarias estas normas, no parece haber ninguna razón para limitar su vigencia a tres años.


El Honorable Senador señor Prokuriça explicó que la realidad del país sobre estos delitos amerita tomar medidas especiales, independientemente de las connotaciones políticas que algunos vean en el proyecto.


El Subsecretario del Interior, señor Jorge Correa Sutil, señaló que las encuestas de victimización en los hogares en que algún miembro de la familia ha sido víctima de un robo o intento de robo en los últimos seis meses, muestran una tendencia decreciente. 


Respecto de las denuncias por delitos de mayor connotación social, el Subsecretario señor Correa indicó que, de un máximo de 653 denuncias por cada 100.000 habitantes en el segundo semestre del año 2004, se ha ido descendiendo paulatinamente, hasta llegar a 623 denuncias en el segundo semestre del presente año.


Sobre el efecto que ha tenido la instauración del nuevo procedimiento penal, advirtió que al inicio de cada etapa de su puesta en vigor se ha producido un aumento superlativo de denuncias, en relación con el mismo trimestre del año anterior. Este aumento va de un 32%, en las regiones de la tercera etapa (Iª, XIª y XIIª regiones), a un 20,2%, en las regiones de la primera etapa (IVª y IXª regiones).


En relación con el tiempo de resolución de los asuntos en primera instancia, el señor Subsecretario señaló que en el sistema antiguo los casos que se resolvían en menos de 15 meses, en un universo de 1.900 causas conocidas por los Juzgados 14º y 15º de letras del crimen de Santiago, ascendían al 88,6%. En comparación, las causas conocidas en el mismo período por el nuevo sistema procesal en Antofagasta y Temuco, resueltas en menos de 15 meses, ascienden a un 96,4%, de un universo de 4.909 casos. Esto muestra un aumento neto de la eficiencia del sistema.


Respecto de la evolución de los procesados e imputados encarcelados, versus el total de condenados en la cárcel, el personero destacó que en 1995 había 10.886 procesados privados de libertad, lo que corresponde al 45,6% de la población carcelaria, y había 10.959 internos condenados, que representaban el 45,9% de la población penal. Este año los imputados presos ascienden a 1.475, lo que es equivalente al 37% de la población penal, contra un total de 27.169 condenados presos, lo cual equivale al 58,2% de los internos carcelarios. Destacó que, en 1974, menos del 30% de los encarcelados estaban condenados y hoy esta proporción asciende al 58,2%.


Sobre la evolución de la población recluida, el Subsecretario señaló que, en 1992, había 20.258 personas presas. En 2005, en cambio, hay 39.350 personas presas. Esto supone que en Chile el 0,25% de la población está interna en un recinto carcelario. 


En relación a la cobertura que los medios televisivos dan a la delincuencia, el Subsecretario agregó que, en el año 2001, los noticieros centrales de la televisión destinaron 80 horas al tema, en el año 2005, en cambio, se proyecta un total de 141 horas destinadas al tema.



Agregó que los datos sobre el test de orina tomado a los detenidos demuestran que en el 77,9% de los detenidos por robo con violencia se detectó la presencia de alguna droga y en el 80% de los detenidos por robo con fuerza se detectó la presencia de tales sustancias.


Al final de este informe se agregan como anexos los cuadros estadísticos entregados a la Comisión por el señor Subsecretario del Interior.


El Honorable Senador señor Espina expuso que la Oficina de Fiscalización contra el delito (FICED), que dirige, realizó un estudio de los delitos de robo cometidos durante los primeros 77 días desde la puesta en marcha de la reforma procesal penal en la Región Metropolitana, comprendidos entre el 16 de junio y el 31 de agosto del presente año.


El estudio citado muestra que en el período abarcado se emprendieron 26.796 investigaciones por robo en las cuatro fiscalías de la Región Metropolitana. Estas investigaciones condujeron a la detención de 2.035 personas, de las cuales 178 fueron condenadas. Del total de condenados, 76 cumplen en la cárcel y 102 están en libertad gozando de algún beneficio alternativo.


Del total de personas que fueron detenidas por delitos de robo y que aún no han sido condenadas, sólo 632 están en prisión preventiva y 1.255 se encuentran sujetas a otra medida cautelar en régimen libre. Dentro de estas cifras se destaca que el 51% de los imputados por robo con violencia o intimidación están en prisión preventiva y sólo el 10% de los imputados por robo por sorpresa están sujetos a esta medida cautelar.


El Honorable Senador señor Espina agregó que los datos expuestos demuestran que en la Región Metropolitana hay un robo cada 4 minutos.

- - - - - -


A solicitud del Honorable Senador señor Espina, se inserta a continuación el informe de FICED.

- - - - - -
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ESTUDIO DE LOS DELITOS DE ROBO COMETIDOS DURANTE
LOS PRIMEROS 77 DIAS DESDE LA PUESTA EN MARCHA DE LA
REFORMA PROCESAL PENAL EN LA REGION METROPOLITANA

16 de Junio — 31 de Agosto de 2005

1- INTRODUCCION

La Oficina de Fiscalizacion contra el Delito, FICED, ha hecho un estudio del total
de investigaciones por los delitos de robo, realizadas por las cuatro Fiscalias de la Region
Metropolitana, (Fiscalias Sur, Occidente, Centro Norte y Oriente), desde la entrada en
vigencia de la Reforma Procesal Penal, esto es. el 16 de Junio de 2005 hasta el 31 de
Agosto de este mismo afio

i consecuencia, el estudio comprende los primeros 77 dias de vigencia de ka
Reforma Procesal Penal en las 52 comunas de la Region Metropolitana y que se
agrupan de la siguiente forma:

FISCALIA SUR - Puente Alto, San José de Maipo, Pirque, Lo Espejo,
Pedro Aguirre Cerda, La Cisterna, San Miguel, El Bosque, San Joaquin, La Granja, San
Ramon y La Pintana.

FISCALIA OCCIDENTE : Pudahuel, Maipd, Cerrillos, Curacavi, Maria Pinto.
Talagante, Pefaflor, EI Monte, Isla de Maipo, Padre Hurtado, Melipilla, San Pedro, Alhue,
San Bernardo, Buin, Calera de Tango y Paine.

FISCALIA CENTRO NORTE : Santiago, Quinta Normal, Estacion Central, Quilicura,
Conchali, Renca, Huechuraba, Independencia, Recoleta, Cerro Navia, Lo Prado, Colina, Til
Til y Lampa.

FISCALIA ORIENTE La Florida, La Reina, Las Condes, Lo Barnechea,

Providencia y Vitacura.
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de los delitos de robo: Para una mejor comprension de este
de robo se han clasificado en tres categorias:

1.-  Clasificaci
estudio se hace presente que los del

« Robo con Violencia o Intimidacién en las personas: Este delito se comete agrediendo
a la victima y habitualmente mediante el uso de arma blanca o arma de fuego.

«+ Robo con Fuerza: Ingreso mediante el uso de la fuerza a un lugar habitado, destinado a
Ia habitacién, no habitado o en bienes nacionales de uso piblico (calles, plazas, etc.).

« Robo por Sorpresa: Este delito se conoce habitualmente como “lanzazo”

2-  Total de investigaciones por robo: 26.796 casos
El total de investigaciones por los delitos de robo realizadas por las cuatro Fi
de la Region Metropolitana, es de 26.796 casos.

alias

3-  Desglose de las 26.796 investigaciones por robo:
« 7.586 (28%) corresponden a robos con violencia o intimidacion en las personas;
« 17.344 (65%) corresponden a robos con fuerza; y

1.866 (7%) a robos por sorpresa.

4.-  Total de detenidos por robo: 2.035 imputados

Se ha detenido a 2.035 delincuentes.

809 (40%) corresponden a robos con violencia o intimidacion en las personas;
1.006 (49%) corresponden a robo con fuerza; y

220 (11%) corresponden a robo por sorpresa.

5-  Total de condenados por robo: 178 delincuentes

Se ha condenado a 178 delincuentes.

15 (8%) corresponden a robo con violencia e intimidacion en las personas;
140 (79%) corresponden a robo con fuerza; y

23 (13%) corresponden a robo por sorpresa.



[image: image4.jpg]Cuadro1:  Namero de investigaciones, detenidos y condenados por robo.

N N Ne
DELITO | \NVESTIGACIONES |DETENIDOS|CONDENADOS

ROBOIGON 7.586 809 15
VIOLENCIA O
INTIMIDACION (28%) (40%) (8%)
ROBO CON 17.344 1.006 140
FUERZA (65%) (49%) (79%)
ROBO POR 1.866 220 23
SORPRESA (7%) (11%) (13%)

. .035 178
o881 (100% (100%) | (100%)

6.-  Solo el 43% de los condenados por robo cumple la pena en la circel

v el 57% est en libertad gozando de algiin beneficio alternativo.

«  Eltotal de condenados por robo es de 178 delincuentes. /

76 (43%) cumple efectivamente su condena en la cércel.
102 (57%) esti en libertad gozando de algin beneficio alternativo.
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Cuadio2:  Condenados que cumplen pena en la circel o que estin en libertad
gozando de algin beneficio alternativo.

CONDENADOS CONDENADOS

EN LA CARCEL EN LIBERTAD
GOZANDO DE

ALGUN BENEFICIO

TOTAL

oz | s
- (57%) 1 (100%)

Solo el 34% de los detenidos imputados por robo esti en prision
preventiva v el 66% esti en libertad sujeto, en la mavoria de los casos. a
otra medida cautela

« Total de detenidos por robo: Excluidos los 178 condenados, el total de detenidos
imputados por robo es de 1.857.

« Situacion procesal: S6lo 632 (34%) estd en prision preventiva y 1.225 (66%) s
encuentra actualmente en libertad, en la mayorfa de los casos sujeto a otra medida
cautelar.

8-  Situacién procesal de los detenidos imputados desglosados en las
tres categorias de robo:

« Robo con violencia o intimidacién en las personas: S6lo el 49% esté en prision
preventiva y el 51% est en libertad sujeto, en la mayoria de los casos, a otra medida
cautelar.

« Robo con fuerza: Solo el 25% est
sujeto, en la mayoria de los casos, a otra medida cautelar.

« Robo por sorpresa: Solo ¢l 10% esti en prision preventiva y el 90% estd en libertad
sujeto, en la mayoria de los casos, a otra medida cautelar.

y el 75% esta en libertad




[image: image6.jpg]Cuadro3: Nimero de delincuentes detenidos por robo y porcentaje que se
encuentra en prision preventiva o en libertad sujeto, en la mayoria de los casos,
a otra medida cautelar.

EN
EN PRISION LIBERTAD
DELITO PREVENTIVA | SUJETOS EN LA MAYORIA
DE LOS CASOS A
ALGUNA OTRA MEDIDA
CAUTELAR
ROBO CON 393 401
VIOLENCIA O o o
INTIMIDACION (49%) (51%)
ROBO CON 220 646
FUERZA (25%) (75%)
ROBO POR 19 178
SORPRESA (10%) (90%)
TOTAL 1.225
=  (66%)

Nota: Las otras medidas cautelares se establecen en el articulo 155 del Codigo
Procesal Penal y consisten basicamente en que el imputado debe firmar
periédicamente ante el Fiscal, el arraigo, la prohibicion de asistir o visitar
determinados lugares o de aproximarse al ofendido o su familia
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==
9- En la Region Metropolitana se cometen 348 robos diarios; 14.5
robos por hora v 1 robo cada 4 minutos. considerando los primeros 77
dias desde la puesta en marcha de la Reforma Procesal Penal:

o Como se sefialé previamente. desde la puesta en marcha de la Reforma Procesal Penal
en la Region Metropolitana, las 4 Fiscalias han iniciado 26.796 investigaciones por los
delitos de robo,

« Considerando los 77 primeros dias de vigencia de la Reforma Procesal Penal en Ia
Region Metropolitana, significa que se cometen 348 robos diarios, 14,5 robos por
hora y 1 robo cada 4 minutos.

« Cabe hacer presente que solo se consideran los delitos que efectivamente se denuncian,
de manera que la ciffa de robos debe ser mayor.

Cuadrod:  Robos en la Regién Metropolitana por dia, hora y por minuto.

TIEMPO ROBOS EN LA
REGION METROPOLITANA

POR DIA 348

POR HORA

POR MINUTO
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IIL.- CONCLUSIONES DEL ESTUDIO QUE COMPRENDE LOS

PRIMEROS 77 DIAS DESDE LA PUESTA EN MARCHA DE LA
REFORMA PROCESAL PENAL EN LA REGION METROPOLITANA

- En la Region Metropolitana se cometen 348 robos diarios, lo que
equivale a 14,5 robos por hora y 1 robo cada 4 minutos.

2- La ciudadania ha denunciado 26.796 robos, de los cuales el 28%
corresponde a robo con violencia o intimidacién en las personas; el 65% a
robos con fuerza y el 7% a robos por sorpresa, esto es, lanzazos.

3. Las Fiscalias, con el apoyo de las Policias, han logrado la detencion por
robo de 2.035 delincuentes, de los cuales el 40% corresponden a robo con
violencia o intimidacién en las personas; el 49% a robos con fuerza y ¢l 11%
a robos por sorpresa.

4-  Se ha condenado a 178 delincuentes por robo, de los cuales s6lo el
43% cumple efectivamente su condena en la circel y el 57% esti en
libertad gozando de algiin beneficio alternativo.

5.  Actualmente hay 1.857 imputados por robo, (descontados los 178
condenados) de los cuales s6lo el 34% estd en prision preventiva y el 66%
se encuentra actualmente en libertad y la gran mayorfa de ellos sujeto a otra
medida cautelar (consisten basicamente en que el imputado debe firmar
periodicamente ante el Fiscal, el arraigo, la prohibicién de asistir o visitar
determinados lugares o de aproximarse al ofendido o su familia).

6. Tratandose de los delincuentes mis peligrosos, esto es, los que cometen
robo con violencia o intimidacién en las personas en los que se utiliza arma
de fuego o arma blanca y se cjecutan en casas particulares, establecimientos
comerciales, oficinas o en la via publica, el 51% de los imputados estd en
libertad, mientras que sélo el 49% en prisién preventiva.

En los delitos de robo por sorpresa, conocidos como “lanzazos”, el
90% de los imputados esti en libertad y sélo el 10% en prision
preventiva.



[image: image9.jpg]8- Este estudio no incluye a los delincuentes imputados por hurto, en el
que el porcentaje de libertades provisionales y de condenados que no cumplen
su pena en la cércel es mucho mas alto.

9- El alto porcentaje de condenados por robo y de imputados por
robo, que en la prictica esti en libertad, es causa directa de la
reincidencia en este tipo de delitos, lo que coincide con los estudios sobre la
materia en los que ¢l 70% de la poblacién penal se declara reincidente y
confiesa haber estado a lo menos 7 veces antes detenido (Informe de la
Comisién Especial sobre Seguridad Ciudadana del Senado. 3 de Mayo de
2005).

10~ La Reforma Procesal Penal sin lugar a dudas constituye un gran
avance en materia de investigacion, juzgamiento y condena por los delitos de
que es victima la ciudadania.

No obstante, cualquier andlisis objetivo de los antecedentes que arroja
este estudio, demuestra que el criterio con que estin actuando algunos
Jueces de Garantia al dejar en libertad a delincuentes altamente peligrosos,
como son los que cometen los delitos de robo, especialmente cuando se utiliza
violencia en contra de la victima, es profundamente erréneo y contribuye
decididamente al clima de indefensién, desamparo e impotencia que
siente la ciudadania frente a la delincuencia y a la frustracién que
también se percibe en las policias.

La aplicacién de este criterio erréneo, en muchas oportunidades, es
corregido por las respectivas Cortes de Apelaciones, las que revocan las
libertades otorgadas por los Jueces de Garantia. Sin embargo, el efecto es
pricticamente nulo, ya que los delincuentes al recuperar su libertad se fugan
v se frustra toda la accién de la Policia y de las Fiscalias.

11 Para la ciudadania es incomprensible e intolerable que delincuentes
peligrosos, muchos de ellos reincidentes que son detenidos por delitos
graves como son los robos y asaltos a mano armada, a las pocas horas o
dias queden en libertad y vuelvan a circular en los mismos barrios o
sectores en que fueron aprehendidos y, lo que es mis grave, contindan
robando y asaltando.



[image: image10.jpg]12.- Cuando un delincuente es detenido por un robo, el Juez de Garantia
debe resolver si lo deja en prision preventiva o bien queda sujeto a otra
medida cautelar como firmar periédicamente ante el Fiscal, la prohibicion de
salir del pais, de asistir o visitar determinados lugares o de aproximarse al
ofendido o su familia.

La Constitucién Politica dispone claramente que los Jueces de Garantia
deben mantener en prision preventiva a los detenidos imputados por delitos
graves, como sin duda son los robos con violencia o con fuerza, cuando su
libertad es peligrosa para la seguridad de la sociedad o del ofendido.

En este sentido, constituye un error de los Jueces el dejar en libertad,
sujeto a otras medidas cautelares, a imputados por graves delitos que,
aprovechandose de esta decision, contintian cometiendo delitos e intimidando
a la ciudadania.

M4s ain, es una decision erronea de los Jueces reemplazar la prision
preventiva aplicada a detenidos imputados por graves delitos por una caucién
econ6mica, esto es, por el pago de una multa.

13.- Copia de este estudio se hard llegar al Sefior Presidente de la Corte

Suprema para los efectos de que conozea todos los antecedentes relativos al
funcionamiento de la Reforma Procesal Penal en la Region Metropolitana.

VIIL- CASOS EMBLEMATICOS

Lo sefalado es ratificado por los siguientes casos que se citan para una mejor
ilustracion:

A.- Causa por delito de ROBO CON VIOLENCIA seguido en contra del imputado
.M.

E120 de Agosto del afio 2005, en circunstancias que la victima transitaba por una
calle de la Comuna de Puente Alto, fue asaltada por dos individuos, los que la tomaron, la.
lanzaron al suelo y la arrastraron hasta unos matorrales que habia en el lugar, para luego



[image: image11.jpg]arcebatarle desde sus orejas un par de aros de oro, momento en que la vietima grita.
solicitando auxilio, procediendo los delincuentes a taparle la boca con ambas manos
tratando de impedir que ésta cumpliera su objetivo, causdndole lesiones en el rostro.

Realizado ¢l control de detencion y la formalizacion de la investigacion, el Juez de
Garantia concede la prision preventiva, para luego sustituirla por una caucion de §
200.000.-

Con fecha 24 de Agosto el imputado paga, siendo dejado en libertad a pesar de tener
una orden de aprehension pendiente por otro delito del 22° Juzgado del Crimen de
Santiago.

Conelusién: Un delincuente que robé y agredid a una mujer, a los pocos dias fue dejado en
libertad, previo pago de $ 200.000.-, aiin cuando tenia una orden de aprehension pendiente
dictada por otro tribunal.

B- Causa por delito de ROBO CON INTIMIDACION seguido en contra de los
putados S.A.8.G. v A.G.S.D.

En la madrugada del 4 de Julio del afio 2005, los imputados en compafifa de un
menor de edad asaltaron a un taxista con arma blanca. Fueron detenidos y llevados ante el
Juez de Garantia. Este rechazé la prision preventiva solicitada respecto de la imputada
S.A.S.G., decision que fue apelada por Ia Fiscalia y revocada por la Corte de Apelaciones
de Santiago. quedando en prisién preventiva.

Sin embargo, ¢l dia 30 de Agosto un nuevo Juez de Garantia volvié a dejar en
Iibertad a la imputada, decisién que nuevamente fue apelada y revocada por la Corte de
Apelaciones de Santiago, sin que hasta la fecha se haya logrado dar con el paradero de ésta,
encontréndose por lo tanto préfuga.

Conclusion: A un delincuente, que asalt a su victima junto a otras dos personas con arma
blanca, se le concedi6 la libertad provisional por parte del Juez de Garantia, decision que
fue revocada por la Corte de Apelaciones de Santiago ordenando su prision preventiva, la
que no se ha podido cumplir ya que hasta la fecha se encuentra profuga de la justicia.

C.- Causa por delito de ROBO CON INTIMIDACION seguido en contra de los
imputados E

Dos delincuentes detenidos por ¢l delito de robo con violencia e intimidacion, y
llevados ante el Juez de Garantia para su control de detencion, fueron dejados en libertad,
sin que se acogiera la peticion de prision preventiva de la Fiscalia. Esta decision fue
apelada por la Fiscalia y revocada por Ia Corte de Apelaciones de San Miguel, ordenando
su prision preventiva.

Sin embargo, en una audiencia posterior el Juez de Garantia cambio la prision
preventiva por una caucion en dinero, la que fue pagada por los imputados, siendo dejados
en libertad. Lista decision nuevamente fue apelada por la Fiscalia, consiguiendo que la.

10




[image: image12.jpg]Corte de Apelaciones de San Miguel la revocara, ordenando su prision preventiva, la que
1o se ha podido cumplir ya que hasta la focha no se ha logrado dar con el paradero de éstos
delincuentes.

Conelusion: Dos delincuentes, se cncuentran actualmente préfugos de la justicia, ya que el

Juez de Garantia decidio cambiar la prision preventiva por el pago de una cantidad de
dinero, decision que fue finalmente revocada por la Corte de Apelaciones de San Miguel

D.- Causa por delito de HOMICIDIO seguido en contra de cuatro imputados.

Eldia 25 de Junio del afio 2005, en la localidad de Malloco, Comuna de Pefiaflor, se
produce el homicidio de C.A.G.S.. a raiz de maltiples heridas corto punzantes en el torax.
En este delito habrian participado cuatro imputados, entre eflos un menor de edad. EI
imputado que aparece como autor del delito, fue sujeto a prision preventiva, sin embargo, el
dia 9 de Septiembre el Juez de Garantia decide reemplazar la prision preventiva por una
caucion de $ 300.000.-, resolucién que fue apelada por la Fiscalia.

Conclusién: A un delincuent
personas, se le sustituyo la pri

que aparece como autor de un homicidio junto a otras tres
6n preventiva por una caucion de $300.000.-

Patricio Lazeano Alberto Espina
Abogado Jefe Director Ejecutivo
Ficed Ficed

Santiago, Septiembre 26 de 2005

1




- - - - - -


El Fiscal Nacional, señor Guillermo Piedrabuena, señaló que, en general, no es conveniente establecer legislaciones para situaciones específicas y temporales. Refiriéndose particularmente al proyecto, expresó que sus disposiciones dan lugar a algunas dudas de constitucionalidad, especialmente en el caso de las normas sobre ampliación de la detención y prisión preventiva. Agregó que el Ministerio Público está de acuerdo con que la fiscalía pueda apelar de las declaraciones de ilegalidad de la detención y con la ampliación del concepto de “tiempo inmediato” en los delitos flagrantes.


Añadió que el plazo de 24 horas que el Código Procesal Penal establece para que la fiscalía ponga a disposición del juez al detenido es generalmente insuficiente, porque hay que tener en consideración que este lapso se ve acortado por la horas de la noche, cuando el imputado es detenido a última hora de la tarde y porque los juzgados de garantía tienen horas fijas para sus audiencias. Esto hace que el período real con que cuenta el fiscal para reunir los antecedentes sea mucho menor.


Manifestó que el plazo de 24 horas es inferior al de 48 horas que establece el segundo párrafo de la letra c) del Nº 7º del artículo 19 de la Constitución Política de la República. Expresó que esta diferencia ha sido interpretada por algunos señalando que la Constitución establece un plazo máximo y que el legislador puede establecer un plazo menor. Pero otros interpretan que aquí lisa y llanamente hay dos plazos distintos y que debería prevalecer el establecido en la Constitución Política de la República.


El Jefe del Departamento de Estudios y Proyectos de la Defensoría Penal Pública, señor Claudio Pavlic, señaló que su institución no es partidaria de introducir modificaciones a las normas procesales penales sin que existan nuevos datos empíricos que las fundamenten. Hizo presente que en los últimos 5 años ha aumentado notoriamente la eficacia de la persecución penal sin vulnerar las garantías constitucionales, de presunción de inocencia y del derecho de defensa.


El Presidente del Instituto Chileno de Derecho Procesal, abogado señor Miguel Otero Lathrop, señaló que el proyecto toca un tema de mucha actualidad. Expresó que en el estudio de este tema hay que distinguir entre el combate a la delincuencia y la erradicación de las causas de la delincuencia. Al respecto, puntualizó que la segunda tarea es muy importante y de largo aliento, pero la primera tarea es actual y urgente.


Explicó que una importante conclusión del estudio Peyrefitte
 es que la delincuencia funciona por ciñéndose a reglas similares a las de comparar costos con beneficios, de esta forma, si el delincuente percibe que no será castigado por su delito tiene un importante incentivo para reiterarlo.


Manifestó que el proyecto sólo abarca los delitos de mayor trascendencia e impacto social, sin modificar el resto de la legislación común.


Respecto del tema de la libertad provisional y la prisión preventiva, el proyecto ocupa el concepto de “reiteración”, para salvar la interpretación tradicional, que señala que sin condena no hay reincidencia. Este entendimiento permite que un delincuente salga en libertad provisional y a los pocos días vuelva a delinquir, sin que ello le acarree consecuencias en un segundo proceso, porque en el primero aún no hay condena.


En relación con la norma del proyecto que permite a la policía interrogar al detenido sin autorización previa de fiscal, para averiguar la identidad de los coautores y cómplices del aprehendido, indicó que ella tiene un claro objetivo práctico porque en las batidas de la policía escapan algunos delincuentes y es necesario que exista la posibilidad de poder interrogar al sospechoso capturado para saber quién lo acompañaba en la comisión del delito. Hoy día esto no está permitido, al tenor del  artículo 91 del Código Procesal Penal, y si la policía infringe esta regla, se corre el riego de que la detención sea declarada ilegal y el delincuente aprehendido deba ser puesto en libertad.


En cuanto a la posibilidad de que la fiscalía pueda apelar de la resolución que declara ilegal la detención, el abogado señor Otero señaló que el asunto es muy discutido en las Cortes de Apelaciones y, en varios casos, se ha aceptado a tramitación este recurso, pero, en otros, se ha declarado inadmisible, lo que atenta contra el principio de igualdad ante la ley.


Respecto del artículo segundo del proyecto, que considera como robo la apropiación, en cualquiera de sus formas, de dinero u otras especies que los ofendidos porten en espacios públicos, el abogado señor Otero advirtió que una norma similar existe en el artículo 436 del Código Penal
. En este punto la iniciativa actualiza una norma que ha caído en desuso.


El  Fiscal de la Región Metropolitana Occidente, señor Sabas Chahuán, explicó que la posición de su institución ha sido fijada por el señor Fiscal Nacional. Parece recomendable aprobar la idea de legislar, en el entendido de que en el estudio en particular se pueden hacer todos los perfeccionamientos técnicos que el proyecto necesita.


El Defensor Nacional (S), señor Eduardo Morales, señaló que su institución es contraria a la idea de legislar sobre las materias contenidas en la moción, pues ellas ya fueron abordadas en el proyecto de ajustes a la reforma procesal penal, de reciente tramitación. Agregó que, según los datos actuales, la mayoría de los detenidos están condenados, lo que es un avance notorio respecto de la situación preexistente. Añadió el artículo segundo contiene un contrasentido, porque establece una penalidad igual para hurtos y robos, lo que significa subir desmedidamente la penalidad del hurto y rebajar la penalidad del robo.


El Honorable Senador señor Espina sometió a votación la idea de legislar.


El Honorable Senador señor Aburto, fundamentando su voto, señalo que actualmente nadie está seguro en la calle dado el nivel y la peligrosidad de la delincuencia. Este rebrote delictivo tiene causas complejas y diferentes, entre las que destacan la falta de educación y la pobreza, pero hay una causa inmediata, cual es, la impunidad. Señaló que hay que hacer frente a la impunidad, lo que es el objetivo central del proyecto. Concluyó señalando que es necesario una serie de ajustes a las normas del proyecto a la luz de los principios constitucionales que rigen la materia, pero ahora debe aprobarse la idea de legislar.


El Honorable Senador señor Viera-Gallo, fundamentando su voto, explicó que la delincuencia tiene una gran cantidad de causas y por eso resulta muy complicado combatir el fenómeno. Emprender una solución basada en el mero de afán de castigar y encerrar es un enfoque muy simplista; claramente el problema no se resuelve con más cárceles sino con formas creativas de prevención y rehabilitación.


Señaló que la simple mano dura es un autoengaño, tal como ha quedado demostrado en las recientes asonadas callejeras en Paris. Agregó que la injusticia social es la raíz de los delitos contra la propiedad y que, lamentablemente, la televisión no ayuda mucho porque la exalta y exacerba. 


Añadió que no está de acuerdo con normas transitorias o de excepción sólo para algunos delitos, porque ello da la impresión de que vivimos en una situación de emergencia que no es tal, más aún si se tiene en cuenta la realidad de otras ciudades de Latinoamérica.


Por estas razones, votó en contra de la idea de legislar.


Hizo además reserva de constitucionalidad, pues, a su entender, el número 2 del artículo 1º del proyecto es abiertamente inconstitucional, ya que invierte la norma establecida para la libertad provisional en el artículo 19, Nº 7º, letra e), de la Constitución Política de la República. Observó que, de ser aprobada una norma como esta, su inconstitucionalidad va a ser alegada en todos los juicios y el tema terminará en el Tribunal Constitucional, el cual, con las nuevas facultades que le otorgó la reciente modificación constitucional, finalmente la derogará. 


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, fundamentando su voto, señaló que el proyecto toca un tema que no ha sido  tratado con profundidad en los medios políticos nacionales, a saber, por qué se produce la delincuencia.


Añadió que las razones de fondo de este fenómeno son económicas y culturales, y expresó las siguientes consideraciones:

1. El ataque a las causas de fondo de la delincuencia no es materia de este proyecto, que se encuadra en un enfoque casuístico que lleva a conculcar los derechos de las personas y a generar más violencia.

2. La pobreza no justifica la delincuencia, pero, según un estudio de la Organización Mundial de la Salud (OMS), hay ciertas consecuencias típicas que se producen en países de crecimiento rápido, como Chile, entre las cuales destacan una elevación del nivel de angustia de las personas y enormes diferencias en los ingresos

3. No es aconsejable hacer una modificación luego de aprobadas las profundas reformas que el Parlamento acaba de hacer al Código Procesal Penal. De lo contrario quedará la impresión de que la anterior reforma y, en general, el trabajo legislativo, es apresurado y superficial.


Por todas estas razones, votó en contra del proyecto.


El Honorable Senador señor Chadwick, fundamentando su voto, manifestó que el debate sobre las causas de la delincuencia es muy viejo, pero no debe frenar el avance del derecho penal.


Señaló que hay que avanzar en el combate de las causas de la delincuencia, legislando para que se den condiciones en  que las diferencias se atenúen, la pobreza se aminore y el país crezca, porque el objetivo central del Estado, que es propender al bien común, así lo exige. Pero ese bien común también requiere que se mejore el sistema penal.


Agregó que hay que tener presente que el Estado ha emprendido una inmensa inversión en justicia y en servicios policiales y este proyecto pretende facilitar y mejorar la función de la policía y la justicia.


Indicó que todo país requiere una política criminal diseñada y aplicada por el Estado, la que debe permitir que, en ciertos períodos de excepcionalidad criminal, se establezcan normas temporales más duras para combatir la delincuencia.


Añadió que hay una serie de disposiciones en el proyecto que deben ser perfeccionadas, pero su idea general es muy buena.


Por estas razones votó a favor del proyecto.


El Honorable Senador señor Espina, fundando su voto, señaló que es muy injusto afirmar que la Comisión se ha centrado sólo en los elementos represivos. Por el contrario, en el último año se han despachado una serie de proyectos que tienen un claro sesgo preventivo, por ejemplo, el proyecto sobre subvenciones al SENAME (Boletín Nº 2.391-18), el proyecto de ley sobre violencia intrafamiliar (Boletín Nº 2.318-18), el proyecto sobre la protección de los derechos de la infancia y de la adolescencia (Boletín Nº 3.792-07) y las nuevas normas sobre responsabilidad penal juvenil (Boletín Nº 3.021-07).


Agregó que la legislación chilena está llena de leyes penales especiales, como la ley de drogas, la ley de seguridad interior del estado, la ley de control de armas, etc., sin que ello llame la atención a nadie.


Añadió que el proyecto apunta a un tema real y actual, cual es la necesidad urgente de combatir a la delincuencia. Subrayó que, muy probablemente, su texto necesite correcciones de redacción para evitar problemas de interpretación, pero ellas pueden ser solucionadas en el estudio en particular.


Por estas razones, votó favorablemente la idea de legislar.

- - - - - -


En mérito del acuerdo anterior, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, propone aprobar en general el proyecto de ley en informe, por mayoría de tres votos contra dos. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina, Aburto y Chadwick. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide y Viera-Gallo.

- - - - - -


El texto del proyecto de ley  cuya aprobación en general se propone al Senado, es el siguiente:

“PROYECTO DE LEY

Artículo 1º. A contar de la fecha de publicación de la presente ley y por el plazo de tres años, tratándose de los delitos de homicidio, violación, robo con violencia o intimidación en las personas, robo por sorpresa, robo con fuerza en las cosas efectuados en lugar habitado o destinado a la habitación y tráfico ilícito de drogas y estupefacientes, regirán las siguientes normas especiales, las que prevalecerán sobre cualquier otra normativa:

1. El Juez de garantía, a requerimiento del Fiscal, ampliará el plazo de detención previsto en el artículo 132 del Código Procesal Penal por el tiempo requerido y hasta por un máximo de cinco días. Será fundamento suficiente para la ampliación de dicho plazo el sólo requerimiento del fiscal.

2. Se decretará la prisión preventiva del imputado por ser necesaria para la seguridad de la sociedad en todos aquellos casos en que éste haya sido anteriormente condenado, se encuentre procesado o se haya formalizado en su contra investigación por alguno de los delitos a que se refiere este artículo.


En el caso de tratarse de un primer delito de los indicados en este artículo, el Juez de Garantía deberá decretar la prisión preventiva, salvo que por resolución fundada indique los motivos por los cuales la libertad del imputado no constituye un peligro para la seguridad de la sociedad o del ofendido o para el éxito de las diligencias de la investigación.


En el evento de que el Juez otorgue la libertad, deberá siempre dejar al imputado sujeto a la medida que establece la letra b) del artículo 155 del Código Procesal Penal por todo el tiempo que dure la investigación y el proceso penal respectivo, sin perjuicio de decretar otras medidas cautelares personales. También se aplicará lo dispuesto en este artículo en los casos previstos en el artículo 145 del Código Procesal Penal.

3. En el caso de delitos flagrantes cometidos en zonas rurales o de difícil acceso, la Policía deberá de inmediato practicar las diligencias de investigación pertinentes, dando cuenta al fiscal que corresponda de lo hecho, con la mayor brevedad. Asimismo, en caso de delito flagrante, sin que sea necesario esperar la presencia del fiscal o del defensor del imputado, podrá interrogar a éste acerca de la identidad de los coautores y cómplices del delito.

4. En el caso de flagrancia, el tiempo inmediato a la perpetración de un delito comprenderá todo el necesario para que la víctima pueda formular la denuncia a la policía y, conocida la ejecución de un delito y fugado el imputado, el tiempo que transcurra entre la comisión del delito y la captura del delincuente en virtud de la acción policial o de terceros, siempre que no hayan transcurrido más de doce horas.

5. Mientras el imputado se encuentre detenido o en prisión preventiva, el fiscal estará facultado para hacerlo traer a su presencia cuantas veces fuere necesario para los fines de la investigación, sin más trámite que dar aviso al juez y al defensor.

6. En aquellos casos en que en la comisión del delito haya sido grabada por cámaras de vigilancia, públicas o privadas, no será necesario acreditar la preexistencia de las especies robadas o hurtadas ni la identidad de la víctima, cuando el delito haya sido cometido en medios de locomoción colectiva o en lugares públicos o de libre acceso público.

7. La resolución que declare ilegal una detención será siempre apelable.

8. No procederán  los acuerdos reparatorios ni la suspensión  condicional del procedimiento.

Artículo 2º. Durante el período señalado en el artículo primero se considerará como robo, y se castigará con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo, la apropiación, cualquiera sea la forma o modo en que se realice, de dinero u otras especies que los ofendidos lleven consigo en calles, plazas, parques, centros comerciales u otros lugares de libre acceso público o en medios de transporte público.

Artículo 3º. En el período indicado en el artículo primero, las penas impuestas a los condenados por el delito de robo con violencia o intimidación a las personas deberán cumplirse efectivamente, sin que a los condenados les sea aplicable lo establecido en el decreto ley N° 321, de 1925, y en la ley N° 18.216.”

- - - - - -


Acordado en sesiones celebradas los días 2 y 8 de noviembre de este año, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Marcos Aburto Ochoa, Andrés Chadwick Piñera (Baldo Prokuriça Prokuriça), José Antonio Viera-Gallo y Andrés Zaldívar Larraín (Mariano Ruiz Esquide Jara).


Sala de la Comisión, a 16 de Noviembre de 2005.

(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS,

Secretario de la Comisión.

ANEXO. PRESENTACIÓN SUBSECRETARIA DEL INTERIOR
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CHILE: Tasa de denuncia por delitos de mayor connotacion social
serie trimestral 1997 - 2° trimestre 2005

Respecto de igual rimestre del afio anferior (2° fimestre de 2004) se registra una disminucién de la fasa
de denuncias por DMCS de —4,6 % (653,36 a 623,34).

Respecto del fimestre anterior, la fasa de denuncias por DMCS se mantiene estable

(regisfra un leve qumento de un 0,3% de 621,75 a 623,34 casos cada 100 mil habitanfes).

Es la pimera vez, desde que fenemos registros (1997), que se observa una reduccién porcentual de la fasa

entre segundos timesfres.
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Si se considera el timestre en que se implementa la RPP en cada una de sus etapas, se observa un
incremento de la tasa de denuncias respecto del imestre anterior que va desde 92% en las
regiones de la IV etapa a 26,6% en las regiones de la tercera etapa. Se espera que la RM presente
un comportamiento similar al verificado en las etapas anteriores.

Si se compara el himestre en que se implementa la RPP con igual timestre del afio anterior, se
observa un incremento de la tasa de denuncias que va de 20,2% en las regiones de la primera
etapa a un 32% en las regiones de la lll etapa.
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Condenados en Cdrceles. 1995-2000-

2005
Afio Procesados | % Poblacién | Condenados | % Poblacién
e Imputados Total Total
1995 10.886 45.6 10.959 45.9
2000 13.642 37.4 20.417 56.0
2005 1ME475: 37.0 27.169 58.2

En 1974 menos de un 30% de los encarcelados eran
condenados. Hoy es el 58.2%.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INCIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE CREA EL CONSEJO SUPERIOR DE EMPRESAS PÚBLICAS; REGULA A EMPRESAS DE AUDITORÍA EXTERNA; MODIFICA ESTATUTO DE DIRECTORES DE SOCIEDADES ANÓNIMAS, LAS NORMAS DE ADMINISTRACIÓN DE ÉSTAS Y LOS ESTATUTOS DE EMPRESAS PÚBLICAS

(3949-05)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Consejo Superior de Empresas Públicas, regula a las Empresas de Auditoría Externa, y modifica estatuto de los directores de las sociedades anónimas, las normas de administración de las mismas y los estatutos de las empresa públicas, originado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

- - -


Se hace presente que por acuerdo de la Sala del Senado, de fecha 16 de agosto de 2005, el proyecto se discutió en general y en particular a la vez.

- - -


Cabe señalar que los artículos 4°, 5°, 8°, 9° y 10 deben ser aprobados con quórum de ley orgánica constitucional, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

- - -


A una o más de las sesiones en que se debatió este proyecto concurrieron el Ministro de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre; el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Eduardo Dockendorff; el Superintendente de Administradoras de Fondos de Pensiones, señor Guillermo Larraín; el Subfiscal, señor Cristián Peña; el Jefe del Departamento de Análisis y Estadísticas, señor Robert Rivas; el Superintendente de Valores y Seguros, señor Alejandro Ferreiro; el coordinador general de asesores del Ministerio de Hacienda, señor Luis Felipe Jiménez; los asesores de dicha Cartera de Estado, señoras Leticia Celador, Susana González y Jacqueline Saintard y señores Marcelo Cerna, Gabriel Fernández y Claudio Juárez; el Presidente del Banco Estado, señor Javier Etcheberry, y el Fiscal Subrogante de dicha entidad, señor Patricio Ganderats; el Presidente Ejecutivo de la Corporación Nacional del Cobre (CODELCO), señor Juan Villarzú; el Presidente de la Confederación de la Producción y del Comercio, señor Hernán Somerville, el Gerente General y el asesor legal de dicha entidad, señores Carlos Urenda y Pablo Bobic; el Gerente General de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, señor Alejandro Alarcón; el Gerente General de la Sociedad de Fomento Fabril, señor Andrés Concha, y el Gerente de Medio Ambiente y Operaciones, señor Jaime Dinamarca; el Director de la Cámara Nacional de Comercio, señor Pier Paolo Zaccarelli, la asesora legal, señora Paula Silva, y el Secretario General, señor Clemente Cámbara; el Vicepresidente de la Asociación de Administradoras de Fondos de Inversión, señor Jaime de la Barra, el Secretario General, señor Hurbert Porte, y los asesores señores Rodrigo Ravilet, Juan Sommer y Raúl Sotomayor; los representantes de las empresas de auditoría “Deloitte”, señor Arturo Platt, “Ernest & Young”, señor Jesús Riveros, y “Price Water House Coopers”, señor Renzo Corona; el Presidente de la Sociedad Nacional de Minería (SONAMI), señor Alfredo Ovalle, y el Vicepresidente, señor Alberto Salas; el Presidente de la Federación Nacional de Sindicatos de Trabajadores del Petróleo y afines de Chile (FENATRAPECH), señor Jorge Matute, y el Director, señor Eduardo Parada; el Presidente de la Federación Nacional de Trabajadores de ENAMI (FENATRAENA), señor Eduardo de la Barrera, la Vicepresidenta, señora Gladys Quintero, la Secretaria, señora Nora Miranda, y el Tesorero, señor Juan Navea; el presidente de la Federación de Trabajadores del Cobre, señor Raimundo Espinoza; el Presidente de la Federación de Trabajadores Portuarios, señor Hernán Bravo; el Presidente del Sindicato Nacional Bancoestado, señor Mario Letelier; el Presidente de la Federación Supervisores del Cobre CODELCO-Chile, señor Osvaldo Villar; el Presidente de la Federación de Trabajadores de Ferrocarriles, señor Miguel Muñoz; el Presidente de la Federación de Trabajadores de Correos, señor Fermín Díaz, y  el Presidente del Sindicato Nacional de Correos, señor Juan Arcos.

- - -


Cabe hacer presente que los miembros de la Comisión de Hacienda, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Foxley, García y Ominami, previo al ingreso a tramitación legislativa de la iniciativa en informe, firmaron un acuerdo del siguiente tenor:

MEMORANDUM DE ENTENDIMIENTO SOBRE LA REFORMA AL GOBIERNO CORPORATIVO DE EMPRESAS PUBLICAS.


1.- Constitución de un Sistema de Empresas Públicas de alto nivel y jerarquía, consagrado por ley, que opera como junta de accionistas y define las orientaciones estratégicas, excluyéndose de la administración y gestión de las empresas. El nuevo holding estatal dirige el conjunto de las empresas públicas y depende orgánica y funcionalmente del Ministerio de Hacienda.


2.- La instancia máxima del SEP será un directorio constituido por nueve miembros: El Ministro de Hacienda, que lo presidirá; 4 miembros que serán designados por el Presidente de la República, de los cuales 2 serán a propuesta del Consejo de la Alta Dirección Pública y 2 con acuerdo del Senado, y 4 miembros, que serán representantes directo de los ministerios de Economía, Minería, Defensa y Transportes y Telecomunicaciones, que cada Ministerio designará en virtud de la reglamentación que internamente convenga.


3.- Las empresas públicas se ajustarán a las normas  de funcionamiento de las sociedades anónimas, particularmente en lo referente a transparencia, información y auditoría.


4.- Los directorios de las empresas públicas serán constituidos por directores de alta jerarquía, prestigio y experiencia profesional. Se modificarán las leyes orgánicas de las empresas correspondientes de suerte que sean directorios con amplias facultades y capacidades de decisión en diferentes materias incluidas las designaciones de sus principales ejecutivos, quienes permanecerán en sus cargos mientras cuenten con la confianza del directorio.


5.- La propiedad o funciones específicas de las empresas públicas, definidas en sus respectivas leyes orgánicas, no sufrirán alteraciones como consecuencia de esta nueva legislación.


6.- En cada uno de los directorios de las empresas se incorporaran 2 directores “independientes”, o eventualmente más, designados de acuerdo a un proceso de selección que garantice tal independencia, los que junto a otro director constituirán el comité de directores al interior de cada una de las empresas.


7.- Coherente con las nuevas facultades de los directorios, estos modificarán su composición. Se excluirán de ellos los ministros y todos los representantes externos. Sólo se mantendrán las representaciones laborales en aquellas empresas donde hoy día estén constituidas.


8.- Se establecerán mecanismos de rendición de cuentas periódicas tomando como base el modelo del Consejo del Banco Central frente al Congreso Nacional.


9.- Se establecerá una modalidad (que resta a definir) a través de la cual se ejercite la responsabilidad política de los directores del SEP en caso de grave  incumplimiento.


10.- Se establecerá un sistema riguroso de incompatibilidades e inhabilidades de manera de propender a la generación de una carrera de gerencia pública.


11.- En materia de gobiernos corporativos de empresas privadas se establecerán normas que garanticen un adecuado equilibrio entre la protección de los intereses de la minoría y el legítimo derecho a gestión de los controladores.


12.- Las modificaciones que introducirá el proyecto, en materia de gobiernos corporativos de empresas públicas, deberán comenzar a regir a partir del 11 de marzo 2006.

- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO


- Reformas relacionadas con gobiernos societarios de empresas privadas referidas a:


a) Aumentar la presencia en el directorio de las sociedades anónimas de directores independientes.


b) Identificar activos esenciales.


c) Aumentar las posibilidades de información en el mercado de valores. 


e) Aumentar la transparencia en la designación e informes de los auditores.


- Reformas relacionadas con las empresas públicas. Consisten en aplicar a estas empresas, en la medida que sea posible, las normas de las sociedades anónimas abiertas, establecer su fiscalización por parte de la Superintendecia de Valores y Seguros, crear el Consejo Superior de Empresas Públicas, que representaría al Estado, y cuyas funciones en relación con las empresas del Estado creadas por ley será ejercer iguales atribuciones a las que las normas generales asignan a los accionistas y a la junta de accionistas respecto de las sociedades anónimas y, por último, efectuar las adecuaciones que se deriven de lo anterior en cuerpos legales específicos de las empresas del Estado.

- - -

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

De hecho

Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

Dicho documento señala que diversas iniciativas relacionadas con el mercado de capitales han abordado cuestiones destinadas a lograr buenas prácticas de gobierno en las empresas privadas. Algunas de estas iniciativas finalmente se plasmaron en leyes, tales como la Ley Nº 19.705, que regula las Ofertas Públicas de Adquisición de Acciones (OPAS) y establece régimen de Gobiernos Corporativos, de 20 de diciembre de 2000, y la Primera Reforma al Mercado de Capitales. 

Expresa a continuación que como diversas fuentes históricas, legales y económicas, tanto en el plano nacional como internacional, han hecho evidente la necesidad de profundizar ciertas mejoras iniciadas por proyectos anteriores y adoptar algunas medidas nuevas, el proyecto de ley que introduce adecuaciones de índole tributaria e institucional para el fomento de la industria de capital de riesgo y continua con la modernización del mercado de capitales, conocido como Segunda Reforma al Mercado de Capitales o “MK2”, actualmente en segundo trámite constitucional en ese H. Senado (boletín Nº 3.278-05), recogía entre sus ideas matrices la profundización de reformas de perfeccionamiento de los regímenes de administración societarios. Asimismo, dicha idea matriz motivó una gran parte de las indicaciones presentadas por el Ejecutivo a dicho proyecto de ley, con fecha 4 de julio de 2005.

Informa que el proyecto de ley que ahora presentan pretende desglosar del proyecto de ley conocido como “Mercado de Capitales II”, lo relacionado con gobiernos societarios de empresas privadas y agregarle un paquete de medidas para mejorar los gobiernos societarios en las empresas públicas, basado, al igual que las Guías de la OCDE, en aplicar a las empresas públicas las normas diseñadas para las empresas privadas, de forma análoga en tanto fuere posible.

Explica que aun cuando Chile es un ejemplo regional en materia de regímenes de administración social y derechos societarios, las prácticas internacionales en estas materias están actualmente en una agitada evolución y modernización. Siendo Chile un país que se define como plenamente inserto en la comunidad económica internacional, la autoridad económica no desea permanecer ajena a este desarrollo y solicitó al Banco Mundial un Reporte sobre el grado de cumplimiento de los estándares internacionales respecto de las buenas prácticas de gobierno corporativo (ROSC), que analiza y mide el grado de cumplimiento de dichos estándares básicos. Los resultados de dicho reporte, de 2003, han hecho evidente la necesidad de perfeccionar nuestra legislación para poder adecuarla a los estándares internacionales en la materia. 

Sostiene que el Gobierno de Chile aspira a productos más ambiciosos y por eso se estima que es necesario para nuestro país dar un paso más allá y pasar de ser un ejemplo regional a un líder mundial en estas materias. Para estos efectos, el proyecto que se presenta contiene variadas propuestas tendientes a perfeccionar normas legales introducidas por modificaciones en el pasado e incorporar avances efectivos en las áreas de diseminación de información, derechos sociales, operaciones entre partes con intereses relacionados, protección del derecho e interés de minorías, herramientas de fiscalización de traspaso y utilización fraudulenta de información privilegiada y auditores externos, principalmente.

Afirma que en lo relativo a las empresas públicas chilenas, es importante constatar que estas operan en ambientes competitivos y son administradas con criterios de mercado. En los casos en que las empresas cumplen funciones cuasi fiscales, éstas son financiadas con transferencias desde el gobierno central a través del presupuesto. Todas las empresas públicas cuentan con directorios con integración variada. La política declarada por el gobierno respecto de las empresas públicas es maximizar su valor económico. Durante los últimos 5 años se han venido produciendo una serie de ajustes institucionales para apoyar este objetivo, incluyendo la creación de un consejo con atribuciones de holding (SEP), la introducción de algunas reformas relacionadas con el nombramiento y desempeño de directores y la emisión de instructivos y orientaciones sobre su gestión.

Asegura que las reformas realizadas, sin embargo, no han sido suficientes para desarrollar un marco moderno y uniforme para la gestión de las empresas públicas. En efecto, pese a la creación del Sistema de Empresas Públicas (SEP) en 2001 y a algunas reformas legales aprobadas desde entonces, el sector de empresas públicas se encuentra regulado por una frondosa legislación, en la que dominan las normas particulares de las leyes que crearon cada una de las principales empresas públicas, por sobre las normas de carácter general.

En contraste, los estándares internacionales y las experiencias de los países más avanzados han apuntado a que las empresas públicas operen bajo un marco institucional común, orientado a asegurar su efectividad y transparencia. A finales de abril de 2005 la OCDE publicó las “Guías de Gobiernos Corporativos para Empresas Públicas”, que se basan en la filosofía de aplicar a las empresas públicas las normas diseñadas para las empresas privadas, de forma análoga hasta donde sea posible. 
En la línea de fortalecer los estándares de gobiernos societarios en las empresas públicas, el proyecto en informe contempla la aplicación de las normas de las sociedades anónimas abiertas en materias de responsabilidad de directores y de fiscalización por parte de la Superintendencia de Valores y Seguros a las empresas públicas.

El Mensaje señala que el proyecto de ley en informe tiene por finalidad establecer un conjunto de normas que lleven a nuestro país al nivel más alto de los estándares internacionales en materia de gobierno societario, tanto en lo que respecta a las sociedades anónimas de carácter privado como a las empresas públicas.

Informa, además, que la iniciativa también trata sobre la institucionalidad pública que representará los derechos que en el ámbito privado corresponde a las juntas de accionistas y a los accionistas en algunos casos. Para estos efectos, se crea el Consejo Superior de las Empresas Públicas (Consejo SEP) y su Secretaría Ejecutiva a partir del actual Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción, pero ahora bajo la dependencia del Ministerio de Hacienda.

S.E. el Presidente de la República expone que para el cumplimiento de los objetivos expuestos, la iniciativa legal que se somete a tramitación legislativa propone introducir una serie de modificaciones a los siguientes cuerpos legales:

- Ley N° 18.045 sobre Mercado de Valores;

- Ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas;

- Decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece el Nuevo Sistema de Pensiones;

- El Decreto ley N° 1.350, que crea la Corporación Nacional del Cobre;

- Ley N° 19.137, que establece normas sobre pertenencias mineras de Codelco que no forman parte de yacimientos en actual explotación;

- El Decreto con fuerza de ley N° 153, de 1960, de Hacienda, que crea la Empresa Nacional de Minería;

- Ley N° 9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo;

- Ley N° 19.542, que moderniza el Sector Portuario Estatal;

- El Decreto con fuerza de ley N° 1, de 1993, de Transportes, que fija el texto refundido de la Ley Orgánica de la Empresa de Ferrocarriles del Estado;

- El Decreto con fuerza de ley N° 10, de 1981, de Transportes, que crea la Empresa de Correos de Chile, y

- El Decreto ley N° 2.079, de 1978, que fija el texto de la Ley Orgánica Constitucional del Banco del Estado de Chile.


I.- El Mensaje describe las modificaciones que se proponen a la normativa general sobre gobierno societario aplicables a las sociedades anónimas en los siguientes aspectos:

Directorios. 

En primer lugar, el proyecto incentiva la presencia de al menos dos directores independientes en aquellas sociedades anónimas abiertas con patrimonio bursátil superior a UF 1.500.000.
Con esto, se busca fomentar el mejor funcionamiento del comité de directores que existe en el seno de estas sociedades desde la Ley de OPAS. Para ello, se propone flexibilizar la definición actual de director independiente, acogiendo como tales a aquellos que hubieren recibido más de los dos tercios de sus votos de otros accionistas, aunque se hubieren elegido finalmente gracias a los votos del controlador. 
Adicionalmente, se establece que, en las sociedades en las que dada la estructura de propiedad no sea posible contar con al menos dos directores independientes, se aumentará progresivamente el número mínimo de directores desde 7 hasta un máximo de 11, salvo que se logre el acuerdo de las dos terceras partes de los accionistas con derecho a voto para permanecer con un mínimo de 7, en cuyo caso se deberá otorgar derecho a retiro a los accionistas disidentes. 

El posible incremento servirá tanto para aumentar las posibilidades de los accionistas minoritarios de que se nombren directores de su elección como para permitir una mejor división de funciones al interior del directorio y aumentar el número de personas que revisa las operaciones. 

Asimismo, se obliga a los directores de sociedades anónimas a informar en forma reservada a la Superintendencia su posición en valores de la compañía, incluyendo acciones, bonos, opciones u otros derivados. En el caso de los directores de AFP, la obligación se manifestará en una declaración jurada sobre su posición en valores susceptibles de ser comprados por las AFP. 


Protección de los accionistas en transacciones de activos esenciales 

Se define un mecanismo para identificar activos esenciales, que parte con una propuesta del comité de directores. Adicionalmente, la venta de estos activos requerirá aprobación en junta de accionistas de dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto.

Conflictos de interés y operaciones con partes relacionadas.

Actualmente, la ley de sociedades anónimas sólo contempla un procedimiento para evitar los conflictos de interés que se producen respecto de ciertas personas: los directores, gerentes y ejecutivos principales. 

El proyecto agrega como operaciones con parte relacionada aquellas que se pretendan celebrar con accionistas capaces de elegir algún director. 

Asimismo, incentiva la información de todas las operaciones con partes relacionadas y se establece un procedimiento para la aprobación de aquellas operaciones con partes relacionadas que sean de monto relevante y no habituales: a) aprobación en directorio con abstención de los directores relacionados; b) aprobación por dos tercios en junta de accionistas en los casos en que la mayoría del directorio estuviera relacionado. 

Adicionalmente, se permite al comité de directores señalar al directorio aquellas operaciones que, en su opinión, deberían ser informadas en atención a notorios vínculos profesionales, comerciales, financieros, crediticios o de otra índole con la sociedad, sus directores o sus ejecutivos principales, como elemento disuasivo para operar con personas “afines”. 

También el proyecto limita y regula la apropiación de oportunidades comerciales de la compañía por parte de los accionistas, estableciendo que ningún accionista podrá utilizar para sí las oportunidades comerciales de la sociedad, salvo que el directorio de ésta la deseche previamente con la abstención del director con interés.

Información en el Mercado de Valores.

A continuación, el proyecto lleva toda la normativa sobre información a la ley de valores, evitando duplicaciones entre la ley de valores y el Decreto Ley N° 3500. 

Así, se avanza en las herramientas que facilitan la persecución del uso de información privilegiada, clarificando las presunciones, las que ya no se refieren a quienes “tienen acceso” a esta información sino a quienes la “poseen”. 

Además, se crean mecanismos para la divulgación expedita de dicha información. De este modo, en una empresa, el que la posea deberá transmitirla inmediatamente al presidente del directorio y éste decidirá sobre su divulgación o no según la política que le haya indicado el directorio. Hasta el momento, esta decisión está radicada en el conjunto del directorio, lo que ocasionaba demoras debido a que éste no está permanentemente reunido.

En otro ámbito, se obliga a ciertas personas relacionadas, que son “insiders” de la compañía, a obtener la autorización del directorio o bien a informar previamente al mercado, para comprar o vender valores de su propia compañía. En caso de no hacerlo, se les obliga a devolver la ganancia generada o asumir la pérdida evitada a través de la compra y posterior venta o venta y posterior compra de valores en un lapso de 90 días (norma conocida como “swing out profits rule”). Se busca con ello desincentivar los casos más burdos de uso indebido de información privilegiada por parte de ciertas personas relacionadas.

Asimismo, se faculta a la Superintendencia para que autorice el envío de información electrónicamente a accionistas.

Mejoramiento de la Industria de Auditores Externos.

En su reporte de 2003, el Banco Mundial afirma que los principios de gobiernos corporativos referidos a auditores sólo se cumplen parcialmente en Chile y recomienda mayor regulación y supervisión de los auditores en nuestro país. 

A continuación, en el 2004, el mismo organismo elaboró un informe especial sobre los auditores en Chile, donde se recomienda realizar las reformas propuestas en este mensaje: necesidad de mejorar la calidad de los informes de auditoría, solicitar información en áreas críticas, fortalecer sus códigos de buenas prácticas o autorregulación, vigilar su independencia, reforzar las capacidades de la SVS y darle un rol más proactivo para monitorear a los auditores, y mejorar el mecanismo de acreditación y de control de la calidad de los informes de auditoría. 

Para esos efectos, en el presente proyecto se establecen requisitos que garanticen su profesionalización e independencia económica y capacidad técnica.

Entre otros aspectos, el proyecto establece lo siguiente: 

a) Exige que las sociedades anónimas abiertas sean auditadas por empresas, dado que hoy lo pueden hacer personas naturales; 

b) Prohíbe a las empresas de auditoría externa prestar ciertos servicios a las empresas auditadas, dado que son actividades que comprometen su independencia (ej. recomendarle al Gerente de Finanzas y simultáneamente auditar los estados financieros); 

c) Establece que el total de los ingresos de la auditora provenientes de un mismo grupo empresarial no puede ser superior al 10%, requisito que, para evitar que constituya una barrera a la entrada, sólo comenzará a aplicarse al tercer año de actividad en caso de nuevas empresas auditoras.

Inhabilidades para ser Director de una sociedad anónima. 

Finalmente, el proyecto establece en el artículo 36 de la ley N° 18.046, como inhabilidades adicionales para ser director de una sociedad anónima, ser Ministro de Estado, Subsecretario, alcalde, intendente, gobernador, secretario regional ministerial o embajador. Así, la excepción respecto a la integración de directorios de empresas públicas se limita a los jefes de servicio y el directivo superior inmediato que los deba subrogar. 

II.- El otro aspecto medular del proyecto, aborda aspectos sobre las empresas públicas.

Creación del Consejo Superior de Empresas Públicas.

En primer lugar, el proyecto crea el Consejo Superior de Empresa Públicas (SEP), integrado por dos consejeros nombrados por el Presidente de la República, uno de los cuales lo presidirá, un consejero nombrado por el Ministro de Economía, uno por el Ministro de Hacienda, uno por el Ministro de Minería, uno por el Ministro de Transportes, uno por el Consejo de la CORFO y dos consejeros independientes. 

Enseguida, se establece que los dos consejeros independientes del Consejo SEP serán nombrados por el Presidente de la República mediante selección, previo concurso público efectuado por el Consejo de la Alta Dirección Pública. Durarán 3 años en sus cargos sin que puedan participar como candidatos en el proceso de selección quienes tengan la calidad de funcionarios públicos.

A continuación se establece que el objeto de dicho Consejo será representar al Estado, sus instituciones y empresas en las acciones y derechos que como accionista, socio o propietario le corresponde ejercer, en virtud de su normativa legal o estatutaria, en las empresas del Estado creadas por ley, incluidas aquellas cuya legislación exige que sean mencionadas expresamente, y en las sociedades anónimas, colectivas y otras; como también en las demás materias relacionadas con dichas empresas y sociedades que se señalan expresamente en el presente proyecto de ley.

El proyecto contempla que serán funciones del Consejo SEP, en relación a las empresas del Estado creadas por ley, las que la normativa sobre sociedades anónimas asigna a los accionistas y a las juntas de accionistas, en lo pertinente y, en especial las siguientes: fijar las remuneraciones de los directores; designar los auditores externos independientes; nombrar a los directores y a los directores suplentes con las excepciones que se establecen en el proyecto; revocar total o parcialmente al directorio; nombrar los directores independientes que el proyecto propone crear en las empresas y adoptar el presupuesto de gastos del comité de directores a que se refiere el artículo 50° bis de la Ley N° 18.046; aceptar la renuncia a los directores de su nombramiento; examinar la situación de la sociedad; aprobar o rechazar la memoria y el balance; conocer las operaciones con personas relacionadas que se sometan a su consideración y aprobarlas cuando corresponda; requerir de las empresas toda información suficiente para el cumplimiento de sus funciones; designar a los clasificadores privados de riesgo; aprobar la designación de activos esenciales de la empresa y fijar los procedimientos para las convocatorias a reunión.

Se dispone también que corresponderá al Consejo del SEP la entrega a la Comisión de Hacienda del Senado de una cuenta anual de la gestión de las empresas públicas, la elaboración y envío a las respectivas comisiones del Congreso de los informes financieros de las empresas, incluidas Televisión Nacional y el Banco del Estado, la celebración de convenios de programación con las empresas en las que el Fisco hace aportes a través de la ley de presupuestos u haya otorgado su aval en el financiamiento -cuyo incumplimiento será causal de revocación del respectivo directorio-, la revisión e informe de los planes de desarrollo o planes de negocio de las empresas u otros que haya solicitado el Ministerio de Hacienda, el análisis e informe de los estudios y proyectos de inversión de las empresas y la asesoría a los ministerios sectoriales que se relacionan con las empresas de acuerdo a las respectivas leyes orgánicas.

Para desempeñarse como consejero del Consejo SEP se requerirá estar en posesión de un título profesional de una carrera de a lo menos 10 semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, y acreditar una experiencia profesional de a lo menos 5 años. Por otra parte, se establecen inhabilidades para los consejeros del Consejo SEP asociadas a su participación o la de sus parientes en empresas de selección de personal.

La dieta de los integrantes del Consejo SEP se establece en el proyecto en 17 UTM por sesión, con un máximo de 34 en el mes. Los integrantes del comité de selección de directores independientes o de otros comités percibirán un incremento del 50% por cada sesión del comité con un máximo de 17 UTM por mes calendario. El presidente del Consejo tendrá dedicación exclusiva, estará afecto al Código del Trabajo y su remuneración se regirá por el decreto ley 1.953 de 1977, la cual se aprueba a través de resolución de Hacienda y Economía. 

Directores Independientes en las Empresas Públicas.

Enseguida, el proyecto establece que cada empresa pública contará con dos directores independientes para efectos de conformar el comité de directores que dispone el artículo 50° bis de la ley de sociedades anónimas, según lo establezca su propia ley orgánica o la ley N°18.046, si la empresa es sociedad anónima abierta con patrimonio sobre UF 1.500.000. Lo mismo regirá para Metro S.A.

Los directores independientes serán propuestos al Consejo SEP por un Comité de Selección conformado por tres de sus consejeros, dos de los cuales deberán corresponder a los consejeros independientes seleccionados por concurso. Dicho comité podrá requerir la asistencia de la Dirección Nacional de Servicio Civil para el proceso de selección.

Obligación de las empresas públicas de entregar información al Consejo SEP.

A continuación, la iniciativa dispone que será obligación de las empresas públicas proporcionar al Consejo SEP o a la Secretaría Técnica la información que les sea requerida sin perjuicio de su uso reservado cuando sea entregada en tal calidad.
Secretaría Técnica del Consejo SEP.
El proyecto, por otra parte, establece una Secretaría Técnica del Consejo SEP dirigida por un Director Ejecutivo, quien a su vez será el Secretario Técnico del Consejo. La Secretaría tendrá por función realizar las tareas técnicas y administrativas necesarias para el funcionamiento del Consejo SEP, efectuar análisis y elaborar informes a solicitud del Consejo y centralizar y consolidar la información de las empresas, entre otras funciones. El personal de la Secretaría Técnica se regirá por el Código del Trabajo y sus remuneraciones se sujetarán al decreto ley 1.953, de 1977, la cual se aprueba a través de resolución de Hacienda y Economía.

Aplicación de normas de sociedades anónimas a las empresas públicas.

El proyecto de ley dispone, asimismo, que las empresas del Estado regidas por leyes, estarán sujetas a las mismas normas financieras y contables aplicables a las sociedades anónimas abiertas y sus balances y estados financieros deberán ser sometidos a auditorías de empresas auditoras independientes. En particular, regirán para los directores y ejecutivos superiores de estas empresas las normas de la ley Nº 18.046 relativas a operaciones con partes relacionadas, obligaciones de reserva e información, incompatibilidades, inhabilidades, responsabilidades y prohibiciones para directores y ejecutivos superiores. Se excepciona la aplicación de la inhabilidad para ser director de estas empresas a los Ministros de Estado.

Designación del ejecutivo máximo de las empresas.

Enseguida, el proyecto establece que el gerente general o ejecutivo máximo de la empresa será designado por el Directorio y no podrá ser director de la misma.

Adecuación de leyes de las empresas.

La indicativa en informe modifica las leyes de las empresas del Estado de manera de adecuarlas en lo que fuere pertinente a las nuevas disposiciones e introducir, en algunos casos, cambios en la composición de sus directorios, en los siguientes términos.

Se modifica, desde luego, la conformación y duración de los directorios; también se establece que el propio directorio elige al Presidente y al Subrogante; y se dispone la obligación de abstenerse a aquellos directores representantes laborales o gremiales cuando existan conflictos de interés. 

Se establece, asimismo, que todas las empresas quedan afectas a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros. 

En el caso de CODELCO, se modifican la composición y las atribuciones del directorio, dándole las facultades de administración, adecuando las facultades del Presidente Ejecutivo; también se incorpora una norma complementaria a la aprobación del presupuesto anual de inversiones; se dispone la aplicación de las normas sobre compromiso del crédito público contenidas en el artículo 44 del decreto ley N° 1.263, de 1975, y se adecua la ley N° 19.137, sobre quórum del directorio, para la aprobación de materias sobre pertenencias mineras.

Ámbito de aplicación.

Sin embargo, el proyecto establece que las normas del Título II del proyecto de ley propuesto, no se aplicarán a Televisión Nacional y a las empresas públicas vinculadas a la Defensa Nacional. 

En el caso del Banco del Estado, las modificaciones se limitan a que el Consejo SEP nombrará a los 6 integrantes de su Consejo Directivo y a 2 consejeros independientes, y a que el consejo nombrará al Gerente General y al Fiscal. 

Sin perjuicio de lo anterior, respecto de las empresas relacionadas con la Defensa Nacional (ENAER, ASMAR y FAMAE), se integran a sus directorios dos miembros nombrados por el Consejo SEP y, además, se dispone que sus normas contables y financieras, como también las de inversión, se asimilarán a las del resto de las empresas públicas.

Normativa sobre Administración Financiera del Estado.

En seguida, se dispone que las empresas públicas continuarán afectas a las normas vigentes sobre compromiso del crédito público, anticipos y distribución de utilidades, régimen tributario específico, formulación y aprobación presupuestaria, evaluación e identificación de inversiones, entre otras, relativas a la Administración Financiera del Estado y de empresas públicas.

Compras y Contratación Pública.

Las empresas del Estado regidas por leyes, podrán utilizar los sistemas de compras y contratación establecidos en la ley vigente.

Período de Carencia.

El proyecto, por otra parte, establece un período de carencia de seis meses para el personal de la Secretaría Técnica del Consejo SEP y de la Comisión Chilena del Cobre, en términos que dichos funcionarios no podrán prestar servicios profesionales, directa o indirectamente, a las personas o a las empresas y sociedades a que se refiere el Título II del proyecto.

NORMAS TRANSITORIAS.

Las normas transitorias del proyecto facultan al Presidente de la República para dictar decretos con fuerza de ley con los siguientes propósitos: para adecuar las leyes que rigen a las empresas del Estado, para dictar los Estatutos de dichas empresas; para fijar las plantas del personal de la Secretaría Técnica del Consejo SEP; para hacer la adecuación del actual Comité SEP radicado en CORFO al nuevo Consejo SEP, dependiente del Ministerio de Hacienda y, finalmente, para fijar fechas de vigencia de los artículos del proyecto ley.

Legales

- Ley N° 18.045 sobre Mercado de Valores;

- Ley N° 18.046 sobre Sociedades Anónimas;

- Decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece el Nuevo Sistema de Pensiones;

- El Decreto ley N° 1.350, que crea la Corporación Nacional del Cobre;

- Ley N° 19.137, que establece normas sobre pertenencias mineras de Codelco que no forman parte de yacimientos en actual explotación;

- El Decreto con fuerza de ley N° 153, de 1960, de Hacienda, que crea la Empresa Nacional de Minería;

- Ley N° 9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo;

- Ley N° 19.542, que moderniza el Sector Portuario Estatal;

- El Decreto con fuerza de ley N° 1, de 1993, de Transportes, que fija el texto refundido de la Ley Orgánica de la Empresa de Ferrocarriles del Estado;

- El Decreto con fuerza de ley N° 10, de 1981, de Transportes, que crea la Empresa de Correos de Chile, y

- El Decreto ley N° 2.079, de 1978, que fija el texto de la Ley Orgánica Constitucional del Banco del Estado de Chile.


El señor Ministro de Hacienda expuso acerca de los principales contenidos de las propuestas del Gobierno en materia de regímenes de administración societarios de empresas privadas y públicas. Sobre el particular expresó:

I.- FUNDAMENTOS BASICOS DE LAS PROPUESTAS

a) Sociedades Anónimas en General:

El gobierno ha demostrado su interés en el desarrollo del mercado de capitales como una fuente de financiamiento para las empresas.

Se ha demostrado que uno de los factores claves que explica el nivel de desarrollo de los mercados de capitales, es la calidad de las prácticas de gobiernos societarios y protección de los accionistas minoritarios.

A lo largo del tiempo, diversas iniciativas se han orientado a este objetivo (Ley de mercado de capitales de 1994, Ley de OPAS y MK1 principalmente).

Sin embargo, diversas fuentes han hecho evidente la necesidad de profundizar ciertas mejoras y adoptar nuevas medidas.

La Segunda reforma al Mercado de Capitales o “MK2”, recogía entre sus ideas matrices la profundización de reformas de perfeccionamiento de los regímenes de administración societarios.

Dicho proyecto incorpora avances efectivos en las áreas de:

- Diseminación de información

- Derechos sociales

-Operaciones entre partes con intereses relacionados

- Protección del derecho e interés de minorías

- Herramientas de fiscalización de traspaso y utilización fraudulenta de información privilegiada 

- Auditores externos

El presente proyecto de ley pretende desglosar de “MK2”, lo relacionado con gobiernos societarios de empresas privadas y agregarle un paquete de medidas para mejorar los gobiernos societarios en las empresas públicas, basado, al igual que las Guías de la OCDE (publicadas en abril de 2005), en aplicar a las empresas públicas las normas diseñadas para las empresas privadas, de forma análoga en tanto fuere posible.

b) Empresas Públicas:

En el caso de las empresas públicas, se debe destacar que estas operan en ambientes competitivos y son administradas con criterios de mercado. En los casos en que las empresas cumplen funciones cuasifiscales, estas son financiadas con transferencias desde el gobierno central a través del presupuesto.

Todas las empresas públicas cuentan con directorios con integración variada. La política declarada por el gobierno respecto de las empresas públicas es maximizar su valor económico. Durante los últimos 5 años se han venido produciendo una serie de ajustes institucionales para apoyar este objetivo, incluyendo la creación de un consejo con atribuciones de holding (SEP), la introducción de algunas reformas relacionadas con el nombramiento y desempeño de directores y la emisión de instructivos y orientaciones sobre su gestión.

Sin embargo, pese a lo anterior, el sector de empresas públicas permanece  regulado por una frondosa legislación en la que dominan las normas particulares de las leyes que crearon cada una de las principales empresas públicas, por sobre las normas de carácter general.

En contraste, los estándares internacionales y las experiencias de los países más avanzados han apuntado a que las empresas públicas operen bajo un marco institucional común, orientado a asegurar su efectividad y transparencia. 

En la línea de fortalecer los estándares de gobiernos societarios en las empresas públicas, este proyecto contempla la aplicación de las normas de las sociedades anónimas abiertas en materias de responsabilidad de directores y de fiscalización por parte de la Superintendencia de Valores y Seguros a las empresas públicas.

La iniciativa también trata sobre la institucionalidad pública que representará los derechos que en el ámbito privado corresponde a las juntas de accionistas y a los accionistas en algunos casos. Para estos efectos, se crea el Consejo Superior de las Empresas Públicas (Consejo SEP) y su Secretaría Ejecutiva a partir del actual Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción, pero ahora bajo la dependencia del Ministerio de Hacienda. 

II- NORMATIVA GENERAL SOBRE GOBIERNO SOCIETARIO EN SOCIEDADES ANÓNIMAS.

a) Directorios: Se busca una mayor defensa de los accionistas minoritarios de eventuales exacciones de valor por parte del controlador y una mayor eficiencia en el funcionamiento del directorio.

Directores independientes: Se incentiva la presencia de al menos dos directores independientes en aquellas sociedades anónimas abiertas con patrimonio bursátil superior a UF 1.500.000; que son las que deben tener comité de directores.

Número de directores y derecho a retiro: En las sociedades en las que dada la estructura de propiedad no sea posible contar con al menos dos directores independientes, se aumentará progresivamente el número mínimo de directores desde 7 hasta un máximo de 11, salvo que se logre el acuerdo de las dos terceras partes de los accionistas con derecho a voto para permanecer con un mínimo de 7, en cuyo caso se deberá otorgar derecho a retiro a los accionistas disidentes.

Definición director independiente: Simultáneamente se propone flexibilizar la definición actual de director independiente, acogiendo como tales a aquellos que hubieren recibido más de los dos tercios de sus votos de otros accionistas, aunque se hubieren elegido finalmente gracias a los votos del controlador.

b) Protección de los Accionistas en Transacciones de Activos Esenciales: 

Al vender activos esenciales cambia la naturaleza de la empresa por lo que se justifica que sea una decisión que deba ser tomada por los accionistas.

Definición de activos esenciales: El comité propone al directorio un listado, quien presenta una lista a la junta para que apruebe o rechace con quórum de 2/3. En caso que ambas listas difieran, debe ser informado (aunque se vota la propuesta del directorio) 

Venta de activos esenciales: Debe ser aprobada en junta con quórum de 2/3

c) Conflictos de interés y operaciones con partes relacionadas: la ley actual sólo contempla un procedimiento para evitar los conflictos de interés que se producen respecto de los directores, gerentes y ejecutivos principales (no los controladores o accionistas principales).
- Operación con Partes Relacionadas: se agregan a las transacciones en que la contraparte es una persona relacionada de la sociedad, de los directores, gerentes y ejecutivos principales; aquellas en que la contraparte es el controlador o accionista mayoritario (el que es capaz de elegir a un director).

Se excluyen filiales cuya propiedad es en un 95% o más de la S.A. (evita entorpecer la gestión de la empresa cuando hay traspasos de un “bolsillo” a otro de la misma persona).

Operaciones que pasan por el procedimiento: las de monto relevante y no habituales de acuerdo a la política de habitualidad

Política de habitualidad: la define el directorio y la comunica como hecho esencial

Procedimiento: Las operaciones son revisadas por el directorio:

1: Si hay quórum en el directorio al excluir a los directores involucrados, las operaciones las aprueba o rechaza el directorio con la exclusión de los directores involucrados. También deben ser a términos y condiciones de mercado (los accionistas siempre pueden demandar perjuicios y la carga de la prueba de que era beneficiosa está en el directorio).

2: Si no hay quórum en el directorio al excluir a los directores involucrados, las operaciones deben ser aprobadas por la junta de accionistas con quórum de 2/3. Para que los accionistas voten informadamente, se exigen:

Dos evaluaciones independientes, una de las cuáles las solicita el comité de directores

El pronunciamiento “argumentado” de todos los directores sobre la conveniencia de la operación y sobre las evaluaciones.

3: Información: las operaciones realizadas con partes relacionadas  deben ser informadas.

En el caso de empresas públicas se excluyen como partes relacionadas las empresas 100% propiedad del Estado y las instituciones públicas, sin embargo estas operaciones cuando sean no habituales y relevantes en su monto deben ser informadas al Consejo SEP. Además tales operaciones deben ser siempre a condiciones de mercado.

Operación con Partes “Afines”: no pasan por el procedimiento pero se permite al comité de directores señalar al directorio aquellas operaciones que, en su opinión, deberían ser informadas en atención a notorios vínculos profesionales, comerciales, financieros, crediticios o de otra índole con la sociedad, sus directores o sus ejecutivos principales, como elemento disuasivo para operar con personas “afines”.

Apropiación de oportunidades comerciales: el proyecto limita y regula la apropiación de oportunidades comerciales de la compañía por parte de los accionistas, estableciendo que ningún accionista podrá utilizar para sí las oportunidades comerciales de la sociedad, salvo que el directorio de ésta la deseche previamente con la abstención del director con interés.

d) Información en el Mercado de Valores y uso de Información Privilegiada: Se moderniza la regulación para permitir que la información fluya de manera más rápida hacia el mercado y se regula el uso de información privilegiada.

Divulgación de Información: se crean mecanismos para que la información fluya al interior de las empresas hacia el presidente del directorio, quien deberá decidir sobre su divulgación o no según la política que le haya indicado el directorio. Hasta el momento, esta decisión está radicada en el conjunto del directorio, lo que ocasiona demoras debido a que éste no está permanentemente reunido. También se faculta a la Superintendencia para que autorice el envío de información electrónicamente a accionistas.

Uso De información Privilegiada: se avanza en las herramientas que facilitan la persecución del uso de información privilegiada, clarificando las presunciones, las que ya no se refieren a quienes “tienen acceso” a esta información sino a quienes la “poseen”.

“Swing Out Profits Rule”: se obliga a los “insiders” a devolver la ganancia generada o pérdida evitada a través de la compra y posterior venta o venta y posterior compra de valores en un lapso de 90 días (norma conocida como “swing out profits rule”). Es importante destacar que en este caso no es necesario probar que hubo uso de información privilegiada. Se proponen dos alternativas para evitar la exigencia:

- Obtener autorización previa del directorio o de quién este delegue

- Informar con 48 horas de antelación al mercado sobre dicha transacción.

Regulación del Uso de Información Privilegiada en las AFP: se lleva toda la normativa sobre información a la ley de valores, evitando duplicaciones entre la ley de valores y el Decreto Ley N° 3500.

Declaración Patrimonial: el proyecto obliga a los directores de sociedades anónimas a informar en forma reservada a la Superintendencia su posición en valores de la compañía, incluyendo acciones, bonos, opciones u otros derivados. En el caso de los directores de AFP, la obligación se manifestará en una declaración jurada sobre su posición en valores susceptibles de ser comprados por las AFP.

e) Mejoramiento de la Industria de Auditores Externos: siguiendo la tendencia internacional, se realizan reformas tendientes a mejorar la calidad de los informes de auditoría, transparentar información en áreas críticas, fortalecer sus códigos de buenas prácticas o autorregulación, vigilar su independencia, reforzar las capacidades de la SVS y darle un rol más proactivo para monitorear a los auditores.

Sociedades anónimas abiertas sólo podrán ser auditadas por empresas, (hoy lo pueden hacer personas naturales)

Requisitos de independencia técnica: Prohíbe a las empresas de auditoría externa prestar ciertos servicios que comprometen su independencia a las empresas auditadas (ej. recomendarle al Gerente de Finanzas y simultáneamente auditar los estados financieros);

Requisitos de independencia económica: el total de los ingresos de la auditora provenientes de un mismo grupo empresarial no puede ser superior al 10%, (para evitar que constituya una barrera a la entrada, sólo comenzará a aplicarse al tercer año de actividad en caso de nuevas empresas auditoras). Se excluyen de esta norma a las empresas públicas.

f) Inhabilidades para ser Director de una sociedad anónima: se agrega como inhabilidad el ser alcalde, secretario regional ministerial o embajador. También se elimina excepción actual para las empresas públicas (ministros, subsecretarios, jefes de servicio y sus subrogantes). 
III. NORMAS SOBRE EMPRESAS PÚBLICAS.

a) Aplicación de normas de sociedades anónimas a las empresas públicas: estarán sujetas a las mismas normas financieras y contables aplicables a las sociedades anónimas abiertas y sus balances y estados financieros deberán ser sometidos a auditorías de empresas auditoras independientes. En particular, regirán para los directores y ejecutivos superiores de estas empresas 

Las normas relativas a operaciones con partes relacionadas, obligaciones de reserva e información, incompatibilidades, inhabilidades, responsabilidades y prohibiciones para directores y ejecutivos superiores.

Se excepciona la aplicación de la inhabilidad para ser director de estas empresas a los Ministros de Estado. 

El gerente general o ejecutivo máximo de la empresa será designado por el Directorio y no podrá ser director de la misma.

El rol de la junta de accionistas, y de accionistas en algunos casos, será ejercido por un consejo superior de empresas públicas (Consejo SEP) que se explica a continuación. 

b) Directores Independientes en las Empresas Públicas: Enseguida, el proyecto establece que cada empresa pública contará con dos directores independientes para efectos de conformar el comité de directores que dispone el artículo 50° bis de la ley de sociedades anónimas, según lo establezca su propia ley orgánica o la ley N°18.046, si la empresa es sociedad anónima abierta con patrimonio sobre UF 1.500.000. Lo mismo regirá para Metro S.A. (S.A. cerrada).

Los directores independientes serán propuestos al Consejo SEP por un Comité de Selección conformado por tres de sus consejeros, dos de los cuales deberán corresponder a los consejeros independientes seleccionados por concurso. Dicho comité podrá requerir la asistencia de la Dirección Nacional de Servicio Civil para el proceso de selección.

c) Creación del Consejo Superior de Empresas Públicas (Consejo SEP): 

Objetivo del Consejo: representar al Estado, sus instituciones y empresas en las acciones y derechos que como accionista, socio o propietario le corresponde ejercer en las empresas del Estado. El proyecto establece que serán funciones del Consejo SEP, en relación a las empresas del Estado, las que la normativa sobre sociedades anónimas asigna a los accionistas y a las juntas de accionistas, incluyendo:

- fijar las remuneraciones de los directores de las empresas y sus filiales; parte de la remuneración podrá estar sujeta al cumplimiento de metas de rentabilidad, valor económico o convenios de desempeño;

- designar los auditores externos independientes;

- nombrar a los directores y a los directores suplentes con las excepciones que se establecen en el proyecto;

- revocar total o parcialmente al directorio; en el caso de los directores independientes se requiere el voto de la mayoría del Consejo e informe favorable del Comité de Selección.

- nombrar los directores independientes que el proyecto propone crear en las empresas, y

- adoptar el presupuesto de gastos del comité de directores a que se refiere el artículo 50° bis de la Ley N°18.046; 

- aceptar la renuncia a los directores de su nombramiento; 

- examinar la situación de la sociedad; aprobar o rechazar la memoria y el balance;

- conocer las operaciones con personas relacionadas que se sometan a su consideración y aprobarlas cuando corresponda;

- requerir de las empresas toda información suficiente para el cumplimiento de sus funciones;

- designar a los clasificadores privados de riesgo;

- aprobar la designación de activos esenciales de la empresa y,

- fijar los procedimientos para la convocatoria a reunión.

Otras Funciones: corresponderá al Consejo del SEP

- la entrega a la Comisión de Hacienda del Senado de una cuenta anual de la gestión de las empresas públicas,

- la celebración de convenios de programación con las empresas en las que el Fisco hace aportes a través de la ley de presupuestos u haya otorgado su aval en el financiamiento –cuyo incumplimiento será causal de revocación del respectivo directorio-, 

- la revisión e informe de los planes de desarrollo o planes de negocio de las empresas u otros que haya solicitado el Ministerio de Hacienda, el análisis e informe de los estudios y proyectos de inversión de las empresas y la asesoría a los ministerios sectoriales que se relacionan con las empresas de acuerdo a las respectivas leyes orgánicas.

Quienes lo integran: nueve consejeros, de los cuales:

- dos son nominados por el Presidente de la República (uno de ellos  presidirá el consejo)

- uno es nominado por el Ministro de Economía,

- uno es nominado por el Ministro de Hacienda,

- uno es nominado por el Ministro de Minería,

- uno es nominado por el Ministro de Transportes,

- uno es nominado por el Consejo de la CORFO, y

- dos consejeros independientes nombrados por el Presidente de la República mediante selección, previo concurso público efectuado por el Consejo de la Alta Dirección Pública, quienes durarán 3 años en sus cargos.

Requisitos y Remuneración de Consejeros: 
- se requerirá estar en posesión de un título profesional de una carrera de a lo menos 10 semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, y acreditar una experiencia profesional de a lo menos 5 años. Por otra parte, se establecen inhabilidades para los consejeros del Consejo SEP asociadas a su participación o la de sus parientes en empresas de selección de personal. 

- la remuneración se establece en el proyecto en 17 UTM por sesión, con un máximo de 34 en el mes. Los integrantes del comité de selección de directores independientes o de otros comités percibirán un incremento del 50% por cada sesión del comité con un máximo de 17 UTM por mes calendario.

d) Secretaría Técnica del Consejo SEP: estará dirigida por un Director Ejecutivo, quien a su vez será el Secretario Técnico del Consejo. (El personal de la Secretaría Técnica se regirá por el Código del Trabajo y sus remuneraciones se sujetarán al decreto ley 1.953 de 1977, la cual se aprueba a través de resolución de Hacienda y Economía).

Sus Funciones son:

- realizar las tareas técnicas y administrativas necesarias para el funcionamiento del Consejo SEP,

- efectuar análisis y elaborar informes a solicitud del Consejo

- centralizar y consolidar la información de las empresas, entre otras funciones. 

e) Obligación de las empresas públicas de entregar información al Consejo SEP: sin perjuicio de su uso reservado cuando sea entregada en tal calidad.
f) Adecuación de leyes orgánicas de las empresas públicas: Se modifica la conformación y duración de los directorios; también se establece que el propio directorio elige al Presidente y al Subrogante; y se dispone la obligación de abstenerse a aquellos directores representantes laborales o gremiales cuando existan conflictos de interés. Además, se establece que el directorio elige al gerente general o ejecutivo superior. Se establece, asimismo, que todas las empresas quedan afectas a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros. 

CODELCO: se modifican la composición y las atribuciones del directorio (se mantiene integrante de las FFAA y directores laborales), dándole las facultades de administración, adecuando las facultades del Presidente Ejecutivo; también se incorpora una norma complementaria a la aprobación del presupuesto anual de inversiones; se dispone la aplicación de las normas sobre compromiso del crédito público contenidas en el artículo 44 del decreto ley N°1.263, de 1975, y se adecua la ley N°19.137, sobre quórum del directorio, para la aprobación de materias sobre pertenencias mineras.

Banco del Estado, las modificaciones se limitan a que el Consejo SEP nombrará a 4 integrantes de su Consejo Directivo y a 2 consejeros independientes (el séptimo director es un representante de los trabajadores), y a que el consejo nombrará al Gerente General y al Fiscal. Se establece en artículo transitorio facultad para readecuar actual estructura de administración (Comité Ejecutivo).

Exclusiones: se excluyen Televisión Nacional, Banco del Estado (salvo lo anterior) y a las empresas públicas vinculadas a la Defensa Nacional. Sin embargo, en estas últimas se integran a sus directorios dos miembros nombrados por el Consejo SEP y, además, se dispone que sus normas contables y financieras, como también las de inversión, se asimilarán a las del resto de las empresas públicas. (ENAER, ASMAR y FAMAE).

Otros: las empresas públicas continuarán afectas a las normas vigentes sobre compromiso del crédito público, anticipos y distribución de utilidades, régimen tributario específico, formulación y aprobación presupuestaria, evaluación e identificación de inversiones, entre otras, relativas a la Administración Financiera del Estado y a administración financiera de empresas públicas.


Con posterioridad el Ejecutivo precisó las funciones y responsabilidades del Consejo SEP y de los directores de las empresas públicas en el marco del proyecto de ley en informe:


1.- Principios Generales:


Tal como se indica en el Mensaje del proyecto de ley, uno de los principios básicos de la reforma es asimilar, hasta donde sea posible, la estructura de gobiernos societarios entre las empresas privadas y las empresas públicas. Así, las modificaciones propuestas buscan que en cada empresa del Estado y al igual que en las sociedades anónimas privadas, las facultades de administración estén radicadas en su directorio.


Corresponderá a este órgano colegiado establecer los lineamientos estratégicos y los planes de negocio de cada compañía, así como nominar al gerente general y, si corresponde, a los demás ejecutivos superiores de la empresa, estableciendo las facultades de administración que delegará en ellos.


El proyecto postula que al igual que en las sociedades anónimas privadas, los directores de las empresas públicas deberán emplear en el ejercicio de sus funciones el cuidado y diligencia que las personas emplean ordinariamente en sus propios negocios y responderán solidariamente de los perjuicios causados a la sociedad y a los accionistas por sus actuaciones dolosas o culpables.


Del mismo modo, la aplicación de la normativa general sobre sociedades anónimas implicará que toda persona, y entre ellas los directores, responderán civil, administrativa y penalmente por las infracciones a la ley de sociedades anónimas, obligándose a la indemnización de los perjuicios que éstas pudieren causar a la sociedad.


En atención a la naturaleza de las empresas estatales, se exime a los directores y ejecutivos de las anteriores responsabilidades en el caso de la ejecución de actividades cuasifiscales, en tanto dichas actividades estén reguladas en una ley o en un decreto supremo emitido al efecto por el Ministerio de Hacienda y se dispongan los recursos necesarios para tales iniciativas. Lo mismo para el caso en que el Ministerio de Hacienda ejerza las facultades que le otorga la ley para priorizar necesidades fiscales  de corto plazo por sobre, eventualmente, la maximización del valor de las empresas en el largo plazo, objetivo, éste último, que debe guiar la acción de los directorios. De este modo, se concilian de manera transparente la responsabilidad de los directorios con las necesidades programáticas o fiscales de los gobiernos, dado el carácter público de las empresas.


Por su parte, la propuesta del Gobierno dispone que corresponderán al Consejo del SEP las funciones que la normativa general asigna a las juntas de accionistas y a los accionistas. Además, el proyecto establece algunas facultades adicionales relacionadas con el carácter estatal de las empresas. Así, el diseño contempla que el Consejo del SEP tendrá una orientación contralora del funcionamiento de las empresas públicas y ejercerá en general las atribuciones del dueño, con excepción de las facultades de disposición de las acciones y de retiro de excedentes.


De estos enunciados generales se desprenden dos conclusiones relevantes:


I.- La responsabilidad por la administración de las empresas –en un concepto amplio, que abarca derechos y deberes-, estará radicada en cada directorio. A su vez, la administración ordinaria de las compañías (micromanagement) deberá ser ejercida por el gerente general y demás ejecutivos superiores.


II.- No corresponde al Consejo SEP la función de directorio de un holding de empresas públicas –entendida como la de un directorio de una sociedad matriz con facultades de administración respecto de ésta-, sino la función de accionista, ya sea individual o colectiva (junta de accionistas) y una función contralora respecto del funcionamiento de cada empresa y del conjunto.


Un aspecto sustancial en la propuesta del Gobierno es radicar en los directorios las facultades de administración de las empresas, evitando, al establecer las funciones del Consejo SEP, todas aquellas que puedan diluir o generar dudas respecto de esta delimitación de responsabilidades. Este es un tema clave para el buen gobierno corporativo en las empresas estatales.


Sin perjuicio de lo anterior, y atendida la naturaleza de las empresas, el proyecto de ley también persigue radicar en el Consejo del SEP la responsabilidad política respecto del funcionamiento general de las compañías, asignando a dicho consejo obligaciones respecto de la emisión de información periódica al Poder Legislativo, así como la entrega anual de una cuenta pública de su gestión frente a este poder del Estado.


2.- Funciones del Consejo del SEP.


Son funciones del SEP, en su calidad de junta de accionistas de cada empresa estatal, o actuando como accionista de cada empresa estatal, entre otras, las siguientes:


- Fijar las remuneraciones del directorio de la empresa y sus filiales.


- Designar auditores externos independientes.


- Designar a los clasificadores privados de riesgo, cuando corresponda.


- Nombrar y remover al directorio (con procedimiento especial en caso de directores independientes).


- Examinar la memoria, estados financieros, inventario, actas, libros, los informes de los auditores externos y los informes o propuestas del comité de directores. 


- Examinar la situación de la sociedad, los informes de los auditores externos, y aprobar o rechazar la memoria, el balance y los estados financieros.


- Tomar conocimiento y aprobar las operaciones con partes relacionadas.


- Aprobar el presupuesto de gastos de funcionamiento del comité de directores.


- Aprobar la designación de los activos esenciales de las empresas y sus filiales.


En el caso particular de las empresas estatales constituidas como sociedades anónimas abiertas el Consejo SEP asume directamente los derechos y deberes como accionista según la normativa general, con excepción del derecho a recibir utilidades, retiros de capital, etc., o de disponer de las acciones de la compañía.


Son funciones del Consejo SEP en su calidad de responsable político del funcionamiento de las empresas públicas:


- Entregar una cuenta anual de la gestión de las empresas públicas a la Comisión de Hacienda del Senado.


- Enviar a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial de Presupuestos copia de los balances anuales y estados financieros semestrales de las empresas.


Son funciones del SEP en su calidad de ente asesor del Ministerio de Hacienda en relación a la administración financiera del Estado, las siguientes:


- Celebrar convenios de programación con las empresas que reciban transferencias fiscales o la garantía financiera del estado.


- Analizar e informar de los planes de desarrollo, de los planes de negocios y planes estratégicos, a solicitud de Hacienda.


Analizar e informar de los estudios y proyectos de inversión de las empresas, a requerimiento de Hacienda.


Respecto a estas últimas materias debe quedar claro que el Consejo SEP no aprueba planes estratégicos, de desarrollo o de negocio, siendo ello responsabilidad de cada directorio. Por cierto, el consejo puede revocar a un directorio si estima que sus orientaciones no aseguran la maximización del valor de las compañías en el largo plazo.


Adicionalmente, el Consejo SEP podrá asesorar a los Ministerios que lo requieran respecto de materias específicas conforme lo dispongan las respectivas leyes orgánicas.


3.- Atribuciones del Consejo SEP.


Para el ejercicio de sus funciones la ley dispone que, adicionalmente a lo que corresponda a su rol de accionista o de junta de accionistas –entre lo cual está, por ejemplo, conocer los informes de los auditores externos,- el Consejo SEP tendrá la facultad de requerir a las empresas toda información suficiente, fidedigna y oportuna necesaria para el fiel cumplimiento de sus funciones.


Adicionalmente, el proyecto de ley presentado al Congreso, que establece un sistema de auditoría interna de gobierno y fortalece normas de transparencia en la gestión de los servicios públicos, dispone, en su artículo 23, que las empresas públicas deberán adecuar sus sistemas de auditoría para cumplir con la nueva normativa, sin perjuicio de mantener sus sistemas propios y deberán constituir un comité de auditoría que informe al directorio de cada compañía. Estos comités deberán mantener una permanente relación con el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno como con el Auditor de Gobierno y los auditores ministeriales en sus respectivos sectores. Estas disposiciones aseguran una fuente adicional de información al Consejo del SEP sobre la gestión de las empresas.


4.- Responsabilidad Civil y Penal del Consejo del SEP.


Complementando la responsabilidad política del Consejo del SEP, el Ejecutivo, mediante indicación, complementará el proyecto de ley de manera de establecer la responsabilidad administrativa, civil y penal de los consejeros del Consejo SEP frente a ciertas actuaciones u omisiones, de forma de generar los incentivos adecuados para un buen control del funcionamiento de las empresas.


La nueva disposición establecerá que cualquier consejero que tome conocimiento de hechos ocurridos en las empresas que puedan considerarse constitutivos de una infracción a la normativa orgánica de la respectiva empresa, a sus estatutos, a las disposiciones de la ley N° 18.046 e instrucciones de la Superintendencia del ramo, que le fueren aplicables, estará obligado a comunicarlo al Consejo SEP, el cual deberá adoptar las medidas que procedan para hacer efectivas las responsabilidades administrativas, civiles y penales, según corresponda. Para estos efectos, el Consejo SEP deberá adoptar los acuerdos pertinentes y, en su caso, solicitar al Consejo de Defensa del Estado su intervención en resguardo de los intereses del Estado, y de la Superintendencia para el ejercicio de sus funciones respectivas. Lo anterior, sin perjuicio de las medidas en igual sentido que adopte la respectiva empresa. Los consejeros que no cumplan con lo dispuesto anteriormente serán solidariamente responsables de los perjuicios que de tal incumplimiento se deriven, además de las sanciones civiles, penales y administrativas que pudieren resultarles aplicables.


De este modo, se transfiere en parte a los consejeros del SEP la responsabilidad que afecta a los directores de las empresas, pero de una forma que mantenga la responsabilidad respecto de la administración en estos últimos.


El proyecto de ley también establece que se aplicarán a los consejeros las normas sobre probidad que afectan a los funcionarios públicos.


5.- Período de Carencia.


Para reforzar el adecuado control de las empresas por parte del Consejo SEP se establece –mediante indicación- que la incompatibilidad entre el cargo de consejero y la calidad de ejecutivo superior de las empresas se mantendrá por el plazo de los seis meses posteriores al abandono del cargo.


6.- Remuneración de los consejeros del Consejo SEP.


El proyecto de ley establece una remuneración mensual máxima para cada consejero consistente en 51 UTM (supone asistencia a dos sesiones de Consejo y una de Comité). Respecto del Presidente del Consejo SEP, quien tiene dedicación exclusiva, el proyecto establece que sus remuneraciones serán fijadas mediante decreto de Hacienda y de Economía.


El Ejecutivo estima que las dietas de los consejeros son de un monto razonable para una dedicación parcial y dada su responsabilidad. Sin perjuicio de lo anterior, de manera de no rigidizar en la ley estas remuneraciones, se establece una facultad para su revisión periódica, previo informe de una comisión constituida al efecto por ex ministros o ex directores de presupuesto, haciendo un símil con lo relativo al Banco Central.


7.- Síntesis.


En resumen, el proyecto de ley propuesto por el Gobierno busca radicar con nitidez la responsabilidad de la administración de las empresas públicas en los directorios de las mismas, reservando al Consejo SEP una función esencialmente contralora de la gestión, basando ambas funciones hasta donde sea posible en la legislación general que rige los gobiernos societarios en las empresas privadas.


Adicionalmente, se asignan al Consejo SEP funciones y deberes que constituyen a dicha entidad en el responsable político de la gestión de las empresas estatales.


Para reforzar los incentivos respecto a la función contralora del Consejo del SEP, se establecen respecto de sus consejeros responsabilidades administrativas, civiles y penales en el caso que actúen de manera pasiva frente a situaciones graves ocurridas en las empresas.


Por su parte, para permitir al Consejo el adecuado ejercicio de sus funciones, se le dota de amplias facultades en materia de requerimiento de información de las empresas, a lo que se suma el sometimiento de las compañías al nuevo sistema de auditoría de gobierno. A ello se adicionan todos los derechos que la normativa general reconoce para los accionistas de las sociedades anónimas ya sea individualmente o constituidos en junta.


En atención a la naturaleza de estas empresas, se establecen excepciones respecto de la responsabilidad de los directorios, para los casos en que el Gobierno de manera transparente, mediante normas legales o administrativas, requiera de las empresas el desarrollo de actividades cuasifiscales que pudieran afectar la maximización del valor de las compañías, lo mismo para cuando las necesidades fiscales de corto plazo requieran el ejercicio de las facultades del Ministerio de Hacienda no necesariamente concordantes con la maximización del valor en el largo plazo.


Con posterioridad, y en atención a las observaciones planteadas durante la discusión de la iniciativa, el Ejecutivo sometió a consideración de la Comisión un conjunto de posibles modificaciones al proyecto, divididas en 13 temas:


1.- Aumento de número de directores y directores independientes.


- Proyecto original: Se establece la obligación para las sociedades anónimas cuyo patrimonio bursátil supere los 1,5 millones de UF de tener al menos dos directores independientes, y en caso contrario, aumentar el número de directores a 11. También se establece el derecho a retiro en caso de que al disminuir el número de directores, quede uno o ningún director independiente.


- Cambio propuesto: Las empresas nuevas podrán partir con menos de dos directores independientes y las empresas existentes tienen sólo un año para reducir el directorio sin dar derecho a retiro si con ello dejan de cumplir el requisito de los dos directores independientes (si posteriormente -en t+1- aumentan el número de directores y después –en t+2- desean volver a disminuirlo, tendrán que dar derecho a retiro).


2.- Presunción sobre personas que poseen información privilegiada.


- Proyecto original: Se presume que los directores, gerentes, administradores y liquidadores de la matriz y de la coligante de un emisor de valores posee información privilegiada de dicho emisor. No incorpora a ejecutivos principales.


- Cambio propuesto: Se elimina la presunción para las personas mencionadas, pues para que ellas posean información privilegiada alguien debió dárselas (y por lo tanto ese alguien incumplió la ley), es decir, la ley estaría presumiendo siempre la existencia de un delito. Se agrega a los ejecutivos principales.


3.- Activos esenciales.


- Proyecto original: La junta vota con quórum de 2/3 un listado de activos esenciales presentado por el directorio a propuesta del comité. La enajenación de dichos activos requiere de aprobación en junta por quórum de 2/3.


- Alternativa en estudio: La junta deberá votar por quórum de 2/3 un listado de activos esenciales presentado por el directorio a propuesta del comité. Este listado tendrá sólo carácter informativo (ya no se requerirá la aprobación en junta para la enajenación de estos activos).


4.- Swing Out Profits Rule.


- Proyecto original: Se exigía a los “insiders” de una compañía devolver cualquier ganancia generada o pérdida evitada a través de compras y ventas o ventas y compras en una ventana de tiempo, salvo que se cumpla con informar previamente la transacción al mercado.


- Se elimina el “swing out profits rule”. Alternativa en estudio: Se desea informar al mercado para que ajuste los precios. La forma sería que los “insiders” que deseen realizar transacciones deban informar al mercado en forma simultánea a la orden de intermediación.


5.- Encargado y responsable de divulgar la información al mercado.


- Proyecto original: Se propone que el encargado de divulgar la información sea el presidente del directorio basado en una política de divulgación de información establecida por el directorio, a propuesta del comité de directores.


- Se establece la obligación de que la información fluya al interior de la empresa hacia el presidente del directorio. En estudio: buscar un alternativa técnicamente más eficiente que permita solucionar el problema de la ventana de tiempo que se da entre el momento en que se genera la información y el momento en que es divulgada al mercado o definida como reservada, por cuanto el encargado de revelar al mercado o dar el carácter de reservado es el directorio, y éste no está permanentemente reunido.


6.- Auditores: Obligación de denunciar ante el Ministerio Público los delitos flagrantes detectados en el curso de la auditoría.


- Proyecto original: Se establece la obligación de denunciar los delitos ante el Ministerio Público.


- Cambio propuesto: Se elimina la obligación anterior.


7.- Presunción sobre personas que tienen acceso a información privilegiada.


- Proyecto original: No aparece en el proyecto.


- Cambio propuesto: En algún momento se propuso crear un segundo nivel de presunciones orientado a parientes y personas ligadas a los “insiders” de la empresa emisora de valores, pero que no tienen directa relación con la empresa. En este segundo nivel se presumiría que tienen acceso a información privilegiada los cónyuges y parientes de dichos “insiders”  y quienes trabajan en la matriz y coligante de un emisor. Se decidió no continuar con lo anterior por cuanto la presunción de que tienen acceso sería muy débil. La justificación sería que dado que el delito es el uso de información privilegiada, en un eventual juicio igual se requiere demostrar que se utilizó información privilegiada y no basta probar que tuvo acceso (por lo mismo, la presunción de acceso no sirve pues si se es capaz de probar que alguien usó información privilegiada, se debiera ser capaz de probar que tuvo acceso).


8.- Auditores: Límites de porcentaje que un mismo cliente puede representar de los ingresos totales de una auditora.


- Proyecto original: No más de un 10% de los ingresos anuales de un auditor pueden provenir de un mismo grupo o empresa. Esta norma no se aplica para empresas del Estado.


- Cambio propuesto: Se aumenta límite anterior desde el 10% a un 15% y se establece un plazo para solucionar el problema si sobreviene esta causal de dependencia durante una auditoría en curso (por ejemplo, por la renuncia de un cliente grande). Se aplicará el mismo límite de 15% para las empresas del Estado consideradas individualmente y se establece un nuevo límite para el total de los ingresos de un auditor provenientes del Estado, el cual no podrá representar más de un 50% de sus ingresos anuales.


9.- Auditores: Firma del informe de auditores por quienes hayan dirigido la auditoría.


- Proyecto original: Se establece que el informe debe ser firmado por al menos dos socios principales y por quien haya dirigido la auditoría.


- Cambio propuesto: Sólo deberá firmar un socio principal y quien haya dirigido la auditoría (aunque normalmente es el socio principal).


10.- Auditores: Procedimiento para facilitar la rotación de auditores.


- Proyecto original: Se establece que a partir del 5° año consecutivo, la designación del mismo auditor pueda ser votada con quórum especial de 2/3 si un 5% o más de los accionistas así lo solicita.


- Cambio propuesto: Se modifica la obligación anterior de manera que cada 5 años forzosamente se deba autorizar la continuación del mismo auditor con el quórum de 2/3.


11.- Obligación del controlador de no influir en la dirección de la sociedad en detrimento del resto de los accionistas.


- Proyecto original: Se propone un nuevo artículo que dice que el controlador no puede influir decisivamente en la administración de una sociedad, si no es en el mejor interés de ésta y del resto de los accionistas.


- Cambio propuesto: Se modifica la obligación anterior, por cuanto ya existe una obligación similar para todos los accionistas en el actual artículo 30 que menciona que no pueden ejercer sus derechos si no es en el mejor interés de la sociedad. Sin embargo, dado que la ley ya define al controlador como aquel que es capaz de influir en la administración, se modifica este artículo 30 para dejar claro que el controlador no sólo no podrá ejercer sus derechos como accionista en contra de los intereses de la sociedad, sino que tampoco podrá influir decisivamente en la administración de ella en contra de los intereses de la sociedad y de los demás accionistas.


12.- Declaración patrimonial de directores de AFP y luego de directores de sociedades anónimas abiertas.


- Proyecto original: En el caso de directores de una AFP, se refiere a una declaración de todo el patrimonio del director. En el caso de directores de sociedades anónimas se refiere a una declaración de acciones de la compañía de que es director.


- Cambio propuesto: En el caso de directores de una AFP, se restringe a una declaración reservada del stock de inversiones en instrumentos de renta variable susceptibles de ser adquiridos por los fondos de pensiones (incluye opciones y derivados de dichos instrumentos).


13.- Procedimiento de operaciones con partes relacionadas.


- Proyecto original: Se establece que si la mayoría del directorio se encuentra inhabilitado, la operación sólo puede ser aprobada en junta con quórum de 2/3, previa presentación de dos evaluadores independientes, uno de los cuales debe ser designado por el comité de directores.


- Cambio propuesto: Se flexibiliza lo anterior, permitiéndose que sea el Directorio el que apruebe la operación si la unanimidad de los directores la aprueba (cualquier director tendrá el poder de enviar la operación para que sea aprobada en junta de accionistas, pero no tendrá el poder de vetar la operación). Adicionalmente, si se decide enviar la operación a la junta, se permite que se presente sólo una evaluación independiente si el comité de directores está de acuerdo en ello.

- - -


El Presidente de la Confederación de la Producción y Comercio (CPC), don Hernán Somerville, efectuó una presentación ante la Comisión, de la que da cuenta la siguiente minuta:

“GOBIERNOS CORPORATIVOS DE LAS EMPRESAS PRIVADAS OBSERVACIONES DE LA CPC AL PROYECTO DE LEY

OBSERVACIONES GENERALES

1.- No resulta adecuado modificar los gobiernos corporativos de las empresas públicas y privadas mediante un mismo proyecto de ley.  

Los de las primeras requieren cambios inmediatos y debe aprovecharse el consenso político existente.  

Los gobiernos corporativos de las empresas privadas están funcionando adecuadamente, según lo avala el mismo mercado; de modo que eventuales modificaciones a éstos, debieran ser objeto de una mayor reflexión.

2.- Las empresas chilenas tienen una estructura de propiedad concentrada.

Esto se debe a su particular proceso de formación y crecimiento, que se diferencia, entre otros, de países como Estados Unidos.

Esta concentración no es ni buena ni mala; es sólo un dato, que no puede ni debe ser alterado sustancialmente por medio de regulaciones.

La reputación que exhiben los controladores es uno de los activos fundamentales que motivan la incorporación de propietarios minoritarios.

3.- Aún así, pareciera existir desconfianza hacia los controladores de las empresas.

El proyecto establece diversas normas innecesarias e injustificadas en perjuicio de los socios controladores, buscando beneficiar a los accionistas minoritarios.

Se está afectando el principio tradicional de “una acción un voto” y se están realizando transferencias gratuitas de poder al interior de las empresas.

4.- Los accionistas minoritarios ya están suficientemente protegidos.

La Ley de OPAS fue un avance importante en esta materia.

Los adquirientes de acciones que ingresan a una empresa saben cuál es la legislación y los estatutos que las rigen.

Los accionistas minoritarios más relevantes, como los inversionistas institucionales, son muy sofisticados.

5.- La fuente del proyecto no permite concluir las normas específicas de éste.

El Informe sobre la Observancia de Estándares y Códigos (ROSC 2003) sobre Chile, elaborado por el Banco Mundial, contiene ideas de carácter general.

De éstas, no se pueden concluir directamente las normas específicas que contiene el proyecto.

6.- Se observa una tendencia a la sobre-regulación.

En las dinámicas y cambiantes economías de hoy, la legislación no puede regular todas las situaciones.

Siempre debe dejarse espacio a la auto-regulación.

Algunas de las normas del proyecto no son en sí perjudiciales, pero invaden áreas que deben dejarse a la auto-regulación.

ALGUNAS OBSERVACIONES PARTICULARES

1.- Definición de “director independiente”.

a) Ley de Sociedades Anónimas:  “cuando al sustraer de su votación los votos provenientes del controlador o de sus personas relacionadas, hubiese resultado igualmente electo” (Artículo 50 bis).

b) Proyecto de Ley: “cuando los dos tercios de los votos que recibió, individualmente considerados, no provengan del controlador o de sus personas relacionadas”.

c) Observaciones:

No resulta adecuado que la independencia esté exclusivamente referida a un hecho formal.

Existen directores que son realmente autónomos en sus opiniones y votos, pero que por la definición legal no son considerados independientes.

Si se van a introducir normas del derecho estadounidense, porque no hacerlo también en este tema, que es uno de los más relevantes.

d) Propuesta:

Establecer una definición de director independiente en base a criterios sustantivos o de fondo, como es la tendencia actual.

Factores a considerar (similares a los de Estados Unidos):

Que el director (o sus parientes cercanos o entidades relacionadas) sólo reciba su dieta por parte de la sociedad.

Que el director no tenga una relación importante con la sociedad o su controlador (accionista con un 10%, alto ejecutivo, etc.).

Para objetivizar estos requisitos se puede exigir una declaración jurada.

2.- Aumento del número de directores.

a) Proyecto de Ley:  En las sociedades anónimas abiertas obligadas a constituir el Comité de Directores, el número mínimo de directores no podrá ser inferior a 7 si contare al menos con 2 directores independientes o inferior a 11 si no contare con ellos.  En este último caso, se podrá fijar un número inferior a 11 y superior a 7, con la aprobación de los 2/3 de las acciones emitidas con derecho a voto, pudiendo los accionistas disidentes ejercer el derecho a retiro.

b) Observaciones:

Al redefinirse la independencia de los directores, la discusión sobre esta norma pierde relevancia.

Se esta haciendo una transferencia gratuita de facultades al interior de la empresa.

No resulta adecuado establecer más directores por ley.

Un directorio tan grande se hace difícil de manejar.

Aumentan los costos de operación.

Los requisitos para aumentar sólo a 9 son poco realistas.

Será un desincentivo a la apertura de sociedades y un posible incentivo a su cierre.

Muchas empresas tendrán que aumentar a 11 directores, pero no llegarán a 2 independientes.

c) Propuesta:

Redefinir la independencia de los directores.

3.- Restricción a la facultad de influir decisivamente.

a) Proyecto de Ley:  “El controlador de una sociedad anónima abierta no podrá influir decisivamente en la administración de ésta si no es en el mejor interés de la sociedad o de todos los demás accionistas”.

b) Observaciones:

Es una manifestación de la desconfianza hacia los controladores.

Es una norma muy ambigua: ¿cuál es el “mejor” interés de la sociedad?.

¿Qué pasa si una decisión que parecía correcta resultó ser un mal negocio?.

¿Podrían haber demandas?.

¿Cómo se puede influir en el mejor interés de “todos” los demás accionistas?.

El “controlador” de una sociedad anónima abierta, no es un órgano de ésta.

c) Propuesta:

El actual Artículo 30 de la Ley de Sociedades Anónimas resulta suficiente:  “Los accionistas deben ejercer sus derechos sociales respetando los de la sociedad y los de los demás accionistas.”

4.- Declaración de Directores de AFP.

a) Proyecto de Ley:  Obliga a los directores de AFP a realizar una declaración patrimonial jurada.

b) Observaciones:

Es innecesaria.  Estos directores ya informan a la Superintendencia sobre todas las compras y ventas de instrumentos que pueden ser adquiridos por los fondos.

Es discriminatoria.

Podría provocar una desprofesionalización.

c) Propuesta:

Prescindir de esta declaración.

5.- Algunas normas que requieren precisión.

Se presume que tienen información privilegiada las personas que presten cualquier tipo de asesorías al emisor, sin especificar que deben referirse a áreas estratégicas desde el punto de vista económico.

Se establece que ningún accionista de una sociedad anónima abierta o sus personas relacionadas podrán utilizar para sí oportunidades comerciales de la sociedad.  Esto es razonable sólo respecto de los que tienen la posibilidad de que la sociedad recibió esta oferta.”.

- - -


Don Andrés Concha, en representación de la Sociedad de Fomento Fabril (SOFOFA), planteó variadas observaciones a la iniciativa en informe. El documento entregado es del siguiente tenor:

“OBSERVACIONES DE SOFOFA

DIRECTORES INDEPENDIENTES

El proyecto de ley modifica el artículo 31 de la Ley de Sociedades Anónimas, con el fin de garantizar la existencia de a lo menos dos directores independientes en el Directorio. Simultáneamente, se contempla la posibilidad de que 2/3 de la Junta de Accionistas pueda disponer que el Directorio mantenga un número de directores inferior a 11 pero superior a 7, otorgándose en tal caso derecho a retiro a los accionistas disidentes. 

La idea de elevar a 11 el número mínimo de directores de una sociedad anónima abierta implica un mayor costo para la sociedad y no necesariamente garantiza un número mínimo de dos directores independientes. Adicionalmente, podría tener el efecto de desincentivar la apertura al mercado de nuevas sociedades anónimas, por los mayores costos involucrados y las dificultades de administrar un Directorio numeroso. Por esas consideraciones, resulta razonable la opción que se contempla en el proyecto de ley, en el sentido que la sociedad pueda resolver continuar operando con un Directorio inferior a 11 miembros pero mayor a 7. Sin embargo, nuestra opinión es que en tal hipótesis no debería establecerse un derecho a retiro, por las consideraciones que pasamos a exponer a continuación.

En rigor, no corresponde otorgar en este caso derecho a retiro a los accionistas disidentes, porque a diferencia de las situaciones previstas en el artículo 69 de la Ley de Sociedades Anónimas, (que regula el derecho a retiro), no hay en este caso un cambio de escenario respecto de la situación existente al momento del ingreso de los accionistas disidentes a la sociedad; por el contrario, se ha mantenido la misma situación.

El derecho a retiro implica para la sociedad la adquisición forzada de las acciones de los accionistas disidentes, al “valor de mercado”, que el artículo 79 del Reglamento de Sociedades Anónimas define como el “promedio ponderado de las transacciones bursátiles de la acción en los dos meses precedentes al día de la Junta que motiva el retiro”. Si en el momento de  celebrarse la Junta de Accionistas, el precio de mercado es menor al promedio que dichas acciones tuvieron en los 2 meses previos a  la Junta, los accionistas minoritarios podrían verse tentados a ejercer el derecho a retiro sólo por la expectativa de una ganancia provocada artificialmente por un cambio “ex post” en el marco regulatorio. 

Hicieron presente las siguientes sugerencias:

Que la Junta de Accionistas pueda resolver mantener el número mínimo de siete directores y no, como dice la indicación, “mayor que siete”.

Que se suprima el derecho a retiro, por cuanto los accionistas disidentes tienen la opción de permanecer en la sociedad, en las mismas condiciones existentes al momento de ingresar a ella, o de vender sus acciones en la bolsa al valor de mercado.

Que se establezca que una vez ejercida esta prerrogativa por parte de la Junta de Accionistas no podrá reabrirse la discusión sobre este punto en el futuro, bajo el pretexto de haber ocurrido alguna nueva circunstancia, como un aumento de capital, por ejemplo.

OPERACIONES CON PARTES RELACIONADAS

Propuesta del Ejecutivo

El nuevo artículo 147 de la Ley de Sociedades Anónimas, que se propone en el proyecto de ley, establece un procedimiento especial para las operaciones que una sociedad anónima abierta pretenda realizar con alguna parte relacionada. Dicho procedimiento se aplica sólo a las operaciones: 


- de monto relevante y 


- no habituales. 

El procedimiento contemplado en el nuevo artículo 147 de la Ley de Sociedades Anónimas es el siguiente:

Corresponde al Directorio pronunciarse sobre la operación, con exclusión de los directores involucrados. Dichas operaciones deben contribuir siempre al mejor interés de la Sociedad y ajustarse a precio, términos y condiciones de mercado. Los accionistas pueden demandar indemnización de perjuicios y en tal caso le corresponderá al Directorio demostrar que la operación era beneficiosa para la sociedad.

En caso que la mayoría del Directorio esté inhabilitada para pronunciarse, la operación debe ser resuelta por la Junta de Accionistas requiriéndose un quórum de 2/3. 

Para que los accionistas voten informadamente, se exigen:

Dos evaluaciones independientes, una de las cuales es solicitada por el Comité de Directores;

El pronunciamiento “argumentado” de todos los directores sobre la conveniencia de la operación y sobre las evaluaciones.

El procedimiento propuesto en el proyecto de ley puede observarse en el siguiente esquema:
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Propuesta alternativa

En la proposición del Ejecutivo, la operación debe ser resuelta siempre por la Junta de Accionistas, cuando la mayoría del Directorio está inhabilitada. 

La sugerencia es que la operación sea resuelta por la Junta de Accionistas sólo si el 5% de las acciones con derecho a voto lo exige. Para tal efecto, se deberá solicitar dos evaluaciones independientes (una de ellas por el Comité de Directores) y el pronunciamiento de cada director, sobre la conveniencia de la operación. En caso que los accionistas minoritarios no ejercieren ese derecho, proponemos que la operación debería ser resuelta por el Directorio, sin exclusión de ningún director.

La proposición de SOFOFA se resume en el siguiente esquema:
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DEBER DEL ACCIONISTA CONTROLADOR

El proyecto de ley agrega un nuevo artículo 149 a la Ley de Sociedades Anónimas, disponiendo que el accionista controlador de una sociedad abierta no podrá influir decisivamente en la administración de ésta si no es en el mejor interés de la sociedad o de todos los demás accionistas.


La referida disposición legal presenta los siguientes inconvenientes:

No parece lógico exigir al controlador que sus decisiones sean en el mejor interés de “todos los demás accionistas”, pues no es función del accionista controlador velar por los intereses de los demás accionistas. Para eso existe el Directorio (artículo 39, inciso tercero) y, en particular, el Comité de Directores.

El controlador no es un “órgano” de la sociedad, de modo que no corresponde, en rigor, que la legislación fije normas especiales para dicho accionista, distintas de las contenidas en el artículo 30 de la Ley de Sociedades Anónimas para todos los accionistas (“los accionistas deben ejercer sus derechos sociales respetando los de la sociedad y los de los demás accionistas”).

Se propone suprimir esta disposición.

PROCEDIMIENTO DE RECLAMO

El desglose realizado por el Ejecutivo en el Mensaje 140-353, de fecha 29 de julio de 2005, es respecto de las siguientes leyes:


- Sociedades Anónimas


- Mercado de Valores, y


- Administradoras de Fondos de Pensiones

En la propuesta original, conocida como Mercado de Capitales II, se proponía modificar la Ley de la Superintendencia de Valores y Seguros, en dos sentidos:

Estableciéndose que el juez de la causa podrá dar valor de "plena prueba" a las declaraciones extrajudiciales prestadas ante la Superintendencia, y 

Disponiéndose que la reclamación que se deduzca en contra de una sanción dispuesta por la Superintendencia será conocida por la Corte de Apelaciones y en única instancia, es decir, sin derecho de apelación. 

Se desconoce si el envío del Mensaje antes mencionado, acotado a sólo las referidas tres leyes, significa que el Ejecutivo ha retirado de la discusión legislativa las modificaciones a la Ley de la Superintendencia de Valores y Seguros.

Dado que el proyecto de ley propone que las declaraciones prestadas ante la Superintendencia podrían llegar a constituir plena prueba en la instancia de reclamación judicial; y que las reclamaciones judicial en contra de la Superintendencia serán en única instancia, se estima necesario que esta suerte de “primera instancia” administrativa adquiera un carácter reglado, a fin de garantizar el debido proceso al inculpado.”.

- - -


Los representantes de la especialidad de auditoría que concurrieron a la Comisión efectuaron una presentación en que plantearon sugerencias basadas en tres aspectos, que es del tenor siguiente:

“- Sugerencias asociadas a hacer el Proyecto consistente con las Normas que regulan la profesión.

- Sugerencias asociadas a aspectos que permiten mejorar la aplicación practica de la Ley.

- Sugerencias para hacer el proyecto consistente con la experiencia internacional sobre la materia.
I.- Sugerencias asociadas a hacer el Proyecto consistente con las Normas que regulan la profesión
Actualmente la profesión de auditor externo esta regulada en Chile por las Normas de Auditoria Generalmente Aceptadas (NAGAS), las cuales están en un constante proceso de actualización con las Normas Internacionales.

Este aspecto desde un punto de vista técnico, profesional y ético. Las NAGAS, son el resultado de años de exposición y experiencia, compiladas en un marco regulatorio profesional

Efectos: especialmente en la definición de auditoria externa citada en los artículos 239 y 247, donde sería positivo precisar que la auditoria externa tiene como objeto la emisión de un informe sobre la razonabilidad de los estados financieros.
II.- Sugerencias asociadas a aspectos que permiten mejorar la aplicación práctica de la Ley

Firma de los informes de auditoria

Actividades prohibidas

Obligación de denunciar

Nuevo informe para los accionistas
A.- Firma de los informes de auditoria
Articulo 249: El informe de auditoría externa deberá ser suscrito por la persona que condujo la auditoría externa y, a lo menos, dos socios principales, al menos uno de los cuales deberá tener domicilio y residencia en Chile. 

Efectos prácticos: 

Se requiere la firma de tres socios y por tanto su participación.

Consecuencias: 

Costos

Organización

Responsabilidad-persona-Firma

El numero de Socios que Firma un informe no esta directamente relacionado con la calidad ni responsabilidad. 

Sugerencia: 

Considerar que los informes sean suscritos solamente por un Socio de la Firma.

B.- Actividades prohibidas

Artículo 243: Con todo, no podrán prestar simultáneamente y respecto de una misma sociedad servicios de auditoría externa y cualquiera de los servicios indicados a continuación

Consecuencias: 

Aplicación e interpretación de los textos caso a caso.

Recomendaciones:

e) Reemplazar la limitación a “Intermediación y Agencia financiera” (SEC)

f) Reemplazar la limitación a aspectos relacionados con ejecutivos principales y personal del área contable. 

g) Eliminar el aspecto “de carácter administrativo” (RUT, consultas SVS) .


Sugerencias orientadas a aspectos de aplicación práctica de la Ley, que no comprometen en nada la independencia del Auditor Externo.

C.- Obligación de denunciar

Art. 247, letra d). Comunicar a las autoridades administrativas correspondientes, cualquier deficiencia grave y no solucionada por la administración de la sociedad que pueda afectar la adecuada presentación de la posición financiera o de los resultados de las operaciones de la sociedad auditada; y
Art. 247, letra e). Denunciar ante el Ministerio Público los hechos señalados en la letra d) cuando fueran constitutivos de delitos flagrantes que conozcan durante el desarrollo de la auditoría externa.

Consecuencias: 

Responsabilidad de los auditores-Opinión sobre los Estados Financieros

Obligación de denunciar, no es materia de una auditoria-NAGAS

Obligaciones de exposición, ya vigentes en la Normativa de la profesión

El concepto de efecto recíproco posterior a las denuncias

D.- Nuevo informe especial accionistas

Artículo 52.-  Adicionalmente, la empresa de auditoría externa elaborará un informe que quedará a disposición de los accionistas para su examen durante los 15 días anteriores a la fecha señalada para la junta de accionistas, en el que se referirá en forma detallada, a lo menos, a las siguientes materias:

Relación y descripción de las actividades de auditoría externa.

Indicación de haber cumplido los requisitos de independencia.

Observaciones relativas al control interno de la sociedad auditada, a la preparación de sus estados financieros de acuerdo a los principios contables y a las normas de auditoría generalmente aceptadas, y al cumplimiento de las normas de carácter general e instrucciones dictadas por la Superintendencia referidas a los estados financieros; y

Cuenta de los pagos recibidos por la empresa de auditoría externa, directa o indirectamente, de la sociedad auditada o del grupo empresarial al que pertenezca, distinguiendo aquéllos percibidos exclusivamente por el servicio de auditoría externa.

Consecuencias: 

Aplicación practica de que esta información quede a disposición del público en general en la SVS y el uso no adecuado que se le podría dar a la misma.

Recomendación: 

Evaluar no incluir este articulo en el Proyecto de Ley.

VALOR AGREGADO A LA AUDITORIA E INDEPENDENCIA 

EXPERIENCIA INTERNACIONAL-SIMILAR 
III.-Sugerencias para hacer el proyecto consistente con la experiencia internacional sobre la materia
El principal aspecto es el que dice relación con la experiencia internacional relacionada con la rotación propuesta en el artículo 251.-
Riesgos

Rotación

Experiencia Internacional

Rotación Obligatoria

Artículo 251.- La facultad de la junta de accionistas para designar o revocar a la empresa de auditoría externa es indelegable. Toda revocación deberá ser informada por la sociedad con el carácter de hecho esencial Con todo, si la misma empresa de auditoría externa hubiera auditado los estados financieros de la sociedad durante cinco ejercicios consecutivos, un accionista o grupo de accionistas que representen, a lo menos, un 5% de las acciones con derecho a voto podrán determinar que la empresa de auditoría externa sólo pueda ser reelegida por la junta de accionistas con el voto conforme de las dos terceras partes de las acciones emitidas con derecho a voto.

Consecuencias:

Esquema de rotación y la profundidad de la Industria (AFP-TMT-ATS)

Aumento de los riesgos y los costos periódicamente

Es un elemento evaluado y no implementado en la comunidad de negocios-USA

Solamente rotarían entre los actores del mercado - 70%-80%

Los controles de calidad son muy fuertes y exigentes al trabajo y al Socio

La rotación del Socio es la forma adecuada de mantener los riesgos controlados

Recomendación: 

No considerar en el Proyecto este articulo 
Auditoría Externa

Experiencia

Capacidad técnica local e internacional

Tecnología - IT

Capacitación – Inversión

Controles rigurosos de calidad

Controles de independencia


Respecto de la rotación obligatoria del auditor hicieron los siguientes planteamientos:


Algunas personas piensan que la rotación garantiza una mayor independencia de los auditores y una mayor efectividad del trabajo de auditoría. Sin embargo, resulta sugerente que sólo unos pocos países requieran la rotación de auditores en forma obligatoria. Si efectivamente la rotación obligatoria fuera la solución, la medida debería estar mucho más extendida. Por el contrario, algunos países que incorporaron a su normativa la rotación obligatoria de auditores, después de algunos años de aplicación la derogaron dado que creaba más problemas que soluciones.


Normalmente este tema surge como respuesta a la quiebra o bancarrota de una empresa o grupo empresarial en que se vea afectada la fe pública. Los sustentadores de la tesis de la rotación obligatoria sostienen que en esos casos se puede observar falta de efectividad en los procesos de auditoría, especialmente en lo que dice relación con la independencia del auditor.


La principal preocupación de los sustentadores de la rotación obligatoria radica en que una rotación de largo plazo hace que el auditor se transforme en “amigo” de la administración de su cliente, identificándose con los problemas de la gerencia y perdiendo de esta forma la capacidad de mantenerse objetivo. Al mismo tiempo, la presión económica para retener un cliente minaría la capacidad del auditor para ser riguroso e independiente en su trabajo.


Nada de lo anterior se ha demostrado en la práctica. La rotación obligatoria, por regulación, es un error con consecuencias graves, que pueden ser nefastas para la confianza pública.


La verdadera causa profunda de muchos fraudes ha estado en la falta de un adecuado gobierno corporativo. La negligencia no se corrige con rotación, sino con mecanismos de control de independencia, con revisiones de calidad técnica de trabajos, con adecuado entrenamiento de los auditores y de sus colaboradores.


Mencionaron los siguientes inconvenientes de la rotación obligatoria:


- Aumenta el riesgo. La efectividad de una auditoría depende, en gran medida, de la capacidad del auditor de comprender y entender en detalle las operaciones de su cliente. Este conocimiento es acumulativo y se construye a través de los años. La rotación obligatoria erosiona y destruye ese conocimiento y tiene un efecto negativo en la calidad de la auditoría, aumentando el riesgo.


- La rotación aumenta los costos, lo que debiera reflejarse en mayores precios. Cada cierto número de años el cliente tiene que invertir tiempo en elegir una nueva firma de auditores y explicar las características del negocio a todo el nuevo equipo de trabajo de la firma de auditores seleccionada. En caso contrario se daría un fenómeno de disminución de la calidad y eficacia de las auditorías.


- La rotación afecta el derecho a libre elección, desincentiva la inversión y, por tanto, afecta la calidad, podría animar a algunas empresas a reemplazar una firma auditora eficaz y de buen nivel por otra firma que, supuestamente, tendría más probabilidad de satisfacer las demandas de la dirección superior.”.

- - -

La Sociedad Nacional de Minería, en presentación efectuada por su Presidente, don Alfredo Ovalle, centró la atención en un aspecto específico de la normativa en estudio, referida a la participación de los representantes de la Sociedad Nacional de Minería en los Directorios de Enami y Enap.

Al respecto, para entender la participación de nuestra entidad gremial en los Directorios de las citadas empresas estatales, hizo previamente un análisis histórico, remontándose al año 1927 con la creación por parte del Estado de la Caja de Crédito Minero.

La "CACREMI” se originó en un estudio realizado por la Sociedad Nacional de Minería en el año 1926, que elaboró el anteproyecto de ley, y cuyo objetivo fundamental lo constituía el fomento de la minería.

Desde su origen, el 13 de Enero de 1927, la administración de la Caja quedó a cargo de un Consejo de Administración integrado por ocho personas: dos nombrados por el Presidente de la República; dos por la Sociedad Nacional de Minería; dos por el Senado y dos por la Cámara de Diputados. Su primer Director, nombrado por el Presidente de la República, fue don Osvaldo Martínez, quien se desempeñaba entonces como Secretario General de nuestra entidad gremial.

El accionar de CACREMI permitió aumentar la producción minera, disminuir los costos y mejorar la posición negociadora frente a los compradores-exportadores. El resultado final fue el notorio incremento de Plantas de Concentración por Flotación lo que permitió consolidar el primer escalón del proceso metalúrgico.

Faltaba el escalón más grande: una Fundición Nacional.

Nuevamente la Sociedad Nacional de Minería, y más exactamente, su Presidente don Hernán Videla Lira, encabezó el sueño de los productores, haciendo ver la necesidad de contar en Chile, con una Fundición que permitiera procesar los concentrados y productos mineros. 

En octubre de 1937 la Sociedad Nacional de Minería, presidida por Hernán Videla Lira, quien también era director de la CACREMI, realizó una Asamblea Minera en Copiapó. El tema de la fundición y la creación de un Ministerio de Minería constituyeron los temas principales de este evento.

Luego de profundos estudios tanto técnicos como económicos, con participación de diversas instituciones del Estado y de la Sociedad Nacional de Minería, el Gobierno de la época se comprometió a construir la obra.

La Sociedad "Fundición Nacional de Paipote Limitada" se constituyó en diciembre de 1947, con el fin de materializar este gran proyecto. Formaron parte de su directorio inicial, en representación de la Sociedad Nacional de Minería, don Hernán Videla Lira y don Julio Ascuí Latorre, ambos destacados dirigentes del gremio minero.

Posteriormente, en 1960 se crea Enami, por la fusión de la CACREMI y la Fundición Nacional Paipote, formando un sólido sistema exportador con los empresarios de la Pequeña y Mediana Minería. 

De igual modo que en CACREMI y en la Fundición Paipote, representantes de la Sociedad Nacional de Minería se incorporaron desde el primer día al directorio de Enami. 

Gracias a la alianza ENAMI-Productores se generó una cultura profesional minera extractiva e industrial que nos pone en la vanguardia de la minería mundial, desarrollando actividades que dan vida a vastos poblados de nuestro país y que reportan grandes beneficios económicos a la nación toda a través de la generación de empleos, encadenamientos productivos, generación de divisas y crecimiento económico.

Señaló que no hay hechos concretos que permitan pensar que la participación de los representantes de Sonami en Enami sea un inconveniente para dicha entidad. Muy por el contrario, el trabajo profesional y responsable de estos directores ha permitido generar confianzas y estudiar alternativas de solución realistas para la gestión de esta empresa estatal. A modo de ejemplo  reciente, tenemos la Política de Fomento para la pequeña y mediana minería- generada al interior de nuestra sociedad- aprobada en el D.S. N° 76 de julio del año 2003, con un claro espíritu de desarrollo empresarial en un contexto de economía de mercado. 

Es por ello que consideró que restar la capacidad técnica y la visión empresarial que aportan los representantes gremiales en este Directorio puede debilitar la visión estratégica de la empresa, ya que nuestra presencia representa una voz independiente, profesional,  y con conocimiento sobre materias mineras, lo que contribuye a agregar valor a la empresa estatal.

Mencionó que durante 78 años se ha participado ininterrumpidamente en el Directorio de Enami y sus antecesoras.

También la Sociedad Nacional de Minería ha estado presente en el directorio de la Empresa Nacional del Petróleo desde su creación. En efecto,  así da cuenta la Ley N° 9.618 del 16 de junio de 1950 que reguló su establecimiento y que establece en su artículo 3° que uno de los 5 directores que la componen sería designado por nuestro gremio. 

Con posterioridad el DFL 1, del 4 de diciembre de 1986, que fija el texto refundido de la ley antes citada, y que agrega nuevos integrantes en el directorio, mantiene la presencia de nuestra institución, con lo que a la fecha llevamos 55 años colaborando con esta empresa. 

Adicionalmente, observó que ha representado a la Sociedad Nacional de Minería en el Directorio de Enap durante tres años, periodo en el cual presidí el Comité de Auditoría del citado Directorio.

Por tanto, atendiendo lo expuesto precedentemente, consideró que en esta instancia, que tiene por objeto analizar exhaustivamente los proyectos de ley y perfeccionarlos, aún es tiempo de revertir la disposición que excluye a los representantes del gremio minero de los directorios de Enami y Enap.

En caso de acogerse lo expresado en el texto que acompaña el mensaje de este proyecto de ley, manifestó preocupación por la disposición que restringe la actuación de los directores gremiales al señalar “Los directores deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que los directores de origen gremial actúan en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tienen interés en los actos, contratos o negociaciones atinentes al sector”, por cuanto de acuerdo a la redacción de este artículo los directores gremiales pasarían a tener un rol casi decorativo. 

Estimó que en esta materia no se debe hacer diferencias entre los directores gremiales y los que representan al SEP.

Finalmente, y en relación a otros aspectos del proyecto de ley en estudio, adhirió a las observaciones presentadas en esta H. Comisión por la Confederación de la Producción y del Comercio y la Sociedad de Fomento Fabril.

- - -

Las Federaciones y Sindicatos Nacionales de las Empresas del Estado: CODELCO, ENAP, BANCOESTADO, ENAMI, CORREOS DE CHILE, FERROCARRILES DEL ESTADO Y EMPRESAS PORTUARIAS, plantearon los siguientes comentarios generales:
La modernización institucional de las Empresas Públicas es una cuestión extraordinariamente importante para el país. Estamos hablando ni más ni menos que de un conjunto de empresas estatales que son fundamentales para el desarrollo económico y social de Chile. Se trata de entidades que han contribuido a forjar el Estado y el propio destino de Chile como una nación soberana e independiente. Por lo tanto, nos parece que frente a un tema tan serio y fundamental es un acto de responsabilidad mínima, no  pretender llevar a cabo reformas apresuradas, como consecuencia de contingencias políticas en un escenario pre- electoral.

Parece del todo repudiable que el Gobierno no haya considerado la opinión y la experiencia de los actores reales que han desplegado  enormes esfuerzos en estos años para fortalecer la eficiencia, competitividad y rentabilidad económica y social de las empresas públicas.  Detrás de este proyecto de ley esta la mirada unilateral, y los sesgos de las autoridades del Ministerio de Hacienda,  caracterizada por un estilo arrogante y menospreciador de los otros actores que no son escuchados, y que lamentablemente nos recuerdan los escenarios de confrontación y desconfianza, que se creía haber superado con los modelos de Alianzas Estratégicas y Proyectos Comunes de Empresas.

Las Federaciones y Sindicatos Nacionales presentes, están conscientes que las realidades institucionales de las empresas públicas son diferentes. Tienen cuerpos legales cuya vigencia varían desde 45  a 8 años aproximadamente. Por lo tanto, es lógico que la modernización institucional de estas empresas se discutan en su propio mérito. Solo para dar un ejemplo de la complejidad de este debate, Codelco emprendió este camino en el Congreso Nacional el año 1994, varios años mas tarde este proyecto se archivó en este Senado, ya que hubo representantes del soberano que pretendieron usar esta discusión como un instrumento para su privatización. Por lo tanto, no están en contra de legislar, sino que por hacerlo bien, construyendo consensos sólidos y duraderos. Consideran tener la autoridad moral y capacidad de propuestas  para exigir el derecho a  participar e influir en decisiones, que sin lugar a dudas, les afectarán más temprano que tarde.
En este sentido, antes de entrar en observaciones más específicas y que vayan al fondo del proyecto, manifestaron interés en conocer de parte de la Comisión cuáles son los principales fundamentos y objetivos que persigue este proyecto de ley, qué modificaciones  ha sufrido hasta el momento el proyecto original enviado por el Gobierno, y si hay una real voluntad para analizar el proyecto con el debido tiempo, y poder construir los consensos sociales y políticos con los actores involucrados.

Se refirieron a algunos principios básicos y criterios comunes para todas las empresas públicas:

Están comprometidos con la defensa de la propiedad estatal de estas empresas públicas, y con una gestión eficiente y competitiva de ellas, para contribuir de una manera eficaz al desarrollo económico y social de Chile

La  probidad es un principio rector fundamental del comportamiento, desde el Presidente del Directorio hasta el último trabajador de la empresa.

Son firmes partidarios de fortalecer la transparencia y confiabilidad de las empresas públicas. 

También comparten directrices sobre el modelo de organización y  gestión de la empresa publica que profundicen la eficiencia, competitividad, autonomía, agilidad, responsabilidad y rentabilidad, tanto económica como social.

El modelo institucional  de futuro para la empresa pública y su consiguiente marco jurídico/institucional debe orientarse a  que estas empresas se fortalezcan y se valoricen en el largo plazo, disminuyendo sus vulnerabilidades frente a los cambios transitorios.

Este modelo institucional debe reflejar consensos sólidos de las diferentes audiencias principales (stakeholders). La modernización institucional que se desea impulsar, debe dar cuenta de  una visión común de la sociedad, la cual se construye en un diálogo participativo y real con los actores.  Su opción es por generar una verdadera gobernabilidad estratégica para las empresas públicas y no parches reactivos ante coyunturas políticas. 

Están a favor de identificar las mejores prácticas de gobiernos corporativos e institucionales de las diferentes industrias o actividades en que se desenvuelven estas empresas y aplicar aquellas que sean útiles e idóneas para nuestras propias realidades.

Claramente están a favor de  que a las empresas públicas se le exijan altos estándares de gobernabilidad corporativa que fortalezcan su competitividad y el cumplimiento de sus misiones. Pero con la misma fuerza exigen que se les permita competir en igualdad de condiciones con políticas de inversiones plurianual, sin discriminaciones tributarias o especiales, controles y fiscalizaciones equivalentes a los que tienen sus competidores; políticas de reparto de utilidades que permitan satisfacer las necesidades del dueño y un desarrollo empresarial estratégico con visión de mediano y largo plazo.

Promueven que la nueva institucionalidad establezca plena  claridad en la relación entre el dueño y los administradores. No puede haber responsabilidades diluidas o duplicadas. En su visión, el Presidente de la República debe asociarse a la Junta de Accionistas y el Directorio ser el claro responsable de la Administración, respondiendo cada cual por su rol y las decisiones que se adopten.

Finalmente, les parece fundamental reafirmar el principio básico,  que en todas estas empresas se impulsen relaciones laborales, basadas en la gestión participativa y la cooperación mutua, desarrollando el capital humano y el capital social al interior de las comunidades empresariales. Ello implica asegurar en las leyes orgánicas,  la participación de los representantes de los trabajadores en los directorios de todas las empresas públicas, que se ha demostrado en la experiencia internacional y nacional como una muy buena práctica.

Expresaron las siguientes observaciones específicas críticas a la creación del Consejo SEP:

Sobre la propuesta de trasladar desde manos del Presidente de la República al Consejo Superior de Empresas Públicas (Consejo SEP), las atribuciones que son propias de la Junta de Accionistas, expresaron su total desacuerdo, ya que no resulta adecuado, que quienes tienen la responsabilidad y el mandato democrático de gobernar,  sobre la base de su programa de Gobierno, renuncien a designar a  autoridades competentes e idóneas que implementen con excelencia profesional sus propuestas programáticas con relación a las empresas públicas. Por lo tanto, les parece la peor solución la generación de Directorios de compromiso o cuoteados. 

Tampoco les parece adecuado  crear un organismo (Consejo Superior de las Empresas Públicas – Consejo SEP) que se constituya en un “super directorio” con una Secretaría Técnica de apoyo, el cual traerá mayor centralismo y gigantismo, con las ineficiencias que ello implica por los mayores costos de transacción.  Además se generará un esquema multicéfalo duplicando funciones y una burocratización que retardará la toma de decisiones estratégicas. A su juicio, los Directorios de las empresas públicas  deben ejercer a plenitud los deberes, atribuciones y facultades señalados por la Ley 18.046. Tampoco ven que agregue valor una burocracia técnica mediante la creación de la Secretaría Técnica del Consejo SEP, que solo multiplicará los mecanismos de control de la gestión, sin que tengan que responder por sus decisiones. Menos sentido tiene que este Consejo SEP dependa del Ministerio de Hacienda, ya que ello supone una hegemonía sin contrapesos de la expresión de una “parte” de la voluntad y control del dueño, considerando las funciones de política pública propias de este Ministerio.

Respecto de las recomendaciones de la OCDE sobre gobierno empresarial para las empresas públicas, es importante aclarar que el sentido de estas directrices se orienta a buscar la plena separación administrativa de las responsabilidades de propiedad y de regulación del mercado. Lo que se busca es separar claramente el ejercicio de los derechos de propiedad de otras actividades desempeñadas por el Estado, como pueden ser la política industrial o de regulación. Derechamente se busca evitar interferencias en la dirección de las empresas públicas que puedan perjudicar su autonomía. Este es el propósito esencial de las recomendaciones generales entregadas, cuestión que se refuerza cuando enfatizan la importancia de que las empresas tengan personalidad jurídica propia distinta (distinta de la administración pública). Es importante tener claro que los objetivos son favorecer los objetivos de la eficiencia funcional y de la transparencia. Tal como está concebido el Consejo SEP, y en el entendido que se mantiene la relación orgánica de las empresas públicas con los Ministerios sectoriales y la dependencia de Hacienda, no se modifica en nada sustantivo la situación actual. Sólo se crea un organismo tipo “holding” que  intermedia la relación  entre Hacienda y las empresas públicas. 
- - -


- El Presidente del Banco Estado expresó que en la institución que preside se considera que los cambios propuestos en el proyecto en informe son buenos para la administración del Banco. La gestión de la entidad bancaria en la actualidad radica en el Comité Ejecutivo, que está compuesto por el Presidente, el Vicepresidente y el Gerente General, que son designados por el Presidente de la República. El Fiscal del banco, que no forma parte del Comité, aunque asiste con derecho a voto, también es designado por el Presidente de la República. En la práctica, sostuvo, lo que sucede es que cuando se suscita alguna dificultad al interior del Comité Ejecutivo, es difícil resolverla, porque no resulta fácil llegar al Presidente por cada tema. Por ello, la propuesta del proyecto en cuanto dar responsabilidad al Consejo del SEP sobre el nombramiento del Presidente y Vicepresidente del Banco parece conveniente, ya que permite fiscalizar el cumplimiento de las políticas del Banco y cambiar al Presidente y Vicepresidente que no cumplan las políticas del SEP.


Observó que también le parece apropiado que el Gerente General y el Fiscal no sean nombrados por el Consejo del SEP sino que por el propio Consejo del Banco Estado, puesto que ellos son cargos más ejecutivos.


Sin embargo, señaló, ha planteado al Ministerio de Hacienda un tema técnico respecto de las normas de vigencia de la iniciativa: en el período de transición debiera ser el Consejo del Banco el que nombre al Gerente General y al Fiscal y no tener que esperar a que el Presidente de la República dicte un decreto con fuerza de ley para que puedan ser nombrados por el Consejo del Banco. No tiene sentido que en un período sea el Consejo del SEP el que nombre al Presidente y Vicepresidente y, simultáneamente, el Gerente General y el Fiscal sean nombrados por el Presidente de la República.


- El Presidente del Banco Estado llamó la atención también hacia otro tema, cual es el de que en el proyecto de ley se contempla una facultad para que el Presidente de la República pueda adecuar las normas internas del Banco al proyecto de ley, y de acuerdo a la forma en que se consagra la facultad, eventualmente el Comité Ejecutivo podría desaparecer y transformarse el Consejo en un directorio. Explicó que actualmente, en el Banco, las decisiones de crédito y de temas de gestión, se adoptan por el Comité Ejecutivo. En la práctica las decisiones deben consensuarse, porque es difícil operar sobre la base de votaciones y en los hechos se funciona llegando a acuerdos y cualquiera tiene derecho de veto. Lo anterior tiene aspectos positivos y negativos. Es bueno porque evita que se produzcan errores gruesos en la dirección del Banco, pero tiene el inconveniente de que no se puede avanzar muy rápido en el proceso de cambios, porque todas las materias tienen que negociarse.


Destacó que el Banco Estado es una institución compleja. Acerca de los demás bancos que tienen directores que participan en las decisiones de crédito, mencionó que al tratarse de sociedades anónimas los directores responden con su patrimonio de las decisiones que toman, y que las remuneraciones promedio de los directores de bancos similares privados son muy superiores a las del Banco Estado, porque en el sector público existe una limitación respecto de las remuneraciones.


Recordó que en el pasado el Consejo del Banco participaba en las decisiones administrativas y en las de crédito y que la experiencia no fue buena, porque muchas veces los nombramientos en instituciones públicas se efectúan con criterios políticos y se actúa con criterios de clientelismo político partidista. Desgraciadamente, afirmó, en el pasado los créditos se decidieron con ese criterio, lo que no fue bueno para la entidad, por lo que albergan dudas respecto de que si en el futuro no se cuenta con un directorio plenamente profesional, con las remuneraciones adecuadas, se pueda terminar con un Consejo integrado por personas que no sean las mejor calificadas y con créditos otorgados con criterio clientelista.


El Honorable Senador señor García consultó si la circunstancia de que en la banca privada las decisiones de crédito sean adoptadas por el directorio es producto de ley o de normativa interna, por cuanto él considera que no es necesario legislar respecto de ese punto en particular.


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que la Ley de Sociedades anónimas, con independencia del tipo de servicios que ellas presten, establece una forma de organización societaria.


El Presidente del Banco Estado apuntó, además, que en la banca privada los directores participan en comités de crédito, auditoría, etc.

- - -


El Presidente Ejecutivo de CODELCO hizo presente su disconformidad con la circunstancia de que el proyecto en informe asimile a CODELCO a las demás empresas públicas, otorgándole el mismo tratamiento general, en circunstancias de que CODELCO tiene un estatuto especial. Señaló que modificar las normas sobre gobierno corporativo sin tener en consideración las implicancias que ello tendría en el resto de la institucionalidad de CODELCO provocará entorpecimientos que harán más difícil la gestión de la empresa.


A título ejemplar mencionó que en la iniciativa se establecen funciones de supervigilancia para la Superintendencia de Seguros y Valores, pero sin especificar cómo se concilia ello con el resto de la normativa vigente respecto de las atribuciones de la Contraloría General de la República o la Corporación Chilena del Cobre (COCHILCO) en relación con CODELCO.


Asimismo, mencionó, se entregan atribuciones al Consejo del SEP y al Ministerio de Hacienda, tales como, en este último caso, la de opinar sobre los proyectos de inversión en particular, sin que se compatibilicen adecuadamente las normas pertinentes.


De igual modo, sostuvo, estima inconveniente la disposición que libera a los directores de CODELCO de responsabilidad por decisiones de naturaleza fiscal o cuasi fiscal que pudieran afectar la generación de excedentes.


Afirmó que el proyecto va más allá de normar el gobierno corporativo de CODELCO, por cuanto modifica sustancialmente el estatuto de CODELCO, según el cual esta empresa operará como sucesora de las empresas nacionalizadas, con la máxima autonomía de gestión. En cambio, las normas del proyecto asimilan a CODELCO con las demás empresas públicas y le confiere el mismo tratamiento y somete al mismo régimen jurídico.


Puso de relieve que lo anterior constituye un cambio fundamental en la forma de operar de la principal empresa del país y que, a su juicio, debiera generarse una discusión amplia en todos los niveles respecto de cómo se quiere manejar una empresa de tal envergadura y relevancia.


El Honorable Senador señor Ominami solicitó que se precisara la razón por la cual perjudica a CODELCO la sujeción a las mismas normas generales que regirán para todas las empresas públicas. Aseguró que la iniciativa en informe busca facilitar la gestión de las empresas públicas y no dificultarla, requiriendo la presentación de una minuta en que se expusieran, por escrito, los reparos de la empresa al proyecto.


El señor Villarzú enfatizó que desde que existe CODELCO el legislador le ha otorgado un carácter especial, en atención a que compite mano a mano en el mercado internacional, maneja fuertes volúmenes de inversión y las decisiones que se toman a diario son extremadamente complejas, por lo que requiere una estructura de gobierno del más alto nivel, con un directorio que se dedique en forma exhaustiva a los temas y efectúe un análisis profundo de ellos.


Afirmó que siempre ha existido cierto grado de tensión entre el Ministerio de Hacienda y CODELCO, y que le parece razonable que ello sea así, dado el tamaño relativo de CODELCO. Sin embargo, sostuvo, se debe mantener un justo equilibrio que permita que la mirada sobre CODELCO no se supedite a criterios presupuestarios, sino que tenga un criterio de “mirada país”, ajustándose, obviamente, las decisiones de la empresa, al marco político que defina el Gobierno.


El Honorable Senador señor Orpis manifestó que le parecía que de lo expuesto por el Presidente Ejecutivo de CODELCO se desprende que existe preocupación por un tema de fondo respecto de los centros de poder en la empresa, materia que debe discutirse en la Comisión, y destacó la conveniencia de que se hiciera mención expresa de las distintas disposiciones de la iniciativa que perjudicarían el actuar de la empresa y la forma en que se manifestaría dicho entorpecimiento.


El Honorable Senador señor Boeninger solicitó que se precisara en qué medida el proyecto afecta la capacidad de proyección internacional de la empresa, recordando que contiene normas que consagran específicamente el respeto a las respectivas leyes orgánicas de las diferentes instituciones. Respecto de la junta de accionistas, sostuvo que lo importante es que esté constituida por personas que puedan reunirse y actuar como tal junta cada vez que ello sea necesario. Por último, y en relación con el poder relativo del Ministerio de Hacienda en CODELCO, hizo presente que ése es un tema que hay que definir, ya que es difícil prescindir de la fuerte capacidad de intervención de esa Cartera de Estado si se considera el elevado porcentaje de ingresos públicos que representa CODELCO.


El señor Villarzú reiteró que el tema de fondo que lo preocupa es que a CODELCO se le hacen aplicables las normas generales que rigen a las empresas públicas. Sobre el particular informó que el decreto ley N° 1.350 señala que las normas legales dictadas o que se dicten para las empresas del sector público o empresas del Estado sólo serán aplicables a CODELCO en caso de que se haga referencia a ella en la norma legal respectiva, salvo las contenidas en disposiciones de carácter tributario aplicables genéricamente a las empresas señaladas.


El Honorable Senador señor García observó que la Comisión no tiene la intención de quitarle atribuciones a CODELCO, sino de establecer que, en cuanto empresa del Estado, tenga que rendir cuentas al Presidente de la República por la vía del SEP, razón por la cual aquellas disposiciones que importen restricciones respecto de las actuales facultades de la empresa podrían ser perfeccionadas en la discusión en particular de la iniciativa.


Sometido el proyecto a votación en general, la idea de legislar resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.

A continuación se describen someramente los artículos de la iniciativa y los acuerdos adoptados a su respecto.

Título I

Normas aplicables a las Sociedades Anónimas en General

Artículo 1°

Introduce diversas modificaciones al Decreto Ley N° 3.500, de 1980, que establece el Nuevo Sistema de Pensiones.

Número 1)


Incorpora un numeral 13, nuevo en el número 94, que señala las funciones generales de la Superintendencia de AFP.


El nuevo numeral que se propone es del siguiente tenor:


“13. Fiscalizar el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 165 de la ley N° 18.045, con relación a las Administradoras y sus directores, gerentes, ejecutivos principales, administradores sus respectivos cónyuges, respecto de la información privilegiada a que se refiere el inciso segundo del artículo 164 de la ley N° 18.045 relacionada con las decisiones de inversión de los Fondos de Pensiones. Asimismo, podrá hacer extensiva esta facultad respecto de los parientes de las personas antes mencionadas hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad.”.

S.E. el Presidente de la República formuló indicación para reemplazar el número 13 propuesto en este numeral 1), por el siguiente:

“13. Fiscalizar el cumplimiento de lo dispuesto en la ley N° 18.045 respecto de la información privilegiada del inciso segundo del artículo 164 de la ley N° 18.045 referida a las decisiones de inversión de los Fondos de Pensiones, con relación a las Administradoras y sus directores, gerentes, ejecutivos principales, trabajadores, administradores, y sus respectivos cónyuges, pudiendo extenderse respecto de los parientes de las personas antes mencionadas hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad.”;”.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que al agregar el nuevo número 13 se quiere dejar en forma expresa en el D.L. N° 3.500 la facultad de fiscalizar que ya está ejerciendo la Superintendencia, para armonizar con lo dispuesto en la Ley de Mercado de Valores.


- La indicación fue aprobada, con algunos ajustes de redacción, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Boeninger, Ominami y Sabag, y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señores García y Orpis.

Número 2)

Elimina, en el artículo 151, los incisos primero y segundo, pasando el actual inciso final a ser primero, e incorpora el siguiente inciso final, nuevo:


“Constituye infracción a esta ley la violación a cualquiera de las obligaciones establecidas en el artículo 165 de la ley N° 18.045, efectuada por parte de una Administradora o sus trabajadores, directores, administradores, y los cónyuges o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de aquéllos, respecto de la información privilegiada a que se refiere el inciso segundo del artículo 164 de la ley N° 18.045, relacionada con las decisiones de inversión de los Fondos de Pensiones.”;

El artículo 151 se refiere a los directores y en general personas que en razón de su cargo tengan acceso a información privilegiada y los obliga a guardar reserva respecto de esa información.


S.E. el Presidente de la República presentó indicación para efectuar las siguientes enmiendas en el inciso final, nuevo, propuesto para el artículo 151 en este numeral:

- Reemplazar la locución “violación a” por “violación de”.

- Agregar la expresión “gerentes, ejecutivos principales,” a continuación del vocablo “directores,”.


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que existían dos tratamientos del uso de información privilegiada, uno en el D.L: N° 3.500 y otro en la Ley de Mercado de Valores. Se trata de homogeneizar y ligar todo a la Ley de Mercado de Valores, para contar con un solo tratamiento normativo en la materia.


- La indicación y el número 2) fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami, Orpis y Sabag, con algunas enmiendas meramente formales.

Número 3)

Sustituye en el artículo 152, en la primera oración del inciso final la frase “y sus cónyuges a que se refiere el primer inciso del artículo 151 y de este artículo” por “a que se refiere este artículo y las realizadas por los directores de una Administradora, sus controladores, sus gerentes, administradores y, en general, cualquier persona que en razón de su cargo o posición tenga acceso a información de las inversiones de los recursos de un Fondo, así como los cónyuges de cada uno de ellos cuando corresponda”.


El artículo 152 prohíbe  a las Administradoras adquirir acciones y cuotas de fondos  de inversión que puedan ser adquiridas con recursos del Fondo.


Los representantes del Ejecutivo señalaron que el artículo se refiere a requerimientos de información por la Superintendencia de AFP. Como se eliminan ciertos incisos de los artículos 151 y 152, la norma debe ser complementada para continuar con la facultad de requerir información directamente, sin necesidad de pasar por la Superintendencia de Valores.


- La Comisión aprobó el número 3) por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami, Orpis y Sabag, con una enmienda consistente en reemplazar, en la frase propuesta por este numeral para el inciso final del artículo 152, la expresión “cualquier persona que en razón de su cargo o posición tenga acceso a información de las inversiones de los recursos de un Fondo” por “cualquier persona que, de acuerdo con el artículo 166 de la ley N° 18.045, posea información privilegiada respecto de las inversiones de los recursos de un Fondo”.

Número 4)

Suprime en el artículo 154, las letras c) y d), pasando las actuales letras e) a la h) a ser las letras c) a la f), respectivamente.


El artículo 154 enumera ciertas actuaciones u omisiones de las AFP que son contrarias a la ley.


Los representantes del Ejecutivo expresaron que nuevamente la disposición apunta a la homologación en la materia, dado que esos literales c) y d) corresponden a artículos ya definidos en la Ley de Mercado de Valores, por lo que se busca evitar tener dos leyes que definan lo que debe entenderse por información privilegiada.


- Fue aprobado por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami, Orpis y Sabag.

- - -


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para consultar un numeral 5), nuevo, del siguiente tenor:


“5) Reemplácese, en el inciso tercero del artículo 155, la expresión “, al sustraer de su votación los votos provenientes de aquéllas o de sus personas relacionadas, no hubiese resultado electo” por la siguiente: “más de un tercio de los votos recibidos provengan de aquélla o de sus personas relacionadas”;”.


Los personeros del Ejecutivo explicaron que la modificación busca hacer consistente la Ley de Mercado de Valores con el D.L. N° 3.500 en lo que respecta a la definición de directores independientes.


Los personeros del Ejecutivo recordaron que inicialmente se había considerado que la definición de director independiente señalara que lo era aquel respecto de quien al menos dos tercios de sus votos proviniesen de accionistas minoritarios o no controladores. Reuniones técnicas posteriores llevaron a que el Ejecutivo aceptara rebajar ese porcentaje a 50%, siempre que se establezcan simultáneamente otros requisitos de independencia económica.


En atención a este criterio se propone introducir modificaciones en la Ley sobre Sociedades Anónimas, en el D.L. N° 3.500 y en el D.L. N° 1.328, sobre Administración de Fondos Mutuos, para hacer consistente la definición de director independiente de estos tres cuerpos legales.


- La Comisión aprobó el nuevo numeral propuesto por la indicación, por unanimidad de sus miembros presentes, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis, con enmiendas consistentes en reemplazar la expresión “más de un tercio” por “más de la mitad” y con otras modificaciones de ordenamiento encaminadas al perfeccionamiento de la norma.

- - -

Número 5) que pasa ser 6)

Agrega el siguiente artículo 156 bis, nuevo:

“Artículo 156 bis.- Los directores de las Administradoras de Fondos de Pensiones deberán formular ante Notario Publico una declaración de patrimonio, que sólo deberá contener la información a que se refiere el inciso siguiente tanto al momento de asumir su cargo como a su término, sin perjuicio de la obligación de informar a la Superintendencia cualquier hecho relevante que la modifique en forma significativa. 

La declaración de patrimonio deberá consignar el monto actualizado de la inversión y la participación que un director tenga en cualquier sociedad, ya sea de personas o anónimas, constituidas en Chile o en el extranjero, y el monto de inversiones en instrumentos financieros o valores de oferta pública, cualquiera sea su naturaleza, como bonos, debentures, títulos de crédito, opciones u otros derivados, tanto nacionales como extranjeros, que posea directamente o a través de una persona jurídica.

Tratándose de directores que resulten reelegidos para un siguiente período, deberán actualizar la declaración de patrimonio al término de cada período por el cual fueron elegidos.

El documento que contenga la declaración de patrimonio deberá presentarse ante la Superintendencia dentro del plazo de 30 días, contado desde la fecha en que se asume el cargo y de la expiración del mismo, respectivamente. La Superintendencia podrá considerar dicha declaración dentro del ámbito de su competencia y para el sólo ejercicio de sus facultades de fiscalización. El contenido de la declaración de patrimonio será de exclusiva responsabilidad de quien la efectúe.

La información contenida en esta declaración de patrimonio tendrá el carácter de reservada y sólo podrá ser entregada por la Superintendencia a requerimiento de los tribunales de justicia o de cualquier autoridad fiscalizadora en las investigaciones que ésta sustancie dentro de su competencia.

El director que no presente su declaración de patrimonio dentro del plazo señalado en el inciso cuarto de este artículo, será sancionado con multa a beneficio fiscal de treinta a cien unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de quedar inhabilitado para el ejercicio de su cargo hasta el cumplimiento efectivo de su obligación. Asimismo, el director que no cumpla con la obligación de actualizar su declaración de patrimonio será sancionado con multa a beneficio fiscal de cinco a quince unidades tributarias mensuales, quedando inhabilitado para el ejercicio de su cargo hasta el cabal cumplimiento de su obligación. 

Las sanciones a que se refieren los incisos anteriores, serán aplicadas por la Superintendencia.


La Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general, la forma y el procedimiento conforme al cual deberá darse cumplimiento a las disposiciones de este artículo.”.

S.E. el Presidente de la República presentó indicación para reemplazar el artículo 156 bis nuevo, que se propone, por el siguiente:

“Artículo 156 bis.- Los directores de las Administradoras de Fondos de Pensiones deberán prestar ante notario una declaración de patrimonio en valores de oferta pública, que sólo deberá contener las inversiones, tanto nacionales como extranjeras, que posea, directamente o a través de otra persona natural o jurídica, en acciones, susceptibles de ser adquiridas con los recursos de los Fondos, opciones u otros actos jurídicos o valores cuyo resultado financiero dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichas acciones.

La mencionada declaración deberá presentarse ante la Superintendencia dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha en que el director asuma el cargo o cese en el mismo.

El director que no presente su declaración de patrimonio dentro del plazo señalado anteriormente, será sancionado por la Superintendencia con multa a beneficio fiscal de cinco a quince unidades tributarias mensuales, quedando inhabilitado para el ejercicio de su cargo mientras no presente dicha declaración. 

La Superintendencia podrá considerar dicha declaración dentro del ámbito de su competencia y para el sólo ejercicio de sus facultades de fiscalización. Esta declaración de patrimonio tendrá carácter reservado y sólo podrá ser entregada por la Superintendencia a requerimiento de los tribunales de justicia o de la Superintendencia de Valores y Seguros en las investigaciones que ésta sustancie dentro de su competencia.

La Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general, el procedimiento conforme al cual deberá darse cumplimiento a las disposiciones de este artículo.”.


El Honorable Senador señor Ominami hizo presente que las multas son de bajo monto y que la norma no sanciona la no presentación de la declaración.


- El nuevo artículo 156 bis propuesto en la indicación se aprobó con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis, con enmiendas meramente formales.

Número 6) que pasa a ser número 7)


Intercala en el artículo 158, entre la expresión “y a la presente ley” y el punto final (.) la frase “, sin perjuicio de las responsabilidades civiles o penales que correspondan”.

El artículo 158 sanciona al que ejecute o celebre cualquier acto o convención prohibida o que contravenga lo dispuesto en los artículos 147 a 154.


- Se aprobó unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami, Orpis y Sabag.
- - -


El Honorable Senador señor Ominami solicitó al Ejecutivo el estudio de una indicación para que sólo puedan ser nombrados directores de AFP quienes figuren en un registro público al efecto, lo que consideró relevante en términos de transparencia.

- - -

Artículo 2°


Introduce diversas modificaciones en la ley N° 18.045, Ley de Mercado de Valores.

Número 1)


Agrega en el segundo inciso del artículo 10, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente: 


“El directorio deberá definir una política de divulgación de la información esencial. Dicha política deberá referirse, asimismo, al tratamiento e identificación de las operaciones significativas efectuadas con partes relacionadas y con personas vinculadas a la sociedad o a las personas relacionadas de ésta en virtud de notorios vínculos comerciales, financieros, crediticios o de otra índole. La divulgación de la información esencial deberá ser efectuada, a lo menos, por los medios dispuestos por la ley o establecidos por la Superintendecia mediante norma de carácter general. Corresponderá al presidente del directorio, en representación del directorio, aplicar la política de divulgación de la información esencial de la sociedad y otorgar, cuando corresponda, el carácter de esencial a la información referida tan pronto llegue ésta a su conocimiento. Sin perjuicio de lo señalado en el inciso siguiente, el presidente del directorio podrá comunicar dicha información con el carácter de reservado, en cuyo caso deberá ser conocido por el directorio en la más próxima sesión para ratificar ese carácter de acuerdo a lo establecido en el inciso siguiente o resolver su revelación sin más limitaciones. Todo liquidador, director o ejecutivo principal que tenga noticia de un hecho que pudiera revestir el carácter de hecho esencial deberá comunicarlo inmediatamente al presidente del directorio, siendo responsable de los perjuicios que cause la demora injustificada, sin perjuicio de las sanciones pertinentes.”.


El artículo 10 se refiere a la obligación de información a que están sujetas las entidades inscritas en el Registro de Valores.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para reemplazar el texto que se propone agregar en punto seguido al inciso segundo del artículo 10, por el siguiente:


“Todo director, gerente general, gerente, ejecutivo principal o liquidador que tenga noticia de un hecho que pudiera revestir el carácter de hecho esencial deberá comunicarlo inmediatamente al presidente del directorio, siendo responsable de los perjuicios que cause la demora injustificada, sin perjuicio de las sanciones pertinentes.”.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que el problema estriba en qué ocurre con la información que se genera entre directorio y directorio. Disponer que el Presidente del Directorio lo transmita al mercado produce problemas en la gobernabilidad de la empresa, por lo que la norma propuesta constituye una solución de continuidad.


El Honorable Senador señor Orpis llamó la atención hacia la forma en que está redactado el precepto:”que pudiera revestir el carácter de hecho esencial”. Consideró preferible formular la norma en términos categóricos.


Los personeros del Ejecutivo hicieron presente que la ley enuncia ciertos elementos que configuran un hecho como esencial y que la calificación precisa de si el hecho reúne esas condiciones corresponde al emisor. Destacaron, asimismo, que es importante que todo hecho esencial se comunique oportunamente y que debe evitarse que hechos que no tengan el carácter de esenciales se informen como tales, porque ello genera distorsiones en los mercados.


- La indicación se aprobó por tres votos a favor y dos abstenciones. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señores Boeninger, Ominami y Sabag. Se abstuvieron los Honorables Senadores señores García y Orpis.

Número 2)


Intercala en el artículo 12, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual inciso segundo, a ser inciso tercero:


“La obligación anterior será también aplicable respecto de aquellos actos jurídicos o valores cuyo resultado financiero dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichas acciones.”

El artículo 12 se refiere a la obligación de informar de la adquisición directa o indirecta o enajenación de acciones que se efectúen.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para sustituir el número 2),  por el siguiente:

“2) Reemplácese el actual artículo 12, por el siguiente:

“Art. 12. Las personas que directamente, o a través de otras personas naturales o jurídicas posean el 10% o más del capital suscrito de una sociedad cuyas acciones se encuentren inscritas en el Registro de Valores, o que a causa de una adquisición de acciones lleguen a tener dicho porcentaje, y los directores, gerentes generales, gerentes, ejecutivos principales y liquidadores, en su caso, de dichas sociedades cualesquiera sea el número de acciones que posean, deberán informar a la Superintendencia y a cada una de las bolsas de valores del país en que la sociedad tenga valores registrados para su cotización, de su intención a firme de adquirir o enajenar, directa o indirectamente, acciones de la sociedad correspondiente. Esta divulgación de información deberá hacerse al menos en forma simultánea a la orden de intermediación y deberá contener el número estimado de acciones, el rango de precio y el período de vigencia de dicha orden.

Asimismo, las personas mencionadas en el inciso anterior deberán informar de toda adquisición o enajenación, directa o indirecta, de acciones que efectúen de dicha sociedad, dentro de los dos días hábiles bursátiles siguientes al de la transacción o transacciones respectivas. Adicionalmente, los accionistas mayoritarios deberán informar en la comunicación que ordena este inciso si las adquisiciones que han realizado obedecen a la intención de adquirir el control de la sociedad o, en su caso, si dicha adquisición sólo tiene el carácter de inversión financiera.

Las obligaciones anteriores serán también aplicables respecto de aquellos actos jurídicos o valores cuyo resultado financiero dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichas acciones.”.”.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que las personas que tengan un 10% y transen deberán informar simultáneamente y si esa adquisición los llevara a tomar el control, deberán informarlo así. La disposición no se refiere sólo a las acciones, sino también a cualquier otro documento activo subyacente de las acciones.


Precisaron que tanto los accionistas importantes como los directores y ejecutivos principales que transen deberán informar su intención de comprar antes de que la operación ocurra, lo que produce dos efectos: permite las revisión ex-post de la operación y, adicionalmente, al informarse la intención de comprar antes de materializar la compra, permite entregar información útil al mercado.


- La indicación se aprobó por tres votos a favor y dos abstenciones. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señores Boeninger, Ominami y Sabag. Se abstuvieron los Honorables Senadores señores García y Orpis.

Número 3)

Intercala los siguientes artículos 12 bis y 12 ter, nuevos:

“Artículo 12 bis.- Las personas indicadas en el artículo 12 que se encuentren ocupando el cargo o posición relevante en cualquiera de las fechas de compra o venta descritas a continuación, sólo podrán obtener una ganancia o evitar una pérdida en la compra y posterior venta o la venta y posterior compra de valores de oferta pública, si entre tales operaciones hubiere transcurrido un plazo de a lo menos 90 días, so pena de ser obligadas a pagar al emisor de dichos valores una suma equivalente al monto total de la ganancia obtenida o pérdida evitada. La ganancia o pérdida también podrá obtenerse o evitarse, según sea el caso, en forma indirecta por medio de actos jurídicos o valores cuyo resultado financiero dependa o esté condicionado en todo o en parte significativa a la variación o evolución del precio de dichas acciones. 

El monto total de la ganancia obtenida se calculará sustrayendo el menor valor de mercado registrado en la fecha de adquisición al mayor valor de mercado registrado en la fecha de disposición de los valores correspondientes y el monto total de la pérdida evitada se obtendrá en forma inversa. La ganancia o pérdida obtenida o evitada, según sea el caso, en forma indirecta, se calculará según lo determinado por la Superintendencia mediante norma de carácter general. Los valores utilizados para los cálculos antedichos no serán reajustados ni serán aplicables descuentos de naturaleza alguna.

Será competente para conocer del reclamo de las cantidades de que trata este artículo, el juez civil con asiento en el lugar donde la sociedad tenga su domicilio. En caso que la sociedad no inicie la acción de reclamo, cualquier accionista o grupo de accionistas de la sociedad podrá hacerlo a nombre de ésta, conforme al artículo 133 bis de la ley N° 18.046, sin perjuicio de la responsabilidad de la administración de la sociedad por causa de su omisión. El juicio declarativo de la obligación de pago será tramitado con arreglo a las normas del juicio sumario y la acción de cobro de este artículo prescribirá en el plazo de dos años contados desde la fecha en que se obtenga la ganancia o se evite la pérdida.

Las obligaciones establecidas en este artículo no serán aplicables en los casos siguientes:

a) Si las personas referidas en el inciso primero hubieran informado a la Superintendencia y a cada una de las bolsas de valores del país en que la sociedad tenga valores registrados para su cotización de su intención a firme de adquirir directa o indirectamente o enajenar las acciones de la sociedad correspondiente con al menos dos días hábiles bursátiles de antelación al inicio de la ejecución de tal operación en la forma que señale la Superintendencia, la que deberá exigir al menos el número estimado de acciones, el rango de precio y el período de vigencia de la orden de intermediación; o 

b) Si dichas personas hubieran obtenido para dicha operación la autorización previa del directorio o de la persona u órgano en quien éste delegue.”


Artículo 12 ter.- Todo director, liquidador, gerente general, gerente y ejecutivo principal de una sociedad anónima abierta, deberá informar en forma reservada a la Superintendencia, tanto al momento de asumir su cargo como a su término, así como cuando se modifique en forma significativa, la posición en valores de la compañía, ya sean acciones, bonos, opciones u otros derivados, que posea directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas.”.

S.E. el Presidente de la República formuló indicación para reemplazar el numeral 3), por el siguiente:


“3) Intercálase el siguiente artículo 12 bis, nuevo:


“Artículo 12 bis.- Todo director, gerente general, gerente, ejecutivo principal o liquidador de una sociedad anónima abierta que haga oferta pública de sus acciones, deberá informar a la Superintendencia, tanto al momento de asumir el cargo como a su cese en el mismo, las inversiones que posea, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, en acciones de la compañía, opciones u otros actos jurídicos o valores cuyo resultado financiero dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichas acciones. Esta información tendrá carácter reservado.”.”.


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que la norma contenida en la indicación constituye la extensión de las disposiciones pertinentes aprobadas en el artículo 1° del proyecto, que modifica el D.L. N° 3.500, pero esta vez referida sólo a las acciones de la compañía de la cual es director. En el caso del director de una AFP se comprenden todas las acciones o derivadas que el fondo pueda comprar. En este caso sólo son las acciones de su propia compañía.


- La Comisión la aprobó por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami, Orpis y Sabag.

Número 4)

Reemplaza el inciso segundo del artículo 68, por el siguiente:


“Se entenderá por ejecutivo principal de una entidad sujeta a la fiscalización de la Superintendencia, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, a cualquier persona que tenga la capacidad de determinar la conducción superior de los negocios, ya sea por sí solo o junto con otros. En el desempeño de las actividades precedentemente señaladas no se atenderá a la calidad, forma o modalidad laboral o contractual bajo la que el ejecutivo principal esté relacionado a la entidad.”.

El artículo 68 señala que la Superintendencia llevará un registro público de presidentes, directores, gerentes, ejecutivos principales, administradores y liquidadores de las entidades sujetas a su vigilancia.


S.E. el Presidente de la República presentó indicación para eliminar, en el inciso segundo del artículo 68 propuesto por este numeral, la preposición “a” que antecede a la expresión “cualquier persona”.


- El número 4) y la indicación que en él recaen se aprobaron por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami, Orpis y Sabag. Con idéntica unanimidad se efectuó otra enmienda menor de redacción.

Número 5)

Intercala en la letra c) del artículo 100, entre las palabras “gerentes,” y “administradores o liquidadores”, la expresión “ejecutivos principales,”.


El artículo 100 señala quienes son las personas relacionadas con una sociedad.


- Se aprobó por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami, Orpis y Sabag.

Número 6)

Reemplaza el inciso segundo del artículo 164, por el siguiente, nuevo:


“También se entenderá por información privilegiada la que se tiene de las decisiones de inversión de un inversionista institucional sobre valores, en forma directa o por medio de actos jurídicos referidos a tales valores.”.

El artículo 164 define qué se entiende por información privilegiada.


S.E. el Presidente de la República planteó indicación para sustituir el texto del inciso segundo que propone para el artículo 164 este numeral, por el siguiente:


“También se entenderá por información privilegiada la referida a las decisiones de inversión de un inversionista institucional sobre valores, en forma directa o por medio de actos jurídicos o valores cuyo resultado financiero dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichos valores.”.


- Se aprobó por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami, Orpis y Sabag.

Número 7)

Modifica el artículo 165, de la siguiente forma:


a) Reemplázanse los actuales incisos primero y segundo, por el siguiente, nuevo:

“El que posea información privilegiada deberá guardar estricta reserva y no podrá utilizarla o valerse de ella en beneficio propio o ajeno, a menos que, en forma previa, haya sido debidamente difundida o comunicada. Asimismo, se le prohíbe recomendar la adquisición o enajenación de los valores correspondientes o cualquier tipo de operación de las precedentemente indicadas.”;


b) Reemplázase en el inciso final, la palabra “segundo” por “primero”

El artículo 165 regula la situación de las personas que tengan acceso a información privilegiada, las obliga a guardar reserva e impide su utilización en beneficio propio o ajeno.


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que se busca dar una señal en la ley en el sentido de que se aspira a que la información fluya y no se desea el secretismo.


El Honorable Senador señor Orpis consideró preferible mantener el texto del artículo 165 vigente, que vincula al cargo la obligación de reserva respecto de la posesión de información privilegiada. Del mismo modo, estimó necesario que se acredite el conocimiento de información privilegiada, sin que baste una mera presunción al respecto.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para reemplazar su letra a), por la siguiente:

“a) Reemplázanse los actuales incisos primero y segundo, por el siguiente, nuevo:

“El que posea información privilegiada deberá guardar estricta reserva y no podrá utilizarla o valerse de ella en beneficio propio o ajeno. Asimismo, se le prohíbe recomendar la adquisición o enajenación de los valores correspondientes o cualquier tipo de operación relacionada con de dichos valores.”.


- El numeral 7) y la indicación fueron aprobados por unanimidad de los presentes, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.
Número 8)

Reemplaza el artículo 166, que establece presunciones respecto de la posesión de información privilegiada, por el siguiente, nuevo:

“Artículo 166.- Se presume que poseen información privilegiada, las siguientes personas:

a) Los directores, gerentes, administradores y liquidadores del emisor o del inversionista institucional, en su caso;

b) Las indicadas en la letra a) precedente, que se desempeñen en una sociedad que tenga la calidad de matriz, coligante o controlador de la emisora de que se trate, o del inversionista institucional, en su caso;


c) Los controladores o sus representantes;

d) Los directores, gerentes, administradores, apoderados, asesores financieros u operadores, de intermediarios de valores, respecto de la información del inciso segundo de artículo 164;

e) Los ejecutivos principales y dependientes de las empresas de auditoría externa del emisor o del inversionista institucional, en su caso, que conduzcan o participen de la auditoría externa correspondiente y sus socios principales;

f) Los socios, los miembros de un consejo de clasificación, los ejecutivos principales y los dependientes de las sociedades clasificadoras de riesgo, que conduzcan o participen en una clasificación de valores del emisor o de este último; 

g) Las personas que presten servicios de asesoría permanente o temporal al emisor, y


h)  Los funcionarios públicos dependientes de las instituciones que fiscalicen a emisores de valores de oferta pública o a fondos autorizados por ley.”.

S.E. el Presidente de la República planteó indicación para sustituir el texto del artículo 166 que propone, por el siguiente:

“Artículo 166.- Se presume que poseen información privilegiada, las siguientes personas:

a) Los directores, gerentes, ejecutivos principales, administradores y liquidadores del emisor o del inversionista institucional, en su caso;


b) Los controladores o sus representantes;

c) Los directores, gerentes, administradores, apoderados, asesores financieros u operadores, de intermediarios de valores, respecto de la información del inciso segundo de artículo 164. Asimismo, quienes trabajen bajo la dirección o supervisión directa de los directores, gerentes, administradores o liquidadores del  inversionista institucional, en la medida en que puedan tener acceso directo al hecho objeto de la información;

d) Los ejecutivos principales y dependientes de las empresas de auditoría externa del emisor o del inversionista institucional, en su caso, que conduzcan o participen de la auditoría externa correspondiente y sus socios principales;

e) Los socios, los miembros de un consejo de clasificación, los ejecutivos principales y los dependientes de las sociedades clasificadoras de riesgo, que conduzcan o participen en una clasificación de valores del emisor o de este último; 

f) Las personas que presten servicios de asesoría permanente o temporal al emisor, en la medida en que la naturaleza de los servicios prestados les permita tener acceso al hecho objeto de la información, y

g) Los funcionarios públicos dependientes de las instituciones que fiscalicen a emisores de valores de oferta pública o a fondos autorizados por ley.”.


- Se aprobó por los Honorables Senadores señores Boeninger, García y Ominami, con una enmienda de redacción en el literal b), encaminada al perfeccionamiento de la disposición. La supresión de la letra b) del texto del Mensaje fue aprobada por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Boeninger y Ominami y la abstención del Honorable Senador señor García.

Número 9)


Incorpora el siguiente Título XXVIII, nuevo, a continuación del artículo 238:

“Título XXVIII

De las Empresas de Auditoría Externa

Artículo 239.- Las empresas de auditoría externa son sociedades que prestan servicios de examen y análisis respecto del control interno, la contabilidad y los estados financieros de una sociedad anónima abierta, por designación de la junta de accionistas, o de otras entidades por exigencia de la ley, y que realizan las demás tareas que les encomiende la Superintendencia conforme a sus facultades legales.

Para los efectos de esta ley, se entiende por “servicios de auditoría externa” o “auditoría externa” los indicados precedentemente. Las referencias hechas en esta u otras leyes a auditores externos inscritos en el registro de la Superintendencia o a expresiones similares, deberán entenderse efectuadas a las empresas de auditoría externa que se encuentren inscritas en el Registro de Empresas de Auditoría Externa que llevará la Superintendencia de conformidad con la presente ley.

Toda empresa de auditoría externa podrá prestar sus servicios siempre que ella, los socios principales que suscriban el informe de auditoría, los encargados de dirigir la auditoría externa y todos los miembros del equipo de auditoría, tengan independencia de juicio en relación con la entidad auditada.

Artículo 240.- Las empresas de auditoría externa, en lo referido a los servicios de auditoría externa, quedarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia y sólo podrán prestarlos cuando se encuentren inscritas en el Registro de Empresas de Auditoría Externa que llevará la Superintendencia, en adelante el “Registro”.

La Superintendencia deberá efectuar la inscripción en el Registro una vez que la empresa de auditoría externa acredite el cumplimiento de los requisitos legales y de reglamentación interna. Las empresas de auditoría externa, al solicitar su inscripción en el Registro, deberán acompañar copia de su reglamento interno, en el que se establecerá, a lo menos, las políticas de procedimiento, control y análisis de auditoría, política de confidencialidad interna, manejo de información privilegiada y solución de conflictos de intereses, política de independencia de juicio e idoneidad técnica del personal encargado de la dirección y ejecución de la auditoría externa, y los demás elementos que garanticen la independencia de juicio e idoneidad técnica que se precisarán en una norma de carácter general que al respecto dictará la Superintendencia.

La inscripción de una empresa de auditoría externa podrá ser cancelada o suspendida hasta por el plazo máximo de un año, cuando la Superintendencia, mediante resolución fundada y previa audiencia del afectado, así lo resuelva por haber incurrido la empresa de auditoría externa en algunas de las siguientes causales:

a) Dejar de cumplir con alguno de los requisitos necesarios para la inscripción. La Superintendencia, en casos calificados, podrá otorgar al interesado un plazo para subsanar la situación, el que en ningún caso podrá exceder de 120 días;

b) Incurrir en infracciones graves a las obligaciones que le imponen esta ley, sus normas complementarias u otras disposiciones que los rijan;

c) Incurrir en forma culposa o dolosa en transacciones incompatibles con las sanas prácticas de los mercados de valores;

d) Dejar de desempeñar la función de auditoría externa, en los términos señalados en el artículo 239 de esta ley, por más de un año;

e) Incumplir obligaciones resultantes de auditorías relacionadas con transacciones de valores de emisores auditados por ellos; 

f) Haber incurrido la empresa auditora en incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 241 de esta ley, y mantenerse dicha situación por espacio de 90 días; y

g) Encontrase un socio principal en alguna de las situaciones señaladas en el artículo 242 y mantenerse en ella por más de noventa días.

Artículo 241.- A lo menos el 60% del capital de las empresas de auditoría externa deberá pertenecer a los socios principales.

Sólo tendrán esta calidad quienes sean persona natural y tengan calificación técnica para la conducción de los servicios de auditoría.

Artículo 242.- No podrá ser socio principal:

a) El que se encuentre afecto a las inhabilidades y prohibiciones establecidas en los artículos 35 y 36 de la Ley Nº 18.046 y los que sean funcionarios o trabajadores bajo contrato de trabajo o a honorarios del Banco Central de Chile, de la Superintendencia y de las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras y de Administradoras de Fondos de Pensiones;

b) El que haya sido grave y reiteradamente sancionado por la Superintendencia de conformidad al número 3 del artículo 27 o al número 3 del artículo 28 del Decreto Ley Nº 3.538, de 1980, o al número 5 del artículo 44 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 251, del año 1931; o el artículo 59 de esta Ley, o quien haya sido sancionado con similares sanciones administrativas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o por la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, o el que hubiere sido sancionado en virtud del artículo 134 de la ley N° 18.046 o el que, al tiempo de ejecutarse los hechos que dieron origen a las sanciones previstas precedentemente, era administrador de las personas jurídicas sancionadas o poseía, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, el 10% o más de su capital; 

c) El administrador de bancos e instituciones financieras, bolsas de valores, intermediarios de valores o de cualquier inversionista institucional y las personas que, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, posean el 5% o más de su capital.

Artículo 243.- Las empresas de auditoría externa podrán desarrollar actividades distintas de las señaladas en el artículo 239, siempre que no comprometan su idoneidad técnica o independencia de juicio en la prestación de los servicios de auditoría externa, y previo cumplimiento del Reglamento Interno. Con todo, no podrán prestar simultáneamente y respecto de una misma sociedad servicios de auditoría externa y cualquiera de los servicios indicados a continuación:

a) Auditoría interna;

b) Desarrollo o implementación de sistemas contables y de presentación de estados financieros;

c) Teneduría de libros;

d) Tasaciones, valorizaciones y servicios actuariales que impliquen el cálculo, estimación o análisis de hechos o factores de incidencia económica que sirvan para la determinación de montos de reservas, activos u obligaciones y que conlleven un registro contable en los estados financieros de la entidad auditada;

e) Asesoría para la colocación o intermediación de valores y agencia financiera. Para estos efectos, no se entenderán como asesoría aquellos servicios prestados por exigencia legal o regulatoria en relación con la información exigida para casos de ofertas públicas de valores;

f) Asesoría en la contratación y administración de personal y recursos humanos; y

g) Asumir el patrocinio o la representación de la sociedad auditada en cualquier tipo de procedimiento judicial o arbitral o en cualquier gestión de carácter administrativo.

Artículo 244.- Se entenderá que carecen de independencia de juicio respecto de una sociedad auditada, las siguientes personas naturales:

a) Las relacionadas con la sociedad auditada;

b) Las que tengan algún vínculo de subordinación o dependencia, o quienes presten servicios a la sociedad auditada o a cualquier otra entidad de su grupo empresarial;

c) Las que posean valores emitidos por la sociedad auditada o por cualquier otra entidad de su grupo empresarial. Se considerará para los efectos de esta letra, los valores que posea el cónyuge y también las promesas, opciones y los que haya recibido éste en garantía, como asimismo las que posean los demás socios principales de la empresa de auditoría externa respectiva;

d) Los trabajadores de un intermediario de valores de colocación de títulos de la sociedad auditada y las personas relacionadas de éstos; y 

e) Las que tengan o hayan tenido durante los últimos doce meses una relación laboral o relación de negocios significativa con la sociedad auditada o con las entidades del grupo empresarial de que forma parte, distintas de la auditoría externa misma o de las otras actividades realizadas por la empresa de auditoría externa de conformidad con la ley.

Artículo 245.- Se entenderá que la empresa de auditoría externa no tiene independencia de juicio respecto de una sociedad auditada en los siguientes casos:

a) Si tiene directamente o a través de otras personas, una significativa relación contractual o crediticia activa o pasiva con la sociedad auditada o con las entidades del grupo empresarial del que aquella forma parte, distinta de la auditoría externa misma o de las otras actividades realizadas por la empresa de auditoría externa de conformidad con la ley;

b) Si, en forma directa o a través de otras personas, posee valores emitidos por la sociedad auditada o por cualquier otra entidad de su grupo empresarial;

c) Si el 10% o más de sus ingresos anuales totales, por cualquier concepto, sumados a los de sus filiales y matrices, provienen del mismo grupo empresarial al que pertenece la sociedad auditada. Tratándose de empresas del Estado o aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aportes de capital mayores o iguales al 50%, esta causal no será de aplicación. Esta causal de falta de independencia será aplicable a contar del inicio del tercer año de inscrita la empresa de auditoría externa en el Registro de Empresas de Auditoría Externa que llevará la Superintendencia; o

d) Haber prestado alguno de los servicios indicados en las letras d) y e) del artículo 243 durante los 180 días previos a la fecha de su designación por la junta de accionistas para la prestación de los servicios de auditoría externa.

Artículo 246.- En el evento que exista o sobrevenga una causal de falta de independencia de juicio de las que se describen en los artículos precedentes, la empresa de auditoría externa deberá informar al directorio u órgano de administración y no podrá prestar o continuar prestando sus servicios de auditoría externa hasta que las personas afectas no sean separadas del equipo de auditoría, en caso del artículo 244, y hasta que sean aplicadas las medidas correctivas que aseguren el reestablecimiento de la independencia de juicio respecto de la sociedad auditada, en caso de los artículos 244 y en las letras a) y b) del artículo 245.

Artículo 247.- A las empresas de auditoría externa les corresponde especialmente examinar y expresar su informe profesional e independiente sobre la contabilidad, inventario, balance y otros estados financieros conforme a las Normas de Auditoría de General Aplicación y las instrucciones que imparta la Superintendencia, en su caso. Esta función implica, entre otras actividades, las siguientes:

a) Verificar si las operaciones realizadas por la sociedad auditada están reflejadas razonablemente en la contabilidad y estados financieros de ésta;

b) Cerciorarse que los estados financieros de la sociedad auditada se hayan preparado de acuerdo a los principios de contabilidad generalmente aceptados y a las normas dictadas por las autoridades fiscalizadoras competentes;

c) Señalar a la administración de la sociedad auditada las deficiencias que se detecten durante el desarrollo de la auditoría externa en la adopción y mantenimiento de prácticas contables, sistema administrativo y de auditoría interna;

d) Comunicar a las autoridades administrativas correspondientes, cualquier deficiencia grave y no solucionada por la administración de la sociedad que pueda afectar la adecuada presentación de la posición financiera o de los resultados de las operaciones de la sociedad auditada; y

e) Denunciar ante el Ministerio Público los hechos señalados en la letra d) cuando fueran constitutivos de delitos flagrantes que conozcan durante el desarrollo de la auditoría externa.

Artículo 248.- Sólo para los fines de la auditoría externa, la sociedad auditada deberá poner a disposición de la empresa de auditoría externa toda la información necesaria para efectuar dicho servicio, incluyendo todos los libros, registros, documentos y antecedentes de la sociedad y de sus filiales, en su caso. La obtención de información podrá incluir la entrevista a los miembros del directorio, gerente general, gerentes y ejecutivos principales, lo que será solicitado a través del gerente general. La revisión de la documentación e información social por el personal designado a tal efecto podrá realizarse en las oficinas de la sociedad auditada en cualquier momento, pero de manera de no afectar la gestión social.

En caso que la información puesta a su disposición sea confidencial o sujeta a reserva, la empresa de auditoría externa deberá mantenerla en secreto y será responsable de la revelación o utilización impropia que sus dependientes hagan respecto de ella.

Artículo 249.- Toda opinión, certificación, informe o dictamen debe fundarse en técnicas y procedimientos de auditoría que otorguen un grado razonable de confiabilidad del examen y proporcionen elementos de juicio válidos y suficientes y su contenido deberá ser veraz, completo y expresado en forma clara, precisa y objetiva. 

La empresa de auditoría externa deberá mantener por, a lo menos, seis años desde la fecha de la respectiva opinión, certificación, informe o dictamen, todos los antecedentes que le sirvieron de base para su emisión. La Superintendencia podrá dictar normas de carácter general, estableciendo medios y condiciones de archivo y custodia de tales antecedentes y podrá autorizar la eliminación de parte de ese archivo antes de ese plazo o exigir que determinados documentos se guarden por plazos mayores. En ningún caso podrán destruirse los documentos que digan relación directa o indirecta con algún asunto o litigio pendiente.

El informe de auditoría externa deberá ser suscrito por la persona que condujo la auditoría externa y, a lo menos, dos socios principales, al menos uno de los cuales deberá tener domicilio y residencia en Chile. Los socios principales firmantes deberán firmar por sí o por medio de representante especialmente facultado para ello y no podrán suscribir más de cinco informes consecutivos respecto de los estados financieros anuales de un mismo auditado.

Artículo 250.- Las empresas de auditoría externa, en la prestación de sus servicios de auditoría externa, y las personas que en su nombre participen en la conducción de dicha auditoría, responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren.

La empresa de auditoría externa, las personas que hubieren dirigido la auditoría externa y los que suscriban los informes de auditoría responderán solidariamente de los perjuicios causados a terceros.

Artículo 251.- La facultad de la junta de accionistas para designar o revocar a la empresa de auditoría externa es indelegable. Toda revocación deberá ser informada por la sociedad con el carácter de hecho esencial.


Con todo, si la misma empresa de auditoría externa hubiera auditado los estados financieros de la sociedad durante cinco ejercicios consecutivos, un accionista o grupo de accionistas que representen, a lo menos, un 5% de las acciones con derecho a voto podrán determinar que la empresa de auditoría externa sólo pueda ser reelegida por la junta de accionistas con el voto conforme de las dos terceras partes de las acciones emitidas con derecho a voto.”.

S.E. el Presidente de la República formuló indicación para efectuar, en las normas contenidas en el numeral en discusión, las siguientes enmiendas:

Artículo 243


Intercalar, en la oración final del encabezado, una coma (,), entre las palabras “sociedad” y “servicios”.


- La indicación fue aprobada por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García y Ominami.


El artículo 243 fue aprobado con igual votación, con algunas enmiendas menores de redacción, salvo en lo referente a las letras e), f) y g), que fueron aprobadas con el voto en contra del Honorable Senador señor García, quien estuvo por eliminar, en la letra g), la mención a “cualquier gestión de carácter administrativo”.

Artículo 245


Reemplazar la letra c) propuesta en este artículo, por la siguiente:

“c) Si el 15% o más de sus ingresos anuales totales, por cualquier concepto, sumados a los de sus filiales y matrices, provienen del mismo grupo empresarial al que pertenece la sociedad auditada. Tratándose de empresas del Estado o aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aportes de capital mayores o iguales al 50%, si el 15% o más de sus ingresos anuales totales provienen de la misma empresa y si el 50% de sus ingresos anuales totales provienen de empresas públicas. Esta causal de falta de independencia será aplicable a contar del inicio del tercer año de inscrita la empresa de auditoría externa en el Registro de Empresas de Auditoría Externa que llevará la Superintendencia; o”.


El Honorable Senador señor García manifestó su disconformidad respecto de la distinción que se establece entre empresas privadas y las empresas del Estado.


Los representantes del Ejecutivo expresaron que en el caso de las empresas privadas se efectuó una definición del límite para el conjunto del grupo empresarial, en cambio, hay algunas empresas públicas que son muy grandes, y el Estado como grupo empresarial es muy grande, en relación con los ingresos de las empresas auditoras, por lo que se estimó preferible definir en forma individual el límite para las empresas públicas.


- La indicación respecto de la letra c) fue aprobada, en lo relativo al reemplazo del guarismo “10” por “15”, por los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis. La sustitución de la oración final fue aprobada por tres votos y una abstención. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Boeninger, García y Ominami. El Honorable Senador señor Orpis se abstuvo. El resto del artículo se aprobó por unanimidad, con enmiendas formales de redacción.

Artículo 246


Sustituir el texto propuesto para el artículo 246, por el siguiente:

“Artículo 246.- En el evento que exista o sobrevenga una causal de falta de independencia de juicio de las que se describen en los artículos precedentes, la empresa de auditoría externa deberá informar al directorio u órgano de administración de la sociedad auditada y no podrá prestar o continuar prestando sus servicios de auditoría externa, salvo en los siguientes casos:

a) En los casos del artículo 244 y de las letras a) y b) del artículo 245, cuando las personas afectadas sean separadas del equipo de auditoría y se apliquen medidas correctivas que aseguren el reestablecimiento de la independencia de juicio respecto de la sociedad auditada;

b) En caso que sobrevenga la causal de falta de independencia de la letra c) del artículo 245,  la empresa de auditoría externa podrá seguir prestando los servicios relacionados al ejercicio para el que hubiere sido elegida.”.


- Se aprobó por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis, con enmiendas menores de redacción.

Artículo 247


- Reemplazar, en la letra d), la expresión “las autoridades administrativas correspondientes” por “los organismos supervisores pertinentes”.

- Eliminar la letra e), agregando la conjunción “y” al final de la letra c), precedida de una coma (,), y reemplazar, en la letra d), la conjunción “y” y el punto y coma (;) que la precede, por un punto final (.).


- Se aprobó por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis, con algunas enmiendas menores de redacción.

Artículo 249


En el inciso final propuesto para el artículo 249, reemplazar la primera oración, por la siguiente:


“El informe de auditoría externa deberá ser suscrito por la persona que condujo la auditoría externa y por, a lo menos, un socio principal con domicilio y residencia en Chile.”.


- Se aprobó por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.

Artículo 251


Reemplazarlo, por el siguiente:

“Artículo 251.- La facultad de la junta de accionistas para designar o revocar a la empresa de auditoría externa es indelegable. No obstante lo anterior, en caso que la junta de accionistas no aceptara la propuesta presentada por el directorio, podrá delegar la designación de la empresa de auditoría externa en el directorio, indicándole las condiciones de la designación.

Toda revocación deberá ser informada por la sociedad con el carácter de hecho esencial.

Con todo, tras cinco ejercicios consecutivos auditados por la misma empresa de auditoría externa, cada cinco años dicha empresa sólo podrá ser reelegida con el voto conforme de las dos terceras partes de las acciones emitidas con derecho a voto en la junta de accionistas.”.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que al hacer compulsivo que se fuera a una junta de accionistas al cabo de 5 años, y habida cuenta de que hay un límite de 15% de máximo de ingresos que la auditora puede prestarle a la compañía, se concentra la tensión en ese momento y hay un poder muy fuerte, por lo que se estimó preferible que la junta pueda fijar los parámetros al directorio y delegarle la facultad de renovar. Se trata de evitar que se produzca un vacío de poder y que el directorio tenga que ir nuevamente a junta.


- La indicación se aprobó por unanimidad, con enmiendas de redacción encaminadas al perfeccionamiento de la disposición, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.


- El numeral 9) fue aprobado con idéntica unanimidad, con algunas enmiendas de redacción en los artículos que lo integran, encaminadas al perfeccionamiento de las normas que contiene.

Artículo 3°


Introduce diversas modificaciones en la ley N° 18.046, Ley de Sociedades Anónimas.

Número 1)


Modifica el artículo 29, reemplazando la frase “artículo 73” por la frase “artículo 76”;


Se trata de una enmienda de referencia. El artículo 29 se refiere a la preferencia de que gozan los créditos de los acreedores sociales sobre los que posean los accionistas en caso de una disminución de capital, y hace aplicable al efecto el artículo 73 de la Ley de Quiebras.


- Fue aprobado unánimemente, por los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.

- - -


S.E. el Presidente de la República planteó indicación para incorporar el siguiente numeral 2), nuevo:

“2) Agrégase al artículo 30 el siguiente inciso segundo, nuevo:


“En particular, el controlador de una sociedad anónima abierta no podrá influir decisivamente en la administración de ésta si no es en el mejor interés de la sociedad y de los demás accionistas.”.


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.

- - -

Número 2) que pasa a ser número 3)


Reemplaza el artículo 31 por el siguiente, nuevo:

“Artículo 31.- La administración de la sociedad anónima la ejerce un directorio elegido por la junta de accionistas.

Los estatutos de las sociedades anónimas deberán establecer un número invariable de directores, salvo lo establecido en el inciso cuarto de este artículo. La renovación del directorio será total y se efectuará al final de su período, el que no podrá exceder de tres años. Los directores podrán ser reelegidos indefinidamente en sus funciones. A falta de disposición expresa de los estatutos, se entenderá que el directorio se renovará cada año.

El directorio de las sociedades anónimas cerradas no podrá estar integrado por menos de tres directores y el de las sociedades anónimas abiertas, por menos de cinco. Salvo disposición contraria de los estatutos, se estará a estos mínimos.

Tratándose de una sociedad anónima abierta obligada a constituir el comité a que se refiere el artículo 50 bis, el número mínimo de directores no podrá ser inferior a siete si contare al menos con dos directores independientes o inferior a once si no contare con ellos. No obstante, en este último caso, se podrá fijar un número de directores inferior a once y superior a siete, con la aprobación de dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto, pudiendo los accionistas disidentes ejercer el derecho a retiro.”.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para eliminar la oración final del inciso cuarto, que dice: “No obstante, en este último caso, se podrá fijar un número de directores inferior a once y superior a siete, con la aprobación de dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto, pudiendo los accionistas disidentes ejercer el derecho a retiro.”.


- El número 2) y la indicación fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.

- - -


S.E. el Presidente de la República presentó indicación para incorporar el siguiente numeral 4), nuevo:

“4) Intercálase el siguiente artículo 31 bis, nuevo:

“Artículo 31 bis.- Con todo, las empresas a que se refiere el inciso cuarto del artículo 31 podrán fijar un número de directores inferior a once y superior a siete, sin contar con dos directores independientes, con la aprobación de dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto, pudiendo los accionistas disidentes ejercer el derecho a retiro. Esta decisión deberá ser tomada en junta extraordinaria de accionistas y será comunicada como hecho esencial.

Las sociedades anónimas que se abran por primera vez a bolsa podrán excluirse de la obligación de mantener dos directores independientes o de disminuir el número de directores otorgando derecho a retiro, siempre que lo informen claramente en los prospectos y folletos informativos que utilicen para la difusión y propaganda de la emisión de sus valores.

Las sociedades anónimas referidas en los incisos anteriores de este artículo deberán ratificar el número de directores anualmente en junta de accionistas con la aprobación de dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto. En caso de ratificarse el número de directores, los accionistas disidentes no podrán ejercer derecho a retiro.”.”.


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis, con enmiendas menores de redacción.

- - -

Número 3) que pasa a ser número 5)

Reemplaza el artículo 36, por el siguiente:

“Artículo 36.- Además de los casos mencionados en el artículo anterior, no podrán ser directores de una sociedad anónima abierta o de sus filiales:

1) Los senadores, diputados y alcaldes;

2) Los ministros de Estado, subsecretarios, intendentes, gobernadores, secretarios regionales ministeriales, y embajadores;

3) Los jefes de servicio y el directivo superior inmediato que deba subrogar a cada uno de ellos, con excepción de los cargos de director de las sociedades anónimas abiertas en las que el Estado, según la ley, deba tener representantes en su administración, o sea accionista mayoritario, directa o indirectamente a través de organismos de administración autónoma, empresas fiscales, semifiscales, de administración autónoma, o aquellas en que el Estado sea accionista mayoritario;

4) Los funcionarios de la Superintendencia de Valores y Seguros, y

5) Los corredores de bolsa y los agentes de valores, salvo en las bolsas de valores.”


La Comisión consideró preferible eliminar la excepción que contenía el número 3), en atención a que es difícil que personas que ejercen esos cargos puedan tener una dedicación a sus labores de directores de sociedades anónimas en forma tal que les permita completa interiorización con sus funciones y ello incidiría en su responsabilidad legal.


El numeral 3) fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, con una enmienda, consistente en sustituir el número 3) contenido en el artículo 36 que este numeral propone, por el siguiente:

“3) Los jefes de servicio y el directivo superior inmediato que deba subrogar a cada uno de ellos;”.


El acuerdo fue adoptado con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.

Número 4) que pasa a ser número 6)

Intercala en el numeral 3), del artículo 42 la expresión “externos y a las clasificadoras de riesgo” entre las expresiones “auditores” y “, a rendir cuentas irregulares”.


El artículo 42 enumera las conductas que los directores no pueden realizar. Específicamente el número 3) les impide inducir a los gerentes y otros a rendir cuentas irregulares, presentar informaciones falsas y ocultar información.


- Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.

Número 5) que pasa a ser número 7)

Reemplaza, en el final del primer inciso del artículo 43, la palabra “compañía” por la expresión "compañía y en el caso de las sociedades anónimas abiertas, esta divulgación se hará de acuerdo al artículo 10 de la Ley N° 18.045”.


El artículo 43 obliga a los directores a guardar reserva respecto de los nuevos negocios de la sociedad.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para reemplazar el numeral por otro que agrega al artículo 43, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “En el caso de las sociedades anónimas abiertas, esta divulgación se hará de acuerdo al artículo 10 de la ley N° 18.045.”.


- La indicación precedente fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.

Número 6) que pasa a ser número 8)

Reemplaza el actual artículo 44 por el siguiente, nuevo:

“Artículo 44.- A menos que los estatutos establezcan algo distinto, una sociedad anónima cerrada sólo podrá celebrar actos o contratos que involucren montos relevantes en los que uno o más directores tengan interés por sí o como representantes de otra persona, cuando dichas operaciones sean conocidas y aprobadas previamente por el directorio y se ajusten a condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado.

El directorio deberá pronunciarse con la abstención del director con interés. Si el directorio resolviere que no es posible determinar las condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado, también con la abstención del director con interés, podrá aprobar o rechazar la operación. En el acta de la sesión de directorio correspondiente deberá dejarse constancia de las deliberaciones para aprobar los términos y condiciones de los respectivos actos o contratos, y tales acuerdos serán informados en la próxima junta de accionistas por el que la presida, debiendo hacerse mención de esta materia en su citación.

Se presume de derecho que existe interés de un director en toda negociación, acto, contrato u operación en la que deba intervenir él mismo, su cónyuge o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, o las sociedades o empresas en las cuales sea director o dueño, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital, o las sociedades o empresas en las cuales alguna de las personas antes mencionadas sea director o dueño, directo o indirecto, del 10% o más de su capital; o el controlador de la sociedad o sus personas relacionadas, si el director ha resultado electo con los votos determinantes de aquél o aquéllos.

Para los efectos de este artículo, se entiende que es de monto relevante todo acto o contrato que supere el 1% del patrimonio social, siempre que dicho acto o contrato exceda el equivalente a 2.000 unidades de fomento y, en todo caso, cuando sea superior a 20.000 unidades de fomento.

La infracción a este artículo no afectará la validez de la operación y sin perjuicio de las sanciones que correspondan, otorgará a la sociedad, a los accionistas y a los terceros interesados, el derecho de exigir indemnización por los perjuicios ocasionados. En caso de demandarse los perjuicios ocasionados por la infracción de este artículo, corresponderá a la parte demandada probar que el acto o contrato se ajustó a condiciones de mercado o que las condiciones de negociación reportaron beneficios a la sociedad.

Con todo, no será aplicable lo establecido en el inciso primero, si la operación ha sido aprobada o ratificada por la junta extraordinaria de accionistas o si se trata de operaciones entre matriz y filial.”.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que la norma en discusión separa el tratamiento para las operaciones con partes relacionadas de sociedades anónimas cerradas, que es supletorio y rige en la medida que los estatutos no definan otra cosa, y el tratamiento para las operaciones con partes relacionadas en las sociedades anónimas abiertas, que tiene un articulado especial.


- Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.

Número 7) que pasa a ser número 9)

Agrega al artículo 47, que regula las reuniones de directorio, un inciso final, nuevo, con el siguiente texto:

“Los medios tecnológicos autorizados por la Superintendencia de Valores y Seguros para las sociedades sometidas a su fiscalización, serán los únicos aplicables a las sociedades anónimas cerradas.”.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para sustituir, en el inciso final que propone para el artículo 47, la expresión “serán los únicos” por “podrán ser también”.


- Fue aprobada, así como el numeral en que incide, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.

Número 8) que pasa a ser número 10)

Agrega al artículo 48 el siguiente inciso cuarto, nuevo:

“La unanimidad de los directores que concurrieron a una sesión podrá disponer que los acuerdos adoptados en ella se lleven a efecto sin esperar la aprobación del acta, de lo cual se dejará constancia en un documento que contenga el acuerdo suscrito por ellos y el gerente.”.


El artículo 48 regula las actas en que se deja constancia de los acuerdos y deliberaciones del directorio.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para suprimir, en el inciso cuarto, nuevo, que se propone para el artículo 48, las palabras finales “por ellos y el gerente”.


- La indicación y el numeral en que recae fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.

Número 9) que pasa a ser número 11)


Es del siguiente tenor:

“9) Modifícase el artículo 50 bis, de la siguiente forma:

a) Modifícase el actual inciso tercero, de la siguiente forma:

i) Elimínanse en el numeral 1), las expresiones “inspectores de cuentas y” y “, según corresponda” y agréguese, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase:

“Asimismo deberá informar al directorio, en forma previa a la aprobación de los estados financieros que se presentarán a los accionistas, respecto de cualquier cambio en los criterios contables aplicados durante el periodo correspondiente y las observaciones sobre los mecanismos de control interno formuladas por la empresa de auditoría externa.”.

ii) Reemplázase el numeral 2), por el siguiente:

“2) Proponer al directorio una o más empresas de auditoría externa y clasificadores privados de riesgo, en su caso, que podrán sugerirse a la junta de accionistas para su designación, y proponer al directorio una política de auditoría externa a la que se refiere el artículo 53 de esta ley.”

iii) Modifícase el numeral 3), de la siguiente forma: 

iii.a) Reemplácese las palabras “a que se refieren los artículos 44 y 89” por las siguientes “a que se refiere en Título XVI” 

iii.b) Agregáse al final, después del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: 

“Proponer al directorio la política de divulgación de información esencial a que se refiere en artículo 10 de la ley N° 18.045 y señalar aquellos actos o contratos que estime que deberían informarse o recogerse en las notas que acompañan a los estados financieros por ser operaciones de la sociedad con una parte relacionada o con una parte que tiene con la sociedad notorios vínculos comerciales, financieros, crediticios o de otra índole;”

iv) Intercálase el siguiente numeral 5), nuevo, pasando el actual numeral 5), a ser numeral 6):

“5) Proponer al directorio un listado de activos que podrá ser presentado a la junta de accionistas para los efectos del numeral 4), del artículo 57.”.

v) Reemplázase el inciso sexto por el siguiente: 

“Se entenderá que un director es independiente cuando los dos tercios de los votos que recibió, individualmente considerados, no provengan del controlador o de sus personas relacionadas.”

vi) Reemplázase el inciso décimo, por el siguiente: “Las actividades, informes, propuestas al directorio y gastos del comité serán presentados a los accionistas en la memoria anual. Asimismo, las propuestas efectuadas por el comité al directorio que no hubieren sido recogidas por este último, serán informadas en forma meramente indicativa a la junta de accionistas previo a la votación de la materia correspondiente.”.”.


El artículo 50 bis se refiere a los comités de directores de las sociedades anónimas abiertas.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para efectuar las siguientes enmiendas:


- En el ordinal iii.b), que modifica el número 3) del artículo 50 bis, eliminar la frase “información esencial a que se refiere en artículo 10 de la ley N° 18.045 y señalar”.

- En el inciso sexto que se reemplaza, intercalar las palabras “al menos” antes de los vocablos “los dos tercios”.


- En el inciso décimo que se reemplaza, suprimir la expresión “en forma meramente indicativa”.


- Fue aprobada, así como el numeral en que recae, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis, con una enmienda consistente en reemplazar el inciso sexto por el siguiente:

“Se entenderá que un director es independiente cuando reúna los siguientes requisitos:

a) que al menos la mitad de los votos que recibió no provengan del controlador o de sus personas relacionadas, y

b) que no haya prestado servicios remunerados, directamente o a través de una persona jurídica en la cual posea una participación mayoritaria, al controlador o a alguna de sus empresas relacionadas en los últimos dos años. Para estos efectos, se entenderá que no constituyen remuneración la dieta percibida en calidad de director del controlador o de sus empresas relacionadas, cuando hubiere sido elegido cumpliendo el requisito establecido en la letra a) ni la dieta percibida en calidad de director de una sociedad filial de aquel o aquellas.”.


Con igual unanimidad a la anteriormente consignada la Comisión aprobó el numeral 9), con algunas enmiendas meramente formales.

Número 10) que pasa a ser número 12)

Reemplaza los artículos 51, 52 y 53 por los siguientes, nuevos:

“Artículo 51.- A menos que sus estatutos establezcan lo contrario, la junta de accionistas de las sociedades anónimas cerradas deberá designar anualmente a una empresa de auditoría externa o a un inspector de cuentas para que examine la contabilidad, inventario, balance y otros estados financieros, debiendo informar por escrito a la próxima junta de accionistas sobre el cumplimiento de su mandato

Artículo 52.- La junta ordinaria de accionistas de las sociedades anónimas abiertas deberá designar anualmente a una empresa de auditoría externa para prestar los servicios de auditoría externa señalados en la ley N° 18.045 y con la obligación de informar por escrito a la próxima junta ordinaria de accionistas sobre el cumplimiento de su mandato.

Al menos uno de los socios principales de la empresa de auditoría externa que hubiere suscrito el informe de auditoría deberá, por sí o por medio de mandatario, concurrir a toda junta general de accionistas que tenga por objeto el examen de dicho informe. El socio principal o su mandatario deberán responder las consultas que se le formulen respecto de su informe, como asimismo respecto de las actividades, procedimientos, constataciones, recomendaciones y conclusiones que sean pertinentes. La Superintendencia podrá establecer, por norma de carácter general, reglas que permitan cumplir la obligación antedicha por medios de comunicación que garanticen la fidelidad y simultaneidad de sus opiniones. 

El informe de auditoría será incorporado en la memoria y se publicará en extracto junto con los estados financieros de acuerdo a lo previsto en el artículo 76 de esta Ley.

Adicionalmente, la empresa de auditoría externa elaborará un informe que quedará a disposición de los accionistas para su examen durante los 15 días anteriores a la fecha señalada para la junta de accionistas, en el que se referirá en forma detallada, a lo menos, a las siguientes materias:

1) Relación y descripción de las actividades de auditoría externa realizadas durante el ejercicio;

2) Indicación de haber cumplido los requisitos de independencia de juicio establecidos en la ley N° 18.045 en su caso;

3) Observaciones relativas al control interno de la sociedad auditada, a la preparación de sus estados financieros de acuerdo a los principios contables y a las normas de auditoría generalmente aceptadas, y al cumplimiento de las normas de carácter general e instrucciones dictadas por la Superintendencia referidas a los estados financieros; y

4) Cuenta de los pagos recibidos por la empresa de auditoría externa, directa o indirectamente, de la sociedad auditada o del grupo empresarial al que pertenezca, distinguiendo aquéllos percibidos exclusivamente por el servicio de auditoría externa.

Artículo 53.- El directorio de la sociedad anónima abierta deberá establecer las normas internas necesarias para que la auditoría externa se desarrolle según lo señalado en la ley, incluyendo especialmente, los términos y condiciones en que se podrá contratar a la empresa de auditoría externa para la prestación de servicios distintos a la auditoría externa, y los procedimientos para solucionar eventuales casos de falta de independencia de juicio de aquella. En la junta de accionistas convocada para designar a la empresa de auditoría externa, y previo a su designación, el presidente deberá dar a conocer a la asamblea la política de contratación del auditor externo en servicios distintos a la auditoría externa o cualquier cambio efectuado a la misma durante el ejercicio anterior.”.”;


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para reemplazar, en el artículo 51 que propone, las palabras “lo contrario” por la expresión “la designación de uno o varios inspectores de cuentas”.


- Fue aprobada, así como el artículo 51, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.

- El artículo 52 fue aprobado por tres votos a favor y una abstención, con enmiendas de redacción encaminadas al perfeccionamiento de la norma. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señores Boeninger, Ominami y Orpis. El Honorable Senador señor García se abstuvo. Fundó su abstención en la circunstancia de ser partidario de eliminar la frase final, que obliga a la empresa de auditoría informar por escrito, ya que según expusieron los auditores al ser recibidos en audiencia por la Comisión, no existe símil en el derecho comparado y no tendría valor alguno.


- El artículo 53 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis, con algunas enmiendas meramente formales.
- - -


Los representantes del Ejecutivo manifestaron que el tema de los activos esenciales se había flexibilizado, puesto que inicialmente se pedía que se presentara un listado de activos esenciales, y la enajenación de ellos debía ser aprobada en junta extraordinaria de accionistas, con quórum de 2/3. Posteriormente se resolvió solicitar la presentación de un listado de activos esenciales, para transparencia de los inversionistas.


Aseguraron que la idea en los activos esenciales es comunicar a los potenciales inversionistas acerca de la naturaleza y de los riesgos que tiene una determinada empresa. Dado que en el mundo las ventas de estos activos son cada vez más frecuentes se consideró preferible agilizar el proceso, pero que sea comunicada al mercado la operación.


El Honorable Senador señor Orpis estimó que, dada la finalidad de transparencia de la comunicación al mercado, parecía innecesario que fuera materia de junta extraordinaria. Señaló que tenía otras observaciones, de fondo, respecto del tema de los activos esenciales, las que plantearía en el curso de la discusión del proyecto.


El Honorable Senador señor Ominami opinó que por la vía de un establecimiento arbitrario de lo que se deba entender por esencial o no esencial podría haber transferencias de valor importantes, lo que justifica un mecanismo especial, no obstante lo cual ello no haría necesario tampoco, a su juicio, que se hiciera en junta extraordinaria.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para incorporar en el artículo 56, que se refiere a las materias de junta ordinaria, el siguiente número 4), nuevo, sustituyéndose la coma (,) y la conjunción “y” del número 3) por un punto y coma (;), y pasando el actual número 4) a ser número 5):

“4) La designación de los activos esenciales de la sociedad y sus filiales, así como la desafectación de cualquier activo esencial de su calidad de tal. La lista de los activos designados deberá estar a disposición de los accionistas y, en el caso de las sociedades anónimas abiertas, del público en general, y”.


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Ominami, Orpis y Sabag.

- - -

Número 11) que pasa a ser número 14)

Reemplaza el número 4), del artículo 57, que enumera las materias de junta extraordinaria, por el siguiente:


“4) La designación de los activos esenciales de la sociedad y sus filiales y el tratamiento que deberá seguirse respecto de la disposición de aquellos, así como las enajenaciones a que se refiere el número 9 del artículo 67 de esta ley”.

S.E. el Presidente de la República formuló indicación para reemplazar el número 4) propuesto en el numeral 11, por el siguiente

“4) Las enajenaciones a que se refiere el número 9 del artículo 67 de esta ley;”.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que el objetivo de la indicación es que no sea necesario celebrar ante notario la junta en que se apruebe la lista de activos esenciales.


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Ominami, Orpis y Sabag.

Número 12) que pasa a ser número 15)


Modifica el artículo 67, que regula los acuerdos de la junta extraordinaria que impliquen reforma de los estatutos o el saneamiento de la nulidad de modificaciones de ellos causadas por vicios formales, de la siguiente forma:

a) Agrega en el número 9), a continuación de la frase “de su activo”, la frase “o el de cualquiera de sus filiales, o uno o más activos esenciales” y reemplácese la frase “incluya o no su pasivo” por “incluyan o no sus pasivos”.

b) Reemplaza el número 11,) por el siguiente: 

“11) El otorgamiento de garantías reales o personales para caucionar obligaciones de terceros que excedan el 50% del total del activo de la sociedad o de cualquiera de sus filiales, o el otorgamiento de cauciones reales sobre un activo esencial para garantizar obligaciones de terceros. En caso del otorgamiento de dichas garantías para caucionar obligaciones de filiales, la aprobación del directorio será suficiente;”

c) Intercala el siguiente número 13), nuevo, pasando los actuales números 13) y 14) a ser 14) y 15):

“13) La designación de los activos esenciales de la sociedad y sus filiales y el tratamiento que deberá seguirse respecto de la disposición de aquellos, así como la desafectación de uno o más activos esenciales de su calidad de tal. La lista de los activos designados deberá estar a disposición de los accionistas y, en el caso de las sociedades anónimas abiertas, del público en general;” 


d) Agrega en el inciso final, después de la palabra “modificación” la expresión “, prórroga”.

S.E. el Presidente de la República formuló indicación para sustituir el número 12), por el siguiente:

“12) Modifícase el artículo 67 de la siguiente forma:

a) Reemplázase en el número 9), la palabra “se” a continuación de la frase “Para estos efectos”, por la frase “, los activos de una sociedad filial serán considerados como parte del activo de la sociedad matriz. Se”.

b) Agrégase en el inciso final, después de la palabra “modificación”, el vocablo “prórroga”.”.


Los personeros del Ejecutivo señalaron que el objetivo de la indicación es eliminar el requisito de quórum de 2/3 en junta de accionistas para vender o dar en garantía activos esenciales.


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Ominami, Orpis y Sabag.

Número 13) que pasa a ser número 16)


Modifica el artículo 69, que regula la aprobación por la junta de accionistas de alguna de las materias que se indican, de la siguiente forma:

a) Reemplaza el número 3) por el siguiente:

“3) Las enajenaciones a que se refiere el N° 9) del artículo 67;”.


b) En el numeral 5), agrega después de la palabra “aumento”, la expresión “, prórroga”.

- Este numeral se aprobó, como consecuencia de las decisiones previas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Ominami, Orpis y Sabag.

Número 14) que pasa a ser número 17)

Modifica el artículo 89, que se refiere a las operaciones entre personas relacionadas en las sociedades anónimas abiertas, de la siguiente forma:

a) Elimina en el inciso primero, la frase “y las que efectúe una sociedad anónima abierta, ya sea directamente o a través de otras entidades pertenecientes a su grupo empresarial, con sus personas relacionadas, definidas en la Ley Nº 18.045,”.

b) Reemplaza el segundo inciso, por el siguiente, nuevo: 


“Sólo se aplicará lo dispuesto en este artículo, cuando la matriz o la coligante, en su caso, fuere una sociedad anónima cerrada.”.

Los personeros del Ejecutivo señalaron que el sentido de la disposición es circunscribir el artículo 89 a las operaciones relacionadas entre matrices y filiales tratándose de sociedades anónimas cerradas, porque el tratamiento de las operaciones con parte relacionada en sociedades anónimas abiertas viene en un título especial, a continuación. Precisaron que se trata de un tema formal, de ordenamiento.


El Honorable Senador señor Orpis hizo presente que, atendida la explicación anterior, si se restringe la materia, debiera eliminarse el inciso segundo.


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que alude al caso de una sociedad anónima cerrada cuya matriz o coligante es también una sociedad anónima cerrada. Cuando ambas puntas de la operación son cerradas, se aplica esta norma y cuando hay una abierta se aplica el tratamiento especial del Título XVI.


El Honorable Senador señor García concordó con el planteamiento del Honorable Senador señor Orpis.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para reemplazar el número 14) por un numeral que sustituye el artículo 89, por el siguiente:


“...) Reemplázase el artículo 89, por el siguiente:


“Artículo 89.- Cuando la matriz o la coligante, en su caso, fuere una sociedad anónima cerrada, las operaciones entre sociedades coligadas, entre la matriz y sus filiales o las de estas últimas entre sí, o con las coligadas, deberán observar condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado. Los administradores de una y otras serán responsables de las pérdidas o perjuicios que pudieren causar a la sociedad que administren por operaciones hechas con infracción a este artículo.”;”.


- Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis, con una enmienda meramente formal.

Número 15) que pasa a ser número 18)

Intercala, a continuación del artículo 137, el siguiente artículo 137 bis:


“Artículo 137 bis.- La Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, los medios alternativos a través de los cuales las sociedades fiscalizadas podrán enviar o poner a disposición de sus accionistas los documentos, información y comunicaciones que establece esta ley.”.

- La Comisión aprobó el número 15 por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami, Orpis y Sabag.

Número 16) que pasa a ser número 19)

Intercala el siguiente Título XVI, nuevo, pasando el actual Título XVI a ser XVII:

“Título XVI

De las Operaciones con Partes Relacionadas en las Sociedades Anónimas Abiertas y sus Filiales

Artículo 146.- Los actos jurídicos que se indican a continuación constituyen operaciones con una parte relacionada de una sociedad anónima abierta:

1) Aquellos con personas relacionadas, excepto operaciones entre personas en las cuales la sociedad anónima abierta posea, directa o indirectamente, al menos un 95% de la propiedad. 

2) Aquellos en los que la contraparte eligió a uno o más directores de la sociedad, y que no hayan sido exceptuados por aplicación del número 1) anterior. Para este efecto se entenderá que un director ha sido elegido por una persona si al sustraer de los votos de ésta y sus personas relacionadas, no hubiese resultado electo;

3) Aquellos en los que la contraparte es una persona respecto de la cual un director, gerente, ejecutivo principal o liquidador de la sociedad, o sus respectivos cónyuges o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad inclusive, es su controlador o su director, ejecutivo principal, administrador o liquidador; y

4) Los demás que se establezcan en los estatutos de la sociedad.

Artículo 147.- Se someterá al procedimiento establecido en este artículo toda operación con partes relacionadas cuyo monto supere el equivalente al 1% del patrimonio social, siempre que exceda el equivalente a 2.000 unidades de fomento y, en todo caso, cuando sea superior a 20.000 unidades de fomento. Para estos efectos, se presume que constituyen una sola operación todas las que se perfeccionen por medio de uno o más actos en los que exista identidad de partes y objeto, en un periodo de 12 meses consecutivos.

No obstante, quedarán excluidas aquellas operaciones que, conforme a políticas generales de habitualidad determinadas por el directorio de la sociedad, sean ordinarias en consideración a su objeto. En este último caso, el acuerdo que establezca dichas políticas o su modificación será informado como hecho esencial y en cada junta ordinaria de accionistas.

Una sociedad anónima abierta sólo podrá celebrar una operación con partes relacionadas cumpliendo con los requisitos y procedimientos que se señalan a continuación:

1) La operación deberá contribuir siempre al mejor interés social, y ajustarse al precio, términos y condiciones que prevalecen en el mercado al tiempo de su aprobación; 

2) El director, gerente, ejecutivo principal o liquidador que tenga conocimiento de negociaciones conducentes a la realización de una operación con partes relacionadas de las que se refiere el artículo 146, deberá informar de ello al presidente del directorio dentro de los tres días siguientes. El que incumpla esta obligación será solidariamente responsable de los perjuicios que la operación ocasionare a la sociedad;

3) Antes de que la sociedad otorgue su consentimiento a una operación con parte relacionada, ésta deberá ser aprobada por el directorio, con exclusión de los directores o liquidadores involucrados, así como de aquellos que dentro del plazo de 180 días anteriores a la fecha de la aprobación hubieran estado afectos a la misma relación, debiendo dejarse constancia en el acta de las razones de su exclusión. La aprobación de la operación deberá ser acordada por la mayoría absoluta de los directores no inhabilitados para tomar el acuerdo. En el acta deberá dejarse constancia de los fundamentos de la decisión y las razones por las cuales se excluyeron los directores. 

Los acuerdos adoptados por el directorio para aprobar una operación con una parte relacionada serán dados a conocer en la próxima junta de accionistas, debiendo hacerse mención de los directores que la aprobaron. De esta materia se hará indicación expresa en la citación a la correspondiente junta de accionistas. 

4) En caso que la mayoría absoluta de los directores se encontraran inhabilitados para resolver la operación, ésta sólo podrá llevarse a cabo si es aprobada en junta extraordinaria de accionistas con el acuerdo de los dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto. Para estos efectos, el directorio deberá convocar a junta extraordinaria de accionistas y designar dos evaluadores independientes para mejor resolver en la junta.

La elección de al menos uno de los evaluadores independientes recaerá en el Comité de Directores de la sociedad. Si la sociedad no contare con dicho comité, esta elección deberá ser realizada por el directorio de la sociedad sin la participación de los directores involucrados.

En los informes, los evaluadores deberán pronunciarse acerca de las condiciones de la operación. Dichos informes serán puestos a disposición de los accionistas y del directorio al día siguiente de recibidos por la sociedad, en la forma que determine la Superintendencia, por un plazo mínimo de 15 días hábiles contado desde la fecha en que se recibió el último de esos informes, debiendo comunicar la sociedad tal situación a los accionistas mediante hecho esencial.

Asimismo, cada director de la sociedad deberá pronunciarse, en un plazo no mayor a 5 días hábiles contado desde la fecha en que se recibió el último de los informes de los evaluadores, acerca de la conveniencia de la operación. Las opiniones de los directores deberán ser puestas a disposición de los accionistas al día siguiente de recibidos por la sociedad, y dicha situación deberá ser informada por la sociedad mediante hecho esencial. Las opiniones de los directores deberán referirse a la conveniencia de la operación, a los informes de los peritos y deberán explicitar la relación que tuvieran con la contraparte de la operación.

La infracción a este artículo no afectará la validez de la operación y sin perjuicio de las sanciones que correspondan, otorgará a la sociedad o los accionistas, el derecho de pedir reembolso a la sociedad de una suma equivalente a los beneficios que la operación hubiera reportado a la contraparte relacionada, además de la indemnización de los daños correspondientes. En este caso, corresponderá a la parte demandada probar que la operación se ajustó a lo señalado en este artículo.

Artículo 148.- Ningún accionista de una sociedad anónima abierta, ni sus personas relacionadas, podrán utilizar indebidamente para sí las oportunidades comerciales de la sociedad.

Para efectos de este artículo, se entenderá por oportunidad comercial toda oferta dirigida a la sociedad para desarrollar una actividad lucrativa en el ámbito de sus negocios, que no fuere simultáneamente formulada a uno o más accionistas.

Las personas del inciso primero podrán utilizar para sí las oportunidades comerciales de la sociedad cuando el directorio de la sociedad anónima abierta la haya desechado previamente por acuerdo fundado adoptado con la abstención del director ligado al accionista o a su persona relacionada, o si hubiere transcurrido un año desde la adopción del acuerdo de postergar o aceptar la oportunidad comercial sin que ésta se hubiere llevado a cabo por la sociedad. Se presume de derecho que un director está vinculado a un accionista si, al sustraer de los votos con que fue elegido, los votos provenientes del accionista en cuestión y los de las personas relacionadas a éste, dicho director no hubiese resultado electo.

Los acuerdos para prescindir de oportunidades comerciales serán dados a conocer en la próxima junta de accionistas.

Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la infracción a este artículo no afectará la validez de la operación y dará derecho a la sociedad o a los accionistas a pedir el reembolso a la sociedad de una suma equivalente a los beneficios que la operación hubiere reportado al infractor y los demás perjuicios que se acrediten.

Artículo 149.- El controlador de una sociedad anónima abierta no podrá influir decisivamente en la administración de ésta si no es en el mejor interés de la sociedad o de todos los demás accionistas.

Artículo 150.- Las disposiciones de este título serán aplicables tanto a la sociedad anónima abierta como a todas sus filiales, sin importar la naturaleza jurídica de éstas.”.”.


S.E. el Presidente de la República planteó indicación para efectuar las siguientes enmiendas:

Artículo 146


- Reemplazar el numeral 1), por el siguiente:


“1) Aquellos con personas relacionadas;”


Los representantes del Ejecutivo explicaron que la indicación tiene por finalidad adecuar la redacción al nuevo orden de las excepciones, que pasaron a ubicarse en el inciso final del artículo 147.


- La Comisión la aprobó por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami, Orpis y Sabag.


- Eliminar, en el número 2), la expresión “, y que no hayan sido exceptuados por aplicación del número 1) anterior”.


- Fue aprobada por cuatro votos a favor y una abstención. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami y Sabag. El Honorable Senador señor Orpis se abstuvo, fundando su abstención en una diferencia en relación con la definición del director independiente, en atención a que a su juicio lo relevante no es sólo la votación, sino que habría otros factores que debieran considerarse.


Sobre este punto el señor Ministro de Hacienda recordó que el Ejecutivo ha accedido a que la junta de directores cumpla un papel fundamentalmente contralor y a que se amplíe el concepto de director independiente también al que reciba dos tercios de su votación de parte de los minoritarios. Destacó que el concepto de director independiente es fundamental en el tema de los gobiernos corporativos.


Los representantes del Ejecutivo precisaron que en la disposición se alude al concepto de director relacionado comercialmente con la compañía, esto es, circunstancialmente relacionado con la contraparte de la operación.

Artículo 147

- Eliminar los incisos primero y segundo 

- En el número 2), reemplazar la expresión “que tenga conocimiento de” por “que participe en” 

- Reemplazar el primer inciso del número 3) por el siguiente:

“3) Antes que la sociedad otorgue su consentimiento a una operación con parte relacionada, ésta deberá ser aprobada por la mayoría absoluta de los miembros del directorio, con exclusión de los directores o liquidadores involucrados, así como de aquellos que dentro del plazo de 180 días anteriores a la fecha de la aprobación hubieran estado afectos a la misma relación, debiendo dejarse constancia en el acta de los fundamentos de la decisión y las razones por las cuales se excluyeron los directores.”.

- Reemplazar los incisos primero y segundo del número 4) por los siguientes:

“4) En caso que la mayoría absoluta de los miembros del directorio deba abstenerse en la votación destinada a resolver la operación, ésta sólo podrá llevarse a cabo si es aprobada por la unanimidad de los miembros del directorio o, en su defecto, si es aprobada en junta extraordinaria de accionistas con el acuerdo de los dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto. 

Si se convocase a junta extraordinaria de accionistas para aprobar la operación, el directorio designará al menos un evaluador independiente para mejor resolver en la junta. El comité de directores de la sociedad o, si la sociedad no contare con éste, el directorio excluidos los directores involucrados, podrán designar un segundo evaluador independiente en los casos en que no estuvieren de acuerdo con la elección del evaluador independiente que designó el directorio.”.

- Intercalar el siguiente inciso final, nuevo:

“No obstante, las siguientes operaciones quedarán excluidas de los números 2, 3 y 4 del procedimiento establecido en este artículo:

a) aquellas operaciones que no sean de monto relevante. Para estos efectos, se entiende que es de monto relevante todo acto o contrato que supere el 1% del patrimonio social, siempre que dicho acto o contrato exceda el equivalente a 2.000 unidades de fomento y, en todo caso, cuando sea superior a 20.000 unidades de fomento.  Se presume que constituyen una sola operación todas las que se perfeccionen en un periodo de 12 meses consecutivos por medio de uno o más actos en los que exista identidad de partes y objeto.

b) aquellas operaciones que, conforme a políticas generales de habitualidad determinadas por el directorio de la sociedad, sean ordinarias en consideración a su objeto. En este último caso, el acuerdo que establezca dichas políticas o su modificación será informado como hecho esencial y en cada junta ordinaria de accionistas, sin perjuicio de informar las operaciones como hecho esencial cuando corresponda. 

c) aquellas operaciones entre personas jurídicas en las cuales la sociedad anónima abierta posea, directa o indirectamente, al menos un 95% de la propiedad.”.


- Las enmiendas propuestas en la indicación fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami, Orpis y Sabag, con algunos ajustes de redacción, con excepción de la referida a la letra c) del inciso final, nuevo, que se intercala, que fue aprobada por los Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami y Sabag, con el voto en contra del Honorable Senador señor Orpis.


El Honorable Senador señor Orpis fundó su voto en contra en la circunstancia de que se están exceptuando todas las operaciones de personas relacionadas. Ello podría perjudicar a los minoritarios.

Artículo 148


- Reemplazar, en el tercer inciso, la palabra “ligado”, por el vocablo “vinculado”.


Los personeros del Ejecutivo señalaron que la enmienda obedece a homogeneizar el vocabulario utilizado.


- La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami, Orpis y Sabag. 


El artículo 148, por su parte, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Foxley, Ominami y Sabag, y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señores García y Orpis, en atención a que manifestaron dudas respecto de los términos “utilizar indebidamente para sí las oportunidades comerciales de la sociedad” y acerca de la norma del inciso cuarto, que dispone que los acuerdos se darán a conocer en la próxima junta de accionistas.

Artículo 149


- Suprimir el artículo 149, pasando el artículo 150 a ser artículo 149.


- Fue aprobada por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami, Orpis y Sabag.


- El artículo 150, que pasó a ser 149, fue aprobado con idéntica unanimidad, con ajustes mínimos de redacción.

- - -


En virtud del acuerdo adoptado respecto del nuevo número 5) del artículo 1° del proyecto, que modifica el artículo 155 del D.L: N° 3.500, y según se explicó en su oportunidad, la Comisión, por unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis, acordó incorporar un artículo nuevo al proyecto en informe, que modifica el artículo 14 bis del decreto N° 1.019, de 1979, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 1.328, de 1976, sobre Administración de Fondos Mutuos.

El referido artículo 14 bis se refiere a las elecciones del directorio de las sociedades cuyas acciones hayan sido adquiridas con recursos de los fondos mutuos.


La norma propuesta por la Comisión es del siguiente tenor:

“Artículo 3° bis.- En el inciso cuarto del artículo 14 bis del decreto N° 1.019, de 1979, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 1.328, de 1976, sobre Administración de Fondos Mutuos, reemplázase la oración “al sustraer de su votación los votos provenientes de aquél o de sus personas relacionadas, no hubiese resultado electo” por la siguiente: “más de la mitad de los votos recibidos provengan de aquél o de sus personas relacionadas”.

- - -

Título II

Normas Aplicables a las Empresa Públicas

Párrafo 1°

Del Consejo Superior de Empresas Públicas

- - -


El Honorable Senador señor Orpis formuló indicación para insertar un nuevo Párrafo 1º en el Título II, con el siguiente texto:

“Párrafo 1º.

Normas generales

Artículo 4°.- Las empresas del Estado creadas por ley, incluidas aquellas cuya legislación exige que sean mencionadas expresamente, así las sociedades anónimas, colectivas, contractuales mineras o de responsabilidad limitada que sean controladas por el Estado, de acuerdo a lo definido en la Ley Nº18.045, deberán sujetarse a las normas señaladas en este párrafo, con las solas excepciones que se establecen expresamente en el artículo 7º.

Artículo 5º.- Los directorios de las empresas señaladas en el artículo 4º deberán tener un mínimo de cinco y un máximo de 9 directores, de acuerdo a la escala siguiente:

a) Las empresas cuyo patrimonio al 31 de diciembre del año anterior no supere el equivalente a 1.000.000 unidades de fomento deberán tener cinco directores.

b) Las empresas cuyo patrimonio al 31 de diciembre del año anterior no supere el equivalente a 2.000.000 unidades de fomento deberán tener siete directores.

c) Las empresas cuyo patrimonio al 31 de diciembre del año anterior supere el equivalente a 2.000.000 unidades de fomento deberán tener nueve directores.

Artículo 6º.- La designación de los directores de las empresas a que se refiere el artículo 4º deberá efectuarse conforme al siguiente procedimiento:

a) Los directorios deberán renovarse a lo menos cada tres años, pudiendo ser reelegidos en sus cargos.

El Presidente de la República deberá designar con acuerdo del Senado dos, tres o cuatro directores, según si se trata de las empresas señaladas en la letra a), b) o c) del artículo anterior, respectivamente.  El Senado deberá aprobar o rechazar estas designaciones en una votación única. En el caso de las sociedades anónimas controladas por el Estado, el Presidente de la República deberá seguir el procedimiento anterior para aprobar los candidatos que se presentarán a la respectiva junta de accionistas.

c) Los demás directores serán designados por el Presidente de la República, mediante decreto expedido por el Ministro de Hacienda.

Artículo 6º.- Las empresas señalas en el artículo 4º se regirán por las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, conforme a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 2º de la Ley de Sociedades Anónimas.

Las empresas y sociedades deberán cumplir con la obligación de inscribirse en el registro de Valores dentro de los 90 días siguientes a la fecha en que se encuentren en los casos señalados en el artículo 4º.

Artículo 7º.- Las normas del artículo 4º se aplicarán a las referidas sociedades con las siguientes modificaciones:

a) Las empresas del Estado señaladas en el artículo 4º que dependen o se relacionan con el Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional, las operaciones que por su naturaleza requieran reserva, deberán llevarse en contabilidad aparte, la que deberá cumplir con las exigencias que determine la Contraloría mediante resolución. Esta contabilidad será reservada, quedando sometida a la fiscalización directa del Contralor o de quien este designe específicamente para este cometido.

b) Las empresas señaladas en el artículo 4º podrán administrar programas sociales, pero en tal caso deberán hacerlo en contabilidad separada e indicar si esos programas se financian con fondos aportados por el Estado o provenientes de los recursos propios de la empresa. El Presidente de la República deberá, dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la ley, establecer las normas contables a las que deberán sujetarse estos centros de costos, conforme a la Ley de Administración Financiera.

c) Para la aplicación de las normas referidas a operaciones con partes relacionadas contenidas en el Título XVI de la Ley 18.046, respecto de las sociedades que no sean anónimas, el Presidente de la República deberá determinar mediante decreto expedido a través de Ministerio de Hacienda las normas a las que deberán sujetarse las operaciones que, por su habitualidad, deban acogerse a la excepción establecida en el inciso segundo del artículo 147 de la citada ley.”


El Honorable Senador señor Orpis, quien formuló el cuerpo de indicaciones a la iniciativa, las explicó señalando que ellas se sustentan en los siguientes fundamentos:


- Que las normas esenciales aplicables, para efectos de transparencia, sean la Ley de Sociedades Anónimas y la Ley de Valores, y a que se establezcan taxativamente las excepciones dentro de los propios cuerpos legales, y también en términos generales.


- En cuanto a los directorios, que no sea el SEP el que termine eligiendo, sino que en cada uno de los directorios de las empresas públicas sea el Senado, a proposición del Presidente de la República el que nombre.


Sostuvo que, en lo referente a las empresas privadas, la lógica que ha inspirado el proyecto es la de fortalecer el carácter de independiente de los minoritarios. Por tanto, arguyó, la idea es que respecto de las empresa públicas las normas sean similares a las de las sociedades anónimas.


El Honorable Senador señor Boeninger manifestó su preocupación por entorpecer la actuación de las empresas públicas sobre la base de disposiciones rígidas. La idea es maximizar responsabilidad y no rigidizar.


- La indicación del Honorable Senador señor Orpis fue rechazada por tres votos contra uno. Se pronunciaron en contra de la indicación los Honorables Senadores señores Boeninger, García y Ominami. El Honorable Senador señor Orpis votó a favor de su indicación.

- - -

Artículo 4°


Es del siguiente tenor:

“Artículo 4°.- Créase el Consejo Superior de Empresas Públicas, en adelante “Consejo SEP”, como servicio público descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, y que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Hacienda.

Su objeto será representar al Estado, sus instituciones y empresas en las acciones y derechos que como accionista, socio o propietario le corresponde ejercer, en virtud de su normativa legal o estatutos, en las empresas del Estado creadas por ley, incluidas aquellas cuya legislación exige que sean mencionadas expresamente, y en las sociedades anónimas, colectivas, contractuales mineras o de responsabilidad limitada; como también en las demás materias relacionadas con dichas empresas y sociedades que se señalan expresamente en esta ley.

Con todo, la facultad de representación a que se refiere el inciso anterior no incluirá la de percibir excedentes, dividendos, utilidades, retiros de capital u otros beneficios económicos, como tampoco la de disponer de las acciones en que se divide el capital en las sociedades anónimas y/o derechos sociales en la propiedad de las sociedades de personas.

En el cumplimiento de su objeto el Consejo SEP velará por lograr una gestión eficiente y eficaz de las empresas y sociedades, orientada al cumplimiento de las finalidades previstas y a la creación de flujos que sustenten su operación, así como a la generación de excedentes o utilidades y al incremento de su valor económico. 

Las disposiciones de este título no se aplicarán al Banco del Estado de Chile, a Televisión Nacional de Chile y a aquellas empresas del Estado que dependen o se relacionan con el Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional, a menos que se las mencione expresamente y sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 29°, 31°, 32°, 34°, 36 y 3° transitorio de esta ley.”.


El Honorable Senador señor Ominami observó que era necesario definir una instancia donde pudiera haber una discusión respecto de una visión de más largo plazo, más estratégica, sobre las empresas públicas, lo que contribuiría, además, a despejar dudas en relación con el SEP, en el sentido de que aparezca sólo como guardián de los intereses financieros de corto plazo de las empresas.


El señor Ministro de Hacienda afirmó que la esencia del concepto del Ejecutivo acerca del SEP es que cumpla un doble filtro: controlar a los directorios de las empresas públicas para que trabajen para el conjunto de los propietarios, y controlar al propio Ministerio de Hacienda, para que los objetivos de Hacienda no conspiren contra la maximización de valores de la compañía, esto es, que el objetivo de “caja” no conspire contra el interés de patrimonio nacional.


El Honorable Senador señor Foxley llamó la atención hacia el hecho de que lo que hay que generar es la instancia de discusión respecto del valor “país”.


El Honorable Senador señor Orpis puso de relieve la necesidad de consagrar normas respecto de la responsabilidad de los ministros.


El Honorable Senador señor Foxley opinó que la presencia de ministros en los directorios lleva a politizar los aciertos o errores de gestión, en circunstancias de que debiera buscarse la profesionalización de la gestión, que los directorios maximicen el valor de la empresa, que tomen buenas decisiones y operen, en el ámbito de la gestión, con el mismo estándar de las empresas privadas. La responsabilidad política está radicada en el consejo del SEP, porque ahí hay representantes de los ministros. Si allí no se cumple con ciertas normas o estándares o hay problemas de carácter político, quien responde es el ministro que haya nombrado ese director, y si es el consejo en su conjunto, será el consejo de gabinete quien tenga que asumir la responsabilidad política.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para intercalar el siguiente inciso quinto, nuevo, pasando el actual inciso quinto a ser sexto:


“Corresponderá también al Consejo SEP, con participación de los Ministerios a través de los cuales las empresas y sociedades a que se refiere el inciso segundo se relacionan o dependen del Ejecutivo, ser la instancia de análisis y discusión de los planes y orientaciones estratégicas de dichas empresas y sociedades asociadas al desarrollo de políticas públicas. En este análisis y discusión, el Consejo SEP podrá requerir la participación de los servicios públicos que estime conveniente. Ello sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores y en el inciso sexto del artículo 33 de la presente ley y de las responsabilidades que normalmente corresponden al ejercicio del cargo de Ministro de Estado respecto de sus funciones específicas.”.


- El artículo 4° y la indicación precedentemente descrita fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami y Orpis, con una enmienda de referencia concordante con la eliminación, que se acordó posteriormente, del inciso cuarto del artículo 33.


El Honorable Senador señor Orpis planteó indicación para sustituir el artículo 4º, que pasa a ser artículo 8º, por el siguiente:

“Artículo 8º.- Créase el Consejo Superior de Empresas Públicas, en adelante “Consejo SEP”, como servicio público descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, y que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Hacienda.

Su objeto será asesorar al Presidente de la República en el ejercicio de los derechos que corresponden al Estado, sus instituciones y empresas en las acciones y derechos que como accionista, socio o propietario le corresponde ejercer, en virtud de su normativa legal o estatutos, en las empresas del Estado creadas por ley, incluidas aquellas cuya legislación exige que sean mencionadas expresamente, y en las sociedades anónimas, colectivas, contractuales mineras o de responsabilidad limitada; como también en las demás materias relacionadas con dichas empresas y sociedades que se señalan expresamente en esta ley.

En el cumplimiento de su objeto el Consejo SEP velará porque se lleve a cabo una gestión eficiente y eficaz de las empresas y sociedades, orientada al cumplimiento de las finalidades previstas y a la creación de flujos que sustenten su operación, así como a la generación de excedentes o utilidades y al incremento de su valor económico.”.


- La indicación del Honorable Senador señor Orpis fue rechazada por tres votos contra uno. Se pronunciaron en contra de ella los Honorables Senadores señores Boeninger, García y Ominami. El autor de la indicación votó a favor de la misma.

Párrafo 2°

El Consejo

Artículo 5°


Es del siguiente tenor:

“Artículo 5°.- El Consejo es un órgano colegiado, integrado por:

a) Dos consejeros nombrado por el Presidente de la República, uno de los cuales tendrá la calidad de Presidente.

b) Un consejero nombrado por el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción.

c) Un consejero nombrado por el Ministro de Hacienda.

d) Un consejero nombrado por el Ministro de Minería.

e) Un consejero nombrado por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.

f) Un consejero nombrado por el Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción.

g) Dos consejeros independientes, elegidos de acuerdo a lo dispuesto en artículo 12° de este título

Para desempeñarse como consejero, se requerirá estar en posesión de un título profesional de una carrera de a lo menos 10 semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, y acreditar una experiencia profesional de a lo menos 5 años.

Los consejeros se encontrarán sujetos a las normas de probidad administrativa a que se refieren los artículos 52°, 53°, 57°, 58°, 59° y 62° del decreto con fuerza de ley N°1/19.653, que contiene la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de Administración del Estado. La función de consejero no será delegable.

El cargo de consejero será incompatible con la calidad de gerente o ejecutivo principal de las empresas o sociedades a las que se refiere el artículo 4° del presente título. En caso de que el consejero sea accionista de dichas entidades, deberá declararlo e inhabilitarse cuando se traten o resuelvan materias atingentes a ellas.

Además, el cargo de consejero será incompatible con el ejercicio de cargos o funciones unipersonales en los órganos de dirección en partidos políticos.”.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para efectuar las siguientes enmiendas en el artículo 5°:


- Sustituir el inciso primero, por el siguiente:

“Artículo 5°.- El Consejo es un órgano colegiado, integrado por:

a) Un consejero nombrado por el Ministro de Hacienda, el que tendrá la calidad de Presidente.

b) Un consejero nombrado por el Ministro de Defensa.

c) Un consejero nombrado por el Ministro de Minería.

d) Un consejero nombrado por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.

e) Un consejero nombrado por el Presidente del Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción.

f) Cuatro consejeros independientes, elegidos de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 12 de este título.”.


- Reemplazar el inciso cuarto, por el siguiente:

“El cargo de consejero será incompatible con la calidad de gerente o ejecutivo principal de las empresas o sociedades a las que se refiere el artículo 4° del presente título, incompatibilidad que se mantendrá hasta seis meses después de haber cesado en el cargo de consejero. En caso de que el consejero sea accionista de dichas entidades, deberá declararlo e inhabilitarse cuando se traten o resuelvan materias atingentes a ellas.”.


- Agregar los siguientes incisos sexto y final, nuevos:


“El Consejo podrá sesionar con la asistencia de, a lo menos, 6 de sus miembros. En ausencia del Presidente presidirá uno de los consejeros que no tenga la calidad de independiente.


Los acuerdos se tomarán por la mayoría absoluta de los miembros presentes y, en caso de empate, decidirá el voto de quien presida la sesión.”.


El Honorable Senador señor Orpis manifestó su preocupación por la forma de designación de los directores minoritarios en las empresas privadas y en las empresas públicas.


En el primer caso el tema en cuestión es la forma en que se expresa la confianza de los minoritarios en los directores que se supone que deben cautelar sus intereses para evitar abusos. En las normas que contiene el proyecto esa confianza se expresa por un sistema de votación. El Honorable Senador señor Orpis consideró que eso no es garantía suficiente porque esas personas pueden ser capturadas y prefiere que la persona no tenga dependencia respecto de los controladores.


En el segundo caso, nombramiento de los minoritarios en el SEP, el citado señor Senador estimó insuficiente que las personas sean propuestas por el Consejo del SEP y nombradas por el Presidente de la República, porque se tenderá a que sean personas de perfil académico, pero sin voluntad fiscalizadora activa. Señaló ser partidario de que el Senado participe en el nombramiento de los directores independientes del SEP.


El señor Ministro de Hacienda manifestó su desacuerdo con el hecho de que la definición del criterio de independencia lo haga el Senado. Recordó que antiguamente la Cámara de Diputados y el Senado tenían participación en el nombramiento de directores en las empresas públicas y aseveró  que no le parece adecuado que una Cámara política intervenga en temas de dineros públicos.


El Honorable Senador señor Ominami comunicó su disposición a tratar el tema, sin descartar de plano la posibilidad de intervención del Senado.


El Honorable Senador señor Boeninger planteó una solución intermedia, en que el Consejo de Alta Dirección Pública seleccione los nombres que luego serán refrendados por el Senado.


El Honorable Senador señor Orpis dejó constancia de que había recibido una comunicación por escrito de la señora Rossanna Costa, integrante del Consejo de Alta dirección Pública, en que ella manifiesta dudas respecto de la participación de esa entidad en el nombramiento de los directores independientes, argumentando que las funciones de dicha institución son otras.


El Honorable Senador señor García recordó que la Comisión había considerado, en algún momento de la discusión de la iniciativa en informe, la participación del Senado en el nombramiento de los directores independientes, aunque luego esa idea, que él está dispuesto a considerar nuevamente, se había descartado.


El Honorable Senador señor Orpis consideró conveniente incluir al Senado en la designación de los consejeros independientes, y los restantes miembros de la Comisión, recordando que ese era el espíritu inicial de los acuerdos generales adoptados sobre la filosofía que debía inspirar las normas del proyecto en informe, que luego se había descartado por el riesgo de politización que ello podría implicar, estuvieron dispuestos a volver sobre dicha idea.


El señor Ministro de Hacienda sostuvo que, tratando de buscar una síntesis entre la necesidad de que los consejeros independientes del SEP tengan fuerza y que no se politice el nombramiento, no es partidario de que el Senado sancione los nombramientos. Estimó preferible una figura en que el Senado inicie el procedimiento, mediante un cuerpo especial de personas, ajenas a la Corporación, que proponga los nombres.


El Honorable Senador señor Orpis enfatizó que por la composición del Senado, más que operadores políticos se tiende a buscar consensos respecto de personas idóneas para los cargos. Puso de relieve que el proyecto efectúa una reforma importante en lo referente a las empresas privadas, pero que en materia de empresas públicas no se proponen modificaciones sustantivas, por cuanto el nombramiento de los directores no se resolvería en forma adecuada.


El Honorable Senador señor Ominami sostuvo que a su juicio no existen razones que hagan preferible la intervención de una comisión de personas externas al Senado, en lugar de la participación de la propia Corporación, en los nombramientos de los consejeros independientes. Puntualizó que estima que si se otorga al Senado participación en la materia, no está disponible para que delegue en otros esta facultad.


Después de un extenso intercambio de ideas acerca de la materia, los integrantes de la Comisión decidieron rechazar las normas relativas a la forma de designación de los consejeros independientes del Consejo Superior de Empresas Públicas y forzar de esta manera el debate y el arribo a una solución durante el trámite del segundo informe.


- En virtud de los argumentos expuestos precedentemente, la indicación del Ejecutivo anteriormente transcrita fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis, con una enmienda consistente en eliminar, en la letra f), la referencia a que los consejeros independientes serán elegidos de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 12. Con idéntica votación se tuvo por aprobado el artículo 5°. Lo anterior, para obligar a la discusión y resolución de la materia en el segundo informe de la Comisión.

Artículo 6°


Es del siguiente tenor:

“Artículo 6°.- El Presidente del Consejo SEP deberá desempeñarse con dedicación exclusiva y estará sujeto a las prohibiciones e incompatibilidades establecidas en el artículo 1° de la ley N°19.863, y le será aplicable lo dispuesto en el artículo 8° de dicha ley. Las remuneraciones del Presidente serán fijadas y modificadas conforme al procedimiento establecido en el artículo 9° del decreto ley N°1.953, de 1977. 

Corresponderá al Presidente cumplir y hacer cumplir las funciones, atribuciones, acuerdos e instrucciones del Consejo SEP, proponer a éste el programa anual de trabajo, ejercer las labores de supervigilancia y cumplimiento de funciones por parte de la Secretaría Técnica a que se refiere este título e intervenir en las demás materias que le correspondan conforme al presente título o que le señale el Consejo SEP.”.


El Honorable Senador señor Foxley hizo presente que, como contrapartida a la responsabilidad del cargo y a la obligación de dedicación exclusiva, el Presidente debe contar con un alto nivel profesional y debe ser remunerado adecuadamente.


S.E. el Presidente de la República planteó indicación para eliminar, en el inciso primero, la oración final que dice: “Las remuneraciones del Presidente serán fijadas y modificadas conforme al procedimiento establecido en el artículo 9° del decreto ley N° 1.953, de 1.977.”.


- La indicación precedente y el artículo en que recae fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami y Orpis, llevando la materia de las remuneraciones y la forma en que se fijan, al artículo 7°, según se consigna en su oportunidad.

Artículo 7°

Su inciso primero dispone que los integrantes del Consejo SEP, con excepción de su Presidente, percibirán una dieta en pesos equivalente a 17 unidades tributarias mensuales por cada sesión a que asistan, con un máximo de 34 unidades tributarias mensuales por mes calendario.

Su inciso segundo señala que adicionalmente, tendrán derecho a percibir remuneración por participación en Comités, cuyo monto total no podrá exceder mensualmente de un 50% de la dieta máxima a que se refiere el inciso anterior.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para sustituir el artículo 7°, por el siguiente:


“Artículo 7°.- Las remuneraciones de los consejeros, y de su Presidente, considerando en este último caso su dedicación exclusiva al cargo, serán fijadas por el Presidente de la República por un plazo no superior a tres años.


Con tal objeto, el Presidente de la República designará en su oportunidad, una comisión integrada por tres personas que hayan desempeñado el cargo de Ministro de Hacienda o de Director de Presupuestos, la cual formulará una propuesta de remuneraciones sobre la base de aquellas que para cargos similares se encuentren vigentes en los sectores público y privado. Ninguno de los integrantes de la comisión podrá encontrarse ejerciendo el cargo de consejero del Consejo SEP, ni de director en las empresas a que se refiere este título.”.


- Fue aprobada con los votos de los Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami y Orpis.

Artículo 8°


Es del siguiente tenor:

“Artículo 8°.- Son funciones del Consejo SEP, respecto de las empresas del Estado creadas por ley, incluidas aquellas cuya legislación orgánica exige que sean mencionadas expresamente, las que conforme a la ley N°18.046 correspondan, en lo compatible con su naturaleza y sus cuerpos legales, a los accionistas y a las juntas de accionistas y, en especial, las que se disponen en los artículos de dicha ley que se señalan a continuación:

a) Fijar las remuneraciones de los directores de las empresas y sus filiales por su participación en sesiones, comisiones o comités, conforme a lo señalado en los artículos 33 y 50 bis, ambos de la ley N°18.046. Dichas remuneraciones podrán incluir un componente asociado al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño. 

b) Designar auditores externos independientes, conforme a lo señalado en el artículo 52 de la ley N°18.046.

c) Nombrar a los directores conforme a lo dispuesto en el numeral 3) del artículo 56 de la ley N°18.046, con las excepciones de aquellos que, conforme a las leyes orgánicas de las respectivas empresas, lo sean en representación de los trabajadores, asociaciones gremiales o designados por el Presidente de la República. No obstante lo anterior, al directorio de las empresas y sociedades a que se refiere el artículo 4° de este título, el Consejo SEP podrá delegarle el nombramiento de los directores de sus sociedades filiales.

d) Designar 2 directores independientes, cuando corresponda, para desempeñar, entre otras, las funciones a que se refiere el artículo 50 bis de la ley N°18.046, de acuerdo al mecanismo de selección que establece el artículo 13 del presente título.

e) Nombrar directores suplentes, cuando el Consejo SEP lo estime necesario, los que reemplazarán a los titulares y se regirán por lo dispuesto en los estatutos de las empresas y en el inciso primero del artículo 32 de la ley N°18.046. Los suplentes de directores independientes serán nombrados de acuerdo al procedimiento señalado en el artículo 13 del presente título, salvo que el Consejo SEP designe como suplentes de dichos directores a aquellos que sean directores independientes suplentes de otras empresas.

f) Revocar total o parcialmente a los directores cuyo nombramiento le corresponde. Para la revocación de los directores independientes se requerirá el voto favorable de la mayoría del Consejo, debiendo contar en este caso  con informe favorable del Comité de Selección a que se refiere el artículo 13 de esta ley.

g) Aceptar la renuncia de los directores de su nombramiento.

h) Examinar la memoria, estados financieros, inventario, actas, libros, los informes de los auditores externos y los informes o propuestas del comité de directores, conforme a lo dispuesto en el artículo 54 de la ley N°18.046.

i) Examinar la situación de la sociedad, los informes de los inspectores de cuenta y auditores externos, y aprobar o rechazar la memoria, el balance, los estados y demostraciones financieras, conforme a lo señalado en los artículos 56, número 1) y 77, ambos de la ley N°18.046, y demás normas complementarias.

j) Tomar conocimiento o aprobar, según corresponda, de las operaciones con partes relacionadas, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 146 y 147, ambos de la ley N°18.046, así como conocer los informes de los evaluadores independientes a que se refiere dicha normativa.

Para efectos de la aplicación de las normas relativas a operaciones con partes relacionadas, no se considerarán partes relacionadas las empresas a que se refiere el presente artículo, las sociedades señaladas en el artículo 9º de este título y los órganos y servicios públicos, salvo aquellas sociedades en que exista participación privada en el capital social. 

Con todo, estas operaciones deberán contribuir siempre al mejor interés social, y ajustarse al precio, términos y condiciones que prevalecen en el mercado al tiempo de su ejecución, debiendo ser informadas al Consejo SEP aquellas operaciones que tengan el carácter de no habituales, de acuerdo con la política de divulgación de información que determine el directorio, o que sean significativas por su monto, en ambos casos según lo establecido en el artículo 147 de la ley 18.046, en la forma y oportunidad que el Consejo SEP determine.

k) Requerir de las empresas toda información suficiente, fidedigna y oportuna que sea necesaria para el fiel cumplimiento de las funciones del Consejo SEP, de acuerdo a lo señalado en el artículo 46 de la ley N°18.046.

l) Aprobar el presupuesto de gastos de funcionamiento del comité de directores a que se refiere el artículo 50 bis de la ley N°18.046.

m) Designar a los clasificadores privados de riesgo, cuando corresponda.

n) Aprobar la designación de los activos esenciales de la empresa y sus filiales, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 13) del artículo 67 de la ley N°18.046.

ñ) Fijar los procedimientos para la convocatoria a reunión a efectos de tratar las materias a que se refiere este artículo, así como cualquier otra materia de interés de la empresa. Dichos procedimientos deberán recoger, en lo que resulte pertinente y concordante con el objeto señalado en el artículo 4º de este título, las disposiciones de la ley 18.046 que regulan las juntas de accionistas.”.


S.E. el Presidente de la República planteó indicación para efectuar las siguientes modificaciones en el artículo 8°:


- Suprimir, en la letra c),  la expresión “asociaciones gremiales”, agregar a continuación de la palabra “nombramiento” la expresión “o elección” e incorporar a continuación de la palabra “filiales”, los vocablos “o coligadas”.


- Sustituir la letra n), por la siguiente:


“n) Aprobar la designación de los activos esenciales de la empresa y sus filiales.”. 


- El artículo 8° y la indicación precedente fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami y Orpis.

Artículo 9°


Establece que son funciones del Consejo SEP respecto de las sociedades anónimas y demás sociedades, cualquiera sea su naturaleza o forma asociativa, en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan participación en su capital, con excepción de las señaladas en el artículo anterior, las siguientes:

a) Representar por el sólo ministerio de la ley al Fisco, sus instituciones o empresas, en el ejercicio de las acciones o derechos que le correspondan a los accionistas o socios, en la administración de la sociedad, conforme a la ley de sociedades anónimas y al pacto social, debiendo designar al efecto representantes en las juntas de accionistas o en el órgano que haga sus veces, según corresponda.

b) Informar periódicamente a los propietarios de las acciones y derechos que representa sobre la gestión que le ha correspondido en las sociedades y demás información que estime procedente.


- El artículo 9° fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami y Orpis.
Artículo 10


Es del siguiente tenor:

“Artículo 10.-  Corresponderán, además, al Consejo SEP las siguientes funciones:

a) Entregar una cuenta anual de la gestión de las empresas públicas a la Comisión de Hacienda del Senado, correspondiente al ejercicio del año anterior, a más tardar dentro de la segunda quincena del mes de mayo de cada año.

b) Enviar a las comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial de Presupuestos copia de los balances anuales y estados financieros semestrales de las empresas del Estado, Televisión Nacional de Chile, el Banco del Estado de Chile, la Corporación del Cobre de Chile, de todas aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, realizados y auditados de acuerdo a las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas. Dichas copias serán remitidas dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros. 

c) Celebrar convenios de programación con todas las empresas o sociedades a que se refiere este título que reciban transferencias incluidas en la ley de presupuestos o se les haya otorgado la garantía del Estado a sus operaciones de endeudamiento, como requisito previo para su obtención, en los términos establecidos en el artículo 2° de la ley N° 19.847, y ejercer las funciones y atribuciones que dicha disposición legal le otorga al comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción. 

El incumplimiento de los Convenios de Programación, previa calificación del Consejo SEP, será causal de revocación del directorio de acuerdo a lo señalado en la letra f) del artículo 8° del presente título.

d) Analizar e informar de los planes desarrollo o de similar naturaleza dispuesto por las leyes de las empresas, de los planes de negocios, y de aquellos planes estratégicos que el Ministerio de Hacienda le solicite para el cumplimiento de sus propias funciones respecto de las empresas o sociedades a que se refiere el artículo 4° del presente título. 

e) Analizar e informar de los estudios y proyectos de inversión de las empresas y sociedades, que le requiera el Ministerio de Hacienda en conformidad con lo dispuesto en el artículo 34° de este título.

f) Asesorar a los Ministerios que lo requieran respecto de materias específicas sectoriales relacionadas con las empresas y sociedades a que se refiere el artículo 4° del presente título, conforme a lo que dispongan las respectivas leyes orgánicas.”.


S.E. el Presidente de la República presentó indicación para sustituir, en la letra a), la expresión “Comisión de Hacienda del Senado” por “Comisión Especial de Presupuestos a que se refiere el artículo 19 de la ley N° 18.918”.


- La indicación y el artículo 10 fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami y Orpis.

Artículo 11


Es del siguiente tenor:

“Artículo 11.- El Consejo SEP sólo podrá designar o proponer como director en las empresas o sociedades a las que le sea aplicable el presente título a las personas que a lo menos cumplan los siguientes requisitos:

a) No haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, ni haber sido declarado fallido o haber sido administrador o representante legal de personas fallidas condenadas por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta y demás establecidos en los artículos 203 y 204 de la Ley de Quiebras;

b) Estar en posesión de un título profesional de una carrera de a lo menos 10 semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o haber desempeñado, por un período no inferior a cinco años continuos o no, un cargo ejecutivo superior en empresas públicas o privadas, y

c) Poseer antecedentes comerciales y tributarios intachables.

A su vez, el Consejo SEP no podrá designar o proponer como directores en las empresas y sociedades a las que le sea aplicable el presente título a las siguientes personas:

a) Los concejales, los miembros de los consejos regionales y de los consejos de desarrollo comunal;

b) Las personas que desempeñen los cargos de presidente, vicepresidente, secretario general, o tesorero en las directivas centrales, regionales, provinciales, distritales o comunales de los partidos políticos, y de las organizaciones gremiales y sindicales salvo en los casos contemplados en la ley; 

c) Los candidatos a alcalde, concejal, o a parlamentario por la zona donde opera la empresa, desde la declaración de las candidaturas y hasta 6 meses después de la respectiva elección.

Se considerará como causal de inhabilidad de un director el que adquiera alguna de las calidades señaladas en el inciso precedente.”.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para efectuar las siguientes enmiendas en el artículo 11:


- Sustituir, en el inciso primero, la letra c) por la siguiente:


“c) Poseer antecedentes comerciales y tributarios intachables. Para efectos de esta letra, se entenderá que una persona posee antecedentes comerciales intachables cuando no registre protestos de documentos no aclarados en los últimos cinco años en número o cantidad considerable. Asimismo, se entenderá que una persona posee antecedentes tributarios intachables cuando se encuentre al día en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, de acuerdo  al certificado que emita al efecto la Tesorería General de la República dando cuenta de este hecho.”.


- Reemplazar, en el inciso segundo, la letra a) por la siguiente:


“a) Los concejales y los miembros de los consejos regionales;”.


- El artículo 11 y la indicación precedente fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami y Orpis, con algunas enmiendas menores de redacción.

Artículo 12


Es del siguiente tenor:

“Artículo 12.- Los dos consejeros independientes a que se refiere la letra g) del artículo 5°, serán designados por el Presidente de la República, previa selección hecha por el Consejo de la Alta Dirección Pública establecido en el Párrafo 2° del Título VI de la ley N°19.882. Los perfiles profesionales, de competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos serán definidos por el Consejo SEP, excluidos los dos consejeros independientes, y aprobados por el Consejo de Alta Dirección Pública. En todo caso, no podrán participar como candidatos en el proceso de selección quienes tengan la calidad de funcionarios públicos.

Para efectos de la selección, el Consejo de Alta Dirección Pública convocará a un proceso concursal público abierto, tras el cual entregará, en carácter reservado, el nombre de el o los dos candidatos seleccionados, según corresponda, al Presidente de la República, el que deberá nombrarlos o rechazarlos, caso en el cual deberá realizarse un nuevo concurso. Una misma persona no podrá ser incluida en más de una propuesta, en un proceso de selección. A este proceso le serán aplicables, en lo que fuere pertinente, las normas sobre selección de altos directivos públicos de primer nivel contenidas en la ley N°19.882.

Los consejeros independientes durarán 3 años en sus cargos, pudiendo renovarse su designación para un nuevo periodo, por una sola vez, mediante acuerdo del Consejo SEP.

Serán causales de cesación de los consejeros independientes las que se pasan a señalar:

a) Expiración del plazo por el que fue nombrado

b) Renuncia aceptada por el Presidente de la República

c) Incapacidad síquica o física para el desempeño de sus funciones

d) Sobreviniencia de alguna causal de inhabilidad, y

f) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero

Serán faltas graves las calificadas como tales por, a lo menos, los tres cuartos del total de consejeros, excluido el afectado.”.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para sustituir los incisos primero y segundo, por los siguientes:

“Artículo 12.- Los cuatro consejeros independientes a que se refiere la letra f) del artículo 5°, serán designados por el Presidente de la República, previa selección hecha por el Consejo de la Alta Dirección Pública establecido en el Párrafo 2° del Título VI de la ley N° 19.882. Los perfiles profesionales, de competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos serán definidos por el Consejo SEP, excluidos los cuatro consejeros independientes, y aprobados por el Consejo de Alta Dirección Pública. Los consejeros serán designados por el Presidente de la República de entre ternas propuestas por el Consejo de Alta Dirección Pública. Las ternas deberán ser presentadas de manera secuencial, pudiendo los candidatos que no fueron seleccionados de entre una de las ternas propuestas, ser postulados en la o las ternas siguientes. En todo caso, no podrán participar como candidatos en el proceso de selección quienes tengan la calidad de funcionarios públicos.

Para efectos de la selección, el Consejo de Alta Dirección Pública convocará a un proceso concursal público abierto, tras el cual entregará, al Presidente de la República, en carácter reservado, el nombre de los candidatos contenidos en las ternas propuestas. A este proceso le serán aplicables, en lo que fuere pertinente, las normas sobre selección de altos directivos públicos de primer nivel contenidas en la ley N° 19.882.”.


El señor Ministro de Hacienda explicó que la fórmula de designación está diseñada de manera exacta para que no se de colusión, porque las ternas son secuenciales y el que no es elegido puede ser repostulado, por lo que es imposible, sin un inmenso costo político, que sistemáticamente se privilegie un sector.


Como se consignó al dar cuenta de la discusión respecto del artículo 5°, después de un extenso intercambio de ideas acerca de la materia, los integrantes de la Comisión decidieron rechazar las normas relativas a la forma de designación de los consejeros independientes del Consejo Superior de Empresas Públicas y forzar de esta manera el debate y el arribo a una solución durante el trámite del segundo informe.


- En atención a las razones precedentemente expuestas, la indicación del Ejecutivo fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.


En seguida se aprobó, con enmiendas, el artículo 12, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis. Las enmiendas consisten en suprimir los incisos primero y segundo de dicho precepto y en explicitar, en el inciso tercero, que pasó a ser primero, que los “cuatro” consejeros independientes durarán tres años en sus cargos.

Artículo 13


Es del siguiente tenor:

“Artículo 13.- Los dos consejeros independientes señalados en la letra g) del artículo 5°, más otro de los consejeros, designado por el Consejo SEP en sesión especialmente citada para ese efecto, constituirán un Comité de Selección que tendrá la función de realizar el proceso de selección de dos directores integrantes del directorio de las empresas del Estado creadas por ley afectas a las normas de este título, que se contemplen con carácter de independientes, para efectos de la aplicación en su caso, del artículo 50 bis de la ley N°18.046, y para las demás funciones que le correspondan conforme a la citada ley u otras que le encomiende el directorio, entendiéndose que dichas empresas cumplen la exigencia patrimonial establecida en el artículo antes citado. 

En el caso de las sociedades anónimas con participación mayoritaria del Estado, regidas por las normas del presente título, en la proposición de directores que formule el Consejo SEP a la Junta de Accionistas para elección de directorio, incluirá uno o dos candidatos elegidos de la forma indicada en el inciso precedente, según fuere necesario para constituir en la respectiva sociedad anónima el comité a que se refiere el artículo 50 bis de la Ley N°18.046, si le fuere aplicable. Lo dispuesto en este inciso también se aplicará a la Empresa de Transporte de Pasajeros Metro S.A.

El Comité de Selección podrá requerir de la Dirección Nacional del Servicio Civil la asistencia técnica que, en materia de selección de directores, estime necesaria. Asimismo, el Comité podrá aplicar, en lo que fuere pertinente, los procedimientos de selección para altos directivos públicos del primer nivel de jerarquía establecidos en la ley N° 19.882 y las regulaciones establecidas para estos mismos efectos por el Consejo de la Alta Dirección Pública.

Para los efectos de la designación de los directores a que se refiere el presente artículo, el Comité de Selección entregará al Consejo SEP, en carácter de reservado, el nombre de el o los dos candidatos seleccionados, según corresponda designar a uno o dos de ellos, debiendo el Consejo SEP proponerlos o nombrarlos según corresponda, o rechazar total o parcialmente la proposición, casos en los que deberá realizarse un nuevo concurso. 

Las políticas, procedimientos y requisitos para desarrollar estos concursos se incluirán en el reglamento que dicte el Consejo SEP a que se refiere el artículo 16°.”.


S.E. el Presidente de la República planteó indicación para sustituir, en el inciso primero del artículo 13, la expresión “Los dos consejeros independientes” por “Dos de los consejeros independientes”, para reemplazar la referencia al literal “g” por otra al literal “f” y para agregar en el mismo inciso, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente: “Los dos consejeros independientes que constituirán el Comité de Selección serán seleccionados por el resto de los consejeros, no independientes, mediante el procedimiento que establezca el reglamento del Consejo SEP.”.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que la norma regula la forma de constituir el comité de selección, que a su vez nombrará a los directores independientes en cada una de las empresas. El segundo inciso alude al caso de sociedades como ZOFRi o La Nación donde hay importante porcentaje de participación privada, en que se hace una propuesta de directores independientes, para que la junta resuelva.


- La indicación y el artículo en que recae fueron aprobados por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Foxley, García y Ominami.

Artículo 14


En su inciso primero dispone que será inhábil para desempeñarse como consejero independiente a que se refiere la letra g) del artículo 5°, aquel que por sí, o su cónyuge, o sus parientes hasta el primer grado de consanguinidad, tengan control sobre la administración o participe de la propiedad de empresas o instituciones relacionadas con procesos de selección de personal, inscritas en el registro señalado en el artículo cuadragésimo séptimo de la ley N°19.882.

En el inciso segundo prescribe que cuando participen en el proceso de selección de directores independientes personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive de un consejero integrante del comité de Selección, éste deberá comunicarlo previamente al Consejo SEP e inhabilitarse de participar en dicho proceso.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para sustituir, en el inciso primero, la expresión “la letra g)” por “la letra f)”.


- La indicación y el artículo en que recae fueron  aprobados con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.

Artículo 15

Señala que para el cumplimiento de las funciones que le corresponden al Consejo SEP, las empresas y sociedades a que se refiere el artículo 4° de este título, estarán obligadas a proporcionar la información que requiera directamente dicho Consejo o a través de la Secretaría Técnica, la cual deberá ser utilizada en forma reservada, cuando le sea proporcionada en tal calidad.


Los integrantes de la Comisión concordaron en la conveniencia de establecer una norma sobre la responsabilidad en que incurren los directores y las sanciones a que se hacen acreedores en caso de mala utilización de la información.


El Honorable Senador señor Ominami destacó que la información se solicita a través del Consejo SEP, no la puede requerir un director independiente.


Los personeros del Ejecutivo señalaron que dentro de las funciones del Consejo SEP se establece la de información, porque la junta de accionistas tiene derecho a recibir información de la dirección de la empresa y que la norma complementa otras disposiciones de la ley, que explicitan el tipo de información que se entrega: financiera, contable, de gestión, de administración, etc.


Los miembros de la Comisión consideraron conveniente consagrar en forma expresa que la información se entrega a un ente colectivo, que es el Consejo SEP, y no a los directores en forma individual, y la responsabilidad en que se incurre y sanciones que se derivan en caso de manejo negligente de la información o infracción a la forma de utilización de la misma.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para agregar, al artículo 15, el siguiente inciso segundo:


“Conforme a lo dispuesto en el artículo 62 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el uso en beneficio propio o de terceros de la información reservada o privilegiada de que tengan conocimiento los consejeros por aplicación del inciso anterior, constituirá una contravención al principio de probidad establecido en dicha ley y, en consecuencia, quedarán afectos a las sanciones que correspondan de acuerdo a la ley.”.


- La indicación precedente y el artículo en que incide se aprobaron por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.

Artículo 16

Su primer inciso preceptúa que el Consejo SEP dictará un reglamento interno para su funcionamiento, el que incluirá, entre otras materias, aquellas referidas a las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo y Comités, al quórum para sesionar y adoptar acuerdos, a los procedimientos para decidir en caso de empate, a la subrogancia del Presidente del Consejo y, en general, a todas aquellas normas que permitan una gestión flexible, eficaz y eficiente, incluidas las de constitución y funcionamiento de comités o comisiones especiales, para el conocimiento de determinadas materias. 

Su segundo inciso dispone que de las deliberaciones y acuerdos del Consejo y de sus comisiones o comités, se dejará constancia en libros de actas conforme lo dispuesto en el artículo 48 de la ley N° 18.046.

S.E. el Presidente de la República presentó indicación para suprimir, en el inciso primero, a continuación de la locución “y Comités,”, la frase “al quórum para sesionar y adoptar acuerdos,”, y para agregar, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), la siguiente frase “en especial aquellas referidas a la constitución del Comité de Selección a que se refiere el artículo 13 de la presente ley.”.


- La indicación precedente y el artículo en que incide fueron aprobados por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Foxley, García y Ominami.

Párrafo 3°

De la Secretaría Técnica

Artículo 17


Es del siguiente tenor:

“Artículo 17.- El Consejo SEP contará en su estructura con una Secretaría Técnica.  Corresponderá a la Secretaría Técnica especialmente las siguientes funciones:

a) Realizar las tareas técnicas y administrativas que sean necesarias para el funcionamiento del Consejo.

b) Cumplir las instrucciones que imparta el Director Ejecutivo.

c) Efectuar análisis y elaborar informes para apoyar las decisiones del Consejo.

d) Centralizar y consolidar información relevante de las empresas a que se refiere este título.

e) Las demás que otras leyes o normas expresamente le confieran.”.


S.E. el Presidente de la República presentó indicación para sustituir su encabezamiento, por el siguiente:


“Artículo 17.- El Consejo SEP contará con una Secretaría Técnica a la que corresponderán las siguientes funciones:”.


- La indicación precedente y el artículo 17 fueron aprobados unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señores Foxley, García y Ominami.

Artículo 18


Es del tenor siguiente:

“Artículo 18.- Corresponderá a un Director Ejecutivo, quien tendrá la calidad de Jefe Superior de Servicio, la dirección de esta Secretaría y su personal. 

El Director Ejecutivo deberá especialmente:

a) Desempeñarse como Secretario Técnico del Consejo SEP.

b) Cumplir y hacer cumplir las instrucciones que le imparta el Consejo SEP y su Presidente y realizar los actos que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones.

c) Participar en el Consejo con derecho a voz.

d) Representar judicial y extrajudicialmente al Consejo.

e) Informar periódicamente al Consejo SEP de la marcha de la Secretaría y del cumplimiento de sus acuerdos e instrucciones.

f) Aprobar el anteproyecto de presupuestos de la Secretaría Técnica y someterlo a consideración de las autoridades pertinentes.

g) Aprobar anualmente el plan de trabajo de la Secretaría Técnica, así como la memoria y el balance integral del año anterior.

h) Conocer y resolver todo asunto que le encomiende el Consejo SEP o su Presidente, pudiendo al efecto ejecutar los actos y celebrar los contratos que sean necesarios o conducentes a la obtención de los objetivos del Consejo SEP, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.

Para desempeñar el cargo de Director Ejecutivo se requerirá estar en posesión de un título profesional de una carrera de, a lo menos, 10 semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, y acreditar una experiencia profesional no inferior a 5 años como director o ejecutivo superior de empresas.

El Director Ejecutivo será designado por el Consejo SEP y tendrá la calidad de alto directivo público de conformidad con las normas del Título VI y del artículo decimocuarto transitorio de la ley N°19.882. Para estos efectos, el Consejo de Alta Dirección Pública propondrá al Consejo SEP la nómina de candidatos referidas en el literal d) del artículo cuadragésimo segundo de dicha ley.”.


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que por ser el Director Ejecutivo un Jefe de Servicio, su proceso de selección se somete al de los restantes Jefes de Servicio y por ello interviene el Consejo de Alta Dirección Pública, lo que da un grado adicional de autonomía al SEP. Recordaron que los únicos Servicios Públicos que se reservaron como nombramiento directo del Presidente de la República son aquellos que se estima que están directamente en el diseño económico, como por ejemplo la Dirección de Presupuestos y el Servicio de Impuestos Internos.


El Honorable Senador señor Ominami consideró que el Director Ejecutivo de la Secretará Técnica también debiera excluirse, en atención a que cuenta con una orientación más política que el Servicio de Impuestos Internos.


El señor Ministro de Hacienda precisó que la Secretaría no define políticas, sino que fiscaliza.


- El artículo 18 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Foxley, García y Ominami, con excepción del inciso final, que se aprobó con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Foxley y García y con la abstención del Honorable Senador señor Ominami.

Artículo 19


Señala que el personal de la Secretaría Técnica se regirá por el Código del Trabajo y sus normas complementarias; y sus remuneraciones se fijarán y modificarán conforme al procedimiento establecido en el artículo 9° del decreto ley N° 1.953, de 1977.

- Se aprobó unánimemente, por los Honorables Senadores señores Foxley, García y Ominami.

Párrafo 4°

Del patrimonio del Consejo

Artículo 20


Prescribe que el patrimonio del Consejo estará formado por:

a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos.

b) Los recursos otorgados por leyes especiales.

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para agregar el siguiente inciso segundo:


“No obstante lo anterior, el Consejo no podrá recibir donaciones, aportes ni obtener financiamiento, total o parcial, directo o indirecto, para actividades, estudios u otros similares y, en general, el uso y goce de toda clase de bienes, por parte de las empresas a que se refiere el artículo 4° de esta ley.”.


- La indicación y el artículo 20 fueron aprobados por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Foxley, García y Ominami.

Párrafo 5º. 

De la adecuación de leyes orgánicas y de normas específicas, aplicables a Empresas Públicas

Artículo 21

El artículo 21 dispone que las empresas del Estado y las empresas o sociedades en las que el sector público o sus empresas tengan un aporte de capital superior al 50% del capital social, continuarán afectas, en lo pertinente, a las normas sobre compromiso del crédito público, anticipos y distribución de utilidades, régimen tributario específico, formulación y aprobación presupuestaria, evaluación e identificación de inversiones y, en especial, al artículo 44° del decreto ley N°1.263, de 1975, al artículo 11 de la ley N° 18.196, al artículo 24 de la ley N° 18.482 y al artículo 68 de la ley N° 18.591.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que el precepto deja establecido que continúan vigentes las normas que rigen en la actualidad a las empresas del Estado, entendiendo por tales aquellas en que el Estado tenga una participación igual o superior al 50% del capital social. Las más importantes normas en la materia son las que dicen relación con el compromiso de crédito público; retiro de utilidades; régimen tributario, etc. Hicieron notar que como el proyecto modifica las leyes orgánicas de esas empresas, podrían entenderse derogadas tácitamente esas normas, que deben quedar vigentes.


El Honorable Senador señor Ominami manifestó dudas respecto del alcance de la expresión “régimen tributario específico” en cuanto a CODELCO, porque él no es partidario de respaldar, aun cuando sea tangencialmente, el 10% de las ventas de CODELCO por esta vía.


Los representantes del Ejecutivo expresaron que la norma en debate no decía relación con el punto a que se refería el antedicho señor Senador.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para reemplazar el artículo 21, por el siguiente:

“Artículo 21.- Las empresas del Estado y las empresas o sociedades en las que el sector público o sus empresas tengan un aporte de capital superior al 50% del capital social, continuarán afectas a las disposiciones de sus leyes orgánicas o estatutos, según sea el caso, y a las normas complementarias que les fueren aplicables en lo relativo a utilidades, crédito público, presupuesto e inversiones y, en especial, a los artículos 29 y 44 del decreto ley N°1.263, de 1975, al artículo 11 de la ley N° 18.196, al artículo 68 de la ley N° 18.591 y al artículo 24 de la ley N° 18.482.”.


El Honorable Senador señor Orpis preguntó si en el proyecto se contempla alguna norma respecto del anticipo de utilidades. Recordó que en el caso de ENAMI se anticiparon utilidades que no existían, circunstancia que debilitó a una empresa pública. Sostuvo que si no se producen las utilidades el Fisco debiera devolver los montos que retiró anticipadamente por dicho concepto.


El señor Ministro de Hacienda señaló que en el presente proyecto no se alteran las reglas vigentes en la materia.


- La Comisión acordó dejar constancia de que este tema sería abordado en el segundo informe, por el interés que tienen sus integrantes en evitar que nuevamente una empresa enfrente una situación financiera compleja producto del retiro anticipado de utilidades que luego no existen. El acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.


- La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.

Artículo 22


Modifica el decreto ley N° 1.350, de 1976, que crea la Corporación Nacional del Cobre de Chile, en los siguientes términos:

1) Reemplaza el artículo 8° por el siguiente:

“El directorio estará compuesto por las siguientes personas:

a) Cinco directores designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;

b) Un director designado por el Presidente de la República, el cual deberá ser oficial general o superior, en servicio activo, de las Fuerzas Armadas o Carabineros de Chile;

c) Un representante de la Federación de Trabajadores del Cobre;

d) Un representante de los Supervisores del Cobre, y

e) Dos directores independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas.

Los directores indicados en las letras c) y d) deberán ser trabajadores de la empresa con una antigüedad en ella no inferior a 5 años y serán designados por el Presidente de la República, de una quina propuesta por las organizaciones respectivas.

Los directores durarán 3 años en sus cargos, podrán ser designados sólo por un nuevo período consecutivo y ser removidos por quien los designó o propuso su designación, conforme a las facultades respectivas.

El Directorio sólo podrá sesionar con la asistencia de al menos 7 de sus miembros y será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, el directorio designe de entre aquellos señalados en la letra a) anterior.

Los acuerdos se tomarán por la mayoría absoluta de los miembros presentes, y en caso de empate, decidirá el voto de quien presida la sesión. 

Los directores deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que los directores de origen laboral actúan en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tienen interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.

Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a Comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.

A los Directores, al Presidente Ejecutivo y a los Gerentes Generales se les aplicarán las incompatibilidades, inhabilidades, responsabilidades y prohibiciones que la ley Nº 18.046 establece para los directores y ejecutivos principales de las sociedades anónimas.

Lo dispuesto en el inciso precedente respecto de la inhabilidad para ser director dispuesta en el artículo 36 de la ley N°18.046, no regirá respecto del nombramiento o designación de Ministros de Estado como directores.”;

2) Suprime en el artículo 7°, la expresión “y a su Presidente Ejecutivo”;

3) Sustituye en el encabezamiento del artículo 9°, la expresión “conducción superior” por “administración”, y agrégase a su letra m), el siguiente párrafo final: “La Empresa estará afecta a lo dispuesto en el artículo 44 del decreto ley N°1.263, de 1975, rigiendo a su respecto el procedimiento de autorización señalado en el párrafo anteprecedente.”;

4) Reemplaza la letra b) de artículo 10°, por la siguiente: “b) Administrar la Empresa conforme a las directrices y decisiones adoptadas por el Directorio en uso de sus facultades;”;

5) Modifica el artículo 11°, como sigue:

a) Sustituye la expresión “por decreto supremo del Ministerio de Minería” por “a proposición del Consejo Superior de Empresas Públicas” y la expresión “a propuesta del directorio de la Empresa” por “a proposición del Consejo Superior de Empresas Públicas”.

b) Agrega el siguiente inciso: “La Empresa quedará sujeta a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.”;

6) Agrega a la letra b) del artículo 13°, el siguiente inciso final:

“En el presupuesto de inversiones se identificará el monto máximo que importe el arrastre de proyectos para anualidades siguientes, como también los parámetros de rentabilidad mínima de los proyectos que ejecute la Empresa con cargo a su presupuesto.”.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para sustituir el numeral 1), por el siguiente:

“1) Reemplázase el artículo 8°, por el siguiente:

“El directorio estará compuesto por las siguientes personas:

a) Cinco directores designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;

b) Un representante de la Federación de Trabajadores del Cobre;

c)  Un representante de los Supervisores del Cobre, y

d) Dos directores independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas.

Los directores indicados en las letras b) y c) deberán ser trabajadores de la empresa con una antigüedad en ella no inferior a 5 años y serán designados por el Presidente de la República, de una quina propuesta por las organizaciones respectivas.

Los directores durarán 3 años en sus cargos, podrán ser designados sólo por un nuevo período consecutivo y ser removidos por quien los designó, conforme a las facultades respectivas.

El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, el directorio designe de entre aquellos señalados en la letra a) anterior, y sólo podrá sesionar con la asistencia de al menos 6 de sus miembros.

Los acuerdos se tomarán por la mayoría absoluta de los miembros presentes, y en caso de empate, decidirá el voto de quien presida la sesión. 

Los directores deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que los directores de origen laboral actúan en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tienen interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.

Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a Comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.

A los Directores, al Gerente General y a los demás Gerentes se les aplicarán las incompatibilidades, inhabilidades, responsabilidades y prohibiciones que la ley Nº 18.046 establece para los directores y ejecutivos principales de las sociedades anónimas.

Lo dispuesto en el inciso precedente respecto de la inhabilidad para ser director dispuesta en el artículo 36 de la ley N° 18.046, no regirá respecto del nombramiento o designación de Ministros de Estado como directores.

En todas las demás disposiciones de esta ley y en otras normas legales que le sean aplicables a la Empresa, en que se haga referencia al Presidente Ejecutivo de la Corporación Nacional del Cobre de Chile o a sus Gerentes Generales, se entenderán hechas al Gerente General y a los Gerentes, según corresponda;”.


El Honorable Senador señor García hizo presente que no obstante la influencia del Presidente de la República en el nombramiento del Presidente Ejecutivo, éste debe sentirse obligado a responder al directorio.


- La indicación fue aprobada por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami y Orpis, salvo en lo que dice relación con el penúltimo inciso, que fue rechazado con idéntica unanimidad.


S.E. el Presidente de la República presentó indicación para reemplazar el numeral 3), por el siguiente:

“3) Sustitúyese en el encabezamiento del artículo 9°, la expresión “conducción superior” por “administración”, reemplázanse en la letra h) las palabras “Ministro de Minería” por “Consejo Superior de Empresas Públicas”, y agrégase a su letra m), el siguiente párrafo final: “La Empresa estará afecta a lo dispuesto en el artículo 44 del decreto ley N°1.263, de 1975, rigiendo a su respecto el procedimiento de autorización señalado en el párrafo anteprecedente.”;”.


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami y Orpis.


- Con idéntica unanimidad fueron aprobados los restantes numerales del artículo 22.

Artículo 23

Modifica el artículo 4° de la ley N°19.137 de 1992, que establece normas sobre pertenencias mineras de Codelco-Chile, que no forman parte de yacimientos en actual explotación, de la siguiente forma:

1) Sustituye la palabra “cinco” por “siete”;

2) Suprime la expresión “entre los cuales deberán, necesariamente, contarse los de los Ministros de Minería y de Hacienda” y la coma (,) que la antecede, y

3) Reemplaza la expresión “Ministerio de Minería” por “Ministerio de Hacienda, suscrito, además, por el Ministro de Minería”.


- El artículo 23 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami y Orpis.

Artículo 24


Es del siguiente tenor:

“Artículo 24.- Introdúcense al decreto con fuerza de ley N°153, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que crea la Empresa Nacional de Minería, las siguientes modificaciones:

1) Sustitúyese el artículo 11°, por el siguiente:

“Artículo 11°.- La empresa será administrada por un Directorio compuesto por 9 miembros, integrado de la siguiente forma:

a) Por cinco directores designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;

b) Por un director designado por la Sociedad Nacional de Minería;

c) Por un director designado por el Instituto de Ingenieros de Minas, y

d) Por dos directores independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas.

Los directores durarán tres años en sus funciones, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.

El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe de entre aquellos señalados en la letra a) anterior.

Los directores deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que los directores de origen gremial actúan en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tienen interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.

El Vicepresidente Ejecutivo concurrirá a las sesiones con derecho a voz.

Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a Comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”;

2) Derógase el artículo 12°;

3) Modifícase el artículo 17° en la siguiente forma:

a) Suprímese el párrafo segundo, de la letra j).

b) Sustitúyese la letra q) por la siguiente: “q) Designar y remover al Gerente General de la Empresa“.

c) Sustitúyese la letra s), por la siguiente: 

“s) El Directorio, para adoptar acuerdos que involucren el desarrollo de cualquier política que signifique el otorgamiento de subsidios al sector, deberá contar con autorización previa del Ministerio de Hacienda, la que será otorgada mediante oficio.”;

4) Modifícase el artículo 18°, de la siguiente forma:

a) Suprímense las letras j) y k).

b) Reemplázase en la letra ll), la coma (,) y la conjunción “y” que siguen a la palabra “hacerlo”, por un punto (.) y suprímese la letra m);

5) Suprímese el inciso final del artículo 19°;

6) Reemplázase el artículo 27°, por el siguiente: 

“Artículo 27°.- La Empresa quedará sujeta a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.“.”.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para efectuar las siguientes enmiendas en el artículo 24:


- Sustituir el numeral 1), por el siguiente:

“1) Sustitúyese el artículo 11°, por el siguiente:

“Artículo 11°.- La empresa será administrada por un Directorio integrado de la siguiente forma:

a) Por cinco directores designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;

b) Por dos directores independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;

c) Por un director representante de los trabajadores, el cual tendrá derecho a voz y a voto. Dicho director deberá ser trabajador de la empresa con una antigüedad en ella no inferior a 5 años y será designado por el Consejo Superior de Empresas Públicas, de una quina propuesta por las organizaciones sindicales. 

Los directores durarán tres años en sus funciones, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.

El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe de entre aquellos señalados en la letra a) anterior.

Los acuerdos se tomarán por la mayoría absoluta de los miembros presentes, y en caso de empate, decidirá el voto de quien presida la sesión.

Los directores deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que el director de origen laboral actúa en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tiene interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.

El Gerente General concurrirá a las sesiones con derecho a voz.

Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a Comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”;”.


- Reemplazar el numeral 5), por el siguiente:


“5) Modifícase el artículo 19 como sigue:


a) Reemplázase el inciso tercero, por el siguiente:


“En todas las disposiciones de esta ley y otros cuerpos legales que le sean aplicables a la Empresa Nacional de Minería, en que se haga referencia al Vicepresidente Ejecutivo, se entenderán hechas al Gerente General.”.


b) Suprímese el inciso final del artículo 19°.”;”.


El Honorable Senador señor García hizo notar que el número de directores será par, puesto que los directores son ocho en total, y preguntó por la incidencia que ello tendría en las votaciones. Los personeros del Ejecutivo recordaron que en materia de sociedades anónimas la regla general es que dirime quien preside.


- La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami y Orpis.


- Con idéntica unanimidad fueron aprobados los restantes numerales del artículo 24.

Artículo 25


Es del siguiente tenor:

“Artículo 25.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N°1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo:

1) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 2°, la expresión “Consejo de dicha Corporación” por “Consejo Superior de Empresas Públicas”;

2) Sustitúyese el artículo 3°, por el siguiente:

“Artículo 3°.- La Empresa será administrada por un Directorio compuesto por los siguientes miembros:

a) Cinco Directores designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;

b) Un Director designado por el Instituto de Ingenieros de Minas; 

c) Un Director designado por la Sociedad de Fomento Fabril;

d) Dos Directores independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas.

El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe de entre aquellos señalados en la letra a), anterior.

Los directores deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que los directores de origen gremial actúan en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tienen interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.

Los Directores durarán 3 años en sus cargos, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.

Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a Comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”;

3) Reemplázase el artículo 5°, por el siguiente:

“Artículo 5°.- La Empresa quedará sujeta a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.”.”.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para sustituir el numeral 2), por el siguiente:

“2) Sustitúyese el artículo 3°, por el siguiente:

“Artículo 3°.- La Empresa será administrada por un Directorio compuesto por los siguientes miembros:

a) Cinco Directores designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;

b) Dos Directores independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;

c) Por un director representante de los trabajadores, el cual tendrá derecho a voz y a voto. Dicho director deberá ser trabajador de la empresa con una antigüedad en ella no inferior a 5 años y será designado por el Consejo Superior de Empresas Públicas, de una quina propuesta por las organizaciones sindicales. 

El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe de entre aquellos señalados en la letra a), anterior.

Los acuerdos se tomarán por la mayoría absoluta de los miembros presentes, y en caso de empate, decidirá el voto de quien presida la sesión.

Los directores deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que el director de origen laboral actúa en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tiene interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.

Los Directores durarán 3 años en sus cargos, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.

Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a Comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”;”.


- La indicación fue aprobada por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.


- Con idéntica unanimidad se aprobaron los restantes numerales del artículo 25.

Artículo 26

Introduce, en cinco numerales, las siguientes modificaciones a la Ley N° 19.542, que moderniza el sector portuario estatal:

1) Sustituye los incisos primero y segundo del artículo 24 por los siguientes:

“Artículo 24.- La administración de la empresa la ejercerá un Directorio compuesto de tres miembros en las empresas portuarias Coquimbo, Puerto Montt, Chacabuco, y Austral; de cinco miembros en las empresas portuarias Arica, Iquique y Antofagasta y de siete miembros en las empresas portuarias de Valparaíso, San Antonio y Talcahuano - San Vicente. Los directores serán designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas, debiendo dos tener la calidad de independientes en aquellas empresas con directorios de cinco y siete miembros.

El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe entre aquellos que no tengan la calidad de independientes.”;

2) Sustituye el artículo 26, por el siguiente:

“Artículo 26.- Los Directores a que se refiere el inciso primero del artículo 24 durarán tres años en su cargo, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.”;

3) Sustituye el artículo 33, por el siguiente:

“Artículo 33°.- Los integrantes del directorio percibirán como retribución por su asistencia a sesiones o a Comités de directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.“;

4) Reemplaza en los numerales 1 y 2 del artículo 34, la expresión “ Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción” por “Consejo Superior de Empresas Públicas.“, y

5) Deroga el artículo 52°.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para sustituir el numeral 1), por el siguiente:


“1) Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 24 por los siguientes:

“Artículo 24.- La administración de la empresa la ejercerá un Directorio compuesto de tres miembros en las empresas portuarias de Arica, Iquique, Antofagasta, Coquimbo, Talcahuano-San Vicente, Puerto Montt, Chacabuco, y Austral y de siete miembros en las empresas portuarias de Valparaíso y San Antonio. Los directores serán designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas, debiendo dos tener la calidad de independientes en aquellas empresas con directorios de siete miembros.


El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe entre aquellos que no tengan la calidad de independientes.”;”.

El Honorable Senador señor García solicitó información acerca de la actividad que desarrolla cada una de las empresas portuarias, del número de trabajadores que tienen y del monto de los contratos que administran.


Los personeros del Ejecutivo informaron que los puertos tienen en la actualidad una dotación de 416 trabajadores propios. Detallaron que Arica cuenta con 9 trabajadores, Iquique 40, Antofagasta 33, Coquimbo 17, Valparaíso 128, San Antonio 98, Talcahuano 25, Puerto Montt 22, Chacabuco 20 y la Empresa Portuaria Austral 24.


El Honorable Senador señor Foxley puso de relieve que en el nuevo esquema de operaciones de los puertos no es particularmente relevante el número de trabajadores propios con que cuente la empresa, sino las funciones de la empresa y la responsabilidad que asumen quienes representan allí los intereses del Estado, quienes deben ser un número tal que, en esta modalidad, que es más compleja que la anterior, puedan responder bien.


El Honorable Senador señor Ominami llamó la atención acerca de la necesidad de vincular a las autoridades locales en la administración de los puertos, de modo de que una parte de las utilidades queden a beneficio de las respectivas comunas.


Sobre el particular el Honorable Senador señor Foxley opinó que la materia se relaciona con el desarrollo regional y local y consideró que lo que falta es algún tipo de consejo, público o privado, que se ocupe del tema del desarrollo en sentido estratégico.


El Honorable Senador señor Ominami solicitó que se revisara la contribución que por concepto de patentes realizan las distintas empresas portuarias. Planteó, asimismo, la posibilidad de que se revise lo que en su oportunidad se hizo al legislar en materia de puertos, al establecerse un comité entre la empresa y el concejo municipal, para determinar si es posible crear una instancia de ese tipo en la ley.


- La indicación fue aprobada con los votos de los Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami y Orpis.


- Con igual votación se aprobaron los restantes numerales del artículo 26.

Artículo 27


Es del siguiente tenor:

“Artículo 27.-  Introdúcense al decreto con fuerza de ley N°1, de 1993, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Orgánica de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, las siguientes modificaciones:

1) Modifícase el artículo 4°, en la forma que sigue:

a) Sustitúyense los incisos primero, segundo y tercero del artículo 4° por los siguientes: 

“Artículo 4°.- La Administración de la empresa la ejercerá un Directorio compuesto de siete miembros designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas, dos de los cuales deberán tener la calidad de independientes. 

El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe de entre aquellos que no tengan la calidad de independientes.

Los Directores durarán 3 años en sus cargos, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.”;

b) Sustitúyese el artículo 11°, por el siguiente:

“Artículo 11°.- Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a Comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”;

c) Sustitúyese en las letras a) y b) en el artículo 12°, la expresión “Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción“, por “Consejo Superior de Empresas Públicas”.”.


S.E. el Presidente de la República planteó indicación para reemplazar el numeral 1), por el siguiente:

“1) Sustitúyense los incisos primero, segundo, tercero, cuarto y quinto del artículo 4° por los siguientes: 

“Artículo 4°.- La Administración de la empresa la ejercerá un Directorio compuesto de siete miembros designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas, dos de los cuales deberán tener la calidad de independientes. 

El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe de entre aquellos que no tengan la calidad de independientes.

Los Directores durarán 3 años en sus cargos, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.”;”.


- El artículo 27 y la indicación precedente fueron aprobados, con enmiendas encaminadas al perfeccionamiento de la norma, consistentes en eliminar, por innecesarios, los incisos cuarto y quinto del artículo 4° del D.F.L. N° 1, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami y Orpis.

Artículo 28

Introduce, en tres numerales, las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N°10, de 1981, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que crea la Empresa de Correos de Chile:

1) Modifícase el artículo 4°, de la forma que sigue:

a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente: 

“El Directorio estará integrado por siete miembros designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas, dos de los cuales tendrán la calidad de independientes. El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe de entre aquellos que no tengan la calidad de independientes.”;

b) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción o del Comité que corresponda” por “Consejo Superior de Empresas Públicas”;

2) Sustítúyese el artículo 8°, por el siguiente:

“Artículo 8°.- Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a comisiones o a comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”;

3) Sustitúyese el artículo 13°, por el siguiente:

“Artículo 13°.- La Empresa se regirá por lo dispuesto en el artículo 11° de la ley N°18.196, en el artículo 24° de la ley N°18.482 y en el artículo 68° de la ley N°18.591.

Asimismo, la Empresa se regirá por las normas de esta ley y, en lo no previsto en ella, por las normas que rigen a las sociedades anónimas abiertas, en lo pertinente.

La Empresa quedará sujeta a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.”.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para reemplazar el numeral 1), por el siguiente:

“1) Sustitúyese el artículo 4°, por el siguiente: 

“ARTICULO 4° El Directorio estará integrado de la siguiente forma:

a) Por cinco directores designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;

b) Por dos directores independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas.

c) Por un director representante de los trabajadores, el cual sólo tendrá derecho a voz. Dicho director deberá ser trabajador de la empresa con una antigüedad en ella no inferior a 5 años y será designado por el Consejo Superior de Empresas Públicas, de una quina propuesta por las organizaciones sindicales. 

El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe de entre aquellos señalados en la letra a) anterior.”

Los directores deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que el director de origen laboral actúa en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tiene interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.

Los directores durarán tres años en sus funciones y podrán ser reelegidos. No obstante, podrán ser removidos antes de la expiración de sus mandatos, por acuerdo del Consejo Superior de Empresas Públicas, caso en que se procederá a nombrar un reemplazante por el resto del período que faltare al reemplazado, en la forma establecida en el inciso anterior.”;”.


- La indicación fue aprobada por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami y Orpis.


- Con idéntica unanimidad se aprobaron los restantes numerales del artículo 28.

Artículo 29

Modifica, en tres numerales, el decreto ley N°2.079, de 1978, que fija el texto de la Ley Orgánica del Banco del Estado de Chile, en los siguientes términos:

1) Sustitúyese el artículo 9°, por el siguiente; 

“Artículo 9°.- El Consejo Directivo  estará formado de la siguiente manera:

a) Por cuatro consejeros nombrados por el Consejo Superior de Empresas Públicas, uno de los cuales será designado Presidente del Banco y otro Vicepresidente del mismo.

El Presidente del Banco lo será también del Consejo Directivo y del Comité Ejecutivo a que se refiere el artículo 12° de este decreto ley. El Vicepresidente del Consejo Directivo será subrogante del Presidente.

b) Por dos consejeros independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas.

c) Por un representante de los trabajadores del Banco, que será elegido por ellos mismos conforme al reglamento que se dicte al efecto.

En un mismo acto se elegirá al representante laboral y a un suplente. Ambos gozarán del mismo fuero del que gozan los dirigentes sindicales. 

Los directores estarán afectos a las incompatibilidades y prohibiciones establecidas en los artículos 15 y 17 de este decreto ley.

Los directores deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que los directores de origen laboral actúan en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tienen interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.”;

2) Sustitúyese el inciso primero del artículo 25, por el siguiente:

“Artículo 25.- El Gerente General Ejecutivo será nombrado por el Consejo Directivo del Banco.”;

3) Sustitúyese el párrafo inicial del artículo 27, por el siguiente: 

“Artículo 27.- El fiscal será designado por el Consejo Directivo del Banco”.


S.E. el Presidente de la República planteó indicación para efectuar las siguientes enmiendas en el número 1) del artículo 29:


- Reemplazar, en el primer párrafo del literal a) del artículo 9° que se propone, la expresión “designado Presidente del Banco y otro Vicepresidente del mismo” por la siguiente: “elegido como Presidente del banco y otro como Vicepresidente del mismo”.


- Sustituir, en los incisos tercero y cuarto del artículo 9° que se propone, la palabra “directores” por “consejeros” todas las veces que aparece.


El señor Ministro de Hacienda informó que, en lo que respecta al Banco del Estado de Chile se cambia la forma de nombramiento del directorio, pero que, a diferencia de las restantes empresas, el Banco del Estado se dirige de una forma especial, a través de su comité ejecutivo, y que el directorio no tiene todas las facultades que tiene un directorio habitual, dado que varias de ellas están delegadas en el comité ejecutivo, por lo que el Gobierno no se encontraba en condiciones de revisar ahora toda la forma de toma de decisiones en el Banco del Estado. Por lo mismo, señaló, en una disposición transitoria del proyecto en análisis se faculta al Presidente de la República para que por medio de un decreto con fuerza de ley modifique la Ley Orgánica del Banco del Estado de Chile.


- La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Foxley, García, Ominami y Orpis. Con idéntica unanimidad se aprobó el número 1), con algunas enmiendas meramente formales.


- Con idéntica unanimidad se aprobaron los demás numerales del artículo 29.

Artículo 30


Sustituye el artículo 4° del decreto con fuerza de ley N° 274, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que crea la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas, norma que establece un Consejo integrado por cinco miembros, por el siguiente:

“Artículo 4°.- La empresa tendrá un Consejo integrado por cinco miembros, nombrados por acuerdo del Consejo Superior de Empresas Públicas. El Consejo designará, además, a uno de dichos miembros para que se desempeñe como Presidente y a otro, para que lo haga como Vicepresidente Ejecutivo de la empresa.

En ausencia del Presidente, el Consejo será presidido por el Vicepresidente Ejecutivo de la empresa.

Los consejeros durarán 3 años en sus cargos, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.


Los consejeros percibirán, como única retribución por su asistencia a sesiones o a comisiones o a comités del Consejo, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”.

- El artículo 30 fue aprobado por dos votos a favor y una abstención. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señores Boeninger y Ominami. El Honorable Senador señor Orpis se abstuvo.

Artículo 31


Es del siguiente tenor:

“Artículo 31.-  Deróganse el inciso final del artículo 11 de la ley N° 18.196, de 1982 y el artículo 11 de la ley N°18.382, de 1984.

No obstante lo anterior, a las empresas que dependen o que se relacionan con el Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional no se les aplicará lo dispuesto en el artículo 29° del decreto ley N°1.263, de 1975.


Para efectos de la aplicación del artículo 11 de la ley N°18.196 y del artículo 24 de la ley N°18.482 a dichas empresas, los decretos exentos conjuntos a que aluden ambas disposiciones lo serán de los Ministerios de Hacienda y de Defensa Nacional. Con todo, la identificación presupuestaria a que se refiere el artículo 24 de la ley Nº 18.482, no será aplicable respecto de estudios y proyectos de inversión de las citadas empresas, que sean calificados como estratégicos o necesarios para la defensa, mediante decreto supremo del Ministerio de Defensa Nacional.”.

Las leyes N°s 18.196 y 18.382 establecen normas complementarias de administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria.


La primera de las disposiciones citadas obliga a las empresas del Estado y todas aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al 50%, a publicar sus balances generales y demás estados financieros anuales debidamente auditados, en los mismos términos que se exigen a las sociedades anónimas abiertas.


La segunda de las normas establece que las empresas del Estado que dependan o se relacionen con el Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional deberán confeccionar sus balances generales y demás estados financieros iguales a los que se exijan a las sociedades anónimas abiertas, pero sin tener que efectuar publicaciones ni auditorías privadas.


El inciso final de primera disposición exceptúa de sus normas a las empresas que dependen o se relacionan con el Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional, las que seguirán rigiéndose por las disposiciones actualmente vigentes para dichas empresas.


El inciso final del segundo precepto dispone que las empresas a que se refiere el artículo no se regirán por las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, excepto el artículo 44, sin perjuicio de las atribuciones de la Contraloría General de la República.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que el artículo 31 apunta a derogar normas especiales para las empresas que dependen del Ministerio de Defensa: FAMAE, ENAER Y ASMAR. Actualmente tales empresas tienen normas excepcionales de aprobación presupuestaria y respecto de identificación de inversiones. Lo que se propone es que deban identificarse los proyectos de inversión, con excepción de aquellos que sean declarados estratégicos por el Ministerio de Defensa Nacional mediante decreto supremo. En materia presupuestaria y de entrega de información se les aplicarían las mismas normas de las sociedades anónimas abiertas.


- El artículo 31 fue aprobado por dos votos a favor y una abstención. Se pronunciaron favorablemente los Honorables Senadores señores Boeninger y Ominami. El Honorable Senador señor Orpis se abstuvo, en atención a que planteó indicaciones que también se refieren a las empresas de la defensa.

Con posterioridad S.E. el Presidente de la República formuló indicación para reemplazar el artículo 31 por el siguiente:

“Artículo 31.- Introdúcense las siguientes modificaciones a las disposiciones legales que se señalan:

1) Modifícase la ley N° 18.196, en los siguientes términos:

a) Modifícase el inciso tercero, de la siguiente forma:

i) Suprímese la expresión “y de Economía, Fomento y Reconstrucción”.

ii) Reemplázase la frase “el que deberá además ser suscrito por el” por “y del”

iii) Sustitúyese la expresión “por alguno o ninguno de estos dos últimos Ministros” por “por este último Ministro”; y

iv) Sustitúyese la frase “de él o los Ministros antes señalados” por “del Ministro antes señalado”.

b) Reemplázase en el inciso cuarto, la frase “conjunto de los Ministerios de Hacienda y de Economía, Fomento y Reconstrucción” por “del Ministerio de Hacienda”.

c) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:

“No obstante lo anterior, a las empresas que dependen o que se relacionan con el Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional, no se les aplicará lo dispuesto en el artículo 29 del decreto ley N° 1.263, de 1975.”.

2) Derógase el artículo 11 de la ley N° 18.382.

3) Modifícase el inciso primero del artículo 24 de la ley N° 18.482 en los siguientes términos:

a) Reemplázase la frase “y de Economía, Fomento y Reconstrucción” por “y del Ministerio a través del cual la respectiva empresa se relaciona con el Ejecutivo”.

b) Agrégase, a continuación del punto final que pasa a ser seguido (.), lo siguiente:

“Con todo, dicha identificación presupuestaria no será aplicable respecto de estudios y proyectos de inversión de las empresas que dependen o que se relacionan con el Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional, que sean calificados como estratégicos o necesarios para la defensa, mediante decreto supremo del Ministerio de Defensa Nacional.”.


Los personeros del Ejecutivo explicaron que se elimina la exigencia de que los decretos presupuestarios referidos a las empresas públicas deban llevar la firma del Ministro de Economía, eliminación solicitada por el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción por tratarse de una materia que, en la práctica, es ajena a sus funciones. Precisaron que se mantiene la firma del Ministerio sectorial correspondiente, en los casos en que proceda.


- La indicación que sustituye el artículo 31 fue aprobada con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis, con una enmienda menor de referencia.

Artículo 32


Es del siguiente tenor:

“Artículo 32.-  Introdúcense las siguientes modificaciones a los cuerpos legales que se señalan:

1) Agrégase en el artículo 3°, del decreto con fuerza de ley N° 223, de 1953, del Ministerio de Defensa Nacional, Orgánica de las Fábricas y Maestranzas del Ejército, un numeral 6° del siguiente tenor: 

“6°.- Dos miembros designados por el Presidente de la República, pudiendo delegar la designación en el Consejo Superior de Empresas Públicas.”;

2) Agrégase en el artículo 9° de la ley N°18.296, Orgánica de los Astilleros y Maestranzas de la Armada, antes de la expresión “- El Fiscal de ASMAR, sin derecho a voto”, la siguiente “Dos miembros designados por el Presidente de la República, pudiendo delegar la designación en el Consejo Superior de Empresas Públicas.”;

3) Sustitúyese el artículo 4° de la ley N°18.297, Orgánica de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile, por el siguiente: 

“Artículo 4°.- La dirección superior de la Empresa corresponderá a un Directorio integrado por los siguientes miembros:

a) El Comandante en jefe de la Fuerza Aérea, quien lo presidirá;

b) Tres Oficiales Generales de la Fuerza Aérea, en servicio activo, designados por el Presidente de la República;

c) Dos miembros designados por el Presidente de la República, pudiendo delegar la designación en el Consejo Superior de Empresas Públicas.”

d) El Director Ejecutivo.”.


Los personeros del Ejecutivo hicieron presente que la norma apunta a adecuar los directorios FAMAE, ASMAR y ENAER al espíritu del proyecto en informe, incorporando dos directores o consejeros designados por el Presidente de la República, nombramiento que puede delegarse en el Consejo SEP.


El Honorable Senador señor Boeninger preguntó por qué el nombramiento no es efectuado por el Presidente a propuesta del Consejo del SEP.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para sustituir, en los numerales 1), 2) y 3), la frase “pudiendo delegar la designación en el Consejo Superior de Empresas Públicas” por “a propuesta del Consejo Superior de Empresas Públicas”.

- El artículo 32 y la indicación precedente fueron aprobados por dos votos a favor y una abstención. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Boeninger y Ominami. El Honorable Senador señor Orpis se abstuvo.

Artículo 33


Su texto es del siguiente tenor:

“Artículo 33.- Las empresas del Estado creadas por ley y regidas por las disposiciones de este cuerpo legal, incluidas aquellas cuya legislación exige que sean mencionadas expresamente, estarán sujetas a las mismas normas de información, financieras y contables que rigen para las sociedades anónimas abiertas y sus balances y estados de situación deberán ser sometidos a auditorías de empresas auditoras externas.

Dichas empresas quedarán sujetas a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas, sin perjuicio de las atribuciones que corresponda a la Contraloría General de la República.

Tales empresas se regirán por las normas de sus respectivas leyes orgánicas, modificadas por la presente ley y, en lo no previsto en ellas o en este título, por las normas que rigen a las sociedades anónimas abiertas, en lo pertinente. En consecuencia, y sin que la mención sea taxativa, estarán afectas a las disposiciones que la ley N° 18.046 establece para las sociedades anónimas abiertas sobre operaciones con partes relacionadas, sobre obligaciones de reserva de información, y a las demás normas del citado cuerpo legal que regula el funcionamiento del directorio; y los derechos y obligaciones de sus integrantes, incluidas las incompatibilidades, inhabilidades, responsabilidades y prohibiciones que dicha ley establece para los directores y ejecutivos superiores de las sociedades anónimas. 

Lo dispuesto en el inciso precedente respecto de la inhabilidad para ser director dispuesta en el artículo 36 de la ley N°18.046, no regirá respecto del nombramiento o designación de Ministros de Estado como directores en las empresas a que se refiere el presente artículo.

El Presidente de la República, a proposición del Consejo SEP, deberá aprobar los estatutos para cada una de las empresas o modificar los existentes, contemplando en ellos la reglamentación complementaria a las de las normas antes señaladas, estatutos que podrán ser modificados de la misma manera.

Con todo, los directores de tales empresas no tendrán responsabilidad en los términos del artículo 41 de la ley N°18.046, en aquellos casos en que el Ministerio de Hacienda le corresponda ejercer las facultades contempladas en el decreto ley N°1.263, de 1975, Ley Orgánica de Administración Financiera del Estado. Asimismo, dichos directores tampoco tendrán responsabilidad en los casos que se ejecuten operaciones fiscales o cuasifiscales, dispuestas por el Ejecutivo, que puedan afectar la generación de excedentes o utilidades o sean financiadas con transferencias consideradas en la ley de presupuestos. Tales operaciones y en su caso los fondos a transferir, serán determinadas previamente por Decreto Supremo emanado del Ministerio de Hacienda.

La administración de cada empresa a que se refiere el presente artículo corresponderá a su directorio, el que además elegirá a su presidente, el cual no podrá ser representante laboral, gremial, o director independiente. Asimismo, el directorio designará al ejecutivo máximo que tenga la representación legal de ésta, no pudiendo ser director de la misma.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero de este artículo, para los efectos del numeral 4 del artículo 147 de la ley 18.046, los directores con derecho a voto, para efectos de dar cumplimiento a lo señalado en dicha norma, deberán concurrir al Consejo SEP, en la oportunidad que éste determine, a objeto de entregar su opinión acerca de la conveniencia de la operación y de los informes de los peritos, debiendo explicitar la relación que tuvieran con la contraparte. De dicha sesión se levantará un acta que sintetice los elementos principales y pertinentes de las ponencias, cuyo extracto deberá ser publicado como hecho esencial por la respectiva sociedad.”.


El Honorable Senador señor Orpis manifestó su disconformidad con los términos en que se encuentra redactado el inciso tercero. Observó que en el inciso primero se establece la norma general, pero que luego el inciso tercero consagra una norma especial, que produce ambigüedad en la materia. Se agrega a esto el que se señale expresamente que la mención no es taxativa, acotó. Asimismo le parece inconveniente que el inciso sexto disponga que los directores no tendrán responsabilidad en los términos del artículo 41 de la ley 18.046.


El Honorable Senador señor García opinó que si bien el precepto en debate puede requerir perfeccionamientos, la apoyaba porque considera que constituye un avance respecto de la situación actual en la materia.


El Honorable Senador señor Orpis manifestó su disconformidad con los términos en que se plantea la norma, que señala que se aplican los estatutos y la ley orgánica, en lo pertinente, sin que quede claro qué es lo pertinente. Se preguntó si al final los Directorios van a generar derechos y señaló que no está de acuerdo con eso. Opinó que es de crucial importancia que en una modificación de la envergadura de la que plantea la iniciativa exista certidumbre sobre la legislación que se va a aplicar.


El Honorable Senador señor Orpis aclaró que él no promueve que se cambie el estatuto jurídico de las empresas públicas, sino que se apliquen  las normas sobre información esencial, información privilegiada, personas relacionadas, etc., que están en la Ley de Valores.


El Superintendente de Valores y Seguros explicó que la Ley de Valores se aplica a los valores, y que en la medida en que las empresas del Estado no son emisoras de valores no resulta pertinente aplicarles el marco legal propio de los valores. La Ley de Sociedades Anónimas, en cambio, fija un conjunto de normas de transparencia que sí se aplicarían en este caso.


El Honorable Senador señor Boeninger hizo presente que hay casos objetivos en que por respeto a la ley orgánica no resultará pertinente la aplicación de la ley de sociedades anónimas, casos que por ser objetivos, permiten dejar previamente constancia de ellos. Expresó que la transparencia en la materia puede reemplazar la falta de certidumbre que menciona el Honorable Senador señor Orpis.


El Honorable Senador señor García recordó que representantes de de los trabajadores de las Empresas del Estado habían comunicado sus aprensiones por la circunstancia de que la iniciativa apuntara a la privatización de dichas empresas, razón por la cual se optó por establecer que continuarían vigentes las respectivas leyes orgánicas y que las normas de las sociedades anónimas se aplicarían a la responsabilidad de los directores, auditoría, transparencia, etc.


El Honorable Senador señor Ominami recordó que la motivación de la Comisión durante el análisis del proyecto en informe ha sido la de incorporar el máximo de normas de transparencia para las empresas públicas, y que sobre el particular existe un acuerdo.

S.E. el Presidente de la República formuló indicación para introducir las siguientes modificaciones en el artículo 33:
a) Suprimir en el inciso tercero, antes del primer punto seguido (.) la expresión “en lo pertinente”.

b) Agregar en el inciso sexto, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, lo siguiente:

“Para estos efectos, las empresas deberán disponer de información que permita identificar las operaciones fiscales o cuasifiscales como centros de costos a objeto de llevar a cabo evaluaciones periódicas.”.

b) Agregar los siguientes incisos noveno, décimo, undécimo y duodécimo, nuevos:

“Las empresas a que se refiere este artículo deberán inscribirse en el registro de valores establecido en la ley N° 18.045.

Cualquier integrante del Consejo SEP que, en el ejercicio de su cargo, tomare conocimiento de hechos ocurridos en las empresas a que se refiere este artículo que puedan considerarse constitutivos de una infracción a la normativa orgánica de la respectiva empresa, a sus estatutos, a las disposiciones de la ley N°18.046 e instrucciones de la Superintendencia del ramo, que le fueren aplicables, estará obligado a comunicarlo al Consejo SEP, el cual deberá adoptar las medidas que procedan para hacer efectivas las responsabilidades administrativas, civiles y penales, según corresponda. Para estos efectos, el Consejo SEP deberá adoptar los acuerdos pertinentes y, en su caso, solicitar al Consejo de Defensa del Estado su intervención en resguardo de los intereses del Estado, y de la Superintendencia para el ejercicio de sus funciones respectivas. Lo anterior, sin perjuicio de las medidas en igual sentido que adopten las autoridades de la respectiva empresa.

El o los consejeros que no cumplan con lo dispuesto en el inciso anterior, serán solidariamente responsables de los perjuicios que de tal incumplimiento se deriven, además de las sanciones civiles, penales y administrativas que pudieren resultarle aplicables.

Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo de Defensa del Estado podrá actuar de oficio respecto de cualquier infracción de las mencionadas en los incisos anteriores sobre la que tomase conocimiento.”.


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que la indicación recoge algunas de las observaciones planteadas por el Honorable Senador señor Orpis.


- La indicación del Ejecutivo fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Ominami y Orpis. Con idéntica unanimidad la Comisión aprobó el artículo 33, salvo en lo que dice relación con el inciso cuarto, relativo a la designación de los Ministros de Estado como directores de las empresas a que se refiere el artículo, que fue rechazado, también con la misma unanimidad.
Artículo 34

Prescribe que para efectos de la identificación previa a que se refiere el artículo 24 de la ley N°18.482, los estudios y proyectos de inversión de las empresas regidas por dicha norma deberán contar con un informe del organismo o entidad que se determine mediante instrucciones del Ministerio de Hacienda, debiendo en todo caso estar fundamentado en una evaluación técnica económica que analice su rentabilidad. Añade que con todo, tratándose de las empresas que se relacionan con el Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional, el referido informe y evaluación serán efectuados por dicho Ministerio sobre la base de una metodología que se determinará por decreto conjunto de los ministerios de Hacienda y de Defensa Nacional.


El artículo 24 de la ley N° 18.482, que contiene normas complementarias de administración financiera y de incidencia presupuestaria, se refiere a los estudios y proyectos de inversión de las empresas a las cuales se aplican las normas establecidas por el artículo 11 de la ley N° 18.196 -las del Estado y aquellas en que el Estado tenga aporte de capital igual o superior al 50%-, que involucren la asignación de recursos de un monto superior a la cantidad que anualmente se determine por los Ministerios de Hacienda y de Economía, Fomento y Reconstrucción, los que sólo podrán efectuarse si cuentan con la identificación previa establecida por decreto exento conjunto de esos Ministerios.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que lo que se hace es abrir la posibilidad de que se informen los proyecto de inversión, porque el Ministerio de Hacienda va a pedir un informe y es probable que el Consejo SEP lo emita, u otras entidades especializadas como la Comisión Nacional de Energía o la Comisión Chilena del Cobre.


- El artículo 34 fue aprobado con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Sabag, y con la abstención del Honorable Senador señor Orpis.

Artículo 35


Establece que el personal de la Secretaría Técnica del Consejo SEP y de la Comisión Chilena del Cobre no podrá prestar servicios profesionales, directa o indirectamente, a las personas o a las empresas y sociedades a que se refiere el artículo 4° del presente título, sometidos a su supervigilancia o fiscalización, según corresponda. Esta incompatibilidad se mantendrá hasta seis meses después de haber expirado en funciones.

El Honorable Senador señor García planteó la posibilidad de ampliar la incompatibilidad a empresas privadas que pudieran ser competitivas.


- La Comisión aprobó el artículo 35 por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Orpis y Sabag.

Artículo 36

Prescribe que no obstante lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 1° de la ley N°19.886, las empresas del Estado creadas por ley, incluidas aquellas cuya legislación exige que sean mencionadas expresamente, podrán utilizar los sistemas de compras y contratación establecidos conforme a dicha ley, incluidos los convenios marco. Para tales efectos, podrán celebrar convenios con la Dirección de Compras y Contratación Pública.


La ley N° 19.886 es la Ley de Bases sobre Contratos Administrativos y Prestación de Servicios, que establece el sistema de Chile-Compra para los órganos de la Administración del Estado.


El inciso segundo del artículo 1° del mencionado cuerpo legal señala que para los efectos de esa ley se entenderán por Administración del Estado los órganos y servicios indicados en el artículo 1° de la ley N° 18.575,, salvo las empresas públicas creadas por ley y demás casos que señale la ley.


- El artículo 36 fue aprobado por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Orpis y Sabag.

Título Final

Disposiciones Transitorias

Artículo 1°


Es del siguiente tenor:

“Artículo 1º.- Las disposiciones contenidas en el título  I de la presente ley comenzarán a regir a contar de la fecha de su publicación en el Diario Oficial, con excepción de las vigencias especiales que se señalan en los incisos siguientes:

Los directores de las Administradoras de Fondos de Pensiones actualmente en ejercicio tendrán un plazo de 180 días contados desde la fecha de publicación de esta ley para presentar a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones la declaración de patrimonio a que se refiere esta ley.

Los nuevos artículos 36 y 137 bis de la Ley N° 18.046 entrarán en vigencia a los 90 días de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

La modificación al artículos 10 y los nuevos artículos 12 bis y 12 ter, todos de la Ley N° 18.045, entrarán en vigencia a los 180 días de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial. 

Los nuevos artículos 31, 44, 51, 52, 53, y las modificaciones a los artículos 50 bis, 57, 67, 69, 89, y el nuevo Título XVI, todos de la Ley N° 18.046, así como el nuevo Título XXVIII de la Ley N° 18.045, entrarán en vigencia a los 365 días de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial.”.

S.E. el Presidente de la República formuló indicación para reemplazar el artículo 1° transitorio por el siguiente:

“Artículo 1°.- Las disposiciones contenidas en los Títulos I y II de la presente ley comenzarán a regir a contar de la fecha de su publicación, con excepción de las siguientes vigencias especiales:

1) Título I:

a) Los directores de las Administradoras de Fondos de Pensiones, actualmente en ejercicio, tendrán un plazo de 180 días contados desde la fecha de publicación de esta ley para presentar a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones las declaraciones a que se refiere el artículo 156 bis del D.L. N°3.500 de esta ley. 

b) Los nuevos artículos 36 y 137 bis de la ley N°18.046 entrarán en vigencia a los 90 días contados desde la fecha de publicación de esta ley.

c) Las modificaciones a los artículos 10 y 12, y el nuevo artículo 12 bis, todos de la ley N°18.045, entrarán en vigencia a los 180 días contados desde la fecha de publicación de esta ley.

d) Los nuevos artículos 31, 31 bis, 44, 51, 52, 53, y las modificaciones a los artículos 50 bis, 56, 57, 67, 69, 89, y el nuevo Título XVI, todos de la ley N°18.046, así como el nuevo Título XXVIII de la ley N°18.045, entrarán en vigencia a los 365 días contados desde la fecha de publicación de esta ley.

2) Título II

a) Los párrafos 1°, 2°, 3° y 4°, así como lo dispuesto en el artículo 29 de la presente ley, entrarán en vigencia a los 60 días contados desde la fecha de publicación de esta ley.

b) El párrafo 5° y los artículos 33 y 34 del párrafo 6°, entrarán en vigencia a los 180 días contados desde la fecha de publicación de esta ley.

Con todo, a contar de la fecha de vigencia de las normas relativas a la constitución y funcionamiento del Consejo SEP y hasta la entrada en vigencia de las modificaciones de las leyes orgánicas a que se refiere el numeral 2 b) anterior, los nombramientos, remociones o designaciones de directores o consejeros, según sea el caso, que correspondan al Presidente de la República, a Ministerios o Ministros, a la Corporación de Fomento de la Producción o a alguno de sus comités conforme a dichas orgánicas, serán efectuados por el Consejo SEP con el voto favorable de los consejeros que hayan sido nombrados a la respectiva fecha.”.


- La Comisión la aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.
Artículo 2°


Faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, y una vez ejercidas las facultades del artículo anterior, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, con la firma del ministro sectorial respectivo, fije los textos refundidos, coordinados y sistematizados de las leyes orgánicas de las empresas o sociedades del Estado.

El Honorable Senador señor García reflexionó acerca de si en virtud de la reciente reforma constitucional era realmente necesario este precepto, dado que se consagra una facultad genérica para el Presidente de la República en la Constitución Política.


- El artículo 2° fue aprobado por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Orpis y Sabag.

Con posterioridad S.E. el Presidente de la República formuló indicación para sustituir el artículo 2°, por el siguiente: 

“Artículo 2°.- El Presidente de la República, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, con la firma del Ministro sectorial respectivo, fijará los textos refundidos, coordinados y sistematizados de las leyes orgánicas de las empresas o sociedades del Estado.”.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que la indicación modifica la redacción del artículo para adecuarlo a las normas constitucionales vigentes sobre facultades delegadas al Presidente de la República.


- La indicación del Ejecutivo fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.

Artículo 3°


En su inciso primero faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, modifique el decreto ley N°2.079, de 1978, Ley Orgánica del Banco del Estado de Chile, para adecuarlo a lo dispuesto en el artículo 29 y en el inciso séptimo del artículo 33 de la presente ley.

En su inciso segundo, establece que en el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República podrá crear, fusionar y suprimir órganos y cargos, fijarles sus atribuciones y adecuar las normas del referido decreto con fuerza de ley para armonizar sus disposiciones con las modificaciones que introduzca.


Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que el Banco del Estado se organiza de un modo especial, ya que en lugar de un gerente tiene un comité ejecutivo, por lo que se requiere una modificación más profunda en la materia para hacer las adecuaciones pertinentes, asunto que el Ejecutivo estimó preferible abordar en el futuro.


El Honorable Senador señor García manifestó dudas acerca de la posibilidad de delegar facultades al Presidente de la República en materias que dicen relación con el ejercicio de la actividad empresarial del Estado. Mencionó, al efecto, el artículo 64 de la Constitución Política de la República, norma que en su inciso segundo impide que en ejercicio de la delegación de facultades el Presidente de la República dicte disposiciones con fuerza de ley en materias que deban ser objeto de leyes orgánicas constitucionales o de quórum calificado.


El Honorable Senador señor Boeninger estimó conveniente aclarar, en el inciso segundo de la disposición, que en el ejercicio de la facultad no podrán afectarse los derechos de las personas.


Los representantes del Ejecutivo hicieron notar que sólo se autoriza la adecuación de las normas ya existentes.


El Honorable Senador señor Ominami consideró preferible normar específicamente la forma excepcional en que funcionará el Banco del Estado, y no derivar a una facultad genérica el tema.

S.E. el Presidente de la República formuló indicación para reemplazar, en el inciso primero, la expresión “dentro del plazo de un año contado” por la siguiente: “dentro del plazo de un año contados desde los seis meses de la fecha de publicación de la presente ley” y para sustituir el inciso segundo por el siguiente: “En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República podrá adecuar la estructura de administración del Banco y las atribuciones de sus órganos y ejecutivos, comprendidos en las disposiciones citadas en el inciso precedente y armonizar las disposiciones que dicte con las demás normas del citado decreto con fuerza de ley.”.


- La indicación del Ejecutivo y el precepto en que recae fueron aprobados, con una enmienda menor de referencia, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.


No obstante lo anterior, la Comisión acordó consultar a la Comisión de Constitución, Legislación Justicia y Reglamento respecto de cómo debe entenderse el plazo a que se refiere el inciso primero del artículo 64 de nuestra Carta Fundamental, en el sentido de si el año allí señalado debe contarse desde la fecha de publicación en el Diario Oficial  de la ley que otorga la facultad para dictar disposiciones con fuerza de ley o desde la fecha de la vigencia que señale la norma respectiva, cuando ella es diferente de la de la fecha de publicación.

Artículo 4°


Es del tenor siguiente:

“Artículo 4º.-  Facúltase al Presidente de la República para que en el plazo de un año, contado desde la publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, fije las plantas de personal del Consejo SEP. En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije. 

De igual forma, determinará la fecha de vigencia de las mismas, así como la dotación máxima de personal.

El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministro de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Consejo SEP.”.


- El artículo 4° transitorio fue aprobado por cuatro votos a favor y una abstención. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Sabag. El Honorable Senador señor Orpis se abstuvo.

Artículo 5°

Prescribe que para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4° del Código del Trabajo, el Consejo SEP  será el continuador legal, para todos los efectos, del Comité denominado Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción. En consecuencia, los trabajadores que a la fecha de creación de dicho Consejo tengan un contrato de trabajo vigente con la Corporación de Fomento de la Producción y se encuentren prestando servicios en el mencionado Comité, no verán alterados los derechos y obligaciones emanados de sus contratos individuales, que mantendrán su vigencia y continuidad con el Consejo SEP.


- La Comisión lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami, Orpis y Sabag.

Artículo 6°


Faculta al Presidente de la República para que dentro del plazo de un año, contado desde la publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, introduzca todas las modificaciones que sean necesarias al decreto ley N°3.538, de 1980, Ley Orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros y a las plantas y dotaciones de personal de esta institución, para adecuar sus funciones, estructura, procedimientos y plantas de personal a las tareas que le encomienda la presente ley.

- Fue aprobado por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami, Orpis y Sabag.

Artículo 7°


Es del siguiente tenor:

“Artículo 7º.- Las disposiciones contenidas en el título  II, comenzarán a regir a contar de la fecha de publicación de la presente ley, sin perjuicio de las siguientes vigencias especiales:

1) Los artículos 31° y 34°, regirán a contar del 1° de diciembre de 2005. 

2) Las disposiciones contenidas en los párrafos primero y segundo del título II de esta ley, regirán a contar del 1 de abril de 2006. 

3) Los artículos 21° al 30°, y 32° regirán a contar del 1 de octubre de 2006.

Con todo, a contar de la fecha de vigencia de las normas relativas a la constitución y funcionamiento del Consejo SEP y hasta la entrada en vigencia de las modificaciones de las leyes orgánicas a que se refieren los artículos indicados en el numeral 3) anterior, los nombramientos, remociones o designaciones de directores o consejeros, según sea el caso, que correspondan al Presidente de la República, a Ministerios o Ministros, a la Corporación de Fomento de la Producción o a alguno de sus comités conforme a dichas leyes orgánicas, serán efectuados por el Consejo SEP con el voto favorable de los consejeros que hayan sido nombrados a la respectiva fecha.”.

Los integrantes de la Comisión observaron que atendido el estado de tramitación de la iniciativa ya no sería posible cumplir con el plazo contenido en el número 1).


Cabe recordar que, como se ha explicado con antelación, S.E. el Presidente de la República planteó indicación para sustituir el artículo 1° transitorio del proyecto, disposición en que se fijaron las distintas vigencias de las normas del proyecto en informe.


S.E. el Presidente de la República formuló indicación para reemplazar el artículo 7°, por el siguiente:

“Artículo 7°.- En tanto no se efectúe lo dispuesto en el artículo 7° permanente de la presente ley, los integrantes del Consejo SEP, con excepción de su Presidente, percibirán una remuneración en pesos equivalente a 17 unidades tributarias mensuales por cada sesión a que asistan, con un máximo de 34 unidades tributarias mensuales por mes calendario. Asimismo, tendrán derecho a percibir remuneración por participación en comités, cuyo monto total no podrá exceder mensualmente de un 50% de la remuneración máxima más arriba indicada.

A su vez, las remuneraciones del Presidente del Consejo SEP, serán fijadas y modificadas conforme al procedimiento establecido en el artículo 9° del decreto ley N° 1.953, de 1977.”.


- La Comisión aprobó la indicación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.

- - -


El Honorable Senador señor Orpis presentó indicación para consultar un nuevo Artículo Transitorio, con el siguiente texto:

“Artículo Transitorio.- Las empresas señaladas en el Artículo Cuarto deberán adaptar sus estatutos a esta ley dentro del plazo de 90 días desde su publicación.”


- Esta indicación se rechazó con los votos en contra de los Honorables Senadores señores Boeninger, García y Ominami, y el voto favorable del Honorable Senador señor Orpis.

FINANCIAMIENTO


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, de fecha 2 de agosto de 2005, señala que la aplicación del proyecto de ley en informe irrogará los siguientes gastos fiscales directos:


a) Superintendencia de Valores y Seguros:


- 6 personas con un costo anual de MM$98,0; corresponde a la contratación de 4 fiscalizadores y 2 administrativos a fin de fiscalizar las empresas públicas y privadas, lo que implica recibir y evaluar información, además de administrar las sanciones que corresponda, en base a la nueva normativa.


- Computadores y estaciones de trabajo: Costo anual de MM$4,0.


b) Consejo Superior de Empresas Públicas:


- 7 personas con un costo anual de MM$222,0; corresponde a la contratación de 6 profesionales y un jefe de área, a objeto de analizar e informar materias relativas a CODELCO y ENAP; además del diseño y administración de un sistema de evaluación de proyectos de empresas públicas.


- Computadores y estaciones de trabajo: Costo anual de MM$4,0.
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En consecuencia, y de acuerdo con lo expuesto en el informe financiero, las normas de la iniciativa legal no producirán desequilibrios macroeconómicos, ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -


- En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Título I

Normas aplicables a las Sociedades Anónimas en General

"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto Ley N° 3.500, de 1980, que establece el Nuevo Sistema de Pensiones:

1) Incorpórase en el artículo 94, a continuación del número 12, el siguiente número 13, nuevo:

“13. Fiscalizar el cumplimiento de lo dispuesto en la ley N° 18.045 respecto de la información privilegiada del inciso segundo del artículo 164 de la ley N° 18.045 relacionada con las decisiones de inversión de los Fondos de Pensiones, por parte de las Administradoras o sus directores, gerentes, ejecutivos principales, trabajadores, administradores, y sus respectivos cónyuges, pudiendo extenderse a los parientes de las personas antes mencionadas hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad.”;

2) Elimínense en el artículo 151, los incisos primero y segundo, pasando el actual inciso final a ser primero, e incorpórese el siguiente inciso final, nuevo:

“Constituye infracción a esta ley la violación de cualquiera de las obligaciones establecidas en el artículo 165 de la ley N° 18.045, efectuada por parte de una Administradora o sus directores, gerentes, ejecutivos principales, trabajadores, administradores, y los cónyuges o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad de aquéllos, respecto de la información privilegiada a que se refiere el inciso segundo del artículo 164 de la ley N° 18.045, relacionada con las decisiones de inversión de los Fondos de Pensiones.”;

3) Sustitúyese en el artículo 152, en la primera oración del inciso final la frase “y sus cónyuges a que se refiere el primer inciso del artículo 151 y de este artículo” por “a que se refiere este artículo y las realizadas por los directores de una Administradora, sus controladores, gerentes, administradores y, en general, cualquier persona que, de acuerdo con el artículo 166 de la ley N° 18.045, posea información privilegiada respecto de las inversiones de los recursos de un Fondo, así como los cónyuges de cada uno de ellos cuando corresponda”;

4) Suprímense en el artículo 154, las letras c) y d), pasando las actuales letras e) a la h) a ser las letras c) a la f), respectivamente;

5) Reemplácese, en el inciso tercero del artículo 155, la expresión “, al sustraer de su votación los votos provenientes de aquéllas o de sus personas relacionadas, no hubiese resultado electo” por la siguiente: “más de la mitad de los votos recibidos provengan de aquélla o de sus personas relacionadas”;

6) Agrégase el siguiente artículo 156 bis, nuevo:

“Artículo 156 bis.- Los directores de las Administradoras de Fondos de Pensiones deberán prestar ante notario una declaración de patrimonio en valores de oferta pública, que sólo deberá contener las inversiones, tanto nacionales como extranjeras, que posea, directamente o a través de otra persona natural o jurídica, en acciones, susceptibles de ser adquiridas con los recursos de los Fondos y en opciones u otros actos jurídicos o valores cuyo resultado financiero dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichas acciones.

La mencionada declaración deberá presentarse ante la Superintendencia dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha en que el director asuma el cargo o cese en el mismo.

El director que no presente su declaración dentro del plazo señalado anteriormente, será sancionado por la Superintendencia con multa a beneficio fiscal de cinco a quince unidades tributarias mensuales, quedando inhabilitado para el ejercicio de su cargo mientras no presente dicha declaración.

La Superintendencia podrá considerar dicha declaración dentro del ámbito de su competencia y para el solo ejercicio de sus facultades de fiscalización. Esta declaración de patrimonio tendrá carácter reservado y sólo podrá ser entregada por la Superintendencia a requerimiento de los tribunales de justicia o de la Superintendencia de Valores y Seguros en las investigaciones que ésta sustancie dentro de su competencia.

La Superintendencia establecerá, mediante norma de carácter general, el procedimiento conforme al cual deberá darse cumplimiento a las disposiciones de este artículo.”;

7) Intercálase en el artículo 158, entre la expresión “y a la presente ley” y el punto final (.) la frase “, sin perjuicio de las responsabilidades civiles o penales que correspondan”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 18.045, Ley de Mercado de Valores:


1) Agrégase en el segundo inciso del artículo 10, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente:


“Todo director, gerente general, gerente, ejecutivo principal o liquidador que tenga noticia de un hecho que pudiera revestir el carácter de hecho esencial deberá comunicarlo inmediatamente al presidente del directorio, siendo responsable de los perjuicios que causare la demora injustificada, sin perjuicio de las sanciones pertinentes.”;

2) Reemplácese el actual artículo 12, por el siguiente:

“Art. 12. Las personas que, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, posean el 10% o más del capital suscrito de una sociedad cuyas acciones se encuentren inscritas en el Registro de Valores, o que a causa de una adquisición de acciones lleguen a tener dicho porcentaje, y los directores, gerentes generales, gerentes, ejecutivos principales y liquidadores, en su caso, de dichas sociedades cualesquiera sea el número de acciones que posean, deberán informar a la Superintendencia y a cada una de las bolsas de valores del país en que la sociedad tenga valores registrados para su cotización, de su intención firme de adquirir o enajenar, directa o indirectamente, acciones de la sociedad correspondiente. Esta divulgación de información deberá hacerse al menos en forma simultánea a la orden de intermediación y deberá contener el número estimado de acciones, el rango de precio y el período de vigencia de dicha orden.

Asimismo, las personas mencionadas en el inciso anterior deberán informar de toda adquisición o enajenación, directa o indirecta, de acciones que efectúen de dicha sociedad, dentro de los dos días hábiles bursátiles siguientes al de la transacción o transacciones respectivas. Adicionalmente, los accionistas mayoritarios deberán informar en la comunicación que ordena este inciso si las adquisiciones que han realizado obedecen a la intención de adquirir el control de la sociedad o, en su caso, si dicha adquisición sólo tiene el carácter de inversión financiera.

Las obligaciones anteriores serán también aplicables respecto de aquellos actos jurídicos o valores cuyo resultado financiero dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichas acciones.”;


3) Intercálase el siguiente artículo 12 bis, nuevo:


“Artículo 12 bis.- Todo director, gerente general, gerente, ejecutivo principal o liquidador de una sociedad anónima abierta que haga oferta pública de sus acciones, deberá informar a la Superintendencia, tanto al momento de asumir el cargo como a su cese en el mismo, las inversiones que posea, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, en acciones de la compañía, opciones u otros actos jurídicos o valores cuyo resultado financiero dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichas acciones. Esta información tendrá carácter reservado.”;

4) Reemplázase el inciso segundo, del artículo 68 por el siguiente:

“Se entenderá por ejecutivo principal de una entidad sujeta a la fiscalización de la Superintendencia, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, cualquier persona que tenga la capacidad de determinar la conducción superior de los negocios, ya sea por sí solo o junto con otros. En el desempeño de las actividades precedentemente señaladas no se atenderá a la calidad, forma o modalidad laboral o contractual bajo la cual el ejecutivo principal esté relacionado a la entidad.”;

5) Intercálase en la letra c) del artículo 100, entre las palabras “gerentes,” y “administradores o liquidadores”, la expresión “ejecutivos principales,”;

6) Reemplázase el inciso segundo del artículo 164, por el siguiente, nuevo:

“También se entenderá por información privilegiada la referida a las decisiones de inversión de un inversionista institucional sobre valores, en forma directa o por medio de actos jurídicos o valores cuyo resultado financiero dependa o esté condicionado, en todo o en parte significativa, a la variación o evolución del precio de dichos valores.”;
7) Modifícase el artículo 165, de la siguiente forma:

a) Reemplázanse los actuales incisos primero y segundo, por el siguiente, nuevo:


“El que posea información privilegiada deberá guardar estricta reserva y no podrá utilizarla o valerse de ella en beneficio propio o ajeno. Asimismo, se le prohíbe recomendar la adquisición o enajenación de los valores correspondientes o cualquier tipo de operación relacionada con dichos valores.”;

b) Reemplázase en el inciso final, la palabra “segundo” por “primero”;

8) Reemplázase el artículo 166, por el siguiente, nuevo:

“Artículo 166.- Se presume que poseen información privilegiada, las siguientes personas:

a) Los directores, gerentes, ejecutivos principales, administradores y liquidadores del emisor o del inversionista institucional, en su caso;


b) Los controladores del emisor o del inversionista institucional, en su caso, o sus representantes;

c) Los directores, gerentes, administradores, apoderados, asesores financieros u operadores, de intermediarios de valores, respecto de la información del inciso segundo de artículo 164. Asimismo, quienes trabajen bajo la dirección o supervisión directa de los directores, gerentes, administradores o liquidadores del inversionista institucional, en la medida en que puedan tener acceso directo al hecho objeto de la información;

d) Los ejecutivos principales y dependientes de las empresas de auditoría externa del emisor o del inversionista institucional, en su caso, que conduzcan o participen de la auditoría externa correspondiente y sus socios principales;

e) Los socios, los miembros de un consejo de clasificación, los ejecutivos principales y los dependientes de las sociedades clasificadoras de riesgo, que conduzcan o participen en una clasificación de valores del emisor o de este último;

f) Las personas que presten servicios de asesoría permanente o temporal al emisor, en la medida en que la naturaleza de los servicios prestados les permita tener acceso al hecho objeto de la información, y

g) Los funcionarios públicos dependientes de las instituciones que fiscalicen a emisores de valores de oferta pública o a fondos autorizados por ley.”;

9) Incorpórase el siguiente Título XXVIII, nuevo, a continuación del actual artículo 238:

“Título XXVIII

De las Empresas de Auditoría Externa

Artículo 239.- Para los efectos de esta ley las empresas de auditoría externa son sociedades que prestan servicios de examen y análisis respecto del control interno, la contabilidad y los estados financieros de una sociedad anónima abierta, por designación de la junta de accionistas, o de otras entidades por exigencia de la ley, y que realizan las demás tareas que les encomiende la Superintendencia conforme a sus facultades legales.

A estos efectos, se entenderá por “servicios de auditoría externa” o “auditoría externa” los indicados precedentemente. Las referencias hechas en esta u otras leyes a auditores externos inscritos en el registro de la Superintendencia o a expresiones similares, deberán entenderse efectuadas a las empresas de auditoría externa que se encuentren inscritas en el Registro de Empresas de Auditoría Externa que llevará la Superintendencia de conformidad con el presente Título.
Toda empresa de auditoría externa podrá prestar sus servicios siempre que ella, los socios principales que suscriban el informe de auditoría, los encargados de dirigir la auditoría externa y todos los miembros del equipo de auditoría, tengan independencia de juicio respecto de la entidad auditada.

Artículo 240.- Las empresas de auditoría externa, en lo referido a los servicios de auditoría externa, quedarán sometidas a la fiscalización de la Superintendencia y sólo podrán prestarlos cuando se encuentren inscritas en el Registro de Empresas de Auditoría Externa que llevará la Superintendencia, en adelante el “Registro”.

La Superintendencia deberá efectuar la inscripción en el Registro una vez que la empresa de auditoría externa acredite el cumplimiento de los requisitos legales y de reglamentación interna.

Las empresas de auditoría externa, al solicitar su inscripción en el Registro, deberán acompañar copia de su reglamento interno, en el que se establecerá, a lo menos, las políticas de procedimiento, control y análisis de auditoría, política de confidencialidad interna, manejo de información privilegiada y solución de conflictos de intereses, política de independencia de juicio e idoneidad técnica del personal encargado de la dirección y ejecución de la auditoría externa, y los demás elementos que garanticen la independencia de juicio e idoneidad técnica que se precisarán en una norma de carácter general que al respecto dictará la Superintendencia.

La inscripción de una empresa de auditoría externa podrá ser cancelada o suspendida hasta por el plazo máximo de un año, cuando la Superintendencia, mediante resolución fundada y previa audiencia del afectado, así lo resuelva por haber incurrido la empresa de auditoría externa en algunas de las siguientes causales:

a) Dejar de cumplir con alguno de los requisitos necesarios para la inscripción. La Superintendencia, en casos calificados, podrá otorgar al interesado un plazo para subsanar la situación, el que en ningún caso podrá exceder de 120 días;

b) Incurrir en infracciones graves a las obligaciones que le imponen esta ley, sus normas complementarias u otras disposiciones que los rijan;

c) Incurrir en forma culposa o dolosa en transacciones incompatibles con las sanas prácticas de los mercados de valores;

d) Dejar de desempeñar la función de auditoría externa, en los términos señalados en el artículo 239 de esta ley, por más de un año;

e) Incumplir obligaciones resultantes de auditorías relacionadas con transacciones de valores de emisores auditados por ellos; 

f) Haber incurrido la empresa auditora en incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 241 de esta ley, y mantenerse dicha situación por espacio de 90 días; y

g) Encontrase un socio principal en alguna de las situaciones señaladas en el artículo 242 y mantenerse en ella por más de noventa días.

Artículo 241.- A lo menos el 60% del capital de las empresas de auditoría externa deberá pertenecer a los socios principales.

Sólo tendrán esta calidad quienes sean persona natural y tengan calificación técnica para la conducción de los servicios de auditoría.

Artículo 242.- No podrá ser socio principal:

a) El que se encuentre afecto a las inhabilidades y prohibiciones establecidas en los artículos 35 y 36 de la Ley Nº 18.046 y los que sean funcionarios o trabajadores bajo contrato de trabajo o a honorarios del Banco Central de Chile, de la Superintendencia y de las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras y de Administradoras de Fondos de Pensiones;

b) El que haya sido grave y reiteradamente sancionado por la Superintendencia de conformidad al número 3 del artículo 27 o al número 3 del artículo 28 del Decreto Ley Nº 3.538, de 1980, o al número 5 del artículo 44 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 251, del año 1931; o el artículo 59 de esta Ley, o quien haya sido sancionado con similares sanciones administrativas por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras o por la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, o el que hubiere sido sancionado en virtud del artículo 134 de la ley N° 18.046 o el que, al tiempo de ejecutarse los hechos que dieron origen a las sanciones previstas precedentemente, era administrador de las personas jurídicas sancionadas o poseía, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, el 10% o más de su capital; 

c) El administrador de bancos e instituciones financieras, bolsas de valores, intermediarios de valores o de cualquier inversionista institucional y las personas que, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, posean el 5% o más de su capital.

Artículo 243.- Las empresas de auditoría externa podrán desarrollar actividades distintas de las señaladas en el artículo 239, siempre que no comprometan su idoneidad técnica o independencia de juicio en la prestación de los servicios de auditoría externa, y previo cumplimiento de su reglamento interno. Con todo, no podrán prestar simultáneamente y respecto de una misma entidad, servicios de auditoría externa y cualquiera de los servicios indicados a continuación:

a) Auditoría interna;

b) Desarrollo o implementación de sistemas contables y de presentación de estados financieros;

c) Teneduría de libros;

d) Tasaciones, valorizaciones y servicios actuariales que impliquen el cálculo, estimación o análisis de hechos o factores de incidencia económica que sirvan para la determinación de montos de reservas, activos u obligaciones y que conlleven un registro contable en los estados financieros de la entidad auditada;

e) Asesoría para la colocación o intermediación de valores y agencia financiera. Para estos efectos, no se entenderán como asesoría aquellos servicios prestados por exigencia legal o regulatoria en relación con la información exigida para casos de oferta pública de valores;

f) Asesoría en la contratación y administración de personal y recursos humanos; y

g) Patrocinio o representación de la entidad auditada en cualquier tipo de procedimiento judicial o arbitral o en cualquier gestión de carácter administrativo.

Artículo 244.- Se entenderá que carecen de independencia de juicio respecto de una sociedad auditada, las siguientes personas naturales:

a) Las relacionadas con la entidad auditada;

b) Las que tengan algún vínculo de subordinación o dependencia, o quienes presten servicios a la entidad auditada o a cualquier otra de su grupo empresarial;

c) Las que posean valores emitidos por la sociedad auditada o por cualquier otra entidad de su grupo empresarial. Se considerará para los efectos de esta letra, los valores que posea el cónyuge y también las promesas, opciones y los que haya recibido éste en garantía, como asimismo las que posean los demás socios principales de la empresa de auditoría externa respectiva;

d) Los trabajadores de un intermediario de valores con contrato vigente de colocación de títulos de la entidad auditada y las personas relacionadas de aquél; y 

e) Las que tengan o hayan tenido durante los últimos doce meses una relación laboral o relación de negocios significativa con la entidad auditada o con alguna de las entidades de su grupo empresarial, distinta de la auditoría externa misma o de las otras actividades realizadas por la empresa de auditoría externa de conformidad con la presente ley.

Artículo 245.- Se entenderá que una empresa de auditoría externa no tiene independencia de juicio respecto de una entidad auditada en los siguientes casos:

a) Si tiene, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, una significativa relación contractual o crediticia activa o pasiva con la entidad auditada o con alguna de las entidades de su grupo empresarial, distinta de la auditoría externa misma o de las otras actividades realizadas por la empresa de auditoría externa de conformidad con la presente ley;

b) Si, en forma directa o a través de otras personas, posee valores emitidos por la sociedad auditada o por cualquier otra entidad de su grupo empresarial;

c) Si el 15% o más de sus ingresos anuales totales, por cualquier concepto, sumados a los de sus filiales y matrices, provienen del mismo grupo empresarial al que pertenece la entidad auditada. Tratándose de empresas del Estado o aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aportes de capital mayores o iguales al 50%, si el 15% o más de sus ingresos anuales totales provienen de la misma empresa o si el 50% de sus ingresos anuales totales provienen de empresas públicas. Esta causal de falta de independencia será aplicable a contar del tercer año de inscrita la empresa de auditoría externa en el Registro de Empresas de Auditoría Externa que llevará la Superintendencia; o

d) Haber prestado alguno de los servicios indicados en las letras d) y e) del artículo 243 durante los 180 días previos a la fecha de su designación por la junta de accionistas para la prestación de los servicios de auditoría externa.

Artículo 246.- En el evento que exista o sobrevenga una causal de falta de independencia de juicio de las que se describen en los artículos precedentes, la empresa de auditoría externa deberá informar de ello al directorio o al órgano de administración de la entidad auditada y no podrá prestar o continuar prestando sus servicios de auditoría externa, salvo en las siguientes circunstancias:

a) En los casos del artículo 244 y de las letras a) y b) del artículo 245, cuando las personas afectadas sean separadas del equipo de auditoría y se apliquen medidas correctivas que aseguren el reestablecimiento de la independencia de juicio respecto de la sociedad auditada;

b) En caso que sobrevenga la causal de falta de independencia de la letra c) del artículo 245, la empresa de auditoría externa podrá seguir prestando los servicios relacionados al ejercicio para el que hubiere sido elegida.

Artículo 247.- A las empresas de auditoría externa les corresponde especialmente examinar y expresar su informe profesional e independiente sobre la contabilidad, inventario, balance y otros estados financieros conforme a las Normas de Auditoría de General Aplicación y las instrucciones que imparta la Superintendencia, en su caso. Esta función implica, entre otras actividades, las siguientes:

a) Verificar si las operaciones realizadas por la entidad auditada están reflejadas razonablemente en su contabilidad y estados financieros;

b) Cerciorarse que los estados financieros de la sociedad auditada se hayan preparado de acuerdo a los principios de contabilidad generalmente aceptados y a las normas dictadas por las autoridades fiscalizadoras competentes;

c) Señalar a la administración de la sociedad auditada las deficiencias que se detecten durante el desarrollo de la auditoría externa en la adopción y mantenimiento de prácticas contables, sistema administrativo y de auditoría interna, y
d) Comunicar a los organismos supervisores pertinentes cualquier deficiencia grave y no solucionada por la administración de la sociedad que pueda afectar la adecuada presentación de la posición financiera o de los resultados de las operaciones de la entidad auditada.

Artículo 248.- Sólo para los fines de la auditoría externa, la entidad auditada deberá poner a disposición de la empresa de auditoría externa toda la información necesaria para efectuar dicho servicio, incluyendo todos los libros, registros, documentos y antecedentes de la entidad y de sus filiales, en su caso. La obtención de información podrá incluir la entrevista a los miembros del directorio, gerente general, gerentes y ejecutivos principales, lo que será solicitado a través del gerente general. La revisión de la documentación e información social por el personal designado a tal efecto podrá realizarse en las oficinas de la entidad auditada en cualquier momento, pero de manera de no afectar la gestión social.

En caso que la información puesta a su disposición sea confidencial o sujeta a reserva, la empresa de auditoría externa deberá mantenerla en secreto y será responsable de la revelación o utilización impropia que sus dependientes hagan respecto de ella.

Artículo 249.- Toda opinión, certificación, informe o dictamen debe fundarse en técnicas y procedimientos de auditoría que otorguen un grado razonable de confiabilidad del examen y proporcionen elementos de juicio válidos y suficientes y su contenido deberá ser veraz, completo y expresado en forma clara, precisa y objetiva. 

La empresa de auditoría externa deberá mantener por, a lo menos, seis años desde la fecha de la respectiva opinión, certificación, informe o dictamen, todos los antecedentes que le sirvieron de base para su emisión. La Superintendencia podrá dictar normas de carácter general, estableciendo medios y condiciones de archivo y custodia de tales antecedentes y podrá autorizar la eliminación de parte de ese archivo antes de ese plazo o exigir que determinados documentos se guarden por plazos mayores. En ningún caso podrán destruirse los documentos que digan relación directa o indirecta con algún asunto o litigio pendiente.

El informe de auditoría externa deberá ser suscrito por la persona que condujo la auditoría externa y por, a lo menos, un socio principal con domicilio y residencia en Chile. Los socios principales firmantes deberán firmar por sí o por medio de representante especialmente facultado para ello y no podrán suscribir más de cinco informes consecutivos respecto de los estados financieros anuales de un mismo auditado.

Artículo 250.- Las empresas de auditoría externa, en la prestación de sus servicios de auditoría externa, y las personas que en su nombre participen en la conducción de dicha auditoría, responderán hasta de la culpa leve por los perjuicios que causaren.

La empresa de auditoría externa, las personas que hubieren dirigido la auditoría externa y los que suscriban los informes de auditoría responderán solidariamente de los perjuicios causados a terceros.

Artículo 251.- La facultad para designar o revocar a la empresa de auditoría externa radica en la junta de accionistas, la que, en caso de no aceptar la propuesta presentada por el directorio podrá delegar la designación de la empresa de auditoría externa en éste, indicándole las condiciones de la designación.

Toda revocación deberá ser informada por la sociedad con el carácter de hecho esencial.

Con todo, tras cinco ejercicios consecutivos auditados por la misma empresa de auditoría externa, cada cinco años dicha empresa sólo podrá ser reelegida con el voto conforme de las dos terceras partes de las acciones emitidas con derecho a voto en la junta de accionistas.”.

Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 18.046, Ley de Sociedades Anónimas:

1) Modifícase el artículo 29, reemplazando la frase “artículo 73” por la frase “artículo 76”;

2) Agrégase al artículo 30 el siguiente inciso segundo, nuevo:

“En particular, el controlador de una sociedad anónima abierta no podrá influir decisivamente en la administración de ésta si no es en el mejor interés de la sociedad y de los demás accionistas.”;

3) Reemplázase el artículo 31 por el siguiente, nuevo:

“Artículo 31.- La administración de la sociedad anónima la ejerce un directorio elegido por la junta de accionistas.

Los estatutos de las sociedades anónimas deberán establecer un número invariable de directores, salvo lo establecido en el inciso cuarto de este artículo. La renovación del directorio será total y se efectuará al final de su período, el que no podrá exceder de tres años. Los directores podrán ser reelegidos indefinidamente en sus funciones. A falta de disposición expresa de los estatutos, se entenderá que el directorio se renovará cada año.

El directorio de las sociedades anónimas cerradas no podrá estar integrado por menos de tres directores y el de las sociedades anónimas abiertas, por menos de cinco. Salvo disposición contraria de los estatutos, se estará a estos mínimos.

Tratándose de una sociedad anónima abierta obligada a constituir el comité a que se refiere el artículo 50 bis, el número mínimo de directores no podrá ser inferior a siete si contare al menos con dos directores independientes o inferior a once si no contare con ellos.”;

4) Intercálase el siguiente artículo 31 bis, nuevo:

“Artículo 31 bis.- Con todo, las empresas a que se refiere el inciso cuarto del artículo 31 podrán fijar un número de directores inferior a once e igual o superior a siete, sin contar con dos directores independientes, con la aprobación de dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto, pudiendo los accionistas disidentes ejercer el derecho a retiro. Esta decisión deberá ser tomada en junta extraordinaria de accionistas y será comunicada como hecho esencial.

Las sociedades anónimas que se abran por primera vez a bolsa podrán excluirse de la obligación de mantener dos directores independientes o de disminuir el número de directores otorgando derecho a retiro, siempre que lo informen claramente en los prospectos y folletos informativos que utilicen para la difusión y propaganda de la emisión de sus valores.

Las sociedades anónimas referidas en los incisos anteriores de este artículo deberán ratificar el número de directores anualmente en junta de accionistas con la aprobación de dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto. En caso de ratificarse el número de directores, los accionistas disidentes no podrán ejercer derecho a retiro.”;

5) Reemplázase el artículo 36, por el siguiente:

“Artículo 36.- Además de los casos mencionados en el artículo anterior, no podrán ser directores de una sociedad anónima abierta o de sus filiales:

1) Los senadores, diputados y alcaldes;

2) Los ministros de Estado, subsecretarios, intendentes, gobernadores, secretarios regionales ministeriales, y embajadores;

3) Los jefes de servicio y el directivo superior inmediato que deba subrogar a cada uno de ellos;
4) Los funcionarios de la Superintendencia de Valores y Seguros, y

5) Los corredores de bolsa y los agentes de valores, salvo en las bolsas de valores.”

6) Intercálase en el numeral 3), del artículo 42 la expresión “externos y a las clasificadoras de riesgo” entre las expresiones “auditores” y “, a rendir cuentas irregulares”.”;

7) Agrégase al artículo 43, a continuación del punto final, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “En el caso de las sociedades anónimas abiertas, esta divulgación se hará de acuerdo al artículo 10 de la ley N° 18.045.”;
8) Reemplázase el actual artículo 44 por el siguiente, nuevo:

“Artículo 44.- A menos que los estatutos establezcan algo distinto, una sociedad anónima cerrada sólo podrá celebrar actos o contratos que involucren montos relevantes en los que uno o más directores tengan interés por sí o como representantes de otra persona, cuando dichas operaciones sean conocidas y aprobadas previamente por el directorio y se ajusten a condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado.

El directorio deberá pronunciarse con la abstención del director con interés. Si el directorio resolviere que no es posible determinar las condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado, también con la abstención del director con interés, podrá aprobar o rechazar la operación. En el acta de la sesión de directorio correspondiente deberá dejarse constancia de las deliberaciones para aprobar los términos y condiciones de los respectivos actos o contratos, y tales acuerdos serán informados en la próxima junta de accionistas por el que la presida, debiendo hacerse mención de esta materia en su citación.

Se presume de derecho que existe interés de un director en toda negociación, acto, contrato u operación en la que deba intervenir él mismo, su cónyuge o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, o las sociedades o empresas en las cuales sea director o dueño, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital, o las sociedades o empresas en las cuales alguna de las personas antes mencionadas sea director o dueño, directo o indirecto, del 10% o más de su capital; o el controlador de la sociedad o sus personas relacionadas, si el director ha resultado electo con los votos determinantes de aquél o aquéllos.

Para los efectos de este artículo, se entiende que es de monto relevante todo acto o contrato que supere el 1% del patrimonio social, siempre que dicho acto o contrato exceda el equivalente a 2.000 unidades de fomento y, en todo caso, cuando sea superior a 20.000 unidades de fomento.

La infracción a este artículo no afectará la validez de la operación y sin perjuicio de las sanciones que correspondan, otorgará a la sociedad, a los accionistas y a los terceros interesados, el derecho de exigir indemnización por los perjuicios ocasionados. En caso de demandarse los perjuicios ocasionados por la infracción de este artículo, corresponderá a la parte demandada probar que el acto o contrato se ajustó a condiciones de mercado o que las condiciones de negociación reportaron beneficios a la sociedad.

Con todo, no será aplicable lo establecido en el inciso primero si la operación ha sido aprobada o ratificada por la junta extraordinaria de accionistas o si se trata de operaciones entre matriz y filial.”;

9) Agrégase al artículo 47 un inciso final, nuevo, con el siguiente texto:

“Los medios tecnológicos autorizados por la Superintendencia de Valores y Seguros para las sociedades sometidas a su fiscalización podrán ser también aplicables a las sociedades anónimas cerradas.”;

10) Agrégase al artículo 48 el siguiente inciso cuarto, nuevo:

“La unanimidad de los directores que concurrieron a una sesión podrá disponer que los acuerdos adoptados en ella se lleven a efecto sin esperar la aprobación del acta, de lo cual se dejará constancia en un documento que contenga el acuerdo suscrito.”;

11) Modifícase el artículo 50 bis, de la siguiente forma:

a) Modifícase el actual inciso tercero, de la siguiente forma:

i) Elimínanse en el numeral 1), las expresiones “inspectores de cuentas y” y “, según corresponda” y agréguese, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase:

“Asimismo deberá informar al directorio, en forma previa a la aprobación de los estados financieros que se presentarán a los accionistas, respecto de cualquier cambio en los criterios contables aplicados durante el periodo correspondiente y las observaciones sobre los mecanismos de control interno formuladas por la empresa de auditoría externa.”.

ii) Reemplázase el numeral 2), por el siguiente:

“2) Proponer al directorio una o más empresas de auditoría externa y clasificadores privados de riesgo, en su caso, que podrán sugerirse a la junta de accionistas para su designación, y proponer al directorio la política de auditoría externa a la que se refiere el artículo 53 de esta ley.”

iii) Modifícase el numeral 3), de la siguiente forma: 

iii.a) Reemplácense las palabras “a que se refieren los artículos 44 y 89” por las siguientes “a que se refiere el Título XVI” 

iii.b) Agregáse al final, después del punto aparte (.), que pasa a ser seguido, la siguiente oración: 

“Proponer al directorio la política de divulgación de aquellos actos o contratos que estime que deberían informarse o recogerse en las notas que acompañan a los estados financieros por ser operaciones de la sociedad con una parte relacionada o con una parte que tiene con la sociedad notorios vínculos comerciales, financieros, crediticios o de otra índole;”

iv) Intercálase el siguiente numeral 5), nuevo, pasando el actual numeral 5), a ser numeral 6):

“5) Proponer al directorio un listado de activos que podrá ser presentado a la junta de accionistas para los efectos del numeral 4), del artículo 56.”.

b) Reemplázase el inciso sexto por el siguiente:

“Se entenderá que un director es independiente cuando reúna los siguientes requisitos:

a) que al menos la mitad de los votos que recibió no provengan del controlador o de sus personas relacionadas, y

b) que no haya prestado servicios remunerados, directamente o a través de una persona jurídica en la cual posea una participación mayoritaria, al controlador o a alguna de sus empresas relacionadas en los últimos dos años. Para estos efectos, se entenderá que no constituyen remuneración la dieta percibida en calidad de director del controlador o de sus empresas relacionadas, cuando hubiere sido elegido cumpliendo el requisito establecido en la letra a) ni la dieta percibida en calidad de director de una sociedad filial de aquel o aquellas.”.

c) Reemplázase el inciso décimo, por el siguiente: “Las actividades, informes, propuestas al directorio y gastos del comité serán presentados a los accionistas en la memoria anual. Asimismo, las propuestas efectuadas por el comité al directorio que no hubieren sido recogidas por este último, serán informadas a la junta de accionistas previo a la votación de la materia correspondiente.”.”;

12) Reemplázanse los artículos 51, 52 y 53 por los siguientes, nuevos:

“Artículo 51.- A menos que sus estatutos establezcan la designación de uno o varios inspectores de cuentas, la junta de accionistas de las sociedades anónimas cerradas deberá designar anualmente a una empresa de auditoría externa o a un inspector de cuentas para que examine la contabilidad, inventario, balance y otros estados financieros, debiendo informar por escrito a la próxima junta de accionistas sobre el cumplimiento de su mandato.

Artículo 52.- La junta ordinaria de accionistas de las sociedades anónimas abiertas deberá designar anualmente a una empresa de auditoría externa para que preste los servicios de auditoría externa señalados en la ley N° 18.045 e informe por escrito a la próxima junta ordinaria de accionistas sobre el cumplimiento de su mandato.

Al menos uno de los socios principales de la empresa de auditoría externa que hubiere suscrito el informe de auditoría deberá, por sí o por medio de mandatario, concurrir a toda junta general de accionistas que tenga por objeto el examen de dicho informe. El socio principal o su mandatario deberán responder las consultas que se le formulen respecto de su informe y respecto de las actividades, procedimientos, constataciones, recomendaciones y conclusiones, que sean pertinentes. La Superintendencia podrá establecer, por norma de carácter general, reglas que permitan cumplir la obligación antedicha por medios de comunicación que garanticen la fidelidad y simultaneidad de sus opiniones. 

El informe de auditoría será incorporado en la memoria y se publicará en extracto junto con los estados financieros, de acuerdo a lo previsto en el artículo 76 de esta Ley.

Adicionalmente, la empresa de auditoría externa elaborará un informe en el que se referirá en forma detallada, a lo menos, a las siguientes materias:

1) Relación y descripción de las actividades de auditoría externa realizadas durante el ejercicio;

2) Indicación de haber cumplido los requisitos de independencia de juicio establecidos en la ley N° 18.045 en su caso;

3) Observaciones relativas al control interno de la sociedad auditada, a la preparación de sus estados financieros de acuerdo a los principios contables y a las normas de auditoría generalmente aceptadas, y al cumplimiento de las normas de carácter general e instrucciones dictadas por la Superintendencia referidas a los estados financieros; y

4) Cuenta de los pagos recibidos por la empresa de auditoría externa, directa o indirectamente, de la sociedad auditada o del grupo empresarial al que pertenezca, distinguiendo aquéllos percibidos exclusivamente por el servicio de auditoría externa.

El informe al que se refiere el inciso anterior quedará a disposición de los accionistas para su examen durante los 15 días anteriores a la fecha señalada para la junta de accionistas.

Artículo 53.- El directorio de la sociedad anónima abierta deberá establecer las normas internas necesarias para que la auditoría externa se desarrolle según lo señalado en la ley, incluyendo especialmente los términos y condiciones en que se podrá contratar a la empresa de auditoría externa para la prestación de servicios distintos de la auditoría externa y los procedimientos para solucionar eventuales casos de falta de independencia de juicio de aquella. En la junta de accionistas convocada para designar a la empresa de auditoría externa, y previo a su designación, el presidente del directorio deberá dar a conocer a la asamblea la política de contratación de la empresa de auditoría externa para la prestación de servicios distintos de la auditoría externa o cualquier cambio efectuado a la misma durante el ejercicio anterior.”.”;


13) Intercálase, en el artículo 56, el siguiente número 4), nuevo, sustituyéndose la coma (,) y la conjunción “y” del número 3) por un punto y coma (;), y pasando el actual número 4) a ser número 5):

“4) La designación de los activos esenciales de la sociedad y sus filiales, así como la desafectación de cualquier activo esencial de su calidad de tal. La lista de los activos designados deberá estar a disposición de los accionistas y, en el caso de las sociedades anónimas abiertas, del público en general, y”;


14) Reemplázase el número 4) del artículo 57, por el siguiente:

“4) Las enajenaciones a que se refiere el número 9 del artículo 67 de esta ley;”;
15) Modifícase el artículo 67 de la siguiente forma:

a) Reemplázase en el número 9), la palabra “se” a continuación de la frase “Para estos efectos”, por la frase “, los activos de una sociedad filial serán considerados como parte del activo de la sociedad matriz. Se”.

b) Agrégase en el inciso final, después de la palabra “modificación”, la expresión “, prórroga”;

16) Modificase el artículo 69 de la siguiente forma:

a) Reemplázase el número 3) por el siguiente:

“3) Las enajenaciones a que se refiere el N° 9) del artículo 67;”.

b) En el numeral 5), agregase después de la palabra “aumento”, la expresión “, prórroga”.”;


17) Reemplázase el artículo 89, por el siguiente:

“Artículo 89.- Cuando la matriz o la coligante, en su caso, fuere una sociedad anónima cerrada, las operaciones entre las sociedades coligadas, entre la matriz y sus filiales o las de estas últimas entre sí, o con las coligadas, deberán observar condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado. Los administradores de una y otras serán responsables de las pérdidas o perjuicios que pudieren causar a la sociedad que administren por operaciones hechas con infracción a este artículo.”;
18) Intercálase a continuación del artículo 137, el siguiente artículo 137 bis:

“Artículo 137 bis.- La Superintendencia determinará, mediante norma de carácter general, los medios alternativos a través de los cuales las sociedades fiscalizadas podrán enviar o poner a disposición de sus accionistas los documentos, información y comunicaciones que establece esta ley.”;

19) Intercálase el siguiente Título XVI, nuevo, pasando el actual Título XVI a ser XVII.

“Título XVI

De las Operaciones con Partes Relacionadas en las Sociedades Anónimas Abiertas y sus Filiales

Artículo 146.- Los actos jurídicos que se indican a continuación constituyen operaciones con una parte relacionada de una sociedad anónima abierta:

1) Aquellos con personas relacionadas;

2) Aquellos en los que la contraparte eligió a uno o más directores de la sociedad. Para este efecto se entenderá que un director ha sido elegido por una persona si al sustraer de los votos de ésta y sus personas relacionadas, no hubiese resultado electo;

3) Aquellos en los que la contraparte es una persona respecto de la cual un director, gerente, ejecutivo principal o liquidador de la sociedad, o sus respectivos cónyuges o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad inclusive, es su controlador o su director, ejecutivo principal, administrador o liquidador; y

4) Los demás que se establezcan en los estatutos de la sociedad.

Artículo 147.- Una sociedad anónima abierta sólo podrá celebrar una operación con partes relacionadas cumpliendo con los requisitos y procedimientos que se señalan a continuación:

1) La operación deberá contribuir siempre al mejor interés social, y ajustarse al precio, términos y condiciones que prevalezcan en el mercado al tiempo de su aprobación; 

2) El director, gerente, ejecutivo principal o liquidador que participe en negociaciones conducentes a la realización de una operación con partes relacionadas de las referidas en el artículo 146, deberá informar de ello al presidente del directorio dentro de los tres días siguientes. El que incumpla esta obligación será solidariamente responsable de los perjuicios que la operación ocasionare a la sociedad;

3) Antes que la sociedad otorgue su consentimiento a una operación con parte relacionada, ésta deberá ser aprobada por la mayoría absoluta de los miembros del directorio, con exclusión de los directores o liquidadores involucrados así como de aquellos que dentro del plazo de 180 días anteriores a la fecha de la aprobación hubieran estado afectos a la misma relación, debiendo dejarse constancia en el acta de los fundamentos de la decisión y las razones por las cuales se excluyeron los directores.

Los acuerdos adoptados por el directorio para aprobar una operación con una parte relacionada serán dados a conocer en la próxima junta de accionistas, debiendo hacerse mención de los directores que la aprobaron. De esta materia se hará indicación expresa en la citación a la correspondiente junta de accionistas. 

4) En caso que la mayoría absoluta de los miembros del directorio deba abstenerse en la votación destinada a resolver la operación, ésta sólo podrá llevarse a cabo si es aprobada por la unanimidad de los miembros del directorio no involucrados o, en su defecto, si es aprobada en junta extraordinaria de accionistas con el acuerdo de los dos tercios de las acciones emitidas con derecho a voto.

Si se convocase a junta extraordinaria de accionistas para aprobar la operación, el directorio designará al menos un evaluador independiente para mejor resolver en la junta. El comité de directores de la sociedad o, si la sociedad no contare con éste, los directores no involucrados, podrán designar un segundo evaluador independiente en los casos en que no estuvieren de acuerdo con la elección del evaluador independiente que designó el directorio.

En su informe, el o los evaluadores independientes deberán pronunciarse acerca de las condiciones de la operación. Dichos informes serán puestos a disposición de los accionistas y del directorio al día hábil siguiente de recibidos por la sociedad, en la forma que determine la Superintendencia, por un plazo mínimo de 15 días hábiles contado desde la fecha en que se recibió el último de esos informes, debiendo comunicar la sociedad tal situación a los accionistas mediante hecho esencial.

Asimismo, cada director de la sociedad deberá pronunciarse, en un plazo no mayor a 5 días hábiles contado desde la fecha en que se recibió el último de los informes de los evaluadores, acerca de la conveniencia de la operación. Las opiniones de los directores deberán ser puestas a disposición de los accionistas al día siguiente de recibidos por la sociedad, y dicha situación deberá ser informada por la sociedad mediante hecho esencial. Las opiniones de los directores deberán referirse a la conveniencia de la operación, a los informes de los peritos y deberán explicitar la relación que tuvieran con la contraparte de la operación.

La infracción a este artículo no afectará la validez de la operación pero, sin perjuicio de las sanciones que correspondan, otorgará a la sociedad o a los accionistas el derecho de pedir el reembolso en beneficio de la sociedad de una suma equivalente a los beneficios que la operación hubiera reportado a la contraparte relacionada, además de la indemnización de los daños correspondientes. En este caso, corresponderá a la parte demandada probar que la operación se ajustó a lo señalado en este artículo.

No obstante, las siguientes operaciones quedarán excluidas de los números 2, 3 y 4 del procedimiento establecido en este artículo:

a) Aquellas operaciones que no sean de monto relevante. Para estos efectos, se entiende que es de monto relevante todo acto o contrato que supere el 1% del patrimonio social, siempre que dicho acto o contrato exceda el equivalente a 2.000 unidades de fomento y, en todo caso, cuando sea superior a 20.000 unidades de fomento.  Se presume que constituyen una sola operación todas las que se perfeccionen en un periodo de 12 meses consecutivos por medio de uno o más actos en los que exista identidad de partes y objeto;

b) Aquellas operaciones que, conforme a políticas generales de habitualidad determinadas por el directorio de la sociedad, sean ordinarias en consideración a su objeto. En este último caso, el acuerdo que establezca dichas políticas o su modificación será informado como hecho esencial y en cada junta ordinaria de accionistas, sin perjuicio de informar las operaciones como hecho esencial cuando corresponda, y 

c) Aquellas operaciones entre personas jurídicas en las cuales la sociedad anónima abierta posea, directa o indirectamente, al menos un 95% de la propiedad.

Artículo 148.- Ningún accionista de una sociedad anónima abierta, ni sus personas relacionadas, podrán utilizar indebidamente para sí las oportunidades comerciales de la sociedad.

Para efectos de este artículo, se entenderá por oportunidad comercial toda oferta dirigida a la sociedad para desarrollar una actividad lucrativa en el ámbito de sus negocios, que no fuere simultáneamente formulada a uno o más accionistas.

Las personas del inciso primero podrán utilizar para sí las oportunidades comerciales de la sociedad cuando el directorio de la sociedad anónima abierta la haya desechado previamente por acuerdo fundado adoptado con la abstención del director vinculado al accionista o a su persona relacionada, o si hubiere transcurrido un año desde la adopción del acuerdo de postergar o aceptar la oportunidad comercial sin que ésta se hubiere llevado a cabo por la sociedad. Se presume de derecho que un director está vinculado a un accionista si, al sustraer de los votos con que fue elegido, los votos provenientes del accionista en cuestión y los de las personas relacionadas a éste, dicho director no hubiese resultado electo.

Los acuerdos para prescindir de oportunidades comerciales serán dados a conocer en la próxima junta de accionistas.

Sin perjuicio de las sanciones que correspondan, la infracción a este artículo no afectará la validez de la operación y dará derecho a la sociedad o a los accionistas a pedir el reembolso a la sociedad de una suma equivalente a los beneficios que la operación hubiere reportado al infractor y los demás perjuicios que se acrediten.

Artículo 149.- Las disposiciones de este título serán aplicables tanto a las sociedades anónimas abiertas como a todas sus filiales, sin importar la naturaleza jurídica de éstas.”.”.

Artículo 3° bis- En el inciso cuarto del artículo 14 bis del decreto N° 1.019, de 1979, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 1.328, de 1976, sobre Administración de Fondos Mutuos, reemplázase la oración “al sustraer de su votación los votos provenientes de aquél o de sus personas relacionadas, no hubiese resultado electo” por la siguiente: “más de la mitad de los votos recibidos provengan de aquél o de sus personas relacionadas”.

TÍTULO II

NORMAS APLICABLES A LAS EMPRESAS PÚBLICAS

Párrafo 1º. 

Del Consejo Superior de Empresas Públicas

Artículo 4°.- Créase el Consejo Superior de Empresas Públicas, en adelante “Consejo SEP”, como servicio público descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, y que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Hacienda.

Su objeto será representar al Estado, sus instituciones y empresas en las acciones y derechos que como accionista, socio o propietario le corresponde ejercer, en virtud de su normativa legal o estatutos, en las empresas del Estado creadas por ley, incluidas aquellas cuya legislación exige que sean mencionadas expresamente, y en las sociedades anónimas, colectivas, contractuales mineras o de responsabilidad limitada; como también en las demás materias relacionadas con dichas empresas y sociedades que se señalan expresamente en esta ley.

Con todo, la facultad de representación a que se refiere el inciso anterior no incluirá la de percibir excedentes, dividendos, utilidades, retiros de capital u otros beneficios económicos, como tampoco la de disponer de las acciones en que se divide el capital en las sociedades anónimas y/o derechos sociales en la propiedad de las sociedades de personas.

En el cumplimiento de su objeto el Consejo SEP velará por lograr una gestión eficiente y eficaz de las empresas y sociedades, orientada al cumplimiento de las finalidades previstas y a la creación de flujos que sustenten su operación, así como a la generación de excedentes o utilidades y al incremento de su valor económico. 

Corresponderá también al Consejo SEP, con participación de los Ministerios a través de los cuales las empresas y sociedades a que se refiere el inciso segundo se relacionan o dependen del Ejecutivo, ser la instancia de análisis y discusión de los planes y orientaciones estratégicas de dichas empresas y sociedades asociadas al desarrollo de políticas públicas. En este análisis y discusión, el Consejo SEP podrá requerir la participación de los servicios públicos que estime conveniente. Ello sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores y en el inciso quinto del artículo 33 de la presente ley y de las responsabilidades que normalmente corresponden al ejercicio del cargo de Ministro de Estado respecto de sus funciones específicas.
Las disposiciones de este título no se aplicarán al Banco del Estado de Chile, a Televisión Nacional de Chile y a aquellas empresas del Estado que dependen o se relacionan con el Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional, a menos que se las mencione expresamente y sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 29°, 31°, 32°, 34°, 36 y 3° transitorio de esta ley.

Párrafo 2º

El Consejo

Artículo 5°.- El Consejo es un órgano colegiado, integrado por:

a) Un consejero nombrado por el Ministro de Hacienda, el que tendrá la calidad de Presidente.

b) Un consejero nombrado por el Ministro de Defensa.

c) Un consejero nombrado por el Ministro de Minería.

d) Un consejero nombrado por el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones.

e) Un consejero nombrado por el Presidente del Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción.

f) Cuatro consejeros independientes.

Para desempeñarse como consejero, se requerirá estar en posesión de un título profesional de una carrera de a lo menos 10 semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, y acreditar una experiencia profesional de a lo menos 5 años.

Los consejeros se encontrarán sujetos a las normas de probidad administrativa a que se refieren los artículos 52°, 53°, 57°, 58°, 59° y 62° del decreto con fuerza de ley N°1/19.653, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. La función de consejero no será delegable.

El cargo de consejero será incompatible con la calidad de gerente o ejecutivo principal de las empresas o sociedades a las que se refiere el artículo 4° del presente título, incompatibilidad que se mantendrá hasta seis meses después de haber cesado en el cargo de consejero. En caso de que el consejero sea accionista de dichas entidades, deberá declararlo e inhabilitarse cuando se traten o resuelvan materias atingentes a ellas.

Además, el cargo de consejero será incompatible con el ejercicio de cargos o funciones unipersonales en los órganos de dirección en partidos políticos.


El Consejo podrá sesionar con la asistencia de, a lo menos, 6 de sus miembros. En ausencia del Presidente presidirá uno de los consejeros que no tenga la calidad de independiente.

Los acuerdos se tomarán por la mayoría absoluta de los miembros presentes y, en caso de empate, decidirá el voto de quien presida la sesión.
Artículo 6°.- El Presidente del Consejo SEP deberá desempeñarse con dedicación exclusiva y estará sujeto a las prohibiciones e incompatibilidades establecidas en el artículo 1° de la ley N°19.863, y le será aplicable lo dispuesto en el artículo 8° de dicha ley.

Corresponderá al Presidente cumplir y hacer cumplir las funciones, atribuciones, acuerdos e instrucciones del Consejo SEP, proponer a éste el programa anual de trabajo, ejercer las labores de supervigilancia y cumplimiento de funciones por parte de la Secretaría Técnica a que se refiere este título e intervenir en las demás materias que le correspondan conforme al presente título o que le señale el Consejo SEP.


Artículo 7°.- Las remuneraciones de los consejeros, y de su Presidente, considerando en este último caso su dedicación exclusiva al cargo, serán fijadas por el Presidente de la República por un plazo no superior a tres años.

Con tal objeto, el Presidente de la República designará en su oportunidad, una comisión integrada por tres personas que hayan desempeñado el cargo de Ministro de Hacienda o de Director de Presupuestos, la cual formulará una propuesta de remuneraciones sobre la base de aquellas que para cargos similares se encuentren vigentes en los sectores público y privado. Ninguno de los integrantes de la comisión podrá encontrarse ejerciendo el cargo de consejero del Consejo SEP, ni de director en las empresas a que se refiere este título.
Artículo 8°.- Son funciones del Consejo SEP, respecto de las empresas del Estado creadas por ley, incluidas aquellas cuya legislación orgánica exige que sean mencionadas expresamente, las que conforme a la ley N°18.046 correspondan, en lo compatible con su naturaleza y sus cuerpos legales, a los accionistas y a las juntas de accionistas y, en especial, las que se disponen en los artículos de dicha ley que se señalan a continuación:

a) Fijar las remuneraciones de los directores de las empresas y sus filiales por su participación en sesiones, comisiones o comités, conforme a lo señalado en los artículos 33 y 50 bis, ambos de la ley N°18.046. Dichas remuneraciones podrán incluir un componente asociado al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño. 

b) Designar auditores externos independientes, conforme a lo señalado en el artículo 52 de la ley N°18.046.

c) Nombrar a los directores conforme a lo dispuesto en el numeral 3) del artículo 56 de la ley N°18.046, con las excepciones de aquellos que, conforme a las leyes orgánicas de las respectivas empresas, lo sean en representación de los trabajadores o designados por el Presidente de la República. No obstante lo anterior, al directorio de las empresas y sociedades a que se refiere el artículo 4° de este título, el Consejo SEP podrá delegarle el nombramiento o elección de los directores de sus sociedades filiales o coligadas.

d) Designar 2 directores independientes, cuando corresponda, para desempeñar, entre otras, las funciones a que se refiere el artículo 50 bis de la ley N°18.046, de acuerdo al mecanismo de selección que establece el artículo 13 del presente título.

e) Nombrar directores suplentes, cuando el Consejo SEP lo estime necesario, los que reemplazarán a los titulares y se regirán por lo dispuesto en los estatutos de las empresas y en el inciso primero del artículo 32 de la ley N°18.046. Los suplentes de directores independientes serán nombrados de acuerdo al procedimiento señalado en el artículo 13 del presente título, salvo que el Consejo SEP designe como suplentes de dichos directores a aquellos que sean directores independientes suplentes de otras empresas.

f) Revocar total o parcialmente a los directores cuyo nombramiento le corresponde. Para la revocación de los directores independientes se requerirá el voto favorable de la mayoría del Consejo, debiendo contar en este caso  con informe favorable del Comité de Selección a que se refiere el artículo 13 de esta ley.

g) Aceptar la renuncia de los directores de su nombramiento.

h) Examinar la memoria, estados financieros, inventario, actas, libros, los informes de los auditores externos y los informes o propuestas del comité de directores, conforme a lo dispuesto en el artículo 54 de la ley N°18.046.

i) Examinar la situación de la sociedad, los informes de los inspectores de cuenta y auditores externos, y aprobar o rechazar la memoria, el balance, los estados y demostraciones financieras, conforme a lo señalado en los artículos 56, número 1) y 77, ambos de la ley N°18.046, y demás normas complementarias.

j) Tomar conocimiento o aprobar, según corresponda, de las operaciones con partes relacionadas, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 146 y 147, ambos de la ley N°18.046, así como conocer los informes de los evaluadores independientes a que se refiere dicha normativa.

Para efectos de la aplicación de las normas relativas a operaciones con partes relacionadas, no se considerarán partes relacionadas las empresas a que se refiere el presente artículo, las sociedades señaladas en el artículo 9º de este título y los órganos y servicios públicos, salvo aquellas sociedades en que exista participación privada en el capital social. 

Con todo, estas operaciones deberán contribuir siempre al mejor interés social, y ajustarse al precio, términos y condiciones que prevalecen en el mercado al tiempo de su ejecución, debiendo ser informadas al Consejo SEP aquellas operaciones que tengan el carácter de no habituales, de acuerdo con la política de divulgación de información que determine el directorio, o que sean significativas por su monto, en ambos casos según lo establecido en el artículo 147 de la ley 18.046, en la forma y oportunidad que el Consejo SEP determine.

k) Requerir de las empresas toda información suficiente, fidedigna y oportuna que sea necesaria para el fiel cumplimiento de las funciones del Consejo SEP, de acuerdo a lo señalado en el artículo 46 de la ley N°18.046.

l) Aprobar el presupuesto de gastos de funcionamiento del comité de directores a que se refiere el artículo 50 bis de la ley N°18.046.

m) Designar a los clasificadores privados de riesgo, cuando corresponda.

n) Aprobar la designación de los activos esenciales de la empresa y sus filiales.

ñ) Fijar los procedimientos para la convocatoria a reunión a efectos de tratar las materias a que se refiere este artículo, así como cualquier otra materia de interés de la empresa. Dichos procedimientos deberán recoger, en lo que resulte pertinente y concordante con el objeto señalado en el artículo 4º de este título, las disposiciones de la ley 18.046 que regulan las juntas de accionistas. 

Artículo 9°.- Son funciones del Consejo SEP respecto de las sociedades anónimas y demás sociedades, cualquiera sea su naturaleza o forma asociativa, en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan participación en su capital, con excepción de las señaladas en el artículo anterior, las siguientes:

a) Representar por el sólo ministerio de la ley al Fisco, sus instituciones o empresas, en el ejercicio de las acciones o derechos que le correspondan a los accionistas o socios, en la administración de la sociedad, conforme a la ley de sociedades anónimas y al pacto social, debiendo designar al efecto representantes en las juntas de accionistas o en el órgano que haga sus veces, según corresponda.

b) Informar periódicamente a los propietarios de las acciones y derechos que representa sobre la gestión que le ha correspondido en las sociedades y demás información que estime procedente.

Artículo 10.-  Corresponderán, además, al Consejo SEP las siguientes funciones:

a) Entregar una cuenta anual de la gestión de las empresas públicas a la Comisión Especial de Presupuestos a que se refiere el artículo 19 de la ley N° 18.918, correspondiente al ejercicio del año anterior, a más tardar dentro de la segunda quincena del mes de mayo de cada año.

b) Enviar a las comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial de Presupuestos copia de los balances anuales y estados financieros semestrales de las empresas del Estado, Televisión Nacional de Chile, el Banco del Estado de Chile, la Corporación del Cobre de Chile, de todas aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, realizados y auditados de acuerdo a las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas. Dichas copias serán remitidas dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros. 

c) Celebrar convenios de programación con todas las empresas o sociedades a que se refiere este título que reciban transferencias incluidas en la ley de presupuestos o se les haya otorgado la garantía del Estado a sus operaciones de endeudamiento, como requisito previo para su obtención, en los términos establecidos en el artículo 2° de la ley N° 19.847, y ejercer las funciones y atribuciones que dicha disposición legal le otorga al comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción. 

El incumplimiento de los Convenios de Programación, previa calificación del Consejo SEP, será causal de revocación del directorio de acuerdo a lo señalado en la letra f) del artículo 8° del presente título.

d) Analizar e informar de los planes desarrollo o de similar naturaleza dispuesto por las leyes de las empresas, de los planes de negocios, y de aquellos planes estratégicos que el Ministerio de Hacienda le solicite para el cumplimiento de sus propias funciones respecto de las empresas o sociedades a que se refiere el artículo 4° del presente título. 

e) Analizar e informar de los estudios y proyectos de inversión de las empresas y sociedades, que le requiera el Ministerio de Hacienda en conformidad con lo dispuesto en el artículo 34° de este título.

f) Asesorar a los Ministerios que lo requieran respecto de materias específicas sectoriales relacionadas con las empresas y sociedades a que se refiere el artículo 4° del presente título, conforme a lo que dispongan las respectivas leyes orgánicas.

Artículo 11.- El Consejo SEP sólo podrá designar o proponer como director en las empresas o sociedades a las que le sea aplicable el presente título a las personas que a lo menos cumplan los siguientes requisitos:

a) No haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, ni haber sido declarado fallido o haber sido administrador o representante legal de personas fallidas condenadas por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta y demás establecidos en los artículos 203 y 204 de la Ley de Quiebras;

b) Estar en posesión de un título profesional de una carrera de a lo menos 10 semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o haber desempeñado, por un período no inferior a cinco años continuos o no, un cargo ejecutivo superior en empresas públicas o privadas, y

c) Poseer antecedentes comerciales y tributarios intachables. Para estos efectos se entenderá que una persona posee antecedentes comerciales intachables cuando no registre protestos de documentos no aclarados en los últimos cinco años en número o cantidad considerable. Asimismo, se entenderá que una persona posee antecedentes tributarios intachables cuando se encuentre al día en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, de acuerdo  al certificado que emita al efecto la Tesorería General de la República dando cuenta de este hecho.
A su vez, el Consejo SEP no podrá designar o proponer como directores en las empresas y sociedades a las que le sea aplicable el presente título a las siguientes personas:

a) Los concejales y los miembros de los consejos regionales;
b) Las personas que desempeñen los cargos de presidente, vicepresidente, secretario general, o tesorero en las directivas centrales, regionales, provinciales, distritales o comunales de los partidos políticos, y de las organizaciones gremiales y sindicales salvo en los casos contemplados en la ley; 

c) Los candidatos a alcalde, concejal, o a parlamentario por la zona donde opera la empresa, desde la declaración de las candidaturas y hasta 6 meses después de la respectiva elección.

Se considerará como causal de inhabilidad de un director el que adquiera alguna de las calidades señaladas en el inciso precedente.

Artículo 12.- Los cuatro consejeros independientes durarán 3 años en sus cargos, pudiendo renovarse su designación para un nuevo periodo, por una sola vez, mediante acuerdo del Consejo SEP.

Serán causales de cesación de los consejeros independientes las que se pasan a señalar:

a) Expiración del plazo por el que fue nombrado

b) Renuncia aceptada por el Presidente de la República

c) Incapacidad síquica o física para el desempeño de sus funciones

d) Sobreviniencia de alguna causal de inhabilidad, y

f) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero

Serán faltas graves las calificadas como tales por, a lo menos, los tres cuartos del total de consejeros, excluido el afectado.

Artículo 13.- Dos de los consejeros independientes señalados en la letra f) del artículo 5°, más otro de los consejeros, designado por el Consejo SEP en sesión especialmente citada para ese efecto, constituirán un Comité de Selección que tendrá la función de realizar el proceso de selección de dos directores integrantes del directorio de las empresas del Estado creadas por ley afectas a las normas de este título, que se contemplen con carácter de independientes, para efectos de la aplicación en su caso, del artículo 50 bis de la ley N°18.046, y para las demás funciones que le correspondan conforme a la citada ley u otras que le encomiende el directorio, entendiéndose que dichas empresas cumplen la exigencia patrimonial establecida en el artículo antes citado. Los dos consejeros independientes que constituirán el Comité de Selección serán seleccionados por el resto de los consejeros, no independientes, mediante el procedimiento que establezca el reglamento del Consejo SEP.
En el caso de las sociedades anónimas con participación mayoritaria del Estado, regidas por las normas del presente título, en la proposición de directores que formule el Consejo SEP a la Junta de Accionistas para elección de directorio, incluirá uno o dos candidatos elegidos de la forma indicada en el inciso precedente, según fuere necesario para constituir en la respectiva sociedad anónima el comité a que se refiere el artículo 50 bis de la Ley N°18.046, si le fuere aplicable. Lo dispuesto en este inciso también se aplicará a la Empresa de Transporte de Pasajeros Metro S.A.

El Comité de Selección podrá requerir de la Dirección Nacional del Servicio Civil la asistencia técnica que, en materia de selección de directores, estime necesaria. Asimismo, el Comité podrá aplicar, en lo que fuere pertinente, los procedimientos de selección para altos directivos públicos del primer nivel de jerarquía establecidos en la ley N° 19.882 y las regulaciones establecidas para estos mismos efectos por el Consejo de la Alta Dirección Pública.

Para los efectos de la designación de los directores a que se refiere el presente artículo, el Comité de Selección entregará al Consejo SEP, en carácter de reservado, el nombre de el o los dos candidatos seleccionados, según corresponda designar a uno o dos de ellos, debiendo el Consejo SEP proponerlos o nombrarlos según corresponda, o rechazar total o parcialmente la proposición, casos en los que deberá realizarse un nuevo concurso. 

Las políticas, procedimientos y requisitos para desarrollar estos concursos se incluirán en el reglamento que dicte el Consejo SEP a que se refiere el artículo 16.

Artículo 14.- Será inhábil para desempeñarse como consejero independiente a que se refiere la letra f) del artículo 5°, aquel que por sí, o su cónyuge, o sus parientes hasta el primer grado de consanguinidad, tengan control sobre la administración o participe de la propiedad de empresas o instituciones relacionadas con procesos de selección de personal, inscritas en el registro señalado en el artículo cuadragésimo séptimo de la ley N°19.882. 

Cuando participen en el proceso de selección de directores independientes personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive de un consejero integrante del comité de Selección, éste deberá comunicarlo previamente al Consejo SEP e inhabilitarse de participar en dicho proceso.

Artículo 15.- Para el cumplimiento de las funciones que le corresponden al Consejo SEP, las empresas y sociedades a que se refiere el artículo 4° de este título, estarán obligadas a proporcionar la información que requiera directamente dicho Consejo o a través de la Secretaría Técnica, la cual deberá ser utilizada en forma reservada, cuando le sea proporcionada en tal calidad.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 62 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, el uso en beneficio propio o de terceros de la información reservada o privilegiada de que tengan conocimiento los consejeros por aplicación del inciso anterior, constituirá una contravención al principio de probidad establecido en dicha ley y, en consecuencia, quedarán afectos a las sanciones que correspondan de acuerdo a la ley.
Artículo 16.- El Consejo SEP dictará un reglamento interno para su funcionamiento, el que incluirá, entre otras materias, aquellas referidas a las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo y Comités, a los procedimientos para decidir en caso de empate, a la subrogancia del Presidente del Consejo y, en general, a todas aquellas normas que permitan una gestión flexible, eficaz y eficiente, incluidas las de constitución y funcionamiento de comités o comisiones especiales, para el conocimiento de determinadas materias, en especial aquellas referidas a la constitución del Comité de Selección a que se refiere el artículo 13 de la presente ley.
De las deliberaciones y acuerdos del Consejo y de sus comisiones o comités, se dejará constancia en libros de actas conforme lo dispuesto en el artículo 48 de la ley N° 18.046.

Párrafo 3º. 

De la Secretaría Técnica

Artículo 17.- El Consejo SEP contará con una Secretaría Técnica a la que corresponderán las siguientes funciones:
a) Realizar las tareas técnicas y administrativas que sean necesarias para el funcionamiento del Consejo.

b) Cumplir las instrucciones que imparta el Director Ejecutivo.

c) Efectuar análisis y elaborar informes para apoyar las decisiones del Consejo.

d) Centralizar y consolidar información relevante de las empresas a que se refiere este título.

e) Las demás que otras leyes o normas expresamente le confieran. 

Artículo 18.-  Corresponderá a un Director Ejecutivo, quien tendrá la calidad de Jefe Superior de Servicio, la dirección de esta Secretaría y su personal. 

El Director Ejecutivo deberá especialmente:

a) Desempeñarse como Secretario Técnico del Consejo SEP.

b) Cumplir y hacer cumplir las instrucciones que le imparta el Consejo SEP y su Presidente y realizar los actos que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones.

c) Participar en el Consejo con derecho a voz.

d) Representar judicial y extrajudicialmente al Consejo.

e) Informar periódicamente al Consejo SEP de la marcha de la Secretaría y del cumplimiento de sus acuerdos e instrucciones.

f) Aprobar el anteproyecto de presupuestos de la Secretaría Técnica y someterlo a consideración de las autoridades pertinentes.

g) Aprobar anualmente el plan de trabajo de la Secretaría Técnica, así como la memoria y el balance integral del año anterior.

h) Conocer y resolver todo asunto que le encomiende el Consejo SEP o su Presidente, pudiendo al efecto ejecutar los actos y celebrar los contratos que sean necesarios o conducentes a la obtención de los objetivos del Consejo SEP, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado.

Para desempeñar el cargo de Director Ejecutivo se requerirá estar en posesión de un título profesional de una carrera de, a lo menos, 10 semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, y acreditar una experiencia profesional no inferior a 5 años como director o ejecutivo superior de empresas.

El Director Ejecutivo será designado por el Consejo SEP y tendrá la calidad de alto directivo público de conformidad con las normas del Título VI y del artículo decimocuarto transitorio de la ley N°19.882. Para estos efectos, el Consejo de Alta Dirección Pública propondrá al Consejo SEP la nómina de candidatos referidas en el literal d) del artículo cuadragésimo segundo de dicha ley.

Artículo 19.- El personal de la Secretaría Técnica se regirá por el Código del Trabajo y sus normas complementarias; y sus remuneraciones se fijarán y modificarán conforme al procedimiento establecido en el artículo 9° del decreto ley N° 1.953, de 1977.

Párrafo 4º

Del patrimonio del Consejo

Artículo 20.- El patrimonio del Consejo estará formado por:

a) El aporte que se contemple anualmente en la Ley de Presupuestos

b) Los recursos otorgados por leyes especiales

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales que se le transfieran o adquiera a cualquier título.

No obstante lo anterior, el Consejo no podrá recibir donaciones, aportes ni obtener financiamiento, total o parcial, directo o indirecto, para actividades, estudios u otros similares y, en general, el uso y goce de toda clase de bienes, por parte de las empresas a que se refiere el artículo 4° de esta ley.
Párrafo 5º. 

De la adecuación de leyes orgánicas y de normas específicas, aplicables a Empresas Públicas

Artículo 21.- Las empresas del Estado y las empresas o sociedades en las que el sector público o sus empresas tengan un aporte de capital superior al 50% del capital social, continuarán afectas a las disposiciones de sus leyes orgánicas o estatutos, según sea el caso, y a las normas complementarias que les fueren aplicables en lo relativo a utilidades, crédito público, presupuesto e inversiones y, en especial, a los artículos 29 y 44 del decreto ley N°1.263, de 1975, al artículo 11 de la ley N° 18.196, al artículo 68 de la ley N° 18.591 y al artículo 24 de la ley N° 18.482.

Artículo 22.- Modifícase el Decreto Ley N°1.350, de 1976, que crea la Corporación Nacional del Cobre de Chile, en los siguientes términos:

1) Reemplázase el artículo 8°, por el siguiente:

“El directorio estará compuesto por las siguientes personas:

a) Cinco directores designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;

b) Un representante de la Federación de Trabajadores del Cobre;

c)  Un representante de los Supervisores del Cobre, y

d) Dos directores independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas.

Los directores indicados en las letras b) y c) deberán ser trabajadores de la empresa con una antigüedad en ella no inferior a 5 años y serán designados por el Presidente de la República, de una quina propuesta por las organizaciones respectivas.

Los directores durarán 3 años en sus cargos, podrán ser designados sólo por un nuevo período consecutivo y ser removidos por quien los designó, conforme a las facultades respectivas.

El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, el directorio designe de entre aquellos señalados en la letra a) anterior, y sólo podrá sesionar con la asistencia de al menos 6 de sus miembros.

Los acuerdos se tomarán por la mayoría absoluta de los miembros presentes, y en caso de empate, decidirá el voto de quien presida la sesión. 

Los directores deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que los directores de origen laboral actúan en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tienen interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.

Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a Comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.

A los Directores, al Gerente General y a los demás Gerentes se les aplicarán las incompatibilidades, inhabilidades, responsabilidades y prohibiciones que la ley Nº 18.046 establece para los directores y ejecutivos principales de las sociedades anónimas.

En todas las demás disposiciones de esta ley y en otras normas legales que le sean aplicables a la Empresa, en que se haga referencia al Presidente Ejecutivo de la Corporación Nacional del Cobre de Chile o a sus Gerentes Generales, se entenderán hechas al Gerente General y a los Gerentes, según corresponda.”;

2) Suprímese en el artículo 7°, la expresión “y a su Presidente Ejecutivo”;

3) Sustitúyese en el encabezamiento del artículo 9°, la expresión “conducción superior” por “administración”, reemplázanse en la letra h) las palabras “Ministro de Minería” por “Consejo Superior de Empresas Públicas”, y agrégase a su letra m), el siguiente párrafo final: “La Empresa estará afecta a lo dispuesto en el artículo 44 del decreto ley N°1.263, de 1975, rigiendo a su respecto el procedimiento de autorización señalado en el párrafo anteprecedente.”;

4) Reemplázase la letra b) de artículo 10°, por la siguiente: “b) Administrar la Empresa conforme a las directrices y decisiones adoptadas por el Directorio en uso de sus facultades;”;

5) Modifícase al artículo 11°, como sigue:

a) Sustitúyese la expresión “por decreto supremo del Ministerio de Minería” por “a proposición del Consejo Superior de Empresas Públicas” y la expresión “a propuesta del directorio de la Empresa” por “a proposición del Consejo Superior de Empresas Públicas”.

b) Agrégase el siguiente inciso: “La Empresa quedará sujeta a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.”;

6) Agrégase a la letra b) del artículo 13°, el siguiente inciso final:

“En el presupuesto de inversiones se identificará el monto máximo que importe el arrastre de proyectos para anualidades siguientes, como también los parámetros de rentabilidad mínima de los proyectos que ejecute la Empresa con cargo a su presupuesto.”.

Artículo 23.- Modifícase el artículo 4° de la ley N°19.137 de 1992, que establece normas sobre pertenencias mineras de Codelco-Chile, que no forman parte de yacimientos en actual explotacion, de la siguiente forma:

1) Sustitúyese la palabra “cinco” por “siete”;

2) Suprímese la expresión “entre los cuales deberán, necesariamente, contarse los de los Ministros de Minería y de Hacienda” y la coma (,) que la antecede, y

3) Reemplázase la expresión “Ministerio de Minería” por “Ministerio de Hacienda, suscrito, además, por el Ministro de Minería”.

Artículo 24.- Introdúcense al decreto con fuerza de ley N°153, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que crea la Empresa Nacional de Minería, las siguientes modificaciones:

1) Sustitúyese el artículo 11°, por el siguiente:

“Artículo 11°.- La empresa será administrada por un Directorio integrado de la siguiente forma:

a) Por cinco directores designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;

b) Por dos directores independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;

c) Por un director representante de los trabajadores, el cual tendrá derecho a voz y a voto. Dicho director deberá ser trabajador de la empresa con una antigüedad en ella no inferior a 5 años y será designado por el Consejo Superior de Empresas Públicas, de una quina propuesta por las organizaciones sindicales. 

Los directores durarán tres años en sus funciones, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.

El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe de entre aquellos señalados en la letra a) anterior.

Los acuerdos se tomarán por la mayoría absoluta de los miembros presentes, y en caso de empate, decidirá el voto de quien presida la sesión.

Los directores deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que el director de origen laboral actúa en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tiene interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.

El Gerente General concurrirá a las sesiones con derecho a voz.

Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a Comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”;
2) Derógase el artículo 12°;

3) Modifícase el artículo 17° en la siguiente forma:

a) Suprímese el párrafo segundo, de la letra j).

b) Sustitúyese la letra q) por la siguiente: “q) Designar y remover al Gerente General de la Empresa“.

c) Sustitúyese la letra s), por la siguiente: 

“s) El Directorio, para adoptar acuerdos que involucren el desarrollo de cualquier política que signifique el otorgamiento de subsidios al sector, deberá contar con autorización previa del Ministerio de Hacienda, la que será otorgada mediante oficio.”;

4) Modifícase el artículo 18°, de la siguiente forma:

a) Suprímense las letras j) y k).

b) Reemplázase en la letra ll), la coma (,) y la conjunción “y” que siguen a la palabra “hacerlo”, por un punto (.) y suprímese la letra m);


5) Modifícase el artículo 19° como sigue:


a) Reemplázase el inciso tercero, por el siguiente:


“En todas las disposiciones de esta ley y otros cuerpos legales que le sean aplicables a la Empresa Nacional de Minería, en que se haga referencia al Vicepresidente Ejecutivo, se entenderán hechas al Gerente General.”.

b) Suprímese el inciso final del artículo 19.”;
6) Reemplázase el artículo 27°, por el siguiente: 

“Artículo 27°.- La Empresa quedará sujeta a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.“.

Artículo 25.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N°1, de 1986, del Ministerio de Minería, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°9.618, que crea la Empresa Nacional del Petróleo

1) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 2°, la expresión “Consejo de dicha Corporación” por “Consejo Superior de Empresas Públicas”;

2) Sustitúyese el artículo 3°, por el siguiente:

“Artículo 3°.- La Empresa será administrada por un Directorio compuesto por los siguientes miembros:

a) Cinco Directores designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;

b) Dos Directores independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;

c) Por un director representante de los trabajadores, el cual tendrá derecho a voz y a voto. Dicho director deberá ser trabajador de la empresa con una antigüedad en ella no inferior a 5 años y será designado por el Consejo Superior de Empresas Públicas, de una quina propuesta por las organizaciones sindicales. 

El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe de entre aquellos señalados en la letra a), anterior.

Los acuerdos se tomarán por la mayoría absoluta de los miembros presentes, y en caso de empate, decidirá el voto de quien presida la sesión.

Los directores deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que el director de origen laboral actúa en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tiene interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.

Los Directores durarán 3 años en sus cargos, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.

Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a Comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”;

3) Reemplázase el artículo 5°, por el siguiente:

“Artículo 5°.- La Empresa quedará sujeta a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros, en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.”.

Artículo 26.-  Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N°19.542, que moderniza el sector portuario estatal:


1) Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 24 por los siguientes:

“Artículo 24.- La administración de la empresa la ejercerá un Directorio compuesto de tres miembros en las empresas portuarias de Arica, Iquique, Antofagasta, Coquimbo, Talcahuano-San Vicente, Puerto Montt, Chacabuco, y Austral y de siete miembros en las empresas portuarias de Valparaíso y San Antonio. Los directores serán designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas, debiendo dos tener la calidad de independientes en aquellas empresas con directorios de siete miembros.

El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe entre aquellos que no tengan la calidad de independientes.”;

2) Sustitúyese el artículo 26, por el siguiente:

“Artículo 26.- Los Directores a que se refiere el inciso primero del artículo 24 durarán tres años en su cargo, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.”;

3) Sustitúyese el artículo 33, por el siguiente:

“Artículo 33°.- Los integrantes del directorio percibirán como retribución por su asistencia a sesiones o a Comités de directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.“;

4) Reemplázase en los numerales 1 y 2 del artículo 34, la expresión “ Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción” por “Consejo Superior de Empresas Públicas.“, y

5) Derógase el artículo 52°.

Artículo 27.-  Introdúcense al decreto con fuerza de ley N°1, de 1993, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Orgánica de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, las siguientes modificaciones:

1) Sustitúyense los incisos primero, segundo, tercero, cuarto y quinto del artículo 4° por los siguientes: 

“Artículo 4°.- La Administración de la empresa la ejercerá un Directorio compuesto de siete miembros designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas, dos de los cuales deberán tener la calidad de independientes. 

El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe de entre aquellos que no tengan la calidad de independientes.

Los Directores durarán 3 años en sus cargos, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.”;

2) Sustitúyese el artículo 11°, por el siguiente: 

“Artículo 11°.- Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a Comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”;

3) Sustitúyese en las letras a) y b) en el artículo 12°, la expresión “Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción“, por “Consejo Superior de Empresas Públicas”.

Artículo 28.-  Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N°10, de 1981, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que crea la Empresa de Correos de Chile:

1) Sustitúyese el artículo 4°, por el siguiente: 

“ARTICULO 4° El Directorio estará integrado de la siguiente forma:

a) Por cinco directores designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas;

b) Por dos directores independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas.

c) Por un director representante de los trabajadores, el cual sólo tendrá derecho a voz. Dicho director deberá ser trabajador de la empresa con una antigüedad en ella no inferior a 5 años y será designado por el Consejo Superior de Empresas Públicas, de una quina propuesta por las organizaciones sindicales. 

El Directorio será presidido por aquel que, en calidad de titular o de subrogante, designe de entre aquellos señalados en la letra a) anterior.”

Los directores deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que el director de origen laboral actúa en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tiene interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.

Los directores durarán tres años en sus funciones y podrán ser reelegidos. No obstante, podrán ser removidos antes de la expiración de sus mandatos, por acuerdo del Consejo Superior de Empresas Públicas, caso en que se procederá a nombrar un reemplazante por el resto del período que faltare al reemplazado, en la forma establecida en el inciso anterior.”;

2) Sustítúyese el artículo 8°, por el siguiente:

“Artículo 8°.- Los Directores percibirán como única retribución por su asistencia a sesiones o a comisiones o a comités del Directorio, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”;

3) Sustitúyese el artículo 13°, por el siguiente:

“Artículo 13°.- La Empresa se regirá por lo dispuesto en el artículo 11° de la ley N°18.196, en el artículo 24° de la ley N°18.482 y en el artículo 68° de la ley N°18.591.

Asimismo, la Empresa se regirá por las normas de esta ley y, en lo no previsto en ella, por las normas que rigen a las sociedades anónimas abiertas, en lo pertinente.

La Empresa quedará sujeta a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.”.

Artículo 29.- Modifícase el decreto ley N°2.079, de 1978, que fija el texto de la Ley Orgánica del Banco del Estado de Chile, en los siguientes términos:

1) Sustitúyese el artículo 9°, por el siguiente; 

“Artículo 9°.- El Consejo Directivo  estará formado de la siguiente manera:

a) Por cuatro consejeros nombrados por el Consejo Superior de Empresas Públicas, uno de los cuales será elegido como Presidente del Banco y otro como Vicepresidente del mismo.

El Presidente del Banco lo será también del Consejo Directivo y del Comité Ejecutivo a que se refiere el artículo 12° de este decreto ley. El Vicepresidente del Consejo Directivo será subrogante del Presidente.

b) Por dos consejeros independientes designados por el Consejo Superior de Empresas Públicas.

c) Por un representante de los trabajadores del Banco, que será elegido por ellos mismos conforme al reglamento que se dicte al efecto.

En un mismo acto se elegirá al representante laboral y a un suplente. Ambos gozarán del mismo fuero del que gozan los dirigentes sindicales. 

Los consejeros estarán afectos a las incompatibilidades y prohibiciones establecidas en los artículos 15 y 17 de este decreto ley.

Los consejeros deberán abstenerse en aquellos casos que, conforme a las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, tengan interés. Para estos efectos se entenderá que el consejero de origen laboral actúa en representación del respectivo sector y, en consecuencia, tiene interés en los actos, contratos o negociaciones atingentes al sector.”;

2) Sustitúyese el inciso primero del artículo 25, por el siguiente:

“Artículo 25.- El Gerente General Ejecutivo será nombrado por el Consejo Directivo del Banco.”;

3) Sustitúyese el párrafo inicial del artículo 27, por el siguiente: 

“Artículo 27.- El fiscal será designado por el Consejo Directivo del Banco”.

Artículo 30.-  Sustitúyese el artículo 4°, del decreto con fuerza de ley N° 274, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que crea la Empresa de Abastecimiento de Zonas Aisladas, por el siguiente: 

“Artículo 4°.- La empresa tendrá un Consejo integrado por cinco miembros, nombrados por acuerdo del Consejo Superior de Empresas Públicas. El Consejo designará, además, a uno de dichos miembros para que se desempeñe como Presidente y a otro, para que lo haga como Vicepresidente Ejecutivo de la empresa.

En ausencia del Presidente, el Consejo será presidido por el Vicepresidente Ejecutivo de la empresa.

Los consejeros durarán 3 años en sus cargos, podrán ser designados sólo por un nuevo periodo consecutivo y ser removidos por quien los designe de acuerdo a las facultades respectivas.

Los consejeros percibirán, como única retribución por su asistencia a sesiones o a comisiones o a comités del Consejo, las cantidades que determine el Consejo Superior de Empresas Públicas, las que tendrán la calidad de honorarios para todos los efectos legales.”.

Artículo 31.- Introdúcense las siguientes modificaciones a las disposiciones legales que se señalan:

1) Modifícase el artículo 11 de la ley N° 18.196, en los siguientes términos:

a) Modifícase el inciso tercero, de la siguiente forma:

i) Suprímese la expresión “y de Economía, Fomento y Reconstrucción”;

ii) Reemplázase la frase “el que deberá además ser suscrito por el” por “y del”;

iii) Sustitúyese la expresión “por alguno o ninguno de estos dos últimos Ministros” por “por este último Ministro”, y

iv) Sustitúyese la frase “de él o los Ministros antes señalados” por “del Ministro antes señalado”.

b) Reemplázase en el inciso cuarto, la frase “conjunto de los Ministerios de Hacienda y de Economía, Fomento y Reconstrucción” por “del Ministerio de Hacienda”.

c) Sustitúyese el inciso final por el siguiente:

“No obstante lo anterior, a las empresas que dependen o que se relacionan con el Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional, no se les aplicará lo dispuesto en el artículo 29 del decreto ley N° 1.263, de 1975.”.

2) Derógase el artículo 11 de la ley N° 18.382.

3) Modifícase el inciso primero del artículo 24 de la ley N° 18.482 en los siguientes términos:

a) Reemplázase la frase “y de Economía, Fomento y Reconstrucción” por “y del Ministerio a través del cual la respectiva empresa se relaciona con el Ejecutivo”.

b) Agrégase, a continuación del punto final que pasa a ser seguido (.), lo siguiente:

“Con todo, dicha identificación presupuestaria no será aplicable respecto de estudios y proyectos de inversión de las empresas que dependen o que se relacionan con el Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional, que sean calificados como estratégicos o necesarios para la defensa, mediante decreto supremo del Ministerio de Defensa Nacional.”.

Artículo 32.-  Introdúcense las siguientes modificaciones a los cuerpos legales que se señalan:

1) Agrégase en el artículo 3°, del decreto con fuerza de ley N° 223, de 1953, del Ministerio de Defensa Nacional, Orgánica de las Fábricas y Maestranzas del Ejército, un numeral 6° del siguiente tenor: 

“6°.- Dos miembros designados por el Presidente de la República, a propuesta del Consejo Superior de Empresas Públicas.”;

2) Agrégase en el artículo 9° de la ley N°18.296, Orgánica de los Astilleros y Maestranzas de la Armada, antes de la expresión “- El Fiscal de ASMAR, sin derecho a voto”, la siguiente “Dos miembros designados por el Presidente de la República, a propuesta del Consejo Superior de Empresas Públicas.”;

3) Sustitúyese el artículo 4° de la ley N°18.297, Orgánica de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile, por el siguiente: 

“Artículo 4°.- La dirección superior de la Empresa corresponderá a un Directorio integrado por los siguientes miembros:

a) El Comandante en jefe de la Fuerza Aérea, quien lo presidirá;

b) Tres Oficiales Generales de la Fuerza Aérea, en servicio activo, designados por el Presidente de la República;

c) Dos miembros designados por el Presidente de la República, a propuesta del Consejo Superior de Empresas Públicas.”

d) El Director Ejecutivo.”.

Párrafo 6º. 

Disposiciones varias

Artículo 33.- Las empresas del Estado creadas por ley y regidas por las disposiciones de este cuerpo legal, incluidas aquellas cuya legislación exige que sean mencionadas expresamente, estarán sujetas a las mismas normas de información, financieras y contables que rigen para las sociedades anónimas abiertas y sus balances y estados de situación deberán ser sometidos a auditorías de empresas auditoras externas.

Dichas empresas quedarán sujetas a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas, sin perjuicio de las atribuciones que corresponda a la Contraloría General de la República.

Tales empresas se regirán por las normas de sus respectivas leyes orgánicas, modificadas por la presente ley y, en lo no previsto en ellas o en este título, por las normas que rigen a las sociedades anónimas abiertas. En consecuencia, y sin que la mención sea taxativa, estarán afectas a las disposiciones que la ley N° 18.046 establece para las sociedades anónimas abiertas sobre operaciones con partes relacionadas, sobre obligaciones de reserva de información, y a las demás normas del citado cuerpo legal que regula el funcionamiento del directorio; y los derechos y obligaciones de sus integrantes, incluidas las incompatibilidades, inhabilidades, responsabilidades y prohibiciones que dicha ley establece para los directores y ejecutivos superiores de las sociedades anónimas. 

El Presidente de la República, a proposición del Consejo SEP, deberá aprobar los estatutos para cada una de las empresas o modificar los existentes, contemplando en ellos la reglamentación complementaria a las de las normas antes señaladas, estatutos que podrán ser modificados de la misma manera.

Con todo, los directores de tales empresas no tendrán responsabilidad en los términos del artículo 41 de la ley N°18.046, en aquellos casos en que el Ministerio de Hacienda le corresponda ejercer las facultades contempladas en el decreto ley N°1.263, de 1975, Ley Orgánica de Administración Financiera del Estado. Asimismo, dichos directores tampoco tendrán responsabilidad en los casos que se ejecuten operaciones fiscales o cuasifiscales, dispuestas por el Ejecutivo, que puedan afectar la generación de excedentes o utilidades o sean financiadas con transferencias consideradas en la ley de presupuestos. Tales operaciones y en su caso los fondos a transferir, serán determinadas previamente por Decreto Supremo emanado del Ministerio de Hacienda. Para estos efectos, las empresas deberán disponer de información que permita identificar las operaciones fiscales o cuasifiscales como centros de costos a objeto de llevar a cabo evaluaciones periódicas.
La administración de cada empresa a que se refiere el presente artículo corresponderá a su directorio, el que además elegirá a su presidente, el cual no podrá ser representante laboral, gremial, o director independiente. Asimismo, el directorio designará al ejecutivo máximo que tenga la representación legal de ésta, no pudiendo ser director de la misma.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero de este artículo, para los efectos del numeral 4 del artículo 147 de la ley 18.046, los directores con derecho a voto, para efectos de dar cumplimiento a lo señalado en dicha norma, deberán concurrir al Consejo SEP, en la oportunidad que éste determine, a objeto de entregar su opinión acerca de la conveniencia de la operación y de los informes de los peritos, debiendo explicitar la relación que tuvieran con la contraparte. De dicha sesión se levantará un acta que sintetice los elementos principales y pertinentes de las ponencias, cuyo extracto deberá ser publicado como hecho esencial por la respectiva sociedad.

Las empresas a que se refiere este artículo deberán inscribirse en el registro de valores establecido en la ley N° 18.045.

Cualquier integrante del Consejo SEP que, en el ejercicio de su cargo, tomare conocimiento de hechos ocurridos en las empresas a que se refiere este artículo que puedan considerarse constitutivos de una infracción a la normativa orgánica de la respectiva empresa, a sus estatutos, a las disposiciones de la ley N°18.046 e instrucciones de la Superintendencia del ramo, que le fueren aplicables, estará obligado a comunicarlo al Consejo SEP, el cual deberá adoptar las medidas que procedan para hacer efectivas las responsabilidades administrativas, civiles y penales, según corresponda. Para estos efectos, el Consejo SEP deberá adoptar los acuerdos pertinentes y, en su caso, solicitar al Consejo de Defensa del Estado su intervención en resguardo de los intereses del Estado, y de la Superintendencia para el ejercicio de sus funciones respectivas. Lo anterior, sin perjuicio de las medidas en igual sentido que adopten las autoridades de la respectiva empresa.

El o los consejeros que no cumplan con lo dispuesto en el inciso anterior, serán solidariamente responsables de los perjuicios que de tal incumplimiento se deriven, además de las sanciones civiles, penales y administrativas que pudieren resultarle aplicables.

Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo de Defensa del Estado podrá actuar de oficio respecto de cualquier infracción de las mencionadas en los incisos anteriores sobre la que tomase conocimiento.

Artículo 34.-  Para efectos de la identificación previa a que se refiere el artículo 24 de la ley N°18.482, los estudios y proyectos de inversión de las empresas regidas por dicha norma deberán contar con un informe del organismo o entidad que se determine mediante instrucciones del Ministerio de Hacienda, debiendo en todo caso estar fundamentado en una evaluación técnica económica que analice su rentabilidad. Con todo, tratándose de las empresas que se relacionan con el Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa Nacional, el referido informe y evaluación serán efectuados por dicho Ministerio sobre la base de una metodología que se determinará por decreto conjunto de los ministerios de Hacienda y de Defensa Nacional.

Artículo 35.-  El personal de la Secretaría Técnica del Consejo SEP y de la Comisión Chilena del Cobre no podrá prestar servicios profesionales, directa o indirectamente, a las personas o a las empresas y sociedades a que se refiere el artículo 4° del presente título, sometidos a su supervigilancia o fiscalización, según corresponda. Esta incompatibilidad se mantendrá hasta seis meses después de haber expirado en funciones.

Artículo 36.- No obstante lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 1° de la ley N°19.886, las empresas del Estado creadas por ley, incluidas aquellas cuya legislación exige que sean mencionadas expresamente, podrán utilizar los sistemas de compras y contratación establecidos conforme a dicha ley, incluidos los convenios marco. Para tales efectos, podrán celebrar convenios con la Dirección de Compras y Contratación Pública.

TÍTULO FINAL

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1°.- Las disposiciones contenidas en los Títulos I y II de la presente ley comenzarán a regir a contar de la fecha de su publicación, con excepción de las siguientes vigencias especiales:

1) Título I:

a) Los directores de las Administradoras de Fondos de Pensiones, actualmente en ejercicio, tendrán un plazo de 180 días contados desde la fecha de publicación de esta ley para presentar a la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones las declaraciones a que se refiere el artículo 156 bis del D.L. N°3.500 de esta ley.

b) Los nuevos artículos 36 y 137 bis de la ley N°18.046 entrarán en vigencia a los 90 días contados desde la fecha de publicación de esta ley.

c) Las modificaciones a los artículos 10 y 12, y el nuevo artículo 12 bis, todos de la ley N°18.045, entrarán en vigencia a los 180 días contados desde la fecha de publicación de esta ley.

d) Los nuevos artículos 31, 31 bis, 44, 51, 52, 53, y las modificaciones a los artículos 50 bis, 56, 57, 67, 69, 89, y el nuevo Título XVI, todos de la ley N°18.046, así como el nuevo Título XXVIII de la ley N°18.045, entrarán en vigencia a los 365 días contados desde la fecha de publicación de esta ley.

2) Título II

a) Los párrafos 1°, 2°, 3° y 4°, así como lo dispuesto en el artículo 29 de la presente ley, entrarán en vigencia a los 60 días contados desde la fecha de publicación de esta ley.

b) El párrafo 5° y los artículos 33 y 34 del párrafo 6°, entrarán en vigencia a los 180 días contados desde la fecha de publicación de esta ley.

Con todo, a contar de la fecha de vigencia de las normas relativas a la constitución y funcionamiento del Consejo SEP y hasta la entrada en vigencia de las modificaciones de las leyes orgánicas a que se refiere el numeral 2 b) anterior, los nombramientos, remociones o designaciones de directores o consejeros, según sea el caso, que correspondan al Presidente de la República, a Ministerios o Ministros, a la Corporación de Fomento de la Producción o a alguno de sus comités conforme a dichas orgánicas, serán efectuados por el Consejo SEP con el voto favorable de los consejeros que hayan sido nombrados a la respectiva fecha.

Artículo 2°.- El Presidente de la República, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, con la firma del Ministro sectorial respectivo, fijará los textos refundidos, coordinados y sistematizados de las leyes orgánicas de las empresas o sociedades del Estado.

Artículo 3º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde los seis meses de la fecha de publicación de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, modifique el decreto ley N°2.079, de 1978, Ley Orgánica del Banco del Estado de Chile, para adecuarlo a lo dispuesto en el artículo 29 y en el inciso sexto del artículo 33 de la presente ley. 

En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República podrá adecuar la estructura de administración del Banco y las atribuciones de sus órganos y ejecutivos, comprendidos en las disposiciones citadas en el inciso precedente y armonizar las disposiciones que dicte con las demás normas del citado decreto con fuerza de ley.

Artículo 4º.-  Facúltase al Presidente de la República para que en el plazo de un año, contado desde la publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, fije las plantas de personal del Consejo SEP. En el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije. 

De igual forma, determinará la fecha de vigencia de las mismas, así como la dotación máxima de personal.

El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministro de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Consejo SEP.

Artículo 5º.- Para los efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4° del Código del Trabajo, el Consejo SEP  será el continuador legal, para todos los efectos, del Comité denominado Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción. En consecuencia, los trabajadores que a la fecha de creación de dicho Consejo tengan un contrato de trabajo vigente con la Corporación de Fomento de la Producción y se encuentren prestando servicios en el mencionado Comité, no verán alterados los derechos y obligaciones emanados de sus contratos individuales, que mantendrán su vigencia y continuidad con el Consejo SEP."

Artículo 6º.- Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de un año, contado desde la publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, introduzca todas las modificaciones que sean necesarias al decreto ley N°3.538, de 1980, Ley Orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros y a las plantas y dotaciones de personal de esta institución, para adecuar sus funciones, estructura, procedimientos y plantas de personal a las tareas que le encomienda la presente ley. 

Artículo 7°.- En tanto no se efectúe lo dispuesto en el artículo 7° permanente de la presente ley, los integrantes del Consejo SEP, con excepción de su Presidente, percibirán una remuneración en pesos equivalente a 17 unidades tributarias mensuales por cada sesión a que asistan, con un máximo de 34 unidades tributarias mensuales por mes calendario. Asimismo, tendrán derecho a percibir remuneración por participación en comités, cuyo monto total no podrá exceder mensualmente de un 50% de la remuneración máxima más arriba indicada.

A su vez, las remuneraciones del Presidente del Consejo SEP, serán fijadas y modificadas conforme al procedimiento establecido en el artículo 9° del decreto ley N° 1.953, de 1977.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 16, 17 y 30 de agosto, 5, 6 (dos sesiones), 7, 13, 14 y 26 de septiembre, 12 de octubre, 2, 7 y 9 de noviembre 2005, con asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señor Carlos Ominami Pascual (Presidente), señora Evelyn Matthei Fornet (Jaime Orpis Bouchon) y señores Edgardo Boeninger Kausel (Hosain Sabag Castillo), Alejandro Foxley Rioseco (Hosain Sabag Castillo) y José García Ruminot.


Sala de la Comisión, a 30 de noviembre de 2005.


       (Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,


                    

Secretario.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES PROKURICA, GARCÍA, HORVATH Y ROMERO CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL PARA ESTABLECER LA REPRESENTACIÓN DE MINORÍA EN LA CONFORMACIÓN DE LAS MESAS DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

(4057-07)

Honorable Senado:

En conformidad al artículo 4° de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, cada una de las Cámaras tiene la facultad privativa de dictar sus propias normas reglamentarias para regular su organización y funcionamiento interno. El mismo texto legal establece, en su artículo 5°, que el Congreso Nacional deberá instalarse día 11 de marzo siguiente a una elección de senadores y diputados, y que se entenderá instalado el Congreso Nacional luego de la investidura de la mayoría de los miembros de cada Cámara y de que hayan sido elegidos los integrantes de las respectivas Mesas.

Según se establece tanto en el Reglamento de la Honorable Cámara de Diputados como en el de esta Honorable Corporación, corresponde que en la Sesión de Instalación, que se celebra al inicio de cada Período Legislativo, se proceda a la elección de la Mesa respectiva. En el caso del Senado, del Presidente y el Vicepresidente y, en el de la Cámara de Diputados, del Presidente, un primer Vicepresidente y un segundo Vicepresidente.

Como es sabido, las reglas que rigen actualmente la elección de las Mesas de ambas Cámaras no prevén que en ellas quede debidamente representada tanto la mayoría como la minoría de los integrantes de cada corporación, por lo que ha ocurrido que, en ocasiones por períodos prolongados, ellas queden integradas únicamente por el sector político mayoritario, excluyendo de toda participación a la minoría en la dirección de la respectiva Cámara.

Esta práctica excluyente, que afortunadamente no se ha impuesto aún en el Senado, perjudica la gobernabilidad que es deseable en todo cuerpo colegiado, a la vez que atenta contra el pluralismo democrático que es de esperar en la conducción de corporaciones representativas de la voluntad popular y esencialmente deliberantes, pues excluye de toda ingerencia y participación a un sector de la ciudadanía, por la vía de marginar a sus representantes de la dirección de la corporación para la cual ha sido elegido democráticamente.

Parece razonable y más ajustado a los principios del pluralismo y la democracia representativa, que se reconozca a la minoría el derecho a integrar las instancias directivas de ambas Cámaras, a lo menos al nivel de sus Vicepresidencias, a fin de dar a las Mesas un carácter plural e integrador y no uno unilateral y excluyente.

Por las razones expresadas, tenemos el honor de proponeros el siguiente

proyecto de ley:
Articulo único.- Agrégase al artículo 4° de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el siguiente inciso segundo, nuevo:

"Las normas que regulen la elección de los integrantes de las respectivas mesas deberán asegurar que en ellas estén representadas tanto la mayoría como la minoría del total de los miembros de cada cámara.".








(Fdo.):Baldo Prokurica Prokurica










Senador.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR SABAG CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY SOBRE RETIRO DE PROPAGANDA ELECTORAL Y REPARACIÓN DE DAÑOS QUE ÉSTA HUBIERE CAUSADO

(4058-06)

Honorable Senado:

FUNDAMENTOS

En septiembre pasado se realizaron las últimas modificaciones a la Ley N° 19.884 sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, con las que se terminó de establecer un sistema de financiamiento mixto para las campañas políticas que se realicen en el país, en el que se asegura el aporte del Estado a la vez que se autorizan y regulan las donaciones y contribuciones de los particulares a los candidatos de los partidos políticos e independientes que participen en los comicios para elegir Presidente de la República, senadores, diputados, alcaldes y concejales.

Aunque aún es prematuro evaluar el funcionamiento de este cuerpo legal, es evidente a los ojos de la ciudadanía que, paralelamente al tema de los gastos que se puedan realizar en los períodos electorales y al control de estos, en cada campaña se producen daños a las propiedades públicas y privadas, así como efectos perniciosos en el ornato público e incluso situaciones que deben ser resueltas por la Justicia.

A pesar de que en los últimos actos electorales, las municipalidades han ido asumiendo con mayor decisión la tarea de reponer el orden público, con cargo a los candidatos por los costos que demanda dicha labor, resulta un hecho objetivo que en muchos sectores no se restituye plenamente el ornato y el orden a la situación previa a las campañas.

Del mismo modo, los particulares que se sienten vulnerados en sus derechos por las campañas habitualmente no consiguen una reparación del perjuicio, aun cuando recurran a los tribunales correspondientes, lo que representa un desincentivo para que las personas hagan valer sus derechos.

En virtud de esta situación, y ante el deber de los dirigentes políticos y de los candidatos de contribuir al orden en las ciudades y por intermedio de ello fortalecer el prestigio de la actividad política, se hace necesario establecer una garantía para que los responsables de las campañas limpien y retiren toda la propaganda y asuman la responsabilidad que les compete por los perjuicios provocados durante los períodos electorales y, cuando así ocurre, respecto a los procesos judiciales que se puedan iniciar por parte de quienes sienten vulnerados sus derechos y su dignidad.

Considerando lo anterior, y en especial el hecho de que la simple voluntad no ha sido suficiente hasta la fecha para garantizar el respeto a los derechos ciudadanos e individuales, se hace necesario vincular el cumplimiento del deber de promover el orden en las ciudades con el financiamiento público de las campañas como medio coercitivo, de modo que los responsables de cualquier abuso o atropello o quienes no retiren efectivamente la totalidad de su propaganda cumplan con sus obligaciones legales, políticas y sociales.

La presente iniciativa apunta a impedir que se vean favorecidos con el reembolso legal por los gastos de campaña realizados con cargo al erario público aquellos candidatos que no hayan resuelto satisfactoriamente todas las exigencias legales, tanto en lo relativo a la restitución del orden y el ornato en la propiedad pública y privada como lo que se refiera a cualquier situación que deba ser resuelta por los tribunales.

Por todo lo anteriormente expuesto, y en uso de mis atribuciones constitucionales, vengo en someter a la consideración del H. Senado el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Agréguense los siguientes incisos al artículo 15° de la Ley N° 19.884 sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral:

"Del mismo modo, los candidatos deberán presentar ante el Servicio Electoral certificados emitidos por las municipalidades y juzgados de policía local de todas las comunas correspondientes al territorio por el cual participaron en las elecciones, sean estas presidencial o parlamentarias, que acrediten que han retirado todo tipo de propaganda y que han reparado los daños causados durante el período legal de campaña en las propiedades públicas y privadas.

"Además, los candidatos deberán presentar certificados de las Cortes de Apelaciones correspondientes que acrediten que no existen procesos pendientes por demandas presentadas con motivo de la realización de las campañas electorales."

(Fdo.):HOSAIN SABAG G.,

Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES PROKURICA, ARANCIBIA, FERNÁNDEZ, HORVATH, OMINAMI, ROMERO, RUIZ Y VEGA MEDIANTE EL CUAL PROPONEN SOLICITAR A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA LA ADOPCIÓN DE MEDIDAS QUE PERMITAN A VOCALES DE MESA QUE CUMPLAN FUNCIONES EN LA PRÓXIMA ELECCIÓN PRESIDENCIAL RECIBIR UNA COLACIÓN ADECUADA 

(S 834-12)

Honorable Senado:

Que, el próximo domingo 15 de Enero se llevará a cabo en todo el país la votación correspondiente a la segunda vuelta de la elección presidencial.

Que, con ocasión del acto electoral 167.785 ciudadanos deberán desempeñarse como vocales de las mesas receptoras de sufragios de mujeres y varones, en los 1447 locales de votación habilitados en todo el territorio nacional.

Que, no obstante su relevancia cívica, lo cierto es que esta carga pública representa una significativa cuota de sacrificio para quienes deben soportarla, los que además de aportar su trabajo y dedicación, deben sufragar los gastos que les origina su permanencia en los locales de votación, como lo es proveerse de alimentación, y

Que, si bien no es posible disponer de una retribución para las mujeres y hombres que ese día deberán dedicarlo al servicio cívico de sus comunas, es razonable y justo proveerlos, al menos, de un aporte en la alimentación necesaria para soportar esa larga jornada.

En base a los antecedentes precedentes someto a consideración de el H. Senado, el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO

Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que disponga las medidas tendientes a que el día de la próxima elección presidencial se provea a todos los vocales de mesa de una colación que contenga los elementos nutritivos necesarios, según la realidad geográfica de cada lugar, que permita a dichos ciudadanos desarrollar su labor cívica sin contratiempos.

(Fdo.): Jorge Arancibia Reyes, Senador.— Sergio Fernández Fernández, Senador.— Antonio Horvath Kiss, Senador.— Carlos Ominami Pascual, Senador.— Baldo Prokurica Prokurica.- Sergio Fernández Fernández, Senador.— Sergio Romero Pizarro, Senador.— José Ruiz De Giorgio, Senador.— Ramón Vega Hidalgo, Senador.

� EMBED Word.Picture.8  ���








� “En un clima donde la inseguridad pasó a ocupar el primer rango de las preocupaciones del Estado, en marzo de 1976 el gobierno francés decidió crear un comité de estudios sobre la violencia, la criminalidad y la delincuencia, compuesto por personalidades de todos los sectores de la población, presidido por Alain Peyerfitte, quien rindió un informe público y formuló 105 recomendaciones:


El informe, que hizo del sentimiento de inseguridad el hilo conductor de su desarrollo, presentó un diagnóstico claro: El repentino aumento de la violencia en Francia se inscribe en el curso de los últimos años, según las cifras oficiales sobre criminalidad: el doble de crímenes y delitos en 1975, en relación con los ocurridos en 1967; cinco veces más robos a mano armada. Todos los sondeos de la época ilustran la inquietud de los franceses: el 67% de las personas encuestadas se sentían "menos seguras que antes", el 48% juzgaba que la criminalidad iba a aumentar durante los próximos diez años, el 82% de los franceses estimaban que vivían en una "sociedad de violencia".


El informe Peyrefitte subrayó, entonces, la presencia de signos patógenos de la vida urbana: " Durante mucho tiempo al margen, la violencia se instaló en el corazón de la ciudad. Aún no la domina, pero si nada se hace, ese momento llegará sin duda", afirma. 


René Bacman concluyó en 1973 después de realizar una encuesta sobre los alrededores del miedo: " El miedo nos gana... si nada cambia, nos faltan diez años para habituarnos al miedo."


Contra las expectativas de una opinión decididamente favorable a la represión, el informe opta definitivamente por recomendaciones de políticas de prevención liberales, referencia obligada para todos aquellos que con posterioridad reflexionaron sobre la política de la ciudad. Recomendó, entre otros, la abolición de la pena de muerte, el aumento en el número de educadores, la participación de la sociedad – toda -, desde luego canalizada, de los ciudadanos, en los programas de prevención.” (fuente: � HYPERLINK "http://oas.org/juridico/spanish/Crimen8.htm" ��http://oas.org/juridico/spanish/Crimen8.htm�)


� “Artículo 436.- Fuera de los casos previstos en los artículos precedentes, los robos ejecutados con violencia o intimidación en las personas, serán penados con presidio mayor en sus grados mínimo a máximo, cualquiera que sea el valor de las especies substraídas.





Se considerará como robo y se castigará con la pena de presidio menor en sus grados medio a máximo, la apropiación de dinero u otras especies que los ofendidos lleven consigo, cuando se proceda por sorpresa o aparentando riñas en lugares de concurrencia o haciendo otras maniobras dirigidas a causar agolpamiento o confusión.”
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